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Tema 1 


LA DICTADURA 
DE PRIMO DE RIVERA 


Ángeles Egido León 


La dictadura de Primo de Rivera no se explica sin la existencia de unas 
condiciones previas de deterioro político y social que son, en realidad, conse- 
cuencia del proceso revolucionario de 1917, Este proceso desembocó en una 
crisis Obrera, que se manifestó esencialmente en materia de orden social, y en 
una erisis política que reavivó el protagonismo de los elementos militares. La 
erisis obrera arranca de la crisis económica de la posguerra (en la minería, la 
construcción, el sector naviero, el agrario...) que provocó un empeoramiento 
de las condiciones de vida de los trabajadores, la caída de los precios y graves 
conflictos entre 1919 y 1923 con más entidad que la propia crisis de 1917. 
En este periodo actúa el pistolerismo, que se convierte en el único interme- 
diario entre obreros y patronos. El momento álgido se produce en 1919 con 
la huelga de La Canadiense, una huelga general revolucionaria a la que los 
patronos responden con un flockout (cierre patronal) que provoca una auténtl- 
ca y desigual guerra social, porque los patronos cuentan con el apoyo de las 
autoridades, sobre todo de las militares. La resolución de la huelga, a favor de 
los propietarios, pone de manifiesto la crisis del poder político y la necesidad 
de contar con los militares, que condicionan la vida política. Las organizacio- 
nes sindicales, sobre todo la CNT, se ven arrastradas a la vía violenta ante la 
aparición de los llamados sindicatos libres, en teoría sin orientación política, 
pero al servicio de los intereses de la patronal. Paralelamente siguen actuando 
las Juntas militares de defensa. 


En medio de este clima de violencia política y tensión social, hay un indu- 
dable punto de inflexión: en julio de 1921 tiene lugar una funesta operación 
militar en el norte de África que concluye con el desastre de Annual. El gene- 
ral Silvestre, con unas tropas poco preparadas y peor equipadas, se empeñó en 
una rápida penetración en el Rif. que desembocó en tragedia. Desde el punto 
de vista humanitario, las bajas fueron terribles: más de 10.000 españoles fren- 
te a 1.000 rifeños. Desde el punto de vista político, significó la pérdida de 
todos los logros obtenidos por España en Marruecos desde 1904 y el recrude- 
cimiento de las críticas al Ejército por su falta de preparación técnica que a su 
vez éste revierte sobre el Gobierno, al que acusa de falta de apoyo económico. 
La presión llega hasta el monarca y obliga a la creación de una Comisión 
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investigadora sobre las causas del desastre. Las conclusiones de la investiga- 
ción se resumen en el llamado Expediente Picasso y afectan al propio Rey. 
Antes de que se discuta en las Cortes, suspendidas por las vacaciones de julio 
de 1923, Primo de Rivera dio el golpe de Estado que supone. en la práctica, la 
muerte del orden constitucional de 1876. 


1. El golpe de Estado 


En la madrugada del 13 de septiembre de 1923, el capitán general de Ca- 
taluña, Miguel Primo de Rivera, a través de los principales órganos de prensa, 
lanza su Manifiesto al pais, con un contenido inequívoco: “Ha llegado para 
nosotros el momento (...) de recoger las ansias. de atender el clamoroso re- 
querimiento de cuantos amando la Patria no ven para ella otra salvación que 
libertarla de los profesionales de la política, de los hombres que por una u otra 
razón nos ofrecen el cuadro de desdichas e inmoralidades que empezaron el 
año 98 y amenazan a España con un próximo fin trágico y deshonroso”. “No 
tenemos —añade- que justificar nuestro acto, que el pueblo sano demanda 
e impone”. El objetivo es claro: se trataba de poner “pronto remedio” a la 
situación existente, a las “rastreras intrigas políticas” que, “tomando como 
pretexto la tragedia de Marruecos”, habian desembocado en la “indisciplina 
social”. Para ello, se constituiría en Madrid un “directorio inspector militar 
con carácter provisional”, sin derramamiento de sangre, pero con voluntad 
de hacer frente a quien se le opusiera. Esa misma noche, varios piquetes de 
soldados incautaron las centrales telegráficas y telefónicas y poco después 
distribuyeron por la ciudad el bando que declaraba el estado de guerra en las 
cuatro provincias catalanas. Al día siguiente, Primo de Rivera salió para Ma- 
drid para recibir del Rey el encargo de formar gobierno. 


Las consecuencias del manifiesto se asumieron sin complicaciones. Cual- 
quier cosa era mejor que el sistema existente, explícitamente agotado para 
todos los sectores de la nación. Primo de Rivera toma. pues, el poder con el 
apoyo de un sector del Ejército (dolido por las críticas recibidas), la aquies- 
cencia de los sectores conservadores (cansados de la situación anterior) y ante 
la indiferencia de la mayoría del pueblo. En el fondo, no era smo un pronun- 
ciamiento más, de los muchos que había vivido la España contemporánea, 
aunque la historiografía reciente ha subrayado que, a diferencia de sus prede- 
cesores, el golpe de Primo fue el único que se propuso la constitución de un 
régimen militar, es decir, sin intención de ceder el poder, una vez tomado, a 
las autoridades civiles. Pero en aquel momento muchos pensaron que se hacía 
realidad la solución del “cirujano de hierro” preconizada por Joaquín Costa 
para regenerar el país. 


Durante bastante tiempo se ha especulado sobre la inevitabilidad del 
golpe. hoy parece asentado que era previsible, aunque no inevitable. Las 
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posibilidades de supervivencia del gobierno de concentración liberal de 1923 
todavía se discuten, la crisis nacional favorecía las soluciones de fuerza, en 
los cuarteles se daba por hecho y los sectores ultraconservadores, encabeza- 
dos por el maurismo radical de Goicoechea, apostaban por ellas. En 1923 el 
maurismo sufrió un descalabro electoral. La situación internacional, con Mus- 
solini en su momento álgido, también jugaba a su favor. Incluso Alfonso Xin, 
desengañado del funcionamiento del sistema de la Restauración, no ocultaba 
que la solución militar parecía la única posible. 


En realidad, cuando se decidió a actuar, Miguel Primo de Rivera solo con- 
taba con un grupo reducido de militares de Madrid, el llamado “Cuadrilátero”, 
integrado por José Cavalcanti, Federico Berenguer, Leopoldo Saro y Antonio 
Dabán, pero la mayor parte de los capitanes generales y gobernadores civiles, 
aunque no se opusieron al golpe, tampoco lo apoyaron directamente. Las ra- 
zones para explicar su éxito hay que buscarlas en el interior: había un clima 
favorable al intervencionismo militar, y en el exterior: la solución dictatorial, 
y especialmente el intento posterior de institucionalización del régimen, se 
enmarcan en el contexto europeo de crisis del sistema parlamentario liberal 
que desemboca en la formación de regímenes autoritarios y dictatoriales. En 
un plano más cercano, el éxito de la sublevación se vio favorecido por la 
abstención del Ejército, la debilidad del gobierno, la pasividad de la opinión 
pública y la actuación del Rey. Aunque no está claro que el Rey apoyase di- 
rectamente el golpe, lo que hoy nadie discute es que no se opuso a él. 


El golpe, por tanto, triunfó sin resistencia y el nuevo régimen se instauró 
pacíficamente. Ni socialistas ni republicanos salieron a la calle y solo la CNT 
y el PCE intentaron oponerse, sin hallar la menor respuesta popular. Primo de 
Rivera había subrayado que se trataba de una operación de urgencia, de una 
especie de paréntesis, hasta que se restaurase la normalidad constitucional, 
pero el artículo 32 de la Constitución vigente advertía claramente de que no 
podían pasar más de tres meses sin que el Rey convocase Cortes tras su di- 
solución. El conde de Romanones y Melquíades Alvarez se lo hicieron notar 
al monarca, pero su reacción no fue la esperada: en noviembre, firmó el Real 
Decreto que destituía a los presidentes de las cámaras y disolvía las comisio- 
nes del gobierno anterior. La Dictadura, pues, era un hecho. 


Miguel Primo de Rivera, de familia aristocrática, jerezana, era un hombre 
alegre, locuaz —incluso en exceso—, con indudable encanto personal y dis- 
puesto a solucionar los problemas, pero poco ducho en la política y con co- 
nocimientos superficiales de las dificultades reales que la misma implicaba. 
Había ascendido en el escalafón militar por méritos de guerra tras participar 
en la campaña de Melilla, pasando por Cuba y Filipinas. Fue capitán general 
de Valencia, Madrid y Barcelona y cuando murió su tío, el general Fernando 
Primo de Rivera, heredó el título de marqués de Estella. Se dispuso a gober- 
nar, pues, sin más armas tangibles que su buena disposición personal apoyada, 
eso sí, por la voluntad de atajar cualquier conato de oposición. 
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Desde el punto de vista cronológico. la andadura del régimen puede divi- 
dirse en varias etapas. En un primer momento, hasta 1924, se trata de resolver 
los problemas pendientes: la cuestión social, el problema político y el proble- 
ma militar. En el segundo periodo se intenta institucionalizar la Dictadura: a 
finales de 1925 se sustituye el directorio militar por un primer gobierno inte- 
grado por civiles con conocimientos técnicos que aspiran a la normalización 
del régimen y en el verano de 1926 se pone en marcha la Asamblea Nacional, 
una especie de parlamento corporativo, cuya primera misión será intentar do- 
tar al país de una nueva constitución. La última etapa, desde finales de 1928, 
vería la descomposición del régimen que pierde el apoyo de un sector del 
Ejército, de la patronal, de la UGT y del propio Rey mientras ha de hacer 
frente a varias conspiraciones y complots en medio de la rebelión estudiantil 
y la reorganización de la oposición republicana. 


2, Primeros objetivo y primeros logros: 
la pacificación de Marruecos 


La regeneración nacional era el objetivo prioritario y para Primo de Ri- 
vera ese objetivo tenía tres vértices claros en el interior: el caciquismo, el 
nacionalismo y el orden público, y un propósito fundamental en el exterior: 
acabar con la guerra de Marruecos. En este primer periodo, el régimen mili- 
tar se planteaba como un parentesis —ni siquiera se abolió la Constitución de 
1876- destinado a solucionarlos e implícitamente se asumía que después se 
retornaría a la normalidad constitucional. 


Para afrontarlos, se constituyó un Directorio militar formado por ocho 
generales y un almirante (en representación de todas las regiones militares y 
de todas las armas y cuerpos del Ejército), todos ellos sin experiencia política 
previa y elegidos directamente por Primo de Rivera, que se reservó, como 
presidente, el poder ejecutivo, es decir, el control total en la toma de decisio- 
nes. A partir de entonces, se gobernó por decretos, eso sí, precedidos de largos 
preámbulos en los que el nuevo presidente dio salida a su incontinencia comu- 
nicativa, mgenua, optimista y superficial, que no dejó prácticamente ningún 
aspecto de la vida nacional sin cubrir. 


En el plano político. su primera labor fue dedicada a acabar con el 
caciquismo, considerado el cáncer esencial de la Restauración. Con acti- 
vidad febril y bastante urgencia, la labor del régimen se dedicó a suprimir 
ayuntamientos y diputaciones, cesar antiguos funcionarios y llevar a cabo 
una labor de descongestión y limpieza administrativa que, a pesar del re- 
vuelo y malestar que causó, no fue a la hora de la verdad nada efectiva. 
Las viejas redes clientelares subsistieron. simplemente se adaptaron a las 
nuevas circunstancias. 
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El régimen puso en vigor un nuevo Estatuto Municipal (precursor del Pro- 
vincial) en 1924, destinado teóricamente a sustituir el centralismo administra- 
tivo por un régimen de amplia autonomía local, y creó la figura del delegado 
gubernativo enviado a los pueblos para velar por su aplicación. Los goberna- 
dores civiles fueron sustituidos por militares. En la práctica, nada cambió, y 
no solo eso sino que a la larga la administración quedó todavía más central1- 
zada que antes. Nunca se convocaron elecciones municipales, los alcaldes y 
concejales siguieron eligiéndose a dedo y los gobernadores controlaron total- 
mente el poder. Se ha subrayado que el programa regeneracionista destinado 
a desmantelar el caciquismo encubría en realidad una progresiva sustitución 
del poder civil por el control militar. A este propósito servía la creación de la 
figura de los delegados gubernativos, que eran jetes o capitanes del Ejército, 
uno por cada partido judicial, encargados de controlar los ayuntamientos. A 
finales de 1923 había casi 500 distribuidos por todo el territorio nacional. 


En cuanto al nacionalismo, aunque la Dictadura había sido bien recibida 
por el catalanismo conservador, que confiaba en el espíritu regionalista de 
su presidente, la realidad se revelaría bien distinta. La ideología castrense, 
siempre indisolublemente ligada a la unidad de la patria, no iba a redundar, 
por tanto, en el apoyo a las reivindicaciones nacionalistas. Muy al contrario. la 
Dictadura se apresuró a reprimirlas, imcluso en sus manifestaciones más ¡no- 
cuas: orfeones, actividades culturales, etc. La lengua y la bandera catalanas 
fueron prohibidas y el Estatuto Provincial promulgado en 1925 nunca llegó a 
aplicarse. 


La restauración del orden público se consiguió, en cambio, con sorpren- 
dente rapidez. Acabar con el pistolerismo y restablecer la seguridad en las 
calles había sido un objetivo prioritario. La contundente actuación de los ge- 
nerales Severiano Martínez Anido, subsecretario de Gobernación, y Miguel 
Arlegui, director general de Orden Público, surtió efecto, pero no lo habría 
hecho tan eficazmente sin la descomposición interna de la CNT y la quiebra 
permanente del PCE, que quedó confinado a la clandestinidad. Las medidas 
represivas contra los anarcosindicalistas y contra los comunistas fueron espe- 
cialmente contundentes, pero también se suspendicron las garantías constitu- 
cionales, se implantó la censura de prensa y los delitos contra la seguridad y 
la unidad de la Patria quedaron bajo jurisdicción castrense, mientras se per- 
siguieron y prohibieron todo tipo de manifestaciones separatistas. El PNV 
quedó fuera de la ley y en Cataluña, Estat Catala y Acció Catalana pasaron a 
la clandestinidad. 


El Somatén, una milicia crudadana integrada por miembros de la alta bur- 
guesía y de la aristocracia catalana no contribuyó, sin embargo, a ello. Su ac- 
tuación durante la Dictadura fue escasa y ni siquiera apoyó al dictador cuando 
se organizaron protestas para derrocarle. El Somatén era una institución tra- 
dicional catalana que se habia desarrollado fundamentalmente en contra del 
pistolerismo. El Real Decreto de 17 de septiembre de 1923 lo extendió a toda 
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España y al año siguiente había más de 100.000 ciudadanos encuadrados en 
él, que alcanzaron casi el doble en 1928, cuando se inició su declive. Pero 
nunca llegaron a ser la fuerza auxiliar que en momentos de crisis podía haber 
ayudado a los cuerpos de seguridad, como había previsto el dictador. Ejercie- 
ron labores marginales de vigilancia y policía y participaron en los desfiles, 
pero su actuación no pasó de ahí. 


El gran éxito de la Dictadura fue, sin duda, la solución del problema de 
Marruecos. En realidad, la promesa del dictador de poner fin a la sangría de 
la guerra había sido uno de los factores fundamentales que contribuyeron al 
éxito del golpe. Primo siempre se había manifestado abandonista y se propo- 
nía repatriar a los 120,000 soldados que todavía operaban en la zona. Pero 
las circunstancias jugaron en contra. La intención española fue interpretada 
como un signo de debilidad y el líder rifeño Abd-el-Krim cimentó en ella 
su prestigio y credibilidad. Entre septiembre y diciembre de 1924 las tropas 
españolas abandonaron más de 300 puestos en el sector occidental de Ma- 
rruecos, concentrándose en la línea fortificada costera que se conoció como 
“línea Primo de Rivera”, es decir, alrededor de las ciudades de Ceuta, Melilla, 
Tetuán y Larache. La plaza de Xauén fue abandonada en noviembre de 1924. 
El líder rifeño, que había proclamado a principios de 1923 la República del 
Rif, logró, al calor del repliegue español, consolidar su liderazgo, aglutinar 
un ejército bien pertrechado y organizado, que controlaba no sólo el Rif sino 
Gomara y Yebala. 


La nueva situación obligó al dictador a tomar medidas de excepción 
que se concretaron en una gran operación: el desembarco en la bahía de 
Alhucemas, en el corazón del Rif, tratando de asestar un golpe definitivo 
que acabara con el foco central de la rebelión. Pero, paralelamente, tan- 
teaba otras posibilidades. Primo no quería extender el conflicto ni ocupar 
el territorio marroquí. Quería pacificar la zona y a ello dirigió las negocia- 
ciones con el líder rifeño llegando a otrecerle un régimen de amplia au- 
tonomía sobre una extensa zona y con subvención española. Abd-el-Krim 
siempre interpretó estas ofertas como síntoma indudable de debilidad y 
las negociaciones provocaron el efecto contrario al deseado: fortalecer la 
resistencia marroquí e intensificar las operaciones bélicas, mientras las 
conversaciones, dilaciones y rodeos le permitían ganar tiempo y solidif1- 
car su preparación (ver Mapa 1). 


La suerte, sin embargo, vendría en ayuda del propósito español. Francia 
nunca había querido colaborar con España en las operaciones destinadas a la 
pacificación de Marruecos, pero la inesperada reacción del líder riteño que, 
envalentonado por el repliegue español de 1924, decidió atacar a Francia en la 
primavera de 1925, llegando hasta las cercanías de Fez, se volvió en su contra. 
Francia accedió a colaborar con España y el resultado fue el desembarco en 
Alhucemas en septiembre de 1925. Primo de Rivera quería limitar exclusiva- 
mente la colaboración franco-española a la operación de Alhucemas. Pétain, 
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sin embargo, era partidario de extender la ocupación al interior. A pesar de la 
diferencia de criterios, que ocasionaron no pocas dificultades entre franceses 
y españoles, Primo —siempre pragmático— acabó cediendo a la presión fran- 
cesa. El éxito indiscutible del desembarco que —en contra de lo que ha solido 
creerse— no se debió al azar sino a la planificación, equipamiento y habilidad 
para engañar al adversario sobre la zona en la que finalmente se llevaría a 
cabo, unida a la intransigencia de Abd-el Krim puesta una vez más de mani- 
fiesto en las negociaciones tripartitas (Francia, Marruecos y España) de 1926, 
obligaron al dictador a secundar la postura francesa. Es decir, obligado por la 
actitud marroquí y presionado por Francia, a pesar de sus proclamas abando- 
nistas y no por secundar a los militares africanistas, Primo de Rivera, se lanzó 
a la política de conquista que culminó con éxito en 1926: Abd-el Krim se 
rindió y fue enviado al destierro, aunque las operaciones militares se prolon- 
garon hasta el verano de 1927. Se logró la victoria pero no el objetivo inicial: 
Marruecos siguió costando mucho dinero al erario público español. Habia 
terminado la sangría de hombres, pero continuaba la sangría económica. El 
precio, con todo, se pagó con gusto y la pacificación de Marruecos fue, sin 
duda, el mayor logro de la Dictadura. 


3. La consolidación de la Dictadura: 
el intento de institucionalización del régimen 


Tras el éxito espectacular del desembarco en Alhucemas, gozando del 
apoyo del Rey, del refrendo de amplias capas populares y del Ejército, Pri- 
mo de Rivera creyó llegado el momento de consolidar su régimen, iniciando 
el proceso de institucionalización, es decir, de sustituir la dictadura militar 
por otra civil, Para ello, sustituyó al Directorio militar por un gabinete civil, 
recuperando la figura del Consejo de Ministros y colocando al frente de las 
principales carteras a militares amigos y figuras procedentes del maurismo. 
Entre los primeros cabe destacar a Severiano Martínez Anido que ocupó un 
puesto clave: la vicepresidencia del gobierno además del ministerio de la Go- 
bernación. Entre los segundos a José Calvo Sotelo, entonces joven abogado, 
que asumió la cartera de Hacienda. y a José Yanguas Messía, que se hizo 
cargo de la de Estado (Asuntos Exteriores). Reclutó también figuras destaca- 
das por su trayectoria profesional como el ingeniero conde de Guadalhorce a 
quien colocó al frente del ministerio de Fomento o el abogado Eduardo Au- 
nós, antiguo diputado de la Lliga, a quien encomendó la cartera de Trabajo. 
El poder legislativo y el judicial. además del ejecutivo, quedaron en manos 
del nuevo Consejo de Ministros, puesto que no se restablecieron las garantías 
constitucionales y Congreso y Senado se habían disuelto. Pero en la práctica, 
las decisiones políticas no pasaban por el Consejo de Ministros. las tomaba 
directamente el dictador, 
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Se trataba de rodearse de técnicos, bien relacionados con el mundo de 
las finanzas y con los sectores agrarios e industriales, para impulsar la inver- 
sión pública, el desarrollo económico y la transformación social. En marzo 
de 1924 se había creado el Consejo de Economía Nacional, un organismo 
corporativo cuya misión era encauzar las aspiraciones de los principales gru- 
pos de presión, regular las medidas proteccionistas de la economía y sentar 
las bases del intervencionismo estatal. Paralelamente, el Consejo Superior de 
Trabajo, Comercio e Industria regulaba las relaciones laborales, tratando de 
frenar mediante los llamados comités paritarios de obreros y patronos, los 
conflictos sociales. En abril se promulgó el Estatuto Municipal, precedente 
del provincial que se aprobaría al año siguiente, que dotó a los ayuntamientos 
de mayor autonomía en materia económica y de gestión. 


Pero el nuevo régimen. que ya había abandonado su carácter de paréntesis 
transaccional, iba a descansar fundamentalmente sobre dos pilares: un nuevo 
partido, la Unión Patriótica, y una Asamblea Nacional Consultiva, que preten- 
día ser una especie de remedo del Parlamento, y cuyo objetivo fundamental 
debía ser elaborar un proyecto constitucional. 


El nuevo partido, nacido en abril de 1924, se apoyaba esencialmente en 
los grupos católicos, liderados por la Asociación Católica Nacional de Propa- 
gandistas, la Confederación Nacional Católica-Agraria o la Acción Católica, 
cuyas filas habían nutrido los comités provinciales que surgieron tras el golpe 
en apoyo de la Dictadura. Pero también se integraron en él nuevos miembros 
procedentes de la burguesía agraria, industrial y comercial, católicos militan- 
tes y personas procedentes del maurismo. Aunque el partido pretendía renovar 
la vida y las costumbres políticas, en realidad sumó los intereses de las viejas 
oligarquías caciquiles y de las jóvenes generaciones del mismo signo que se 
unían a él para perpetuar, desde lo nuevo, las prácticas del viejo sistema. No 
en vano, su antecedente inmediato había sido la Unión Patriótica Castellana, 
una asociación muy arraigada en Castilla integrado por pequeños y medianos 
propietarios esencialmente agrarios y promovida por los líderes del catolicis- 
mo social. Para el verano, la Unión Patriótica ya contaba con casi dos millo- 
nes de afiliados. 


En cuanto a la Asamblea Nacional Consultiva, un sistema de represen- 
tación corporativa totalmente nuevo en la tradición del constitucionalismo 
español, estaba integrada por cuatrocientos miembros nombrados por el go- 
bierno y representantes de las administraciones central. provincial y local. 
También había representantes de la enseñanza, de la industria, del comercio, 
de la agricultura, de la prensa, de la banca... procedentes en su mayoría de 
la derecha conservadora y en consonancia con la Dictadura y con los secto- 
res sociales y económicos dominantes en el país. Su función era meramente 
consultiva y en la práctica resultó inoperante, porque desde el mismo momen- 
to de su apertura, en septiembre de 1927, estuvo totalmente controlada por 
el gobierno. El gran objetivo, redactar una constitución, no se cumplió y su 
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existencia, en realidad, sólo puede comprenderse en el contexto internacional, 
especialmente europeo. en que se produjo: se estaban ensayando nuevos sis- 
temas de representación corporativa, organicista e Intervencionista -en medio 
de la crisis del sistema parlamentario liberal- cuyo referente más evidente era 
el Estado de Mussolini. 


La Asamblea empleó cast un año en preparar un anteproyecto de Consti- 
tución, que no se hizo público hasta julio de 1929. El texto cra una mezcla de 
los principios corporativos de la dictadura y los tradicionales del liberalismo 
doctrinario: soberanía compartida por el Rey y las Cortes, una sola Cámara, 
compuesta al cincuenta por representantes de las corporaciones y los designa- 
dos por sufragio directo. Estado confesional, unidad indisoluble de la Patria 
y pervivencia de un Consejo del Reino, con amplias atribuciones, compuesto 
por representantes de la nobleza, la Iglesia y el Ejército. El esfuerzo resultó 
baldío, porque para entonces el dictador ya había perdido prácticamente todos 
sus apoyos. 


Tampoco logró consolidar las ambiciones del régimen en política exterior. 
Envalentonado con el éxito en el norte de África, Primo de Rivera apostó 
fuerte en el contexto europeo y perdió. Había dos reivindicaciones tradicio- 
nales en la política exterior de España: asumir un puesto permanente en el 
Consejo de la Sociedad de Naciones, el principal organismo internacional 
de la época. y lograr la incorporación de Tánger, que Se regía por un estatuto 
internacional acordado entre tres países: España, Gran Bretaña y Francia (con 
clara preponderancia respecto de España), al protectorado español. 


El Consejo de la Sociedad de Naciones, con sede en Ginebra. estaba inte- 
grado por cinco miembros permanentes (originalmente Francia, Italia, Reino 
Unido, Japón y Estados Unidos) y cuatro miembros no permanentes, entre 
ellos España, que debían ser reelegidos y renovados por tercios cada tres años. 
Cuando en 1926 Alemania solicita su incorporación como miembro perma- 
nente (ocuparía el puesto de Estados Unidos), España cree llegado el momen- 
to de reclamar el mismo estatus. Primo de Rivera amenaza con retirarse de la 
Sociedad si no lo consigue. Y no lo consiguió. España se retiró, pero en 1928 
hubo de volver en las mismas condiciones y con el peso de un gesto desme- 
dido a sus espaldas. 


Tampoco tuvo éxito la reclamación tangerina. Planteada la revisión del 
régimen estatutario, que no funcionaba del todo bien, Primo de Rivera decidió 
sumarse a las pretensiones de Italia. Ambas naciones se consideraban Insatis- 
fechas trente a Francia y Gran Bretaña, y decidieron unir sus fuerzas, aunque 
Primo nunca perdió de vista a las dos grandes potencias occidentales que 
siempre se consideraron aliadas naturales de España. A pesar de la política 
grandilocuente y de los intentos de presión conjuntos, las mejoras obtenidas 
fueron mínimas y la imagen internacional del dictador, y por ende de España. 
quedó un tanto maltrecha. 
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4. La política económica y social 


Mejores resultados obtuvo en la política interior. En medio de una coyuntura 
alcista. los felices veinte. el régimen supo impulsar la economía, apoyando las 
grandes obras públicas e impulsando los provectos de las grandes empresas y de 
la industria con una política de intervencionismo estatal que incentivó la exporta- 
ción, subvencionó las iniciativas de la gran empresa y redundó en un aumento de 
la prosperidad general. En esta época se construyeron carreteras, canales, puertos, 
vias férreas, se crearon oligopolios y monopolios como la Compañía Arrendataria 
del Monopolio de Petróleos, S.A. (CAMPSA) o la Compañía Telefónica Nacio- 
nal de España. La Dictadura impulsó la creación de infraestructuras, creció la red 
viaria y ferroviaria y fue notable la política hidrográfica, 


En el aspecto social, la Dictadura supo reconducir las aguas a su terreno. 
Reprimió duramente a los anarquistas, el principal foco de conflictos. y consi- 
guió pactar con los socialistas, promulgó el nuevo Código del Trabajo y conso- 
lidó la organización corporativa. En realidad, el régimen se benefició del prag- 
matismo de los líderes del PSOE y de la UGT que, conscientes de su falta de 
fuerza para enfrentarse al dictador, prefiricron acercarse a él para preservar su 
propia existencia. La política colaboracionista, defendida por Pablo Iglesias, el 
viejo fundador, “el abuelo” del socialismo, que fallecería en diciembre de 1925, 
apoyada por Julián Besteiro y por los principales dirigentes sindicales, especial- 
mente Francisco Largo Caballero y Andrés Saborit, no era, en el fondo, sino 
una estrategia de supervivencia que redundaría. a la larga, en el fortalecimiento 
del PSOE. como se vería en 1931. De cara al advenimiento de la Segunda Re- 
pública. los socialistas eran la Única fuerza obrera organizada, estructurada y 
con suficientes afiliados como para ofrecer una alternativa a los republicanos, 
con los que se aliaron para el objetivo común. Las demás fuerzas antimonár- 
quicas: los comunistas y sobre todo los anarquistas, obligadas a sobrevivir en la 
clandestinidad, no estaban en condiciones de hacer frente a la nueva coalición 
republicano-socialista que fue la que. a la postre. se impuso entonces. 


Durante la Dictadura, los socialistas estuvieron presentes en el Consejo 
de Trabajo, nuevo organismo creado para asumir las funciones del antiguo 
Instituto de Reformas Soctales. y en el Consejo de Estado, órgano mera- 
mente consultivo, pero de relevancia para el que se eligió a Largo Caballero 
como representante del PSOE. Otros lideres socialistas, que luego alcan- 
zarían el poder con la República. Indalecio Prieto y Fernando de los Ríos 
prefirieron dimitir, en señal de protesta, de la ejecutiva del partido. Estuvie- 
ron presentes también en la política laboral y colaboraron en la legislación 
social. La mayor novedad en ambos sentidos del régimen fue la creación de 
los comités paritarios o comités mixtos. compuestos por obreros y patronos. 
para dirimir los conflictos laborales por la vía de la negociación. Se trataba 
de un modelo, inspirado en el italiano aunque no igual a él que nunca 
convenció a la patronal y que los socialistas apoyaron firmemente, logrando 
mejoras para los obreros. 
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5. El principio del fin. Las conspiraciones contra la Dictadura 


A pesar de los intentos de institucionalizar el régimen y de algunos de sus 
logros, la oposición nunca cesó, Los sectores contra los que se había hecho 
fuerte hicieron notar su descontento y organizaron. de hecho. varios intentos 
para derrocar al dictador. Primo de Rivera hubo de atrontar, en efecto, el des- 
contento de sectores nacionalistas, de los antiguos partidos dinásticos, de un 
sector del Ejército y de la intelectualidad. 


Apenas dos meses después del golpe, los presidentes del Senado y del 
Congreso, el conde de Romanones y Melquiades Alvarez respectivamente, 
como ya hemos señalado, hicieron una vista a Alfonso xi. El objetivo era 
recordarle su obligación de convocar las Cortes. Lejos de apoyarles, cl Rey se 
limitó a firmar su destitución. Nunca se lo perdonaron, como no lo hicieron 
otros políticos dinásticos, especialmente Santiago Alba —que fue objeto de 
una verdadera persecución por parte del régimen— que lo interpretaron como 
una traición. Á partir de ese momento, la suerte de la Monarquía quedó ligada 
a la de la Dictadura. El sentimiento antimonárquico se extendió, perfilándose 
la caida del Rey como única alternativa. Así lo sintieron también algunos sec- 
tores del Ejército, especialmente soliviantados por las medidas del dictador, 
que pronto se unieron a las fuerzas destinadas a derrocarle. 


Fueron, sin embargo. los nacionalistas y sobre todos los anarquistas que ha- 
bían sido duramente reprimidos por la Dictadura, los primeros interesados en 
intentarlo. En noviembre de 1924 cruzó la frontera francesa un grupo arma- 
do, supuestamente integrado por nacionalistas y anarquistas, con esa intención. 
Hubo un enfrentamiento en Vera del Bidasoa que causó varias bajas, después de 
un tiroteo entre la Guardia Civil y los carabineros y varios centenares de militan- 
tes armados. Se inculpó, al parecer injustamente, a Miguel de Unamuno (deste- 
rrado en Fuerteventura desde enero de 1924, cesado en su cátedra y destituido 
como vicerrector de la Universidad de Salamanca). a Rodrigo Soriano. político y 
periodista republicano que había criticado duramente al dictador desde cl Ateneo 
de Madrid. al novelista. también republicano. Vicente Blasco Ibáñez y al filósofo 
y ensayista José Ortega y Gasset que se había distanciado progresivamente de 
la Dictadura a la vista de su modo de actuar— como inspiradores. pero el asunto 
no tuvo mayor repercusión. salvo el afianzamiento de la línea dura entre los 
anarquistas, es decir, de los partidarios de la acción directa. En julio de 1927 
los grupos más radicales fundaron en Valencia la Federación Anarquista Ibérica 
(FA ID), dispuesta a convertirse en la vanguardia de la revolución. 


Tampoco tuvo éxito la insurrección nacionalista del ex coronel Macia dos 
años después (noviembre de 1926) que. con la organización armada que ha- 
bía creado. el Estat Catalá, intentó invadir el territorio catalán por Prats de 
Molló. La estrategia era un tanto ingenua: primero un golpe de mano de los 
más comprometidos, después la huelga general y finalmente el pueblo entero 
que se lanzaría a la sublevación. Probablemente el régimen la conocía previa- 
mente y la utilizó para reforzar la represión. 
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No fue tan fácil abatir a los viejos políticos dinásticos que buscaron. y 
hallaron, el apoyo de los militares. La política de nombramientos de Primo 
de Rivera, que obligó a militares de superior rango a ponerse a las órdenes de 
otro de menor graduación pero con cargo político superior, atentaba contra la 
esencia misma del espíritu militar y aunque Primo desde el primer momento 
arbitró medidas destinadas a contentar al Ejército (como la amnistía al antiguo 
comisario de Marruecos, el general Berenguer), no pudo evitar que aumenta- 
se el malestar en el seno del Ejército, acuciado por otra parte por la continua 
presión del conflicto de Marruecos que no parecía que pudiera llegar a resol- 
verse. La tensión estalló el 24 de junio de 1926, la noche de San Juan. Los 
generales Aguilera y Wevler. instigados por Romanones y Melquiades Álva- 
rez, se pronunciaron para volver al orden constitucional. La * "sanjuanada” no 
pasó de ser una asonada sin casi repercusión. El dictador la aplacó fácilmente 
en un par de días y la poca dureza de la represión —saneiones económicas a 
los principales implicados— no hizo sino fortalecer la idea de volver a la vieja 
costumbre de la intervención militar como solución política a la inoperancia 
del poder civil. 


Poco después, en septiembre de 1926, hubo otro conflicto, esta vez na- 
cido directamente en el seno militar, donde se plantaron los jefes y oficiales 
del Cuerpo de Artillería que se encerraron en sus cuarteles. Primo de Rivera 
midió mal sus fuerzas y, sobre todo, no supo afrontar con éxito la necesaria 
reforma del Ejército. Estaba claro que había que reorganizarlo y que había 
que acabar con el excesivo número de oficiales, saldo negativo de la guerra 
de Marruecos. No supo hacerlo, se limitó a medidas que apenas arañaban la 
superficie del problema y que le granjearon, sin embargo, la enemistad y el 
malestar de sus correligionarios, especialmente de los artilleros, cuerpo con 
el que fue particularmente injusto. Primo quería establecer un sistema de as- 
censos uniforme para todo el Ejército y el cuerpo de Artilleros se opuso fron- 
talmente a la abolición de la tradicional escala cerrada, es decir, del ascenso 
por estricta antigúedad. El dictador reaccionó radicalmente suprimiendo el 
cuerpo. Aunque luego se retractó, nunca se lo perdonaron. La República, y 
especialmente su nuevo ministro de la Guerra, Manuel Azaña, sufrirían in- 
directamente las consecuencias del resquemor y malestar del Ejército que se 
inició en los tiempos del dictador. 


Otro foco de conflicto se gestó en la Universidad. que había triplicado el 
número de alumnos matriculados en los años de la Dictadura, una prueba más 
del auge de las clases medias urbanas bien situadas social y económicamente. 
A finales de 1926 se fundó la Federación Universitaria Escolar (FUE), para 
contrarrestar la influencia en las aulas de los sectores católicos. La destitución 
del catedrático Luis Jiménez de Asúa desembocó en una huelga estudiantil 
que el dictador intentó zanjar con el cierre de la Universidad Central de Ma- 
drid y de la de Barcelona y la anulación de la matrícula de los estudiantes im- 
plicados, pero el malestar no hizo sino crecer y la Dictadura se ganó el firme 
rechazo de los sectores Intelectuales. 
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Aunque el republicanismo todavía estaba desorientado, encontró la mane- 
ra de reorganizarse. También a finales de 1926 nació la Alianza Republicana, 
que aunaba a los radicales de Lerroux, los republicanos catalanes de Marcelino 
Domingo y los reformistas de Acción Republicana, en la que se encuadraban 
intelectuales como Manuel Azaña, Luis Araquistáin o Ramón Pérez de Ayala. 
Paralelamente, los defensores del sistema parlamentario, especialmente a partir 
de 1927 cuando quedó claro que el régimen no volvería a la senda constitucio- 
nal, organizaron la oposición. El viejo líder conservador José Sánchez Guerra 
dirigió, desde su exilio en París, la llamada plataforma constitucionalista que 
aunó en sus filas a todos los descontentos: reformistas, liberales, republicanos 
dispuestos a derrocar la Dictadura. En enero de 1929 Sánchez Guerra lideró la 
insurrección, pero cuando llegó a Valencia, el movimiento había quedado in- 
validado por la sublevación precipitada, y abortada, de los artilleros en Ciudad 
Real. El viejo político fue absuelto, pero la suerte del dictador estaba echada. 


Paulatinamente todas las fuerzas discordantes se fueron aunando en el 
objetivo común. Entre ellas hay que contemplar a las del mundo universitario 
y de la cultura. La Dictadura no fue nunca bien recibida en estos ambientes, 
aunque inicialmente solo se opusieron a ella algunas figuras destacadas como 
Miguel de Unamuno, el eseritor Vicente Blasco Ibáñez o el periodista Rodrigo 
Soriano, los dos últimos declaradamente republicanos. Unamuno y Soriano 
fueron deportados en 1924 a la isla de Fuerteventura. Sólo se levantaron voces 
críticas entre los miembros más jóvenes de la generación del 14: los eserito- 
res Manuel Azaña y Ramón Pérez de Ayala o el catedrático Luis Jiménez de 
Asúa, que sería también deportado a las islas Chafarinas. La popularidad del 
dictador descendió también entre los socialistas, que se negaron a participar 
en la Asamblea Nacional de 1927 e incluso los sectores sociales que inicial- 
mente le habían apoyado fueron alejándose al no ver satisfechas sus expecta- 
tivas. Pero la razón fundamental de su fracaso fue el no haber sido capaz de 
articular una verdadera alternativa a la quiebra del sistema de la Restauración. 


6. La caída del dictador 


El proyecto constitucional que la Asamblea logró elaborar y que se hizo 
público en 1929 no consiguió convencer a nadie. El modelo de régimen au- 
toritario —si bien no fascista— corporativo, intervencionista y antidemocrático 
no llegó a aprobarse. Todos los actores políticos y sociales estaban conven- 
cidos de que el régimen de la Restauración se había agotado pero todavía no 
lograban confluir a la hora de pergeñar uno nuevo. Ni la Unión Patriótica ni 
el somatén soportaban la comparación con el fascismo italiano y la Dictadura 
se desmoronó a la par que su inspirador. En 1929 Primo de Rivera, que nun- 
ca había sido cruel con sus adversarios, se sentía cansado y estaba enfermo. 
Volvió la mirada al Ejército, en realidad el único sostén de su régimen, pero 
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no encontró el apoyo esperado. Sólo Sanjurjo le contestó con displicencia, en 
medio de la inhibición de la mayoría de los altos mandos militares. Tampoco 
el Rey estuvo a la altura. Primo de Rivera tomó entonces la decisión de dimi- 
tir —otra contradicción intrínseca con los verdaderos dictadores— y el régimen 
concluyó de manera pacifica. Poco después murió en París, en el exilio. 


En los últimos años la historiografía especializada parece haber llegado 
a un cierto consenso sobre la verdadera naturaleza del régimen de Primo de 
Rivera. Por una parte, no cabe duda de que la Dictadura no fue un hecho 
singular propio de la historia contemporánea de España, una salida original 
a la crisis del sistema liberal, sino uno más de los muchos que se produje- 
ron, con características similares, en la Europa de entreguerras. Países de la 
Europa del Este o de la Europa mediterránea, como Bulgaria, Rumanía, Po- 
lonia, Hungría o Yugoslavia, así como Grecia y Portugal vivieron experien- 
cias similares. En todos ellos los regimenes autoritarios de corte dictatorial 
fueron una salida a la incapacidad de los sistemas políticos tradicionales o a 
la falta de voluntad de las élites para dar salida a las necesidades de la nueva 
sociedad emergente que reclamaba una ampliación de las libertades y de la 
representación popular. En realidad, lo que se había producido era un pro- 
fundo cambio en la estructura de la economía y en la sociedad que reclama- 
ba su parangón en el plano político. A ese cambio, no fue ajena España que 
pasó de tener una economía esencialmente rural a desarrollar una estructura 
industrial, especialmente en las ciudades. La población emigró del campo a 
la ciudad, incrementándose el sector terciario y aumentando la demanda de 
cultura y alfabetización. 


En algunos paises europeos, como Italia y Alemania, este cambio se cana- 
lizó a través del fascismo. Pero la situación no es equiparable a la de España. 
Aunque los paralelismos fueron inevitables y Alfonso xt1, que viajó con Pri- 
mo de Rivera a Italia entre el 19 y el 24 de noviembre de 1929, le presentó 
como su Mussolini particular, las concomitancias no pasaban de compartir los 
mismos enemigos: la democracia y el parlamentarismo, el desorden revolu- 
cionario y el caos social, y perseguir los mismos objetivos: la afirmación de 
la patria y la salvaguarda de su unidad. Pero ni Mussolini ni Hitler llegaron 
al poder tras un golpe militar. En ambos países existía una experiencia previa 
de gobiernos democráticos y en buena medida el experimento fascista era una 
consecuencia de su fracaso, un modelo nuevo, moderno, capaz de dar res- 
puesta a las aspiraciones de la nueva sociedad y de encuadrar a las masas: cla- 
ses medias, burguesía, obreros que se identificaban con un líder carismático y 
un programa de afirmación nacional, aunque luego derivase en un verdadero 
régimen de terror. No fue así en el caso de las dictaduras, como la española, 
que no representaban un modelo nuevo ni lograron el apoyo de las masas ni 
sobrevivieron a quienes las instauraron. Se quedaron a medio camino en el 
tímido intento de reformas sociales que no colmaron las expectativas de las 
clases populares y que les enemistaron a la vez con los sectores sociales des- 
tinados teóricamente a apoyarles. 


24 HISTORIA CONTEMPORÁNEA DE ESPAÑA DESDE. 1923 


Para el caso español son significativos los análisis de Shlomo Ben Ami o 
Gómez Navarro, a quienes se deben las anteriores reflexiones, que vinieron a 
matizar las aportaciones de Tuñón de Lara, que, desde un plano esencialmente 
económico, vio la Dictadura como una reacción del bloque de poder para so- 
lucionar la erisis de la hegemonía del Estado, o de Carlos Seco Serrano, Javier 
Tusell y Raymond Carr, que la vieron más desde el plano político, como una 
solución transitoria, un paréntesis, en la crisis del sistema parlamentario de la 
Restauración. Frente a ambos, María Teresa González Calbet la consideró la 
prueba evidente del fracaso definitivo de los partidos dinásticos y, a la larga, de 
la propia Monarquía, y Eduardo González Calleja, como un experimento nuevo 
que enseguida se distanció del sistema de la Restauración y pretendió, con los 
intentos de institucionalización del régimen. convertirlo en algo duradero más 
cercano a la experiencia italiana que a la vieja política en cuyo seno se gestó. 


En todo caso, el debate ideológico, la conciencia unánimemente asumida 
de que había que buscar una solución, el ensayo de “regenerar” el país, de 
acabar con los males de la patria, el convencimiento de que había que supri- 
mir los vicios de la Restauración, de que había que poner fin al sistema de 
oligarquía y caciquismo denunciado por Joaquín Costa, no caerían en saco 
roto, En buena medida, todo ese “paréntesis” dictatorial, que la Monarquía 
había observado con diletante distancia, se cobraría la cuenta en abril de 1931 
cuando, también sin derramamiento de sangre y en medio del entusiasmo po- 
pular, se proclamó la Segunda República en España. Pero el agotamiento de 
la Dictadura, al que no fue ajeno el cambio de la coyuntura económica que 
pasado el ciclo alcista —apenas disimulado con el brillo efimero de la Exposi- 
ción universal de Barcelona y la Iberoamericana de Sevilla— se desencadenó 
con la caída de la bolsa de Nueva York en 1929. Los felices 20 dejaban paso a 
la Gran Depresión. En España, 1929 fue un año de malas cosechas, la balanza 
comercial se deterioró y la peseta se depreció. Los años de bonanza dejaban 
paso a la incertidumbre económica que en abril de 1931 se tiñó con la espe- 
ranza política de la nueva bandera tricolor republicana. 
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Tema 2 


LA Il REPÚBLICA: LA CAÍDA DE 
LA MONARQUÍA Y EL PROCESO 
CONSTITUYENTE. EL BIENIO 
REPUBLICANO-SOCIALISTA 


Ángeles Egido León 


1. Del “error Berenguer” a la sublevación de Jaca 


Tras el “paréntesis” de la Dictadura, Alfonso x11 cometió el error de que- 
rer retomar la política como si no hubiera ocurrido nada. Pero habían ocurrido 
muchas cosas. No sólo la situación económica y social del país habían cam- 
biado, lo habían hecho también las fuerzas en presencia y su peso de cara a la 
reestructuración de la normalidad constitucional. Tras aceptar la dimisión del 
dictador, el Rey optó por volver paulatinamente a la Constitución de 1876 y 
por llamar al poder a otro militar: el general Dámaso Berenguer que asumiría 
la presidencia del gobierno. Fue lo que Ortega y Gasset denominó “el error 
Berenguer” que no consistió en otra cosa que en intentar continuar como si no 
hubiera pasado nada. El nuevo gobierno decretó una amplia amnistía, disolvió 
la Asamblea Nacional creada por Primo de Rivera, restituyó a los profesores 
en sus cátedras, amplió las libertades políticas y sindicales y retornó a una 
política menos intervencionista en el plano económico. Pero la Monarquía ya 
no tenía salvación. Así se deducía del artículo de Ortega publicado en El Sol, 
uno de los periódicos más leídos del momento, el 15 de noviembre de 1930, 
que concluía con la frase tantas veces citada Delenda est monarchia. 


Y es que los años de la dictadura no habían pasado en vano. En primer lu- 
gar, el panorama político había cambiado: los viejos partidos dinásticos esta- 
ban debilitados, casi desarticulados y dolidos por el trato que habían recibido 
del Rey. Había nacido uno nuevo: el Bloque Constitucional integrado por los 
conservadores Sánchez Guerra y Manuel Burgos y Mazo, el liberal Miguel 
Villanueva y el reformista Melquíades Álvarez, que se oponían al Rey y exi- 
gieron a Berenguer la convocatoria de Cortes constituyentes. Nació también 
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la Unión Monárquica Nacional, integrada esencialmente por antiguos miem- 
bros de la Unión Patriótica. el partido del dictador. y liderada por el conde 
Guadalhorce, al que secundaron políticos de talla como José Calvo Sotelo, ex 
ministro de la Dictadura, intelectuales de peso como Ramiro de Maeztu y el 
propio hijo del dictador: José Antonio Primo de Rivera. Sin un claro programa 
político eran, sin embargo, abiertamente antiliberales, se sentían molestos con 
el Rey —a quien culpaban del declive personal del dictador y abogaban por 
un estado corporativo de corte mussoliniano. Y el republicanismo se perfilaba 
como la nueva fuerza en alza. Muchos antiguos monárquicos, algunos nuy 
significados como Miguel Maura, hijo de Antonio Maura, antiguo líder de 
los conservadores, se integraron en él, y sobre todo lo hizo Niceto Alcalá- 
Zamora, ex ministro liberal y católico reconocido que tan gran papel estaba 
lamado a representar muy poco después. Por el momento, ambos fundaron un 
nuevo partido: Derecha Liberal Republicana. 


Había cambiado, sobre todo, la situación económica y la relación entre las 
fuerzas sociales. Los años de bonanza que habían beneficiado a la industria 
española mientras duró la Primera Guerra Mundial habían dejado paso a la re- 
cesión internacional que se manifestaría crudamente en 1929 y que alcanzaría 
a España a partir de 1932, La industria española, por otra parte, tampoco había 
sabido aprovecharlos para renovar las infraestructuras, limitándose a ingresar 
los beneticios de las ventas sin invertir en la renovación de la maquinaria ni 
diseñar nuevas estrategias para el futuro. El incremento de la población ur- 
bana redundaría a la larea en un aumento de la tensión social, al posibilitar 
el crecimiento de una clase obrera con mayor conciencia política y dispuesta 
a luchar por sus reivindicaciones. Había crecido también la población estu- 
diantil, especialmente la universitaria, que se había forjado en la oposición a 
la Dictadura y que reclamaría igualmente una mayor participación y más pa- 
ritaria en la vida política. La Federación Universitaria Escolar (FUE) causaría 
serios disturbios en mayo de 1930 en Madrid, con ocasión del recibimiento a 
Miguel de Unamuno a la vuelta del destierro. La novedad es que en ellos par- 
ticiparían también obreros. Ambas fuerzas se opondrían a Berenguer, como lo 
habían hecho antes a Primo de Rivera. 


En este marco, alentado por las ideas liberales y radicales que se extendían 
por toda Europa, se inscribe el afianzamiento del republicanismo español. 
La idea del cambio en la forma de gobierno se iba abriendo paso de manera 
casí natural no tanto por su propia fuerza en sí misma sino por la evidente 
debilidad de la anterior. Se hacia responsable a la Monarquía de los errores 
políticos cometidos, el sistema de la Restauración ya estaba agotado y los 
intentos de sustituirlo desde dentro no habían culminado con éxito. Había 
que pensar en otra fórmula. Y ésta sería, a la postre, la republicana. Mientras 
llegaba su momento, las fuerzas políticas que la secundaban se reorganizaban: 
en 1926 se integraron en la nueva Alianza Republicana los viejos seguidores 
del Partido Republicano Radical, liderados por Alejandro Lerroux, el “em- 
perador del Paralelo”, y representante del republicanismo de viejo cuño —ya 
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bastante superado— y los nuevos de Acción Republicana, liderado por Manuel 
Azaña todavía por descubrir. A finales de 1929 nació una nueva formación: 
el Partido Republicano Radical Socialista con Marcelino Domingo y Alvaro 
de Albornoz a la cabeza. Casi todos confluirían en la primavera de 1930 en 
una amplia conjunción republicana que acabaría desembocando en el Pacto 
de San Sebastián. 


La Altanza Republicana, el Partido Republicano Radical Socialista, la 
Derecha Liberal Republicana, es decir, Azaña, Lerroux, Marcelino Domin- 
go y Alcálá-Zamora, a los que se sumaron otros partidos de ámbito regional 
como la Organización Republicana Gallega Autónoma (ORGA) de Santiago 
Casares Quiroga, Acción Catalana, Acción Republicana de Cataluña y Estat 
Catalá, llegarían en agosto de 1930 a un acuerdo entre caballeros, no necesi- 
tado —por tanto— de ratificación por escrito, que ha pasado a la historia como 
el Pacto de San Sebastián. En él se selló esencialmente, además de la apuesta 
decidida por la forma de gobierno republicana, el compromiso de reconocer 
las aspiraciones autonómicas de Galicia, Cataluña y del País Vasco, aunque 
los nacionalistas vascos —conservadores y confesionales— no estuvieron pre- 
sentes ni se sumaron a él. Del Pacto de San Sebastián saldría el llamado Co- 
mité revolucionario, encargado de traer la República. En su seno habría tres 
puestos para los socialistas, aunque el PSOE no había estado en la reunión de 
San Sebastián, a excepción de Indalecio Prieto, que lo hizo “a título personal”. 


La cuestión sin resolver era cómo llegar a la República. La vía insurrec- 
cional requería el apoyo del Ejército, El pronunciamiento militar había sido la 
forma tradicional de derribar los gobiernos en la España del x1x, pero Primo 
de Rivera había caído, no por efecto de las conspiraciones que se urdieron 
contra la Dictadura, sino porque perdió el apoyo del Ejército, de las clases 
populares y del Rey. La vía electoral carecía de tradición, sin embargo Be- 
renguer estaba dispuesto a convocar elecciones. Aunque la forma de acceder 
al poder no quedó clara ni en el primer Congreso del Partido Republicano 
Radical Socialista ni en la Asamblea de la Alianza Republicana, los republi- 
canos eran conscientes de que debían contar con el apoyo del Ejército si se 
optaba por la insurrección y de los socialistas, si se abría paso la vía electoral. 
En cualquier caso, era necesario tener en cuenta a las organizaciones obreras 
tanto los anarcosindicalistas de la CNT como los minoritarios comunistas y, 
sobre todo, era necesario contar con los socialistas. 


Los socialistas habían colaborado con la Dictadura y participado en los 
comités paritarios, pero en los años finales se distanciaron de la política de 
Primo de Rivera, afianzándose la linea de Indalecio Prieto y Fernando de los 
Rios, partidarios de intensificar la colaboración con los republicanos, frente 
a la de Largo Caballero, que había protagonizado la etapa anterior. Pero la 
coalición republicano-socialista tardaría aún en formarse. Berenguer mantuvo 
los comités paritarios y el socialista Julián Besteiro, que presidía tanto la UGT 
como el PSOE, no era partidario de la unión. Finalmente. en octubre de 1930 
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se logró un acuerdo: los militares antimonárquicos se levantarían arropados 
por una huelga general que llenaría las calles. En contra de la opinión de Bes- 
teiro, Largo Caballero logró que los socialistas tuvieran participación en el 
futuro gobierno republicano, lo que no deja de resultar paradójico porque era 
el futuro “Lenin español” el que apoyaba ahora la coalición con los partidos 
“burgueses”. Estaba convencido de que había que influir “desde dentro” para 
lograr la evolución hacia la revolución. 


Una vez conseguido el acuerdo, se impuso la vía insurreccional. Había, 
pues, que contar con los sectores republicanos del Ejército y, efectivamente, 
existían. El dictador había logrado atraerse la enemistad de un buen número 
de militares, especialmente con su desafortunada política con los artilleros, y 
en las Fuerzas Aéreas se había formado la Asociación Militar Revolucionaria, 
liderada por Ramón Franco, hermano de Francisco Franco y muy popular tras 
el éxito de su hazaña trasatlántica: el famoso vuelo del Plus Ultra. En sep- 
tiembre de 1930 se formó un Comité Militar Revolucionario, al frente del cual 
estaba nada menos que el general de Infantería Gonzalo Queipo de Llano. Los 
anarcosindicalistas también eran favorables a la insurrección, pero buscaron 
su apoyo en jóvenes oficiales, entre ellos el propio Ramón Franco y el capitán 
Alejandro Sancho, lo que provocó cierta confusión, saldada inmediatamente 
por el general Emilio Mola, a la sazón director general de Seguridad, que 
arrestó a ambos. Por su parte, los republicanos se aseguraron de que la CNT 
apoyase el movimiento mediante una huelga pacífica. 


Todo estaba preparado para el 15 de diciembre, pero el capitán Fermín 
Galán se sublevó en la guarnición de Jaca (Huesca) tres días antes, el 12 de 
diciembre de 1930. Fracasó y fue fusilado junto a su colaborador el capitán 
Ángel García Hernández. La República ya tenía sus mártires y los conspira- 
dores su justificación: el Rey no había indultado a los militares. Los miem- 
bros del Comité revolucionario fueron detenidos y encarcelados, con algunas 
excepciones significativas, entre ellas la de Lerroux o Azaña. No obstante, la 
conspiración siguió adelante: el alzamiento previsto se inició el día 14, esta 
vez en el aeródromo madrileño de Cuatro Vientos. También fracasó. Los avia- 
dores no fueron secundados por la prevista huelga general que no se produjo, 
a su vez, por no confiar del todo en los militares. Hubo, sin embargo, serios 
enfrentamientos en zonas de Valencia, Aragón, País Vasco y Asturias donde 
había ocurrido lo contrario que en Madrid: los obreros se lanzaron a la calle y 
los militares no les secundaron. La vía insurreccional, por tanto, se agotó. El 
gobierno Berenguer reaccionó con fuerza pero no supo rentabilizar su éxito, 
como quedaría ampliamente patente tras las elecciones de abril. 


Fracasada la vía insurreccional se abría paso la electoral. Pero la situa- 
ción era harto confusa. Las fuerzas políticas que seguían fieles a la Monar- 
quía tenían proyectos políticos contradictorios. El Rey seguía contando con 
el apoyo indiscutible de la jerarquía eclesiástica y de las organizaciones ca- 
tólicas, aunque en el fondo los conservadores habían iniciado un proceso que 
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desembocaría en lo que más adelante se denominaría fascistización. La Unión 
Monárquica Nacional no tenía todavía el suficiente empuje como para aglu- 
tinar a las fuerzas contrarrevolucionarias y aún menos los tradicionalistas. 
En cuanto la Lliga Regionalista, liderada por Francesc Cambó, su principal 
preocupación —más que la forma de gobierno: Monarquía o República— era 
obtener apoyos para que salieran adelante sus aspiraciones nacionalistas. 


Si los conservadores no encontraban el rumbo, aún peor era la situación de 
los liberales, cuyo principal temor era que las elecciones, a la antigua usanza. 
favorecieran, como había sido habitual, a los conservadores. Se centraron, por 
ello, en exigir que antes de las generales se celebraran elecciones municipales 
y provinciales. Alfonso xi recurrió entonces a Santiago Alba, exiliado en 
París y cuyo prestigio se había reforzado por la oposición a la Dictadura. Alba 
representaba, frente a Romanones y Manuel García Prieto, al ala izquierda 
del liberalismo español. Su proyecto político pasaba por convocar elecciones. 
reformar la Constitución y acercar la Monarquía española al modelo europeo 
occidental. Pero no tuvo apoyos suficientes. La Monarquía, en fín, recibió un 
último golpe tras la publicación del Manifiesto fundacional de la Agrupación 
al Servicio de la República, en febrero de 1930, con las firmas señeras de José 
Ortega y Gasset, Gregorio Marañón y Ramón Pérez de Ayala a la cabeza. 


Quedaban pocas opciones y, consciente de que no contaba con más apoyo 
que los conservadores y ante la propuesta de Cambó de anular las elecciones, 
Berenguer presentó su dimisión. El Rey decidió entonces jugar la carta de 
los constitucionalistas y encargó la formación del nuevo gobierno a Sánchez 
Guerra que tomó la insólita decisión de solicitar el apoyo de los republica- 
nos, a la sazón encarcelados desde diciembre. Estos se negaron a colaborar 
y Sánchez Guerra declinó el encargo. Alfonso xi pudo entonces recurrir a 
la solución que probablemente más le atraía: un gobierno de concentración 
monárquica que evitara la convocatoria de Cortes Constituyentes. El elegido 
fue el almirante Juan Bautista Aznar. 


El almirante Aznar, elegido a propuesta del conde de Romanones, verda- 
dero gobernante en la sombra, formó un gobierno integrado esencialmente 
por liberales, algún conservador como Juan de la Cierva, y un miembro de 
la Lliga, cuya principal misión era dirigir a las fuerzas monárquicas para, de 
acuerdo con su programa, volver a la senda constitucional. Se dispuso, pues, a 
convocar elecciones municipales, luego provinelales y finalmente legislativas. 


2. Las elecciones municipales y la proclamación de la República 


Todas las fuerzas políticas prepararon bien su estrategia electoral. La cam- 
paña para las elecciones municipales del 12 de abril fue muy disputada y en 
ella quedó bien marcado lo que verdaderamente se debatía. Los monárquicos, 
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lejos de centrarse en la constitucionalidad, se volcaron en presentarse como 
la verdadera fuerza contrarrevolucionaria. Paradójicamente, la Unión Mo- 
nárquica Nacional, la única fuerza monárquica que había quedado excluida 
del gobierno Aznar, fue la que defendió en la calle y con más ahínco a la 
Monarquía. Los republicanos, por su parte, tenian claro que lo que se elegía 
era el cambio de la forma de gobierno. Moderaron, pues, sus propuestas más 
radicales y se volcaron en convertir las municipales en un plebiscito sobre 
Monarquía o República. En plena campaña electoral, el 20 de marzo de 1931, 
se celebró el juicio contra los miembros del Comité revolucionario, que se- 
guía encarcelado, y que se convirtió en una muestra de afirmación republica- 
na. Tras su liberación, formarían parte del nuevo Gobierno provisional de la 
República. En cuanto a los resultados electorales, todavía hoy se debaten las 
cifras sin que puedan ofrecerse las definitivas, todavía hoy no sabemos si el 
mayor número de votos o el mayor número de concejales (el número de votos 
necesarios para obtener un concejal variaba ostensiblemente de unos muni- 
cipios a otros, según —obviamente— el número de habitantes) correspondió a 
unos o a otros, pero lo que quedó meridianamente claro es que en la mayoría 
de las capitales de provincia, en 41 de 50, habían ganado los republicanos. 


El resultado de las municipales desmoralizó al Gobierno, porque era evi- 
dente que habia perdido la Monarquía. Romanones propuso al Rey que acep- 
tase la derrota y convocase unas elecciones generales, es decir, que fueran 
las nuevas Cortes —elegidas libremente- las que decidieran sobre el futuro 
institucional del país, lo que era tanto como asumir que la República sería 
proclamada. aunque la decisión de las Cortes Constituyentes estaba todavía 
por llegar. El Rey aceptó la convocatoria electoral, pero manifestó su voluntad 
de expatriarse. Romanones pidió unas semanas de tregua a los republicanos 
para prepararla, pero Alcalá-Zamora, presidente del Comité revolucionario, 
exIgló que el Rey se marchara el mismo día 14. Para entonces, la República 
va se había proclamado en la calle. 


A las seis de la mañana del mismo 14 de abril, el ayuntamiento guipuzcoa- 
no de Eibar, izó la bandera republicana. Poco después lo haría en Barcelona 
Francesc Macia, que proclamó sin embargo la república catalana. A las ocho 
de la tarde el Comité revolucionario quedó constituido en Gobierno provi- 
sional de la República y se presentó a la capital de España desde el balcón 
del Ministerio de Gobernación, en la Puerta del Sol. La suerte estaba echada. 
Solo Juan de la Cierva propuso al Rey el recurso a las armas para defender 
a la institución. Ningún ministro le secundó y Alfonso xi declinó el ofreci- 
miento. No quería derramar sangre. Esa misma noche partió hacia Cartagena 
y de allí al exilio. No abdicó, simplemente decidió esperar fuera de España 
la decisión del pueblo español. Tampoco hubo transferencia de poderes entre 
el gobierno Aznar y el Gobierno provisional que esa misma noche redactó 
el estatuto jurídico por el que regulaba su situación hasta que se convocaran 
Cortes Constituyentes. La fiesta se extendió por las calles. El cambio de ré- 
enmen se había producido en paz y en medio del mayor entusiasmo popular. 
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La Segunda República, la “niña bonita”, como demuestra la iconografía de 
la época y como recogen los testimonios publicados de quienes lo vivieron, 
llegó en paz, por aclamación popular y envuelta en un halo de expectativas 
de cambio y modernidad que no tardarían en revelar sus flancos más débiles. 
Pero en abril de 1931, la primavera todavía era republicana. 


3. El Gobierno provisional 


En el Gobierno provisional de la República (14 de abril a 14 de octu- 
bre de 1931) había, por primera vez en la historia de España, tres ministros 
soctalistas: Fernando de los Ríos en Justicia, Indalecio Prieto en Hacienda 
y Francisco Largo Caballero en Trabajo; dos del Partido Republicano Radi- 
cal: Lerroux en Estado y Diego Martínez Barrio en Comunicaciones: dos del 
Partido Republicano Radical Socialista: Marcelino Domingo en Instrucción 
Pública y Alvaro de Albornoz en Fomento; dos representantes nacionalistas: 
Santiago Casares Quiroga de la ORGA en Marina y Nicolau d'Olwer de Ac- 
ción Catalana en Economía. La Derecha Liberal Republicana se reservaba la 
presidencia, que asumió Niceto Alcalá-Zamora, y el Ministerio de Goberna- 
ción. que asumió Miguel Maura, mientras la cartera de Guerra fue para Ma- 
nuel Azaña, de Acción Republicana. El abanico de fuerzas incorporadas en el 
gobierno era lo suficientemente amplio como para no saber a ciencia cierta 
en qué consistiría su obra. Representaban a las clases medias profesionales, a 
la clase obrera militante y a la pequeña burguesía. Ninguno de sus miembros, 
salvo Alcaláa-Zamora. había ostentando cargos políticos de relevancia durante 
la Monarquía. Pero se esperaba mucho de todos. No en vano la República, tan 
entusiásticamente proclamada, había aglutinado toda la esperanza de cambio 
del pueblo español. 


El nuevo gobierno actuó con prudencia, evitando las medidas de depura- 
ción y manteniendo los cargos heredados de la Monarquía. El general José 
Sanjurjo, por ejemplo. siguió al frente de la Guardia Civil. Lo prioritario era 
convocar elecciones a Cortes Constituyentes que permitieran, tras la redac- 
ción de una nueva Constitución, aprobar v sancionar las leyes mediante cuya 
aplicación se iniciaría la transformación de España. Algunas medidas. no obs- 
tante, se aprobaron antes y a golpe de decreto, especialmente las relacionadas 
con el Ministerio de Trabajo y con el de la Guerra. 


Largo Caballero, que además de ministro de Trabajo era secretario general 
de la UGT, tenía muy presente la necesidad de atender las demandas de los 
jornaleros agrarios y entre abril y mayo firmó una serie de decretos que cons- 
tituyeron los jurados mixtos también en el medio rural, prohibieron transito- 
riamente los desahucios del campo y obligaron a los empresarios a contratar 
preferentemente trabajadores de su propio término municipal, evitando así 
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el recurso tradicional a temporeros de otras áreas geográficas que admitían 
salarios más bajos. 


Azaña, desde la cartera de Guerra, se propuso atajar inmediatamente los 
desequilibrios heredados en el ámbito militar. Su objetivo era esencialmente 
económico: reducir el gasto. pero también político: asegurarse la fidelidad 
del Ejército a la recién instaurada República. Mediante decretos, con largos 
preámbulos explicativos que paradójicamente se volvieron contra él porque 
fueron interpretados como la interferencia de un lego en materia militar, ofre- 
ció la jubilación anticipada. con el sueldo íntegro, a todo el que la solicitase. 
Se trataba de reducir el número de oficiales y de asegurarse, paralelamente, 
mediante juramento, la fidelidad al nuevo régimen. Muchos militares mo- 
nárquicos lo aceptaron a cambio de permanecer en el servicio activo, lo que 
no impidió que les violentase en lo más íntimo, porque un buen militar debe 
permanecer fiel a la bandera que en su día juró (la monárquica, claro está). 


Las aspiraciones nacionalistas requirieron también de inmediato la aten- 
ción del gobierno, En Cataluña, Maciá había proclamado la república catalana 
en el marco de la república federal española, pero la Segunda República — 
como el artículo 13 de su futura Constitución refrendaría— no era, a diferencia 
de la Primera, federal. La fórmula de acuerdo se encontró pronto y no fue otra 
que resucitar el viejo término medieval de gobierno de la Generalidad. Los 
catalanes. no obstante se apresuraron a preparar su proyecto de estatuto, el lla- 
mado Estatuto de Nuria, que se aprobó en referéndum el 2 de agosto. No fue 
tan fácil conciliar a los vascos que tenían controversias internas. El Estatuto 
de Estella. que firmaron en esa localidad representantes de Alava, Guipúzcoa, 
Navarra y Vizcaya, recogía las aspiraciones del PNV, de los tradicionalistas 
y de algunos sectores católicos independientes, pero fue rechazado por las 
izquierdas. El proyecto no se sometió a referéndum y la posterior redacción 
de la Constitución lo haría inviable. 


Pero sin duda el mayor problema al que hubo de enfrentarse el nuevo 
gobierno fue el religioso. Una de las aspiraciones explícitas de la República 
era la separación institucional de la Iglesia y el Estado. Esto implicaba acabar 
con la contfesionalidad del Estado español y recortar las tradicionales prerro- 
gativas de la Iglesia en España, especialmente en el terreno de la educación. 
Las cosas, por otra parte, no empezaron bien. Ya a finales de abril, el Vaticano 
remitió al nuncio y a los obispos instrucciones para que en las próximas elec- 
ciones, fijadas para el 28 de junio, el voto de los católicos fuera unánime y se 
destinara, lógicamente, a los candidatos que defendieran “los derechos de la 
lelesia y del orden social”, El 2 de mayo, el arzobispo de Toledo y cardenal 
primado de España, monseñor Segura, fue más explicito en una pastoral que 
elogiaba abiertamente al monarca y a la Monarquía como institución. Ese 
mismo mes, por su parte, el Gobierno prohibió la transferencia o venta de 
bienes eclesiásticos y atajó el punto crucial, pontendo fin al monopolio de 
la Iglesia en la educación: la enseñanza religiosa obligatoria. El 11 de mayo 
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ardieron algunos conventos de Madrid y en días sucesivos varios más de An- 
dalucía y Levante. 


No empezaba con buen pie la andadura del nuevo régimen, que colocó 
a sus dirigentes en una terrible disyuntiva: dejar que ardieran las sedes reli- 
glosas o sacar a las fuerzas del orden a la calle para que reprimieran al pue- 
blo. Todo había empezado en el recién fundado Círculo Monárquico que se 
inauguró a los sones de la Marcha Real. El himno de Riego era ahora la nueva 
insignia de la República y el gesto se consideró una provocación. Algunos 
extremistas se reunieron en el Ateneo y acordaron, como represalia, incendiar 
algunos conventos de la capital. En Madrid, en medio de la huelga general 
convocada por la CNT y el PCE, ardieron ocho edificios. El Gobierno no qui- 
so sacar a la Guardia Civil para reprimir al pueblo, pero la pólvora se extendió 
a otras provincias donde ardieron un centenar de edificios religiosos. Final- 
mente, se recurrió al estado de guerra. La brecha entre republicanos y católi- 
cos se había abierto. En los próximos días el ministro de Gobernación, Miguel 
Maura, actuó con dureza, no sólo contra los elementos de extrema izquierda 
que habían liderado la revuelta, sino contra las autoridades eclesiásticas que 
se habían manifestado contra la República: el cardenal Segura y el obispo de 
Vitoria, Múgica, fueron expulsados de España. El Vaticano obligó a Segura a 
renunciar al obispado de Toledo. 


4. Las elecciones constituyentes 


Con tan desafortunados antecedentes, las elecciones se celebraron, como 
estaba previsto, el 28 de junio de 1931. Se modificó la ley electoral de 1907 y 
se optó por el escrutinio mayoritario y las listas abiertas. Se sustituyó también 
el sistema anterior de distritos uninominales por circunscripciones provin- 
ciales, salvo en las grandes ciudades, con la intención de atajar los vicios del 
caciquismo. La edad mínima para votar se redujo de 25 a 23 años y aunque 
las mujeres todavía no podían votar, sí pudieron ser candidatas. De hecho, 
fueron las elecciones más limpias hasta entonces en la historia de España, lo 
que no excluye que hubiera algunas actas impugnadas. El resultado refrendó, 
por mayoría aplastante, el triunfo del cambio de régimen, es decir, los resulta- 
dos de las municipales que lo provocaron. Pero la composición de la Cámara 
resultante fue muy compleja y eso dificultaría en breve la toma de decisiones. 


Durante la campaña, los sectores conservadores prefirieron, por el mo- 
mento, obviar la cuestión de la forma de gobierno y se centraron en la defen- 
sa del orden social y del catolicismo. Por otra parte, después de lo ocurrido 
con el Círculo Monárquico, que desencadenó la quema de conventos, muchos 
dirigentes monárquicos fueron detenidos y sus principales diarios ABC y El 
Debate se suspendieron. La consecuencia fue que en las Cortes solo había 
un representante explícitamente monárquico: el conde de Romanones. Los 
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intereses conservadores estarian representados en la Cámara por un núcleo. 
que se conocería como Minoría Agraria. en la que se habían aglutinado la ma- 
yor parte de los candidatos que los defendían. A finales de abril había nacido 
un nuevo partido, Acción Nacional, que sin llevar la etiqueta de monárquico 
aunó a tradicionalistas. alfonsinos y monárquicos. Detrás estaba la Asociación 
Católica Nacional de Propagandistas, liderada por Ángel Herrera Oria, que 
era también el director del único periódico confesional de la época: £7 Dehate. 
De aquí saldría la futura Confederación Española de Derechas Autónomas 
(CEDA). Por el momento, este sector apenas presentó 39 candidatos en las 
elecciones de 1931 y tendría, en consecuencia, una representación muy escasa 
en las Cortes. 


No hubo tampoco una candidatura conjunta de la coalición republicano- 
socialista. Hay que tener en cuenta que los partidos eran de reciente creación 
y tenían escasa experiencia. Los constitucionalistas quedaron marginados. el 
Partido Socialista y el Partido Radical se llevaron la mejor parte, mientras 
la Derecha Liberal Republicana de Alcalá-Zamora quedó en franca minoría. 
Acción Republicana presentó pocos candidatos. La Esquerra, por su parte, 
presentó candidaturas propias en Cataluña y atrajo. al menos en el ámbito 
regional, el voto de la CNT. Azaña y Lerroux se distanciaron en la campaña 
electoral, manifestándose el último más radical, mientras Azaña comenzó a 
destapar su verdadera intención: consolidar un régimen democrático, al estilo 
de las grandes democracias occidentales, en España. No hay que olvidar que 
en el mitin de la Plaza de Toros de Madrid en septiembre de 1930 ya había 
asegurado: “La República será democrática, o no será”. 


Los resultados electorales están ya muy bien estudiados y no vamos a 
insistir en ellos. El triunfo de las candidaturas de la colación republicano- 
socialista fue abrumador (ver Mapa 2). Hay que destacar. sin embargo, que 
en las Cortes constituyentes no habría ningún representante del Partido Co- 
munista. Hubo un diputado, elegido por Sevilla, José Antonio Balbontín, que 
apoyaría sus intereses, pero no había sido elegido como miembro del PCE 
simo del Partido Social Revolucionario (que había fundado junto a Ramón 
Franco, Salvador Sediles, Rodrigo Soriano, Eduardo Barriobero, Angel Sam- 
blancat, Joaquín Pérez Madrigal. Eduardo Ortega y Gasset y Juan Botella 
Asenst en junio de 1931) aunque luego militara en él. Habría que esperar a 
las elecciones de 1933 para que saliera elegido el primer diputado comunista: 
Cayetano Bolívar. Habría también, por primera vez en la historia de España. 
tres mujeres en las Cortes: dos republicanas. Clara Campoamor y Victoria 
Kent, y una soctalista, Margarita Nelken. 


La composición de la Cámara, única (como dictaba la más ortodoxa tradi- 
ción liberal), es decir. sin Senado. quedó con 115 diputados socialistas. 94 ra- 
dicales y 59 radical-socialistas que encabezaban los grupos mayoritarias, con 
un éxito notable para el Partido Socialista, que se benefició del voto agrario 
del Sur. El resto, hasta llegar al total de los 470 diputados que la integraban, 
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se distribuía enormemente. Acción Republicana, Derecha Liberal Republica- 
na, Esquerra Republicana de Catalunya. Federación Republicana Gallega y la 
Minoría Agraria tenían entre 20 o 30 diputados cada uno y el resto de escaños 
se repartía entre la minoría federal y la minoría vasco-navarrra (integrada a 
su vez por nacionalistas vascos, tradicionalistas e independientes católicos). 
El gran perdedor había sido, sin duda, Niceto Alcalá-Zamora. Su partido De- 
recha Liberal Republicana, que pretendía encarnar al sector más moderado y 
católico de la República. no consiguió atraer a un número representativo de 
votantes. Lerroux, en cambio, fue el diputado más votado, aunque pronto su 
papel se revelaría inoperante. Las organizaciones no republicanas de derechas 
apenas lograron 50 diputados, aunque entre ellos había nombres importantes 
como el conde de Rodezno, el conde de Romanones o Juan March. 


5. La Constitución de 1931 


Con unos resultados electorales tan fragmentados, lo más lógico pare- 
cía renovar la confianza al Gobierno provisional, que quedó constituido asi 
como primer gobierno de la República. Un gobierno que tendría que hacer 
frente inmediatamente a dos grandes cuestiones: la presión social y la re- 
dacción de la Constitución. En el primer sentido, no hay que olvidar que la 
coyuntura económica en la que se iniciaba la República no era precisamente 
favorable. Aunque todos los especialistas coinciden en señalar que los efec- 
tos de la gran depresión mundial de 1929 no llegaron a España al menos 
hasta 1932, no cabe duda de que el ciclo expansivo del que había gozado la 
Dictadura, al calor de la neutralidad española en la Primera Guerra Mundial, 
había llegado a su fin. Los socialistas habían obtenido el mayor número de 
escaños, pero el PSOE, aún en franco crecimiento, tendría que hacer frente 
a las reivindicaciones de la UGT, ahora retorzada con nuevos y numerosos 
jornaleros rurales con claras aspiraciones sobre la propiedad de la tierra, 
y al enfrentamiento con la CNT, la otra gran central sindical también en 
franca expansión. Si la UGT pasó de casi 300.000 afiliados a finales de 
1930 a cerca de un millón en 1931, la CNT, retorzada tras la desaparición 
de la Dictadura, tenía más de medio millón. En junio de 1931 se celebró en 
Madrid el congreso de la CNT. en el que quedaron de manifiesto las dos ten- 
dencias enfrentadas en su seno: la sindicalista, liderada por Ángel Pestaña y 
Juan Peiró, y la radical, encabezada por Buenaventura Durruti y Juan García 
Oliver. Aunque en Madrid se impuso la primera, la segunda sería el germen 
de la futura discordia y de los problemas de orden público que enturbiarían 
desde el principio la buena marcha de la República. Ya en julio de 1931 la 
huelga de la Telefónica, impulsada por la CNT, provocó enfrentamientos 
muy violentos y la de Sevilla. a la que se unieron elementos comunistas, 
derivó en insurrección y requirió la intervención del Ejército. 
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Pero el asunto esencial para el nuevo gobierno y para las nuevas Cortes era, 
sin duda, la Constitución. El primer anteproyecto, redactado por Angel Ossorio 
y Gallardo, que había sido ministro de Fomento con Alfonso xn y que ahora se 
declaraba “monárquico sin Rey”, redactó el primer anteproyecto de la Constitu- 
ción, a la sazón moderado y en la línea de la Derecha Liberal Republicana, pero 
fue rechazado. El siguiente fue obra de una comisión parlamentaria encabezada 
por Luis Jiménez de Ásúa. Este sería el que se debatiría en las Cortes, entre el 
28 de agosto y el T de diciembre de 1931. Hubo al menos cuatro cuestiones que 
generaron amplia polémica: la cuestión de las autonomías regionales, el voto 
femenino, la expropiación forzosa y la cuestión religiosa. 


La primera se resolvió con bastante cordura. La República acuñó el tér- 
mino de “Estado integral” que aunaba sin anular. El artículo 1 decía textual- 
mente “La República constituye un Estado integral, compatible con la auto- 
nomía de los municipios y las regiones”. Esto permitía el reconocimiento de 
las aspiraciones nacionalistas pero mantenía la integridad del Estado español. 
El artículo 13 de la Constitución recogería expresamente que la Segunda Re- 
pública, aleccionada por el fracaso de la Primera, no era federal. El artículo 13 
decía textualmente. “En ningún caso se admite la federación de regiones au- 
tónomas”, mientras el artículo 4 afirmaba: “El castellano es el idioma oficial 
de la República”. Las cuestiones puntuales que delimitaban las competencias 
de cada una de las regiones con aspiraciones autonómicas se posponían para 
la deliberación particular de los respectivos Estatutos. 


El debate en torno al sufragio femenino no estuvo exento de acritud, dán- 
dose la paradoja de que mientras la diputada radical socialista Victoria Kent 
se opuso a él, por creer que favorecería a las derechas (se pensaba que las 
mujeres iban a ir a las urnas determinadas por la opinión de su confesor), la 
radical Clara Campoamor se erigió en su acérrima defensora. Se impuso esta 
última postura y las mujeres españolas fueron las primeras que acudieron a las 
urnas en toda la Europa mediterránea. Azaña, que se abstuvo en la votación, 
escribió en sus cuadernos: “Tiene razón la Campoamor”. 


El problema de la tierra determinaría, en cambio, el trasfondo social del 
nuevo régimen. No cabe duda de que esta era una aspiración largamente sen- 
tida por una gran mayoría del campesinado español, jornalero sin tierra y sin 
posibilidades de obtenerla. En el anteproyecto constitucional se contemplaba 
la expropiación forzosa, con indemnización o sin ella, por causa de utilidad 
pública. Radicales y socialistas lo apoyaban, mientras Acción Republicana 
sostuvo una fórmula menos expeditiva que fue la que finalmente se impu- 
so. El artículo 44 de la Constitución amparaba el principio constitucional de 
socialización de la tierra, pero no reconocía su carácter forzoso. Mantenía el 
derecho del Estado a la expropiación sin indemnización, pero limitado por la 
posibilidad de que las Cortes aprobaran una Ley restrictiva. Reconocía tam- 
bién el derecho del Estado a acometer la nacionalización de los servicios pú- 
blicos y de “las explotaciones que afecten al interés nacional”. 
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Pero, sin duda, lo que marcó el tono y el destino de estas primeras Cortes 
fue la discusión en torno a la relación institucional Iglesia-Estado. La volun- 
tad claramente laicista, que no pocos juzgaron como anticlerical, del nuevo 
régimen pasaba por una reestructuración total de las relaciones seculares entre 
la Iglesia y el Estado español. Además de la separación institucional, el pro- 
yecto constitucional contemplaba la disolución de las Órdenes religiosas, la 
nacionalización de sus bienes, la limitación de las manifestaciones religiosas 
al interior de los templos y, lo que iba a la raíz del problema, la prohibición 
de dedicarse a la enseñanza, que hasta entonces había sido monopolio de la 
Iglesia en España. Fue paradójicamente Azaña, tildado siempre de jacobino, 
el que encontró una solución conciliadora: la disolución de las órdenes reli- 
giosas se limitó sólo a una, la de los jesuitas, porque era la única que tenía un 
cuarto voto, el de obediencia al Vaticano, es decir, a otro Estado distinto del 
español, y se consideraba una orden tradicionalmente ligada en España a la 
formación de las élites. Las demás órdenes subsistieron, pero se les prohibió 
la enseñanza. El nuevo Estado quería formar ciudadanos, no súbditos, y esa 
formación era esencial, en el pensamiento de Azaña, para el buen funcio- 
namiento de la democracia. El 13 de octubre pronunció en el Parlamento el 
célebre discurso, que le convertiría en presidente del gobierno. Su discurso 
convenció a la Cámara, pero la famosa frase, siempre citada fuera de contex- 
to, “España ha dejado de ser católica”, le pasaría una enorme factura, a él y a 
la República. La frase en cuestión se explica en su continuación: 


“Para afirmar que España ha dejado de ser católica tenemos las mismas 
razones, quiero decir de la misma índole, que para afirmar que España era 
católica en los siglos xvi y xv1n (...). España, en el momento del auge de su 
genio, cuando España era un pueblo creador e inventor, creó un catolicismo 
a su imagen y semejanza, en el cual, sobre todo, resplandecen los rasgos de 
su carácter (...) y entonces hubo un catolicismo español, por las mismas ra- 
zones de indole psicológica que crearon una novela y una pintura y una moral 
españoles, en los cuales también se palpa la impregnación de la fe religiosa 
(...). Pero ahora, señores diputados, la situación es exactamente la inversa 
(...). Que haya en España millones de creyentes, yo no os lo discuto; pero lo 
que da el ser religioso del país, de un pueblo y de una sociedad no es la suma 
numérica de creencias o de creyentes, sino el esfuerzo creador de su mente, el 
rumbo que sigue su cultura”. De ahí que: “el problema politico consiguiente 
es organizar el Estado en forma tal que quede adecuado a esta fase nueva e 
histórica del pueblo español”. 


La conclusión no hacía sino expresar la necesidad de adecuar las relacio- 
nes institucionales Iglesia-Estado a las características de un estado moderno, 
muy alejado de aquella identificación España-catolicidad que, sin embargo, 
persistía no ya en sectores políticos ahora en minoría en el poder, sino en 
amplios sectores sociales. Lo curioso es, como Hilari Raguer ha señalado, 
que tanto el cardenal Isidro Gomá, en la pastoral de 1931 que supuestamente 
cumplía la orden de Vaticano de acatar la República, lo reconocía también. Y 
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en su primera pastoral como primado de Toledo (1933) afirmaría: “Desde un 
alto sitial se ha dicho que España ya no es católica. Si lo es, pero lo es poco; 
y lo es poco por la escasa densidad del pensamiento católico y por su poca 
atención en millones de ciudadanos ”. No obstante, mientras la conclusión de 
Azaña es que la Constitución tenía que ser laica, la de Gomá era que había que 
recatolizar España dese arriba. 


Finalmente, mientras el artículo 3 de la Constitución de 1931 afirmaba 
que: “El Estado español no tiene religión oficial” y el artículo 27 garantizaba 
“la libertad de conciencia y el derecho a profesar y practicar cualquier reli- 
gión” y secularizaba los cementerios, el polémico artículo 26 declaraba que el 
Estado no mantendría ni auxiliaría económicamente a las Iglesias e Institucio- 
nes religiosas, que el presupuesto del Clero se extinguiría en un plazo de dos 
años, mediante una Ley especial que lo regularía, y que quedaban disueltas 
las órdenes religiosas que “además de los tres votos-canónicos (...) impongan 
otro especial de obediencia a una autoridad distinta de la legítima del Estado” 
(es decir, sólo la Compañía de Jesús), aunque a todas se les prohibía el ejer- 
cicio de la enseñanza y sus bienes “podrán ser nacionalizados”. Nada de esto 
podía ser aceptado por los sectores católicos incluidos los del propio gobier- 
no. De hecho, Niceto Alcalá-Zamora y Miguel Maura, católicos declarados, 
dimitieron como ministros, provocando la crisis del Gobierno provisional. 
Fueron sustituidos por Azaña (que asumió Presidencia y Guerra) y Casares 
(que sustituyó a Maura en Gobernación). Esta segunda etapa del Gobierno 
provisional se extendería entre el 14 de octubre y el 16 de diciembre de 1931. 


El 9 de diciembre de 1931 se aprobaría, en fin, con 368 votos a favor y 
ninguno en contra, la Constitución republicana, la más democrática hasta en- 
tonces en la historia de España, que la definía en su artículo 1% como “una re- 
pública democrática de trabajadores de toda clase, que se organiza en régimen 
de libertad y de justicia” y en la que “los poderes de todos su Órganos emanan 
del pueblo”. Una Constitución que introducía el matrimonio civil, aprobaba 
el divorcio, secularizaba los cementerios y acababa con la financiación estatal 
del clero. Daba, también, el voto a las mujeres y reconocía el derecho de las 
autonomías, pero manteniendo la unidad del Estado español. Hay que señalar 
también entre las novedades de la Constitución de 1931, el artículo 6 por el 
que España renunciaba a la guerra como instrumento de política nacional. En 
realidad, este artículo no sólo significaba la primera incorporación del Pacto 
Briand-Kellogg de renuncia a la guerra a un texto constitucional, sino la vo- 
luntad explícita de ligar los destinos de España a Europa y a la democracia. 
La República, en efecto, participaría activamente en la Sociedad de Naciones, 
el organismo internacional más importante de la época, y se vincularía clara- 
mente a los ideales pacifistas y a la política de seguridad colectiva que el mis- 
mo representaba, declarándose pacifista ya en la Constitución. Otro artículo 
reseñable es el 75, por el que el presidente de la República podía nombrar y 
separar al presidente del gobierno. Esta facultad, de la que hizo frecuente uso 
Alcalá-Zamora, generaría no pocos conflictos. 
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La historiografía reciente ha subrayado que la Constitución no hizo sino poner 
de manifiesto el hecho de que la mayoría de los diputados que la votaron pertene- 
cían a la coalición de partidos que formaba el gobierno. Apenas una cincuentena de 
diputados de aquellas Cortes constituyentes estaba dispuesta a defender a la Iglesia 
católica y al orden tradicional, y eso no representaba la realidad de un sector muy 
amplio de la sociedad española que tenía todavía mucho peso económico y mucho 
peso social. Lo que no implica, por otra parte, que el fracaso de la República estu- 
viera predestinado desde el miso momento de su proclamación. Aquellas Cortes 
habían salido de unas elecciones libres y limpias en las que votó el 70% de la po- 
blación masculina y la Constitución se aprobó sin ninguna abstención. 


En cualquier caso, la aprobación del polémico artículo 26 (inicialmente el 
24) se salda con la crisis del gobierno y con la revelación de Azaña como nue- 
va figura indiscutible de la República, que “con un sólo discurso” se ve con- 
vertido en jefe del gobierno. Asi lo consideró también el nuevo presidente de 
la República, Niceto Alcalá-Zamora elegido por las Cortes, y no por sufragio 
universal directo como se hacía en otras repúblicas europeas, para compensar 
en parte la derrota en la cuestión religiosa durante el debate constitucional 
y para recuperar al sector católico y más moderado del republicanismo, que 
le encargó formar gobierno. Azaña, por su parte, no sólo se había ganado el 
respeto de la Cámara sino que aparecía como el justo medio entre socialistas 
y radicales, mientras la escasa fuerza de su partido, Acción Republicana, les 
permitía pensar que sólo sería una solución transitoria. Nada más lejos de la 
realidad. Sobre él recaerá, en cualquier caso, la responsabilidad de formar el 
nuevo gabinete y de pilotar la andadura del nuevo Estado republicano. 


6. El bienio republicano-socialista: las grandes reformas 


Una vez aprobada la Constitución, comienza la obra marcadamente re- 
formista del primer bienio republicano. En el gabinete (2% gobierno Azaña y 
primero del bienio republicano-socialista: 16 de diciembre de 1931 a 12 de 
junio de 1933), del que Azaña asume la presidencia y la cartera de Guerra, 
sigue habiendo tres ministros socialistas: Fernando de los Ríos en Instrucción 
Pública, Largo Caballero en Trabajo e Indalecio Prieto en Obras Públicas, es 
decir, en tres sectores que la República atenderá especialmente. Hay también 
tres carteras para los nacionalistas, dos para la ORGA que ocupa Santiago Ca- 
sares Quiroga: Gobernación y como interino Comunicaciones, y una para Jau- 
me Carner: Hacienda. José Giral, de Acción Republicana, sigue en Marina, 
Luis de Zulueta, republicano independiente, asume Estado, mientras Justicia 
y Agricultura son para miembros del Partido Republicano Radical Socialista: 
Alvaro de Albornoz y Marcelino Domingo. Es, por tanto, un gobierno de 1z- 
quierdas del que están ausentes los radicales de Lerroux, que prefirieron espe- 
rar mejor ocasión y hacerse fuertes de cara a las próximas elecciones. Azaña 
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sólo formará otro gobierno (en junio de 1933) con similar relación de fuerzas, 
que perdurará hasta septiembre de 1933. No hubo, por tanto, discontinuidad 
gubernamental en esta primera etapa republicana. Sí la habría, en cambio, en 
el bienio radical-cedista que vio sucederse nada menos que 12 gobiernos entre 
septiembre de 1933 y febrero de 1936. 


Gobiernos de la Segunda República española 


1. 14.04.1931-14.10.1931 Alcalá-Zamora DLR, PRR, PRRS, PSOE, AR, ORGA, AC 
2. 14.10.1931-16.12.1931 AR, PRR, PRRS, PSOE, ORGA, AC 


3. 16.12.1931-12.06.1933 AR, PRRS, PSOE, AC, ORGA 
4, 12.06.1933-12.09.1933 AR, PRF, PRRS, PSOE, ORGA, ERC 
AAA AS AAA AAA A A 


, 12.09.1933-8-10.1933 RR, PRRS, AR, IRS, ORGA, ERC 

. 8.10.1933-16.12.1933 R, AR, PRR. PRRS, ERC, PRP. 

. 16.12.1933-3.03.1934 RR, PLD, UR, AGR 

.3.03.1934-28.04.1934 RR, PLD, AGR 

. 28.04.1934-4.10,1934 RR, PLD, AGR 

0. 4.10.1934-3.04.1935 RR, CEDA, PLD, AGR 
[Lerroux | 


1. 3.04.1935-6.05,1935 Lerroux 
2. 6.05.1935-25.09.1935 RR, CEDA, PL, PLD 

3. 25.09.1935-29.10.1935 RR, CEDA, LL,AGR__ 
4. 29.10.1935-14,12,1935 RR, CEDA, LL., AGR 

5. 14.12.1935-30.12.1935 RR, PRP, PLD, LL., AGR 
6. 30.12.1935-19,02.1936 RP, PLD 
NANA AAN AN 
AC: Acció Catalana 

AGR: Agrarios 

AR: Acción Republicana 

CEDA: Confederación Española de Derechas Autónomas 

DLR: — Derecha Liberal Republicana 

ERC: Esquerra Republicana de Catalunya 

IR: Izquierda Republicana 

IRS: — Izquierda Radical Socialista 

Els Lliga Catalana 

ORGA: Organización Republicana Gallega Autónoma 

Pl: Partido Liberal 

PLD: Partido Liberal Demócrata 

PRF: — Partido Republicano Federal 

PRP: — Partido Republicano Progresista 

PRR: — Partido Republicano Radical 

PRRS: Partido Republicano Radical Socialista 

PSOE: Partido Socialista Obrero Español 

UR: Unión Republicana 
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Manuel Azaña llegó a la máxima responsabilidad del gobierno pasada la 
cincuentena y con una trayectoria personal, intelectual y profesional ya con- 
solidada, pero, aunque había militado en el Partido Reformista y se había 
presentado dos veces a las elecciones, su carrera política no podía equipararse 
a la de otros líderes republicanos como Alejandro Lerroux o el propio Alcalá- 
Zamora. Como bien subrayó Santos Juliá, cuando llegó al poder Azaña tenía, 
sobre todo, una carrera política *“por delante”. Su actuación en el debate de la 
Constitución, su gestión al frente del ministerio de la Guerra, su claridad de 
pensamiento, la fuerza de su palabra y su capacidad de decisión le converti- 
rían, en efecto, casi inmediatamente en el líder indiscutible de la República. 
Desde el punto de vista estrictamente político, Azaña era, por otra parte, la 
solución más acertada: no tenía un gran partido detrás —Acción Republicana 
no era un partido de masas—, representaba una opción intermedia entre los 
dos partidos mayoritarios: el radical de Lerroux y el PSOE, y aunque se había 
ganado el respeto de la Cámara y de sus correligionarios no parecía que su 
liderazgo pasase de temporal. Lerroux le dejó el camino expedito pensando 
que su gran oportunidad estaba por llegar. Azaña pudo, por tanto, Imprimir 
toda la fuerza deseada al proyecto reformista del nuevo gobierno republicano. 


Las valoraciones sobre la obra reformista del primer bienio siempre han 
sido ambivalentes. Entre los aspectos positivos hay que subrayar, en primer 
lugar, que la República fue la primera experiencia democrática de largo al- 
cance en la España contemporánea, es decir, el primer intento serio de esta- 
blecer en España un régimen verdaderamente democrático, con todo lo que 
la democracia conlleva: libertad de expresión, libertad de asociación, libertad 
de cultos, sufragio universal, enseñanza pública, obligatoria y gratuita. En se- 
gundo lugar, que ese proyecto democrático pretendía atajar graves problemas 
estructurales que venía arrastrando España desde hacía siglos. Era necesario 
reformar la estructura de la propiedad: la mayoría de la tierra estaba en manos 
de unos pocos terratenientes, había que afrontar el problema de la educación, 
había que atajar la tradicional tentación del Ejército de suplantar el poder civil 
—máxime cuando la República nacía después de una dictadura militar— y había 
que dar salida a las aspiraciones autonomistas de las regiones españolas. Todo 
parecia posible en los albores del nuevo régimen que se proponía resolver, 
desde la Ley y a través de la Ley, un atraso secular. Esta ambición transfor- 
madora y la profundidad con que pretendía ser abordada no podía por menos 
que levantar ampollas en los sectores sobre los que directamente incidía: la 
gran propiedad, el Ejército y la Iglesia, pero también lo haria —y esta es la gran 
paradoja del régimen republicano— en otros a los que inicialmente pretendía 
proteger, porque las reformas del primer bienio chocaron muy pronto y fron- 
talmente con los sectores anarco-sindicalistas y a la postre con los propios 
socialistas. Nadie tuvo suficiente paciencia para que el tiempo asentase la 
ingente labor que las instituciones republicanas se habían impuesto. 


La disolución de la Compañía de Jesús, aprobada en enero de 1932, y, so- 
bre todo, la prohibición de la enseñanza a las órdenes religiosas plantearon el 
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primer gran reto a la República. Los jesuitas contaban con más de 200 centros 
educativos y casi 3.000 religiosos dedicados, en su gran mayoría, a la ense- 
ñanza. Suplir ese déficit y hacerlo en un tiempo record no parecía tarea fácil. 
Sin embargo, lo más conflictivo fue la Ley de Confesiones y Congregaciones 
religiosas que entró en el Congreso en octubre de 1932 y que iba destinada 
claramente a atajar las prerrogativas de la Iglesta sobre todo en la enseñanza, 
pero también materia económica y política. Ahora la Iglesia tendría que pagar 
impuestos y el gobierno podría vetar cualquier nombramiento de la jerarquía 
eclesiástica que le pareciera inadecuado. En enero de 1932, el episcopado 
español en una pastoral colectiva se había opuesto abiertamente a la política 
educativa del nuevo gobierno y en junio de 1933 el papa Pío xi condenó la 
Ley de Congregaciones en la encíclica Dilectissima nobis, que denunciaba 
la nueva legislación republicana y recomendaba la unión de los católicos en 
“defensa de la fe”. Pero la ley se había aprobado el 17 de mayo de 1933 por 
278 votos contra 50 y Alcalá-Zamora la ratificó con su firma en junio. Aunque 
suele decirse que no hubo consenso. las votaciones en las Cortes siempre eran 
aplastantes. 


Como consecuencia de su aplicación, se preveía que casi 5.000 centros 
católicos de enseñanza primaria en los que cursaban estudios unos 350.000 
alumnos y casi 300 de enseñanza secundaria, con más de 20.000 alumnos, 
deberían ser rápidamente sustituidos. El gobierno haría un gran esfuerzo en 
este sentido, pero era necesario hacerlo en muy poco tiempo y con mucha 
premura. Se construyeron muchas escuelas, el ritmo previsto era 5.000 al año, 
o sea, casi 30.000 nuevas escuelas en cinco años, con un claro incremento 
(el más alto de Europa) del presupuesto de Instrucción Pública. Se ha com- 
probado que se construyeron más de 10.000 escuelas entre 1931 y 1936, lo 
que fue sin duda un logro considerable, se arbitraron medidas para agilizar la 
formación de los maestros, se crearon las universidades populares, la Univer- 
sidad Internacional Menéndez Pelayo de Santander y el Instituto de Estudios 
Arabes. Se apoyaron Iniciativas innovadoras como las Misiones Pedagógicas 
y miembros de la Institución Libre de Enseñanza ocuparon ministerios. Se 
hizo mucho en muy poco tiempo. Por otra parte, la realidad fue que la victoria 
electoral de las derechas en las elecciones de noviembre de 1933 frenó en seco 
la iniciativa y todo quedaría, en la práctica, cast como estaba. Las consecuen- 
cias políticas, sin embargo, ya fueron inevitables. El 2 de febrero de 1933 se 
había aprobado también la Ley del Divorcio, que apenas tuvo impacto en la 
sociedad civil, pero apuntaba de lleno a uno de los dogmas fundamentales de 
la familia católica: el matrimonio indisoluble. Aunque no se incrementó en 
absoluto la tasa de divorcios, la intromisión se consideró altamente perniciosa 
y vino a engrosar la suma de perjuicios, desde la perspectiva de los sectores 
católicos, de la República. 


En cuanto a la reforma militar, la labor que Azaña había iniciado en el Go- 
bierno provisional como ministro de la Guerra contmuó ahora. La aspiración 
era democratizar el Ejército, que no triturarlo, y, sobre todo, modernizarlo. 
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Formar un ejército profesional, bien equipado, adecuado a las necesidades 
de España y más acorde con el modelo y el espiritu de los ejércitos europeos. 
Un ejército que se dedicara a su verdadera función: la Defensa nacional y que 
olvidara para siempre sus tentaciones civilistas. Las medidas que Azaña tomó 
en el terreno presupuestario en relación con el Ejército iban destinadas esen- 
cialmente a esto: destinar los fondos ganados con la jubilación anticipada a un 
mejor equipamiento y preparación profesional de los militares. Hubo también 
otras medidas destinadas a la democratización, como la Ley de Reclutamiento 
y Ascensos de la oficialidad del Ejército, de septiembre de 1932, que reserva- 
ba a los suboficiales un 60% de las plazas en las academias militares. Aunque 
Azaña se estorzó por explicar en los preámbulos de sus decretos las mediadas 
a tomar y las razones que las impulsaban. la mayor parte de los militares no 
entendieron su labor y la interpretaron como una injerencia del ministro en un 
ámbito que no era el suyo. Las reformas militares. aunque supusieron el ma- 
yor éxito parlamentario de Azaña, le granjearon también la mavor enemistad 
en el seno del Ejército mismo y en el de los ámbitos más conservadores de la 
sociedad. 


Por lo que respecta a las aspiraciones autonómicas, la Constitución re- 
publicana de 1931 que, como hemos visto, definió a la República como un 
"Estado integral, compatible con la autonomía de los Municipios y las regio- 
nes”, había previsto en su Título Primero (artículos 8 a 22, ambos inclusive) 
una nueva organización nacional, El artículo 8 decía textualmente: “El Estado 
español, dentro de los límites irreductibles de su territorio actual, estará inte- 
grado por Municipios mancomunados en provincias y por las regiones que se 
constituyan en régimen de autonomia”. El artículo 11 rezaba: “Si una o varias 
provincias limítrofes, con características comunes, acordaran organizarse en 
región autónoma para formar un núcleo político-administrativo, dentro del 
Estado español, presentarán su Estatuto con arreglo a lo establecido en el 
artículo 12”. El artículo 12 explicaba que dicho Estatuto debía ser aprobado 
en las Cortes y el articulo 13 que: “En ningún caso se admite la federación 
de las regiones autónomas”. Los restantes artículos del título primero delimi- 
taban con precisión las atribuciones, limites y competencias de las regiones 
autónomas. 


De acuerdo con lo previsto en la Constitución, se Inició el proceso estatu- 
tario. El primero en aprobarse fue el Estatuto catalán y también el que generó 
mayor discusión, porque el Estatuto de Nuria, plebiseitado por los catalanes, 
rebasaba ampliamente las atribuciones aprobadas en el texto constitucional. 
El debate se prolongó en las Cortes hasta septiembre de 1932 y fue una vez 
más Azaña el que logró una solución de consenso. No fue fácil porque las 
derechas se oponían a la política autonómica y especialmente a las aspira- 
ciones de Cataluña, en las que veían un intento de desmtegración de España. 
Querían. en opinión de Azaña, provocar la caida del gobierno e impedir. de 
paso, la aprobación de la reforma agraria. Los socialistas. en cambio. no de- 
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masiado sensibles a las aspiraciones catalanas, las apoyaban ahora para que se 
mantuviera el gobierno y llevara adelante la reforma agraria. 


En pleno debate parlamentario, la República tuvo que hacer frente al pri- 
mer intento serio de derrocarla. El 10 de agosto de 1932 se produjo el levan- 
tamiento del general Sanjurjo. Lo instigaron dirigentes carlistas y tradiciona- 
listas como Manuel Fal Conde o el conde de Rodezno. Le apoyaron generales 
que luego se significarian en el bando insurgente durante la Guerra Civil, 
como José Enrique Varela o Valentín Galarza. Francisco Franco, que estaba 
previsto que le secundara en La Coruña, decidió unos días antes abstener- 
se. El golpe, mal planificado y peor ejecutado, fue fácilmente aplastado. Se 
saldó con apenas 10 bajas y a corto plazo redundó en beneficio del gobierno 
de Azaña, que salió fortalecido y en cierto modo aliviado. Llevaban tiempo 
esperando algo similar y por fin había estallado y se había abortado con poca 
dificultad. Azaña vivió aquella larga noche en su despacho, observando la 
evolución de los acontecimientos. Tras el fracaso del golpe, el Gobierno in- 
dultó a Sanjurjo. No querían mártires para la causa ni más sangre vertida a 
cuenta de la República. El golpe aglutinó temporalmente a todas las fuerzas 
republicanas y permitió dar salida a la vez a la Reforma Agraria y al Estatuto 
catalán. Las primeras elecciones al Parlamento autónomo catalán se celebra- 
ron en noviembre de 1932 y dieron el triunfo a la Esquerra, seguida de la 
Lliga, mucho más conservadora. El gobierno de la Generalitat, presidido por 
Francesc Maciá y tras la muerte de éste en diciembre de 1933 por Lluis Com- 
panys, afrontó inmediatamente el traspaso de competencias. 


El Estatuto vasco tuvo una gestación mucho más lenta y complicada. El 
proyecto existente, el Estatuto de Estella, tampoco era compatible con los pre- 
ceptos constitucionales. Se hizo necesario, por tanto, redactar otro. El nuevo 
proyecto fue aceptado por las izquierdas y por el PNV, pero rechazado por los 
tradicionalistas, con mayoría en Navarra. Aunque Navarra se retiró del proce- 
so autonómico, el nuevo proyecto se aprobó mediante plebiscito en noviem- 
bre de 1933, pero el triunfo electoral de las derechas detuvo su aplicación. 
Más lento sería todavía el proceso autonómico gallego, que no sería sometido 
a plebiscito hasta junio de 1936. La política autonómica se redujo, pues, en la 
práctica a Cataluña y en términos políticos a un enfrentamiento entre españo- 
listas y catalanistas lo que no sólo desvirtuaba el proyecto constitucional sino 
que también arrojaría un balance político alejado del ansiado consenso. 


La Reforma Agraria era, sin duda, uno de los retos fundamentales del 
nuevo régimen republicano y también una de las reformas más necesarias, 
más esperadas y más dificiles de llevar a la práctica. El clima de consenso 
generado tras el fracaso del golpe de Estado del general Sanjurjo permitió, 
como en el caso del Estatuto catalán, que la Ley para la Reforma Agraria fuera 
aprobada en las Cortes, pero ello no garantizó la buena marcha de su aplica- 
ción. Ya su propia elaboración había sido lenta y difícil. Los socialistas tenian 
que satisfacer las aspiraciones del sector mayoritario de su central sindical, la 
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UGT, que era la Federación Nacional de Trabajadores de la Tierra (FNTT). 
La FNTT había pasado de 35.000 afiliados en 1930 a casi 400.000 en 1932, 
El sector agrario español empleaba a unos cuatro millones de campesinos, de 
los que la mitad eran jornaleros sin tierra. No es extraño, por tanto, que las 
mayores expectativas que la República generó se concentraran en este sector. 
Se habían tomado, además, dos medidas de largo alcance e impensables en el 
ámbito rural apenas unos años antes: los jurados mixtos y la Ley de términos 
municipales. La primera. introducida por Largo Caballero desde el ministerio 
de Trabajo, supuso una ampliación del poder negociador de los sindicatos 
frente a los patronos en el medio rural. La segunda lo reforzó aún más, aca- 
bando con el sistema anterior en el que los trabajadores estaban a merced de 
los propietarios rurales. La reforma de la estructura de la propiedad. que era 
lo que verdaderamente pretendía la Ley de Reforma Agraria, acabaría de soli- 
viantar a los grandes propietarios que veían seriamente amenazados no ya sus 
rentas agricolas sino sus propios títulos de propiedad. 


La conflictividad en el campo se acrecentó en estos primeros años del 
nuevo régimen, especialmente en el sur, donde el sistema latifundista era ma- 
yoritario. Algunos propietarios reaccionaron reduciendo la superficie sembra- 
da o negándose a sembrar, mientras incumplían abiertamente la legislación 
social. Los jornaleros, por su parte, boicotearon a los patronos destruyendo 
maquinaria, invadiendo tierras o robando cosechas, produciéndose enfrenta- 
mientos con la Guardia Civil que a menudo se saldaban a tiros. En general, se 
culpó de ello a la política socialista y eso provocó no sólo que las asociaciones 
de patronos agrarios erecieran casi al mismo ritmo que las de jornaleros, sino 
que también muchos pequeños propietarios de Castilla y otras regrones se 
sintieran igualmente agraviados. 


El proyecto de reforma agraria que llegó a las Cortes en marzo de 1932 
era bastante moderado. Lo había preparado una comisión presidida por el 
ministro de Agricultura, el radical socialista Marcelino Domingo, pero a 
pesar de su moderación, los sectores conservadores se aplicaron en la po- 
lítica de obstrucción para impedir que saliera adelante. Solo el temporal 
clima de consenso provocado por la Sanjurjada posibilitó su aprobación 
y, paradójicamente, su radicalización: la expropiación de las fincas de los 
grandes de España sin indemnización, porque a ellos se culpó de la inten- 
tona golpista. La Lev de Reforma Agraria se aprobó el 9 de septiembre de 
1932 y su aplicación se restringió inicialmente a las 14 provincias de Anda- 
lucía, Extremadura y Castilla con mayor concentración de latifundios y con 
indemnización para sus propietarios. Pero los efectos reales iban a depen- 
der de la posibilidad de hacer frente realmente a esas indemnizaciones lo 
que, dadas las limitaciones presupuestarias, sólo fue posible en unos pocos 
casos. En la práctica. ¿apenas 10.000 campesinos habían recibido tierras a 
finales de 1933, lo que no colmaba ni mucho menos las aspiraciones de los 
casi 400.000 atiliados a la ENTT. 
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7. Orden público y conflictos sociales 


Uno de los argumentos más esgrimidos para explicar lo que durante mu- 
cho tiempo se ha considerado el fracaso de la República es el desorden pú- 
blico, la violencia como arma política. Es obvio que en las tres etapas del 
periodo republicano las masas se desbordaron en varias Ocasiones, como lo es 
que hubo dos momentos especialmente flagrantes y de signo bien contrario en 
lo relativo a la alteración del orden constitucional: la sublevación de Sanjurjo 
en 1932 y la revolución de octubre en 1934 y un desencadenante en julio de 
1936: el asesinato de Calvo Sotelo, que actuó como es sabido como detonante 
para la Guerra Civil. Sin embargo, el orden público fue, sin duda, una de las 
prioridades de la República. Prueba irrefutable del deseo y la voluntad del 
nuevo régimen de mantenerlo y de su conciencia de que era probable que 
sufriera alteraciones visibles es el crecimiento que experimentaron las fuer- 
zas destinadas a lograrlo: mientras en 1930 había 43.785 agentes contabiliza- 
dos (entre guardias civiles y carabineros), en 1932 la cifra ascendía a 55.162 
(guardias civiles, carabineros y guardias de asalto), es decir, se habían sumado 
11.377 individuos, o sea casi un 26% más. 


La política de orden público de la República se apoyó en tres pilares fun- 
damentales: la Guardia de Asalto, la Ley de Defensa de la República y la Ley 
de Orden Público. La Guardia de Asalto se concibió como una nueva fuerza 
urbana de seguridad, cuyos miembros serían seleccionados por su destreza 
fisica y considerados como leales a la República, en la medida en que venían 
a sustituir en sus funciones a la Guardia Civil, ligada en el subconsciente 
colectivo a la Monarquía y a los terratenientes como fuerza represora de los 
movimientos populares habidos en los periodos históricos inmediatamente 
anteriores, sobre todo en el medio rural, pero también en las ciudades, fren- 
te al insurreccionalismo anarquista que había sido muy activo en los años 
anteriores, especialmente durante la dictadura del general Primo de Rivera. 
Pero los guardias de asalto, que iban armados con porra y revólver, pronto 
se convirtieron, pese a lo previsto, en un cuerpo fuertemente militarizado al 
mando del teniente coronel Agustín Muñoz Grandes. No obstante, los secto- 
res conservadores siempre se mostraron recelosos hacia el nuevo cuerpo al 
que acusaban de ser una fuerza políticamente leal a la República. 


Desde el punto de vista institucional, se trataba, sobre todo, de asegurar la 
estabilidad del sistema democrático y para ello, el jefe del gobierno, Manuel 
Azaña aceleró la votación en las Cortes de la nueva Ley de Defensa de la Re- 
pública que se aprobó sin apenas discusión el 20 de octubre de 1931. La nue- 
va ley prohibía, entre otras cosas, toda acción o expresión que redundase en 
menosprecio de las instituciones u organismos del Estado, la apología del ré- 
gimen monárquico, la comisión de actos de violencia contra personas, propie- 
dades o cosas, por motivos religiosos, políticos o sociales, la tenencia ilícita 
de armas o explosivos y las huelgas no anunciadas con una semana de antici- 
pación, pero también facultaba al ministro de la Gobernación para suspender 
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reuniones o manifestaciones de carácter político, religioso o social cuando 
fuera presumible que su celebración condujese a la perturbación del orden 
público o para clausurar actos o asociaciones que incitasen a resistir o deso- 
bedecer las leyes o las disposiciones legítimas de la Autoridad. Era, sin duda, 
una ley dura, que tampoco se dudó en aplicar: se suspendieron periódicos, se 
clausuraron asociaciones sindicales y políticas y se detuvieron extremistas de 
derecha y de izquierda. Estaba en juego la estabilidad y la perdurabilidad de la 
República y ambas eran cosas con las que Azaña no estaba dispuesto a permi- 
tir que jugase nadie. Como la ley se aprobó antes que la Constitución, aunque 
se recogió en la misma con carácter transitorio para evitar que cayera en la 
inconstitucionalidad, pronto se levantaron voces que pedían su sustitución por 
otro texto más acorde con las garantías constitucionales. En julio de 1933 el 
Parlamento aprobó la Ley de Orden Público, que sustituyó a la anterior, y que 
costó más trabajo sacar adelante que su predecesora. Era una ley más suave, 
más acorde con el devenir democrático natural, pero la sucesión de los acon- 
tecimientos hizo que prevalecieran sus medidas más represoras. 


Desde el punto de vista político, la gran apuesta del nuevo régimen había 
sido, sin duda, la conjunción republicano-socialista. Para los socialistas sig- 
nificaba poder llevar a cabo sus reformas, sobre todo laborales, desde el seno 
del gobierno, legitimando una política continuista que ya se había iniciado 
con la dictadura de Primo de Rivera y sobre todo afianzando su hegemonía 
sindical como representación mayoritaria de la clase obrera y por ende su 
peso político y social. Para los republicanos de izquierda y singularmente 
para Azaña incluir a los socialistas en el gobierno era la clave para conculcar 
el peligro de revolución social: “mi experiencia de gobernar con los socia- 
listas —escribiría en 1933- tiene interés para todo el mundo porque si saliera 
bien probaría que se puede hacer la inevitable transformación de la sociedad 
moderna sin la necesidad de una revolución”. Sin embargo, tanto el gobierno 
como los socialistas tenían enfrente una fuerza obrera: la CNT que sería la que 
verdaderamente pondría en jaque al nuevo régimen, especialmente durante 
sus dos primeros años de existencia. 


La CNT había vivido su propia erisis interna a mediados de 1931 cuando 
los llamados treintistas, liderados por Ángel Pestaña, publicaron el Manifiesto 
de los Treinta. En él, rechazaban la línea más violenta y la acción directa de 
unos pocos frente a la lucha sindical organizada que era la única vía posible 
hacia la revolución social. Pero paulatinamente fueron siendo desplazados 
de los puestos directivos en los que se afianzó la FAI, mucho más radical. 
Este sector protagonizó numerosas huelgas e incluso insurrecciones que sem- 
braron de dificultades el camino de los dos gobiernos del primer bienio re- 
publicano. Como hemos visto, ya el 6 de julio de 1931 la CNT declara la 
huelga de la Telefónica y poco después. el 20 de julio, se inician los sucesos 
de Sevilla protagonizados por obreros de la CNT y del PCE, en los que los 
huelguistas atacan a la fuerza pública, muriendo un guardia y resultando otros 
dos heridos. Tras el tiroteo, los revolucionarios se refugian en el barrio de 
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la Macarena, que quedó acordonado. Paralelamente, en Dos Hermanas, un 
grupo de asaltantes irrumpe en el cuartel de la Guardia Civil, saldándose el 
enfrentamiento con 17 heridos. 


Mucho más importante sería lo ocurrido en un pueblo de Badajoz: Cas- 
Yan, el 31 de diciembre de 1931, donde los campesinos, todos a una, 
escuartizaron a cuatro guardias civiles. La Federación de Trabajadores de la 
Tierra había convocado una manifestación de campesinos en paro para pedir 
trabajo. La Guardia Civil la disolvió pacíficamente, pero privó a los campe- 
sinos del derecho de reunión. La Federación convocó entonces una huelga 
general de dos días en Badajoz y añadió la exigencia de trasladar al gober- 
nador civil y la destitución del coronel de la Guardia Civil. Se negoció en la 
Casa del Pueblo, pero un grupo se enfrentó a los guardias y se disparó un tiro. 
Aquello desató el odio ancestral y cuatro guardias civiles, con palos, piedras 
y cuchillos, fueron linchados allí mismo. Se celebró un juicio y se dictaron 
seis sentencias de muerte que fueron conmutadas. A los pocos días se produjo 
otro enfrentamiento similar en Armnedo.(La Rioja). Durante una huelga con- 
vocada por la UGT para exigir la readmisión de unos obreros despedidos, se 
desató la violencia. Esta vez fue la Guardia Civil la que reaccionó primero: 
dispararon sobre la muchedumbre, que iba acompañando al comité de huelga 
que quería negociar con los patronos, matando a once personas (entre ellas 
cinco mujeres) e hiriendo a treinta. Sanjurjo, que en modo alguno era perso- 
nalmente responsable, fue sustituido un mes después por el general Miguel 
Cabanellas como jefe de la Guardia Civil. Poco antes, para cerrar el cruento 
saldo de aquel mes de enero de 1932, había estallado en Cataluña, en varios 
municipios del alto Llobregat, una insurrección de inspiración cenetista. Lo 
que empezó como una huelga minera por las condiciones de trabajo desem- 
bocó en un intento de establecer el comunismo libertario. Fue rápidamente 
atajado, pero se saldó con cerca de treinta muertos y la deportación de varios 
anarquistas destacados. 


Más difícil de explicar sería lo sucedido en Casas Viejas, que tiene, ade- 
más, otro cariz, porque esta vez es la Guardia de Asalto, la fuerza de orden 
público creada por la República, la que se enfrenta al campesinado. Una vez 
más, el gobierno debería hacer frente a una insurrección anarquista, mejor 
preparada y directamente apoyada por los miembros más radicales de la CNT, 
especialmente en Cataluña, entre ellos Juan García Oliver. Tampoco tuvo éxi- 
to, a pesar de que hubo enfrentamientos con las fuerzas de orden público en 
algunas localidades catalanas, valencianas y gaditanas. Sería precisamente en 
un pequeño pueblo de la provincia de Cádiz donde se desencadenaría la trage- 
dia. En Casas Viejas (hoy Benalup) los campesinos proclamaron en enero de 
1933 el comunismo libertario e intentaron sitiar el cuartel de la Guardia Civil. 
Un grupo se hizo fuerte en la casa del anarquista Francisco Cruz Gutiérrez, 
apodado “Seisdedos”, y los guardias de asalto la rodearon, arOn, mataron a todos 
los defensores y quemaron la casa, dejando los cadáveres expuestos para es- 


carmiento general. En total murieron 22 campesinos (entre ellos dos mujeres 
A 
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y un niño), dos guardias civiles y un guardia de asalto. Los horribles hechos 
de Casas Viejas asestaron el golpe definitivo al gobierno Azaña, al que se acu- 
só de haber dado la orden, nunca emitida, de “los tiros a la barriga”. 


La tragedia de Casas Viejas la pagó cara el Gobierno y especialmente 
su presidente, Manuel Azaña. El verdadero alcance de lo ocurrido tardó en 
saberse en Madrid y Azaña, sin información precisa, defendió ardientemente 
la actuación de las fuerzas de orden público. Cuando trascendió la gravedad 
de los hechos la prensa y la oposición se cebaron con el Gobierno y especial- 
mente con Azaña. En febrero hubo un tenso debate en las Cortes. A principios 
de marzo Azaña habla de nuevo en el Parlamento. Una vez más, vence y con- 
vence: el 16 de marzo las Cortes rechazan cualquier responsabilidad guberna- 
mental en los sucesos de Casas Viejas, pero aunque renovaron la confianza en 
el Gobierno, el dardo ya había hecho diana. En junio Azaña intentó remodelar 
parcialmente la composición del gobierno, pero el presidente de la República 
forzó la crisis. Aún así, todavía no había nadie disponible para sustituir a Aza- 
ña que formó finalmente su tercer y último gobierno (junio-septiembre 1933). 


Casas Viejas fue la piedra de toque que desembocó en la crisis final del 
“bienio azañista”, pero el problema de fondo era bien distinto. La cuestión 
religiosa no sólo había enfrentado personalmente al presidente del gobierno y 
al presidente de la República sino que había provocado en los sectores cató- 
licos, conservadores y tradicionalistas, y naturalmente en la propia Iglesia, la 
firme decisión de frenar el curso de los acontecimientos y aún más de hacerlos 
retroceder al punto de partida. El nacimiento de una nueva formación políti- 
ca: la Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA) no sería, en 
realidad, sino la culminación de una estrategia liderada por la Iglesia, como 
ha subrayado Santos Juliá, para movilizar al electorado católico que encon- 
traría en la nueva formación política el instrumento adecuado para liderarla. 
Aunque las Cortes habían aprobado la Ley de Confesiones y Congregaciones 
religiosas a mediados de mayo de 1933 el Presidente no la firmará hasta el 
2 de junio. Entonces el Gobierno aprobó los decretos de aplicación de forma 
automática y esto fue algo que Alcalá-Zamora nunca perdonó a Azaña. 


Para entonces no sólo la situación internacional había cambiado: Hitler, 
tras disolver el Parlamento alemán en marzo, había asumido el poder, sino 
también la coyuntura económica: los efectos de la crisis de 1929 que habían 
empezado a dejarse sentir en España a finales de 1932 se acentúan ahora vi- 
siblemente. Las huelgas se incrementan en 1933, la Ley de Arrendamientos, 
que habría beneficiado a miles de campesinos arrendatarios, queda atascada 
en el Parlamento por la política obstruccionista de la Minoría Agraria, mien- 
tras en el PSOE comienza a afianzarse, de la mano de Largo Caballero, la 
tendencia más radical. Azaña siempre había considerado imprescindible apo- 
yarse en los socialistas para dar respuesta “desde dentro” a las aspiraciones 
de la clase obrera. Los socialistas, por su parte, siempre habían subrayado que 
mantendrían la conjunción mientras Azaña siguiera presidiendo el gobierno. 
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A comienzos de septiembre de 1933 se presentó la ocasión para mtentar que- 
brar esa alianza. La elección de los quince vocales del Tribunal de Garantías 
Constitucionales que representaban a las regiones se convirtió en una especie 
de plebiscito sobre el Gobierno. El Partido Radical obtuvo más votos que 
ninguno y Lerroux manifestó que no aceptaría la presencia de ningún minis- 
tro socialista en el gobierno. Azaña entonces buscó el voto de confianza en 
las Cortes y lo obtuvo, pero Alcalá-Zamora se la negó y, haciendo uso de la 
prerrogativa que le otorgaba la Constitución, encargó a Lerroux formar nuevo 
gobierno considerado por algunos autores el primero del llamado “brento ne- 
ero” y que apenas duró un mes (12 septiembre-8 octubre de 1933), porque las 
Cortes se negaron a ratificarle su confianza. Ante la evidencia. no quedó otra 
salida que disolver las Cortes Constituyentes y convocar elecciones. Martínez 
Barrio, vicepresidente del Partido Radical, formó otro efímero gobierno (de 8 
de octubre a 16 de diciembre de 1933) destinado a organizarlas. 


8. La nueva política exterior: pacifismo y democracia 


Un capítulo generalmente descuidado en los estudios generales sobre la 
Segunda República ha sido la política exterior. Durante mucho tiempo se 
zanjó el tema arguyendo simplemente que careció de ella, La necesidad de 
resolver los problemas internos y el desinterés general de la opinión pública 
española. unido a las consecuencias de la derrota republicana en la Guerra 
Civil, abandonada por las potencias democráticas occidentales en medio de 
la farsa de la No Intervención, Hevaron durante mucho tiempo a creer que asi 
fue. Pero un análisis más profundo, apoyado en investigaciones especificas de 
las últimas décadas. revela un panorama harto diferente. En el terreno de las 
voluntades hay que subrayar, en primer lugar, el carácter pacifista de la Cons- 
titución v la vocación claramente europeísta del nuevo régimen. que se tradu- 
ciría en un nuevo concepto: la neutralidad positiva definido, especialmente en 
el pensamiento de Manuel Azaña. por oposición a la neutralidad negativa (por 
pura impotencia) de la Monarquía. En el de las realidades, la participación 
activa en el primer organismo internacional de la época: la Sociedad de Na- 
ciones, con sede en Ginebra, que tenía para la República una doble función: 
por una parte, ratificar el compromiso europeísta y su vocación de neutralidad 
activa; por otra, garantizar su seguridad en caso de conflicto, amparada por 
las medidas de arbitraje colectivo previstas en el Pacto ginebrino que para una 
pequeña potencia como España, con voluntad de neutralidad, eran la mejor 
garantía en caso de un nuevo enfrentamiento mundial. 


En Ginebra tendría España. en efecto, una actuación más que pasiva, l1- 
derando el grupo de países neutrales, primero 8 y luego 6. y a los paises de 
habla hispana. No fue ajeno a ello el protagonismo de Salvador de Madariaga, 
representante español de facto en la Sociedad de Naciones. ni la acción de 
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algunos ministros de Estado, singularmente Luis de Zulueta y Fernando de 
los Ríos. Participaría también, como miembro semipermanente del Consejo, 
en todas las cuestiones que se dilucidaron en aquellos años en el foro gine- 
brino: la crisis entre China y Japón a propósito de Manchuria, la Conferencia 
de Desarme, los conflictos sudamericanos entre Perú y Colombia y Bolivia y 
Paraguay; la remilitarización de la Alemania nazi y el conflicto ítalo-abisinio, 
entre los más destacados. 


La vocación de neutralidad positiva se plasmaría especialmente en el lla- 
mado Grupo de los Ocho, una iniciativa del ministro de Estado, Luis de Zu- 
lueta (reci durante el segundo gobierno Azaña, entre diciembre 
de 1931 y junio de 1933), secundada eficazmente por Madariaga, que cuajó 
en Ginebra al hilo de la Conferencia de Desarme inaugurada en febrero de 
1932. Lo integraban Bélgica, Holanda, Suiza, los tres países nórdicos (Suecia, 
Noruega y Dinamarca), Checoslovaquia y España. Todos ellos compartían la 
militancia democrática y liberal, la vocación de neutralidad y la necesidad 
de afirmar sus intereses, en tanto pequeñas potencias, frente a las grandes, 
en caso de conflicto mundial. Tras la subida de Hitler al poder en 1933, la 
percepción del peligro de una nueva guerra se incrementó y el Grupo de los 
Ocho quedó reducido al Grupo de los Seis, llamado ya especificamente Grupo 
de los neutrales, al desmarcarse Bélgica y Checoslovaquia, aliados expresos 
de Francia y, por tanto, comprometidos de antemano con una de las partes en 
caso de guerra y tuvo ocasión de hacer valer su posición en 1935 cuando la 
crisis de Abisinia, es decir, la invasión italiana de Etiopía, puso sobre el tapete 
la eficacia real de los mecanismos previstos en el Pacto de Ginebra. 


La República tampoco descuidó las áreas tradicionales de atención exte- 
rior de España ni sus intereses internacionales prioritarios: Hispanoamérica, 
Norte de Africa (Marruecos-Mediterráneo) y Portugal. En Hispanoamérica, el 
nuevo régimen, con voluntad de superar los resabios de una vieja metrópoli, 
impulsó una política cultural de mayor alcance y logró cuajar acuerdos econó- 
micos destinados a asegurar una cooperación más efectiva. En Marruecos tra- 
bajó decididamente para racionalizar la administración del Protectorado y so- 
lucionar las cuestiones pendientes con Francia: delimitación de ambas Zonas, 
revisión del Estatuto internacional de la ciudad de Tánger... En 1934 se llevó 
a cabo la ocupación efectiva de Ifni, la única acción directa en política exte- 
rior durante los años de la República en paz. El Mediterráneo estuvo siempre 
presente en sus decisiones internacionales, máxime cuando la atención de las 
grandes potencias obligó a considerarlo de manera preferente (Conferencia de 
Stresa, conversaciones Laval-Mussolini, Abisinia...). En cuanto a Portugal, 
aunque los deseos de Azaña de una mayor cooperación en clave democrática, 
chocaron con el régimen dictatorial de Oliveira Salazar y con el sempiterno 
temor al “peligro español”, hubo una aproximación más fructífera durante el 
segundo bienio, más afín ideológicamente, de claras consecuencias, por otra 
parte, en la Guerra Civil. 
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En el plano de las relaciones bilaterales, la República no se desmarcó en 
lo esencial de la línea franco-británica, sin descuidar a Italia, con intereses en 
el Mediterráneo occidental, como la propia España. En este sentido, hay que 
mencionar que hubo dos momentos álgidos durante los años republicanos en 
relación con la política exterior: 1932, cuando se produjo la visita oficial del 
jefe del gobierno francés, Edouard Herriot, que provocó cierto revuelo ante 
la posibilidad de que España hubiera firmado una alianza militar con Francia, 
cosa que nunca se planteó, y fue utilizada como arma política contra Azaña en 
las elecciones de 1933, acusándole de haber violado la neutralidad de España; 
y 1935, cuando el conflicto de Abisinia, desató las alarmas internacionales y 
provocó un tenso debate en las Cortes a propósito de la posición mediterránea 
de España. Ese mismo año caducaba el Estatuto internacional por el que se 
regía la ciudad de Tánger y volvió a surgir la posibilidad de plantear una revi- 
sión. Se actuó en esta cuestión de acuerdo con Italia, mientras en el conflicto 
abisinio se secundó la política de sanciones impuesta por la SDN, e impulsada 
fundamentalmente por Gran Bretaña. 


Las relaciones con las dos grandes potencias que consolidarían el enfren- 
tamiento bipolar tras la Segunda Guerra Mundial no fueron, sin embargo, 


significativas en los años de la República. Con la URSS no se consolidaron 
las relaciones diplomáticas hasta 1936, cuando se produjo el intercambio de 
embajadores entre España y el régimen de Stalin. Hasta entonces no había 


habido representación diplomática de la URSS en España. Con los Estados 
Unidos, el único enfrentamiento reseñable fue el conflicto producido por la 


huelga de la Telefónica, que afectaba a los Intereses norteamericanos propie- 
tarios de la International Telephone 4 Telegraph (ITT) . 
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Tema 3 


LA Il REPÚBLICA: 
INVOLUCIÓN Y REVOLUCIÓN. 
EL BIENIO RADICAL-CEDISTA 

Y EL FRENTE POPULAR 


Ángeles Egido León 


A finales de 1933, en vísperas de las elecciones, el panorama político pre- 
sentaba una nueva relación de fuerzas en presencia. En primer lugar, estaba la 
Confederación Española de Derechas Autónomas, CEDA, fundada en marzo 
de 1933, Su origen hay que buscarlo en Acción Nacional, un conglomerado 
de fuerzas conservadoras que nació para la primera convocatoria electoral 
republicana y que en 1932 pasó a denominarse Acción Popular, en el que con- 
vivieron inicialmente los accidentalistas, liderados por Gil Robles, y los fun- 
damentalistas monárquicos encabezados por Antonio Goiciechea. Estos últi- 
mos pronto abandonaron Acción Popular para integrarse bien en la Comunión 
Tradicionalista, bien en Renovación Española, un nuevo partido monárquico 
alfonsino de tendencia autoritaria fundado a principios de 1933 y liderado 
por el propio Goicoechea. En octubre de 1933, nació Falange Española, con 
el hijo del dictador: José Antonio Primo de Rivera a la cabeza, que poco des- 
pués (a principios de 1934) se fusionaría con las JONS de Ramiro Ledesma y 
Onésimo Redondo. Más adelante, en noviembre de 1934, José Calvo Sotelo 
fundó el Bloque Nacional. 


Todas estas fuerzas políticas de derechas, incluida la CEDA, sufrieron en 
mayor O menor grado un proceso de fascistización, paralelo a la radicaliza- 
ción de las formaciones de izquierda, especialmente del PSOE, en los años 
previos a la victoria del Frente Popular. Pero mientras la CEDA, que se de- 
claraba accidentalista en cuanto a la forma de gobierno, es decir, indiferente 
ante una Monarquía o una República, defendía esencialmente los valores y 
tradiciones de la Iglesia católica —el confesionalismo era consustancial a su 
ideario—, Renovación Española era monárquica alfonsina, es decir, partidaria 
de restaurar la monarquía de Alfonso xm. Falange, que recibió subvenciones 
del gobierno italiano y de algunos sectores ligados a Renovación Española, 
era, sin duda, sobre todo después de su fusión con las JONS, la más proclive 
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a identificarse y a ser identificada con los regímenes de Mussolini en Italia o 
de Hitler en Alemania. Pero de cara a las elecciones de noviembre de 1933 las 
esperanzas de las clases conservadoras españolas se depositaron en la CEDA, 
liderada por un joven diputado de Salamanca, José María Gil Robles, que se 
revelaría como el gran parlamentario de las Cortes del segundo bienio repu- 
blicano, y en el Partido Radical de Alejandro Lerroux, el viejo líder republi- 
cano ya muy alejado de sus radicalismos de juventud, que creyó llegado el 
momento de gobernar. 


1. Las elecciones de 1933 


Las elecciones de 1933 ratificaron estas expectativas. El hecho de que 
los socialistas se negaran a formar coalición con los partidos de la izquierda 
republicana y en particular con el Partido Republicano Radical Socialista 
de Marcelino Domingo y la Acción Republicana de Azaña fue, en efecto, 
desastroso. Los socialistas pasaron de 115 diputados a 58 y Acción Repu- 
blicana quedará reducida de casi 30 diputados en las últimas Cortes a sólo 
5 en las nuevas. Las formaciones políticas que no habían participado en la 
instauración de la República y que incluso en algunos casos habían mani- 
festado su voluntad de derribarla, fueron las que obtuvieron los mejores 
resultados electorales. El Partido Republicano Radical y la CEDA fueron 
los grandes vencedores. En conjunto, las derechas obtuvieron casi 200 di- 
putados, de ellos 115 de la CEDA. Lerroux que, en cierto modo, represen- 
taba al republicanismo de centro —como se deduce de las manifestaciones 
de algunos líderes radicales sobre su propósito de “centrar” la República— 
obtuvo 104 escaños. El resto se dividió en pequeñas opciones —había 21 
grupos representados en las Cortes— dando como resultado un Parlamento 
muy fragmentado que dificultaría notablemente la acción de gobierno. José 
Antonio Primo de Rivera, aunque FE de las JONS era una formación mino- 
ritaria con apenas varios miles de afiliados, consiguió su acta de diputado. 
Cayetano Bolívar, miembro del PCE, logró otra (ver Mapa 3). 


La explicación de estos resultados, tan alejados de las formaciones que 
habían hecho posible el advenimiento de la República, hay que buscarlos en 
la suma de varios factores: la abstención propugnada por los anarquistas, la 
disolución de la conjunción republicano=socialista y la movilización de las 
derechas, que se aglutinaron en torno a la CEDA, que recogió los votos de 
los empresarios y latifundistas, pero también de un amplio sector de las clases 
medias, de los pequeños propietarios agrícolas y de los obreros católicos. Tra- 
dicionalmente ha solido aducirse que el voto femenino (las mujeres españolas 
votaron por primera vez en las elecciones de 1933) benefició a las derechas, 
pero también lo harían en las de 1936 y ganó el Frente Popular. Por otra 
parte, no hay que olvidar que el sistema electoral favorecía a las coaliciones 
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y republicanos y socialistas acudieron por separado. A partir de noviembre 
de 1933 concluyó, por tanto, el bienio republicano-socialista, también llama- 
do —no sin razón— “bienio azañista”, que había impulsado con decisión una 
profunda transformación estructural de España y comenzó el bienio radical- 
cedista, también llamado “bienio negro” o bienio rectificador, porque supuso 
la involución o rectificación de toda la obra reformista que había puesto en 
marcha el primero. 


El resultado electoral provocó desde luego reacciones contundentes. La 
CEDA anunció su propósito de “rectificar la anterior política sectaria y socia- 
lizante” y no tardaría en amenazar con la violencia si no se le dejaba gobernar; 
Azaña y los republicanos de izquierda (que pocos meses después fundarían un 
nuevo partido: Izquierda Republicana) pidieron la disolución de las Cortes y 
la convocatoria de nuevas elecciones; los socialistas no sólo secundaron esta 
petición sino que endurecieron sus posturas, sobre todo ante la perspectiva de 
la entrada de la CEDA en el poder, y los sectores más radicales de la derecha, 
Renovación Española y la Comunión Tradicionalista, firmaron en Roma un 
acuerdo secreto en marzo de 1934 por el que el gobierno italiano se compro- 
metía a proporcionarles armas y dinero para una futura insurrección. Por su 
parte, los anarquistas, que ya lo habían anunciado antes de las elecciones si el 
resultado beneficiaba a “las tendencias fascistas”, se sublevaron en Aragón en 
diciembre de 1933. 


La insurrección, que duró más de una semana, sobre todo en Aragón 
y La Rioja, se saldó con casi un centenar de muertos (entre ellos 11 guar- 
dias civiles y 3 de asalto) y 164 heridos (101 entre los sublevados) y fue 
en la práctica el canto de cisne del anarcosindicalismo en los años de la 
República en paz. Sus principales dirigentes permanecerían desde enton- 
ces en la cárcel y no volverían, en consecuencia, a alterar el curso de los 
acontecimientos. Las insurrecciones anarquistas, que habían sido la gran 
pesadilla en lo relativo al orden público para los gobiernos del primer 
bienio republicano, desparecerían de la escena pública durante el segun- 
do. La inestabilidad sería ahora política, pero también social. En el plano 
político, mientras Azaña había formado tres gobiernos, sin ninguna crisis, 
durante los dos primeros años del régimen, Lerroux formaría seis y hasta 
las elecciones de febrero de 1936, que dieron la victoria al Frente Popu- 
lar, habría otros seis gobiernos más con un promedio de poco más de dos 
meses de duración cada uno de ellos. En el plano social, se mantendría e 
incluso incrementaría esa inestabilidad: por los efectos de la_crisis econó- 
mica, el aumento del paro y el crecimiento del descontento en general. En 
este sentido, el año 1934, que se inicia con la radicalización del PSOE, 
huelgas importantes en Cataluña y enfrentamientos en el País Vasco, 
desembocaría en la revolución de octubre, un punto de inflexión ineludi- 
ble en la quiebra del proyecto y la trayectoria del régimen republicano, tan 
pacífica y alegremente proclamado en abril de 1931. 
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2. Los gobiernos radical-cedistas 


En cuanto a la acción política de las nuevas opciones mayoritarias, durante 
la campaña electoral de 1933 Gil Robles había expresado claramente sus in- 
tenciones: “la democracia no es para nosotros un fin, sino un medio para ira la 
conquista del Estado nuevo. Llegado el momento, el Parlamento o se somete, 
o le hacemos desaparecer”. No obstante, evolucionaría rápidamente desde el 
accidentalismo al posibilismo: se trataba de gobernar y de aprovechar, desde 
la legalidad republicana, la oportunidad de dar marcha atrás, de poner freno 
al programa y a la legislación reformista que atentaba directamente contra los 
intereses de sus votantes. En realidad, la estrategia de la CEDA era meridiana: 
primero apoyaría en el Parlamento a los gobiernos radicales y a cambio exi- 
giría que estos cumplieran el programa revisionista con el que había acudido 
a las elecciones; después entraría en el gobierno y desarrollaría ese programa 
hasta sus últimas consecuencias. Finalmente, una vez en el poder, es decir, 
con Gil Robles al frente del ejecutivo, podría sacar adelante la reforma de la 
Constitución, culminando la rectificación de la República y el fin de la obra 
reformadora del primer bienio. 


La realidad, sin embargo, no fue tan sencilla y Lerroux, sometido a un 
auténtico chantaje parlamentario, tuvo serias dificultades para gobernar. La 
composición del Parlamento, el recrudecimiento de las tensiones, la radica- 
lización de de los socialistas, las presiones de la CEDA, e incluso la propia 
actitud del presidente de la República, Niceto Alcalá-Zamora, no le allanarían 
precisamente el camino. El primer escollo fue la Ley de Armnistio, impuesta 
a los radicales por los diputados cedistas que se aprobó en abril de 1934. El 
presidente de la República no estaba de acuerdo con ella porque implicaba la 
liberación de los sublevados en agosto de 1932, también de los anarquistas 
encarcelados por la insurrección de diciembre de 1933, e intentó devolverla 
al Parlamento. No logró detenerla, pero quedó en evidencia su desaprobación. 
Ante esta falta de confianza, Lerroux dimitió y Ricardo Samper, otro radical, 
formó gobierno. Paralelamente, el sector más a la izquierda del Partido Radi- 
cal, en desacuerdo con la dirección que iba tomando el partido, acabó escin- 
diéndose y Diego Martínez Barrio lideró desde 1934 una nueva formación: el 
Pardo Radical Detras, que luego se integraría en la Unión Republicana. 
Debilitado por la división interna —la escisión se llevó a 19 diputados y nume- 
rosos cargos del medio rural- y abocado a depender cada vez más de la dere- 
cha, Samper hubo de enfrentarse a la huelga general campesina del verano de 
1934 y al conflicto catalán desatado por la cuestión rabassaire. La crisis del 
gobierno Samper se saldaría con la entrada de los ministros de la CEDA que 
sería la causa desencadenante de la revolución de Asturias. Alcalá-Zamora, 
obligado por el precepto constitucional que no permitía disolver las Cortes 
más de dos veces, tuvo que aceptarlo. L La derecha accidentalista y después po- 
sibilista se disponía a gobernar al lado del Partido Radical, el partido histórico 
de los republicanos. En octubre, Alejandro Lerroux, formó su cuarto gobierno 
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con Manuel Giménez Fernández en Agricultura, José Anguera de Sojo en Tra- 
bajo y Rafael Aizpún en Justicia, todos de la CEDA. Poco después, los socia- 
listas iniciarían la revolución. 


Si la obra del primer bienio ha sido tildada de jacobina, la del segundo 
ha sido calificada de reaccionaria. La historiografía solvente ha desechado, 
no obstante, ambos términos puesto que la realidad de los años previos a 
la Guerra Civil ofrece, sin duda, matices y problemas de fondo mucho más 
complejos. El primero de ellos era la situación en el campo. Aunque en 1934 
se intensificó la expropiación de tierras y se produjeron más asentamientos 
de campesinos que en la etapa anterior, el Gobierno hizo todo lo posible para 
frenar los aspectos más polémicos de la reforma agraria: acordó no prorrogar 
los arrendamientos a los apareceros que habían ocupado tierras no cultiva- 
das, suspendió la revisión de rentas y facilitó la expulsión de los arrendata- 
rios insolventes. Se modificó también la Ley de Términos Municipales, que 
prácticamente quedó desactivada, la de Jurados Mixtos, en beneficio de los 
patronos, y se devolvió a la nobleza, aplicando la nueva Ley de Amnistía, 
una parte de las tierras confiscadas en 1932. La situación de los trabajadores 
rurales, especialmente en el sur, se hizo insostenible: creció el paro y bajaron 
los salarjos. Fue ahora cuando se extendió la expresión: ¡Comed República! 


La reacción de la Federación Nacional de Trabajadores de la Tierra 
(FNTT) fue la huelga general del verano de 1934 convocada en junio cuando 
se recogía la cosecha. El Gobierno se empleó a fondo en la represión y la huel- 
ga fue un rotundo fracaso. Hubo un pequeño respiro con la Ley de Yunteros, 
de 21 de diciembre, que prorrogó la ocupación de tierras a los campesinos 
extremeños, pero un decreto de 9 de enero de 1935 suspendió temporalmente 
las expropiaciones definitivas y la Ley de Arrendamientos Rústicos de 15 de 
marzo, que pretendía favorecer a los colonos previendo la compra de tierras 
tras doce años de explotación, se desactivó en la práctica al permitir la libertad 
total de arrendamientos y establecer la duración mínima de los contratos en 
una sola rotación. Pero la puntilla definitiva fue la llamada Ley Velayos, por 
el ministro de Agricultura: Nicasio Velayos que la impulsó. La ley no respetó 
la prórroga concedida por la Ley de Yunteros y miles de campesinos fueron 
expulsados de las tierras que cultivaban. La Ley para la Reforma de la Refor- 
ma Agraria, aprobada en las Cortes el 2 de agosto, paralizó definitivamente 
la reforma agraria: suprimió la expropiación sin indemnización, descendió el 
ritmo de asentamientos de campesinos por año y paró el inventario del Regis- 
tro de la Propiedad Expropiable. Aunque teóricamente no se había anulado la 
Ley de Bases de 1932, en la práctica quedó completamente desactivada. 


Paralelamente, se desmontó toda la legislación laboral impulsada por Lar- 
go Caballero en la etapa anterior. Aunque los Jurados Mixtos no desaparecie- 
ron, en el verano de 1935 se introdujeron modificaciones que disminuyeron 
sensiblemente las atribuciones de los vocales obreros en detrimento de los pa- 


tronos, que pudieron así aumentar las jornadas laborales, especialmente en la 
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siderurgia, sin compensación salarial. La Ley de Términos Municipales que- 
dó, en la práctica, anulada. Los obreros más conflictivos se vieron relegados a 
la hora de la contratación. El paro aumentó considerablemente y la situación 
de los jornaleros y de los obreros industriales era cada vez más alarmante, sin 
que el gobierno hiciese nada para paliarla, mientras resurgían las viejas prác- 
ticas del caciquismo rural y del clientelismo. 


Las medidas destinadas al Ejército no fueron tan llamativas, pero tuvieron 
consecuencias políticas de indudable trascendencia. Diego Hidalgo, desde el 
ministerio de la Guerra, disolvió el Consorcio de Industrias Militares y trató 
de contentar a los militares africanistas, especialmente a Francisco Franco. a 
quien puso al frente, bajo las órdenes del general Manuel Goded (uno de los 
sublevados en agosto de 1932), de la represión de los mineros asturianos. Más 
contundente seria Gil Robles, que llegó al cargo en mayo de 1935, cuya políti- 
ca de nombramientos sería decisiva en los albores de la Guerra Civil: Franco 
fue designado jete del Estado Mayor Central; Joaquín Fanjul, subsecretario 
del Ministerio de la Guerra; Emilto Mola, jefe del Ejército de Marruecos y 
Goded, Director General de Acronáutica. 


El enfrentamiento con la Iglesia, que había marcado la tónica de las Cons- 
tituyentes y el ambiente político del primer bienio no sólo se relajó sensible- 
mente durante el segundo, sino que volvió en algunos aspectos a la situación 
anterior. Las Cortes suspendieron la prohibición de que las órdenes religiosas 
se dedicaran a la enseñanza y el pago de haberes del clero volvió a correr a 
cargo del Estado, que abonó (desde la Ley de 16 de abril de 1934) dos tercios 
del sueldo de los sacerdotes rurales. Es decir, la polémica Ley de Confesiones 
y Congregaciones religiosas, objetivo último de la derecha no republicana. 
también se desactivó. No cuajaron, sin embargo, las negociaciones del nuevo 
Concordato con el Vaticano. 


No se logró tampoco llevar a cabo el propósito de reformar la Constitución. 
En julio de 1935, Lerroux presentó un proyecto que preveía el recorte de las 
atribuciones autonómicas, la supresión del divorcio. la anulación de la sociali- 
zación de la propiedad privada, la formación de una segunda cámara: el Senado, 
y la revisión de los artículos relativos a la religión. En total suponía reformar o 
suprimir 41 artículos de los 125 que tenía la Constitución de 193 1. Precisamente 
este último artículo, el 125, establecía que sólo podría ser reformada a propuesta 
del gobierno O a propuesta de la cuarta parte de los miembros del Parlamento. 
En ambos casos, la reforma requería el voto de las dos terceras partes de los 
diputados, durante los cuatro primeros años de vida del texto constitucional. 
Pasado ese tiempo, bastaría con tener la mayoría absoluta. El mismo artículo 
preveía también que. si la reforma salía adelante, era necesario disolver las Cor- 
tes y convocar nuevas elecciones. Esta condición no convenía a la CEDA, que 
esperaba llegar a la jefatura del gobierno antes de la cita electoral. En cualquier 
caso, la Comisión que se formó al efecto todavía no había logrado llegar a nin- 
gún acuerdo cuando el Frente Popular ganó las elecciones en febrero de 1936. 
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En cuanto a las aspiraciones nacionalistas, las derechas siempre vieron en 
el régimen autonómico un peligro de desvertebración de España y, salvo el 
catalán que se había aprobado en las Cortes del primer bienio tras el fracaso 
de la Sanjurjada, todos los demás procesos autonómicos encallaron por una u 
otra razón. El Estatuto vasco, aprobado en referéndum regional en noviembre 
de 1933, no saldría adelante hasta_1936; el gallego ni siquiera llegó a trami- 
tarse. Pero la cuestión que tensaría las relaciones con Cataluña en este periodo 
sería esencialmente de origen rural y se conoce como la cuestión rabassaire 
(arrendador en castellano). La rabassa morta (cepa muerta) era un tipo de 
contrato muy extendido en Cataluña y equivalía a una especie de alquiler de 
una porción de tierra para cultivar viñas, con la condición de que el contrato 
quedaba disuelto si moría un tercio de las primeras cepas plantadas. La epi- 
demia de filoxera que asoló España a finales del xix obligó a plantar cepas 
que no vivían más de veinte años. Los viticultores catalanes no propietarios 
se agruparon en la Unión de Rabassaires, nacida en 1922, para defender sus 
intereses. Luego se les unieron también aparceros y arrendatarios y en los 
primeros años de la República se convirtió en la central sindical mayoritaria 
en el campo catalán, ligada a la Esquerra y enfrentada a la patronal unida en 
el Institut Agrícola Catalá de Sant Isidre, vinculado a la Lliga. 


En diciembre de 1933 falleció Francesc Maciá, el primer presidente de 
la Generalitat. Su sucesor, Lluís Companys, se mostró más beligerante en la 
defensa de los intereses autonómicos. El 12 de abril de 1934 el Parlamento 
catalán aprobó la Ley de de Contratos de Cultivo, que garantizaba a los rabas- 
saires un contrato mínimo de seis años y la posibilidad de comprar la tierra 
tras cultivarla durante 18. Los propietarios no la aceptaron y elevaron recurso 
al Tribunal de Garantías que la declaró anticonstitucional. A pesar de ello, en 
junio el Parlamento autonómico la volvió a votar. El asunto desató el enfren- 
tamiento entre el gobierno central y el autonómico, que lo presentó como una 
cuestión anticatalana por parte de la derecha española. Mientras Acció Popu- 
lar, filial catalana de la CEDA, logró movilizar a 2.000 propietarios rurales 
que se manifestaron en Madrid, el consejero de Gobernación, Josep Dencás, 
armaba y preparaba a los escamats, una especie de milicia uniformada de la 
Juventud de Esquerra, para la “liberación” de Cataluña. 


La tensión acumulada estalló en octubre, tras la entrada de los ministros 
de la CEDA en el gobierno. En vez de sumarse a la insurrección convocada en 
toda España por las Alianzas Obreras, los escamots prefirieron llevar a cabo su 
propia acción revolucionaria y el día 6 de octubre Lluís Companys proclamó 
“el Estado Catalán dentro de la República Federal Española”. No era una de- 
claración de independencia, aunque sí un atentado a la legalidad constitucio- 
na 2bda es pedenó el estado de guerra y el general Domingo Batet fue 
el encargado de reprimir la sublevación. No le fue difícil porque Companys 
contaba con pocos apoyos. Ocupó la ciudad, sitió el edificio de la Generali- 
tat y sin apenas resistencia, el gobierno catalán se rindió. Hubo 46 muertos, 
entre ellos ocho soldados. El Gobierno de la Generalitat fue encarcelado y el 
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castigo gubernamental se cebó con las competencias autonómicas: el Estatuto 
fue suspendido indefinidamente, la Ley de cultivos se anuló oficialmente y 
más de 3.000 presos fueron juzgados en consejos de guerra. Hasta abril de 
1935 no se restablecería el gobierno de la Generalitat al que se devolvieron 
sus competencias administrativas, salvo las de orden público, pero el régimen 
autonómico no se recuperó plenamente hasta febrero de 1936. 


3. La revolución de Asturias 


Sin embargo, sería el movimiento revolucionario que se extendió por las 
principales capitales de España y desató la violencia especialmente en Asturias 
el que pondría verdaderamente en aprietos al Gobierno y a la propia República. 
Las valoraciones sobre este movimiento son muy diversas. Para unos fue la 
prueba evidente de los deseos de la 1zquierda más extrema de bolchevización de 
España. Para otros, la respuesta inevitable al proceso de rectificación, de ““desle- 
gitimación” de la República. que había supuesto la política del gobierno desde 
la victoria electoral de las derechas, puesta especialmente de manifiesto con la 
entrada de los ministros de la CEDA en el gobierno. Para muchos también. la 
consecuencia natural de la situación insostenible del proletariado urbano y rural 
que apenas sobrevivía bajo los efectos de la crisis económica y de la tensión 
social, Hay que valorar. en fin, la repercusión de los acontecimientos interna- 
cionales en el contexto interno en que se produjeron. En febrero de 1934, tras 
la insurrección en Viena, el canciller Dollfuss había aplastado a los socialistas 
y prohibido todos los partidos políticos. En París tuvo lugar paralelamente un 
violento mitin fascista. En junio, Hitler liquidó a sus adversarios políticos en la 
“noche de los cuchillos largos”. En julio Dollfuss es asesinado y en agosto. tras 
la muerte de Hindenburg. Hitler asumió las funciones de Presidente del Reich. 
En abril se había producido en España la concentración de las Juventudes de 
Acción Popular (JAP) en El Escorial. en torno a Gil Robles. con manifesta- 
ciones. simbolos y proclamas a imagen y semejanza de la Europa fascista. En 
septiembre, una enorme manifestación de trabajadores acompañó en Madrid al 
téretro de Joaquín de Grado. dirigente de las Juventudes Comunistas, que había 
sido asesinado por un falangista. Apenas diez días después, el PCE decidió in- 
gresar en las Alianzas Obreras y Campesinas. La suma de todos estos factores 
ha hecho ver a no pocos autores que la unión de las izquierdas se vivió como 
una reacción antifascista, porque el verdadero peligro, no ya en España sino en 
la Europa de los años treinta, no era el comunismo sino la Alemania nazi, como 
la Segunda Guerra Mundial vendría, tristemente. a confirmar. 


La organización de la revolución corrió teóricamente a cargo de las Alian- 
zas Obreras, en las que se habían encuadrado prácticamente todas las organi- 
zaciones proletarias, excepto la CNT. Pero los socialistas, especialmente el 
sector largocaballerista. asumieron el protagonismo del movimiento que debía 
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iniciarse con una huelga general convocada por la UGT y apoyada por las mili- 
cias socialistas. La insurrección comenzó el 5 de octubre, casi inmediatamente 
después de conocerse la noticia de la entrada de los ministros de la CEDA en el 
gobierno, con una huelga general en todas las grandes ciudades, pero cuando el 
gobierno decretó el estado de guerra y movilizó al Ejército, los focos subversi- 
vos fueron fácilmente aplastados. En Madrid, Vizcaya, Guipúzcoa y Cataluña 
la huelga se prolongó más de una semana. En Bilbao murieron 40 personas. 
En Asturias, sin embargo, alcanzó proporciones de auténtica guerra. También 
en Asturias era donde mejor se había preparado. Los revolucionarios contaban 
con fusiles, ametralladoras y dinamita, que previamente habían sustraído de 
los cuarteles. La presencia de esas armas, como subraya Julián Casanova, es la 
que explica que sólo en Asturias los revolucionarios pudieran hacerse fuertes 
durante varios días, El día 6 Oviedo cayó en poder de los trabajadores, que 
ya habían tomado Avilés y Gijón, y el Ejército inició el aplastamiento de los 
20.000 insurrectos, dirigidos por el socialista Ramón González Peña, que asu- 
mió el control de la rebelión. Resurgió la furia anticlerical, ardieron 58 iglesias 
y 34 sacerdotes fueron asesinados. El ministro de la Guerra, Diego Hidalgo, 
llamó al general Franco para que asumiese el mando. El día 10 desembarcaron 
en Gijón dos banderas de la Legión y dos tabores de Regulares (tropas indíge- 
nas). El día 14 las tropas coloniales del teniente coronel Juan Yagúe acabaron 
con la resistencia de los mineros. El 18 se rindieron ante el general Eduardo 
López Ochoa. Hubo 1.500 muertos, de ellos 300 miembros de las fuerzas de 
seguridad y del Ejército. y unos 2.000 heridos. Tras la rendición del Comité 
Provisional Revolucionario, se inicia una cruenta represión gubernamental que 
arrojó a la cárcel a unas 15.000 personas. 


Fue una auténtica revolución social que asestaría a la larga el golpe de- 
finitivo a la República. Aunque la sublevación de Sanjurjo en 1932 no pasó 
de una mera asonada, no deja de resultar aleccionador reflexionar sobre la 
actitud institucional en ambas ocasiones. Frente al indulto de Sanjurjo, que 
saldó con visión política —no se querian mártires— un indudable ataque a la 
legalidad constitucional durante el bienio reformista. la revolución de Astu- 
rias y la proclamación paralela en Cataluña del “Estado Catalán”, llevó a la 
cárcel a miles de presos. Para reprimirla fue llamado el ejército de Africa y las 
fuerzas del orden se emplearon a tondo en las calles. Mientras en Cataluña la 
prudencia del general Domingo Batet impidió que las cosas se desbordaran, 
los relatos de Asturias son terribles. Hubo escenas dantescas y actos de valor 
desesperado. Un comandante de la Guardia Civil, Lisardo Doval, se excedió 
especialmente en la represión inmediata. Cientos de prisioneros fueron apa- 
leados y torturados y los excesos trascendieron. Un periodista, Luis Sirval, 
que denunció los abusos de las tropas mercenarias de Yagúe, fue asesina- 
do. Muchos dirigentes republicanos, entre ellos Azaña. que había acudido a 
Barcelona para asistir al entierro de su antiguo ministro de Hacienda Jaume 
Carner, fue encarcelado —permaneció tres meses en varios buques prisión en 
el puerto de Barcelona— y poco después acusado de haber suministrado armas 
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a los revolucionarios asturianos. aunque sería absuelto. También Largo Ca- 
ballero fue detenido. Las Cortes restablecieron la pena de muerte y los ob- 
servadores extranjeros presionaron para que se paliasen las consecuencias de 
la represión. La censura de prensa se mantuvo varios meses y se dictaron 20 
sentencias de muerte, aunque solo se cumplieron dos, La revolución de As- 
turias hizo más daño a España, desde el punto de vista de la opinión pública 
internacional, que al propio gobierno republicano, aunque éste lo pagaría caro 
también en la siguiente convocatoria electoral y en su propio seno. 


Julián Casanova atribuye el fracaso de la insurrección. sin duda mucho más 
intensa y mejor preparada que las anarquistas de años anteriores, a la falta de 
implicación del Ejército: las sublevaciones armadas, para triunfar, tienen que 
contar con una parte del Ejército, porque como ya subrayó anteriormente Santos 
Juliá: “Cuando un ejército se sitúa en bloque del lado de la legalidad, no hay 
revolución que triunfe”. No ocurrió así en Asturias. donde la revolución quedó 
en manos de jóvenes mineros, capaces de levantar barricadas o disparar contra 
sus oponentes en las calles, pero no de vencer a un ejército unido. Tampoco 
lograron el colapso de los mecanismos de coerción y defensa del Estado, como 
ocurriría en julio de 1936, y, a la postre, la normalidad constitucional siguió en 
pie. Aunque la responsabilidad de la ruptura de la legalidad democrática cayó 
especialmente sobre los socialistas, y de ello —de esa ruptura y de esa responsa- 
bilidad— no caben dudas, el propio aplastamiento de la rebelión y la imposición 
del orden legítimo tras ella, no permiten presentarla como la primera batalla de 
la Guerra Civil ni. aún menos. legitimar la sublevación de una gran parte del 
Ejército apenas dos años después, porque. siguiendo la anterior cita de Santos 
Juliá: “cuando un ejército es unánime en su decisión de dar un golpe de Estado, 
no hay constitución ni pueblo en armas que resista”. 


4. La caída de Lerroux 


A la crisis provocada por la revolución de Asturias vendría a sumarse la 
división interna del gobierno, Los ministros de la CEDA dimitieron tras la 
conmutación de las penas de muerte. Gil Robles llegó a sondear la posibilidad 
de una solución militar, pero los generales Fanjul y Goded le aconsejaron que 
esperara. Aún no era el momento. La insurrección de Asturias bien podía ha- 
ber lanzado a Gil Robles a establecer un régimen autoritario. Si no lo hizo, en 
opinión de Juan Avilés, fue por la conjugación de tres factores: una adhesión 
más sincera de lo que suele suponerse a la legalidad, un deseo mayoritario 
de los mandos del Ejército de secundarla y porque carecía de una mayoría 
parlamentaria propia, lo que le obligaba a contar con los partidos de centro. 
Sin embargo, la presión política continuó y la CEDA solicitó y obtuvo más 
presencia en el gobierno. No en vano en la concentración de las JAP en El 
Escorial del año anterior la consigna había sido: “Todo el poder para el Jete”. 
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En mayo del año siguiente, en el sexto gobierno Lerroux, la CEDA consiguió 
$5 carteras, entre ellas la de Guerra para José María Gil Robles. Se afianzó 
entonces la obra verdaderamente involucionista de la República, con los pa- 
tronos y terratenientes amparados, y en algunos casos como el del ministro 
Nicasio Velayos, representados en el propio gobierno. 


A todos estos factores desestabilizadores vendría a sumarsc el definitivo 
descrédito de Lerroux, provocado por dos escándalos de corrupción: el escán- 
dalo del estraperlo y el asunto Tayá-Nombela. “Straperlo” era el nombre de un 
juego de ruleta (trucado), derivado de los supuestos apellidos holandeses de 
quienes promovieron el negocio: Strauss, Perl y Lowann, que se instaló en el 
Casino de San Sebastián y en el Hotel Formentor de Mallorca. Para obtener la 
licencia, los empresarios habían sobornado a altos cargos del gobierno. miem- 
bros del Partido Radical. entre ellos al hijo adoptivo de Lerroux. Al compro- 
barse que el juego era fraudulento, la policía lo prohibió y Strauss lo denunció 
ante el presidente de la República, porque Lerroux le negó la indemnización 
que le exigía por la suspensión. Alcalá-Zamora podía haber evitado que la de- 
nuncia trascendiera, lejos de ello llevó el asunto al Parlamento y se formó una 
comisión de investigación que puso en evidencia la existencia de prácticas de 
corrupción en el seno del Partido Radical. Pocos días después estalló el asunto 
Tayá-Nombela. Antonio Nombela, inspector general de Colontas, denunció la 
intervención de varios dirigentes radicales en la resolución de un expediente 
de indemnización a una naviera, propiedad de Antonio Tayá, por la pérdida de 
dos buques en la Guinea española, también de manera fraudulenta. 


En realidad, ninguno de estos dos asuntos eran verdaderamente relevan- 
tes. pero pusieron de manifiesto la implicación de los radicales, y específi- 
camente del presidente del ejecutivo, en corruptelas de dudosa justificación. 
Proporcionaron, no obstante, a Gil Robles la mejor oportunidad para llegar 
a la jefatura del gobierno y, una vez cumplido el plazo (que expiraba el 10 
de diciembre de 1935), impulsar la reforma de la Constitución. Pero Alcalá- 
Zamora se lo impidió. Nunca había confiado del todo en un partido ni en un 
líder que no había hecho expresa declaración de adhesión a la República. Gil 
Robles, por su parte, creyó que esta decisión abocó a las derechas a una solu- 
ción de fuerza. De hecho, el gencral Goded se la ofreció. pero al parecer fue 
Franco el que convenció a Varela, Fanjul y al propio Goded de que todavía 
había que esperar. Después de dos efímeros gobiernos Chapaprieta, Manuel 
Portela Valladares sería el encargado de convocar nuevas elecciones. 


5. Las elecciones de febrero de 1936 


Tras la revolución asturiana y la espectacular recuperación de Aza- 
ña. que congregó y convenció a miles de personas en su campaña de 
discursos en campo abierto, parecía inevitable una nueva conjunción 
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republicano-socialista capaz de recuperar el poder a través de las urnas. 
Azaña renació, desde luego, de sus cenizas: en el campo de fútbol de Mes- 
talla (Valencia) reunió a cien mil asistentes; la situación se repitió en Ba- 
racaldo, en el campo de Lasesarre en el mes de julio de 1935 y finalmente 
en Madrid, en el campo de Comillas, en octubre, en un acto que nunca han 
olvidado quienes lo presenciaron, al que asisten más de medio millón de 
personas. Había, pues, que rentabilizar ese capital político. Prieto y Azaña 
ya se habían planteado la necesidad de resucitar la conjunción que les llevó 
al gobierno en 1931, y si algo había puesto de manifiesto la revolución de 
octubre es que era necesaria la unión de las izquierdas para afrontar con 
éxito la nueva convocatoria electoral. 


Los republicanos de izquierda ya se habían reagrupado. En abril de 1934 
había nacido una nueva formación política: Izquierda Republicana, en la 
que se integraron la Acción Republicana de Azaña, el Partido Radical So- 
cialista de Marcelino Domingo y la ORGA de Santiago Casares Quiroga. 
En septiembre, nació Unión Republicana, que agrupó a los escindindos del 
Partido Radical, es decir, a los miembros del Partido Radical Demócrata 
liderado por Martínez Barrio y a un pequeño grupo escindido a su vez del 
Partido Radical Socialista, liderado por Félix Gordón Ordás. Los republica- 
nos de izquierda, por tanto, estaban unidos. Ahora faltaban los socialistas. 
Prieto y Azaña no tardaron en ponerse de acuerdo, pero Largo y Araquistáin 
pusieron condiciones. Largo declaró que, en caso de victoria, no aceptaría 
gobernar con los republicanos y, sobre todo, impuso el acercamiento a los 
comunistas, a pesar de que el PCE seguía siendo una fuerza claramente 
minoritaria. Finalmente, en enero de 1936 el bloque de izquierdas era una 
realidad. Lo integraban Izquierda Republicana y Unión Republicana, pero 
el Partido Progresista de Sánchez Román se había retirado a última hora, 
seguramente por incapacidad de aceptar adhesiones no deseadas. Entre ellas 
estaban las del PSOE, UGT, la Federación Nacional de Juventudes Socia- 
listas, el Partido Comunista, el Partido Sindicalista y el Partido Obrero de 
Unificación Marxista (POUM), nacido de la unión del Bloque Obrero y 
Campesino de Joaquín Maurín y la Izquierda Comunista de Andreu Nin. Las 
diferencias de fondo en la coalición, se reflejaron en el programa electoral. 
Mientras los republicanos se negaron a suscribir medidas propugnadas por 
los socialistas como la nacionalización de la banca y de la tierra, Largo man- 
tuvo su exigencia de que, en caso de triunfo, el gobierno estuviese formado 
sólo por republicanos, sin participación socialista. La negociación concreta 
del programa electoral concluyó el 15 de enero de 1936, un mes antes del día 
marcado para las elecciones. 


La campaña electoral fue relativamente moderada y bastante desigual, 
porque frente a la coalición de izquierdas no hubo unión de las derechas 
a escala nacional. La CEDA solo llegó a acuerdos con partidos de centro 
o de derecha en algunas provincias, el Bloque Nacional de Calvo Sotelo 
acudió solo, con un programa de corte ya claramente corporativo al estilo 
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fascista. como Falange, que obtuvo apenas 50.000 votos (el 0,5% del total). 
El PNV también acudió solo y la Lliga, que pactó con la CEDA, el Partido 
Radical y los tradicionalistas, fue derrotada en toda regla. Alejandro Le- 
rroux ni siquiera salió elegido. Hubo una participación mayoritaria: votó el 
72% de la población, masculina y femenina, la más alta de todo el periodo 
republicano. La campaña se desarrolló limpia y pacíficamente, aunque las 
manifestaciones verbales y las consignas electorales ya delataban una pro- 
funda división. Los partidos republicanos optaron por la moderación, con 
un programa continuista que remitía a la obra del primer bienio e incluía la 
amnistía, lo que atrajo muy probablemente el voto anarquista. La derecha, 
en cambio, fue más radical eludiendo un programa claro y presentando los 
comicios como una batalla “¡Por Dios y por España!” y “contra la revolu- 
ción y sus cómplices”. El clero se empleó a fondo y sin ambages solicitando 
el voto para “el triunfo de la Iglesia en las cercanas elecciones”, mientras el 
lider del Bloque Nacional, José Calvo Sotelo, afirmaba que serían “las últi- 
mas elecciones en mucho tiempo” y abogaba ya claramente por una salida 
dictatorial, 


El Frente Popular ganó por pocos votos, aunque el sistema mayoritario 
le dio amplia representación en el Parlamento. Su éxito se debió en parte 
al descenso de la abstención (un 27%, la más baja en todo el periodo repu- 
blicano) y a haber captado, con su programa moderado, muchos votos que 
en 1933 habían ido al Partido Radical. La CNT, alentada por la amnistía 
prometida, recomendó a sus afiliados apoyarlo, es decir, no se abstuvo como 
había ocurrido en 1931 y 1933. En las nuevas Cortes los partidos mayorita- 
rios fueron el PSOE, que ocupó 99 escaños, Izquierda Republicana con 87, 
a los que habría que sumar los 38 de Unión Republicana, y la CEDA con 
88. La mayoría del Frente Popular quedó ratificada (ver Mapa 4). Pero la 
composición del Parlamento no reflejaba la polarización hacia los extremos 
tantas veces subrayada. De hecho, comunistas y falangistas seguían siendo 
minoritarios. El PCE obtuvo 17 escaños, el Bloque Nacional 12 y Falange 
ninguno. En realidad, la evolución parlamentaria de las tres legislaturas re- 
publicanas no permite pensar que estaban abocadas a una ruptura radical, 
como ocurriría en julio de 1936. 


Ante las dimensiones de la derrota, las reacciones no se hicieron esperar. 
El resultado electoral aumentó los temores de la derecha a una posible revan- 
cha de la izquierda. Gil Robles propuso a Portela que declarara el estado de 
guerra y anulara las elecciones. Los militares pensaron en sublevarse en Ma- 
drid, pero Franco no vio todavía la situación madura. El traspaso de poderes 
se hizo de forma Irregular y Portela. asustado. acabó presentando su dimisión. 
El presidente de la República encargó a Manuel Azaña que formase gobierno. 
Una vez más, escribió éste en sus Memorias, “hay que segar el trigo en ver- 
de”. No le gustaba la forma en que tenía que volver al gobierno ni el cariz que 
estaba tomando la situación. 
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6. El Frente Popular 


De acuerdo con los resultados electorales y con el programa pactado, Aza- 
ña formó un gobierno integrado exclusivamente por republicanos que tomó 
inmediatamente medidas de desagravio: la amnistía general para 30.000 pre- 
sos politicos y sociales; la restauración de la autonomía catalana, la reposición 
en sus cargos de las autoridades locales destituidas por los gobiernos anterio- 
res y la readmisión de los obreros despedidos por razones políticas. Comenzó 
la tramitación parlamentaria del Estatuto vasco, que se aprobó en octubre, ya 
iniciada la Guerra Civil y entró en las Cortes. tras el plebiscito reglamentario 
que se celebró en junio, el Estatuto gallego, aunque la guerra impediría su 
tramitación. Incluso la CEDA promovió en las Cortes un proceso autonómico 
para Castilla y uno alternativo para Aragón, lo que fue interpretado por sus 
adversarios como una clara muestra de oportunismo. 


La reforma agraria era, sin duda, prioritaria y desde el ministerio de Agri- 
cultura Mariano Ruiz-Funes hizo todo lo posible para retomarla. En línea con 
la política continuista del primer bienio, se le dio un nuevo impulso, se auto- 
rizaron ocupaciones temporales de fincas y más de cien mil campesinos ac- 
cedieron a la tierra en este periodo. La política militar quedó ahora en manos 
del general Carlos Masquelet, fiel colaborador de Azaña que asumió la cartera 
de Guerra. y se dedicó esencialmente a alejar de puestos claves a posibles mi- 
litares golpistas: Goded fue destinada a Baleares, Franco a Canarias y Mola 
a Pamplona, mientras Fanjul, Andrés Saliquet y otros militares considerados 
poco fieles a la República quedaron en situación de disponible. Se detuvo tam- 
bién al general López Ochoa, que no estaba entre ellos, pero había ayudado a 
Franco en la represión de los mineros asturianos. La relaciones con la Iglesia 
no fueron tensas en este corto periodo, incluso salió del impasse el intercam- 
bio de representantes diplomáticos entre el Vaticano y la España republicana. 
Por fin, Luis de Zulueta recibió el placef como embajador de la República en 
el Vaticano, que había sido rechazado en 1931, Quedaba pendiente el con- 
tencioso desatado tras la aprobación de la Ley de Congregaciones. En mayo 
se retomó su aplicación previendo la sustitución de docentes religiosos por 
laicos, el cierre provistonal de los colegios de la Iglesia, el restablecimiento 
de la coeducación (masculina y femenina) en las aulas y se aprobó la dotación 
presupuestaria para crear más de 5.000 nuevas plazas de maestros estatales. 


Pero st algo se puso en evideneia en el corto periodo de vigencia del Fren- 
te Popular fue la bipolarización de fuerzas y la radicalización por los extremos 
que fue evidente en las manifestaciones verbales de los principales líderes, 
tanto de derecha como de izquierda, y, sobre todo, en la calle, que no reflejaba 
precisamente la distribución de fuerzas en el Parlamento. Sin embargo, a pe- 
sar de que se ha msistido con demasiada frecuencia en la inestabilidad política 
y social de los meses que precedieron al golpe de Estado, la realidad es que 
en este periodo hubo menos conflictos y menos graves que en los años del 
primer bienio. Otra cosa es cómo se percibieron. La huella de la revolución de 
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octubre marcó profundamente las diferencias de clase, alertó a las derechas 
ante los peligros de una revolución social, al estilo de la bolchevique, y radi- 
calizó las posturas. 


La violencia como arma política se extendió en la callc. De hecho, poco 
después de la victoria electoral, hubo un atentado contra Luis Jiménez de 
Asúa, uno de los autores de la Constitución. Salió ileso, pero murió su escolta. 
Como consecuencia, el gobierno ordenó la detención de los dirigentes falan- 
gistas, entre ellos José Antonio Primo de Rivera. Julio Ruiz de Alda, Raimun- 
do Fernández Cuesta y Rafael Sánchez Mazas, que ingresaron en la cárcel 
Modelo de Madrid. Falange fue declarada ¡legal. El 13 de abril fue asesinado 
el juez. Manuel Pedregal, que había actuado contra los falangistas detenidos y 
los enfrentamientos callejeros en la capital se agudizaron. Hubo siete muertos 
y casi medio centenar de heridos en estos días. 


Paralelamente se intensificó la radicalización en el seno del PSOE, agudi- 
zándose las tensiones entre el sector prietista y el caballerista, que va ganado 
terreno. Prueba de ello es que en abril se produce la fusión entre las Juventudes 
Socialistas y las Comunistas, integradas a partir de ahora en las Juventudes 
Socialistas Unificadas (JSU), cuyo secretario general sería un joven Santiago 
Carrillo, mientras en Cataluña se vivió una temporada tranquila. El epicentro 
de la lucha política se trasladó a Madrid. Solo después del inicio de la Guerra 
Civil, PSOE y PCE se fusionarían en julio en el Partit Socialista Unificat de 
Catalunya (PSUC), aunque las Joventuts Socialistes Unificades de Catalunya 
ya habían nacido el mes anterior. 


Desde el punto de vista estrictamente político lo más importante que ocu- 
rrió en este corto periodo fue la destitución del presidente de la República, 
Niceto Alcalá-Zamora. Haciendo uso de las atribuciones que le concedía la 
Constitución de 1931, don Niceto había nombrado y separado presidentes 
de gobierno ciertamente en abundancia. Las nuevas Cortes temían que esta 
facultad pusiera en peligro la continuidad de la política frentepopulista y se 
decidieron a promover su destitución. El carácter del presidente. excesiva- 
mente celoso de sus atribuciones y demasiado puntilloso, le había granjeado 
no pocas enemistades y en esta dificil coyuntura se quedó solo. Aunque la vo- 
luntad de sustrtuirle era prácticamente unánime, paradójicamente no se habia 
previsto ni cómo hacerlo ni por quién. Para lo primero se encontró la solución 
en la propia Constitución. El artículo 82 preveía la destitución del presidente 
antes de que expirase su mandato a propuesta de las tres quintas partes de los 
miembros del Congreso, cifra que no alcanzaban los diputados del Frente Po- 
pular. Como no se daba esta condición. recurrieron al artículo 81 que atribuía 
al presidente la facultad de destituir hasta dos veces la Cámara durante su 
mandato y arbitraba expresamente que las nuevas Cortes podían destituirle si 
consideraban la segunda disolución improcedente. No deja de ser paradójico 
que Alcalá-Zamora que había disuelto las segundas Cortes precisamente para 
cerrar el paso a la derecha posibilista. que había desvirtuado a su juicio y al de 
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muchos republicanos el espiritu del proyecto republicano de 1931, y posibi- 
litar la victoria del Frente Popular se viera ahora ante esta situación. Se habia 
ganado con esto la enemistad de la CEDA, pero Azaña tampoco le perdonaba 
que le hubiera retirado la confianza en septiembre de 1933, permitiendo con 
ello la ruptura de la conjunción republicano-socialista que gobernó entre 1931 
y 1933, Ahora era necesario estabilizar la República y sus propios correligio- 
narios temían, dados sus antecedentes, que si continuaba en la presidencia 
volvería a desestabilizarla. 


Hubo, pues, unanimidad, a la hora de la destitución. El problema era bus- 
carle sucesor. Aquí, sin embargo, se impuso casi inmediatamente un único 
candidato: nadie podía encarnar mejor el espíritu de las nuevas Cortes que 
Manuel Azaña. Esta decisión, a la larga, tendría graves consecuencias para el 
futuro de la República, porque a Azaña le ocurriría en el cargo lo mismo que 
a su antecesor: se vería privado de la posibilidad de tomar decisiones desde la 
jefatura del gobierno, máxime cuando no cuajó la opción que el propio Azaña 
había previsto, que no era otra que situar a Indalecio Prieto al frente del ejecu- 
tivo y con cllo resucitar la vieja conjunción republicano-socialista que había 
permitido sacar adelante su proyecto reformista en los dos primeros años del 
régimen republicano. Por el momento, sin embargo, Azaña fue elegido con 
pleno consenso jefe del Estado en una ceremonia que se celebró el 10 de mayo 
en el Palacio de Cristal de Madrid, y se dispuso a encargar gobierno. 


Tal como había previsto, propuso a Indalecio Prieto, pero se encontró 
con la oposición del sector largocaballerista y de la UGT, que amenazó con 
romper el Pacto del Frente Popular si Prieto aceptaba el ofrecimiento. Azaña 
entonces encargó formar gobierno a Santiago Casares Quiroga, miembro de 
su partido: Izquierda Republicana, que gobernaría sin socialistas y, por tanto, 
sin respaldo mayoritario en las Cortes. Casares no era. desde luego, la perso- 
na que las circunstancias críticas requerían. Aunque hombre honesto y bien 
dispuesto, no tendría la energía suficiente para afrontar la toma de decisiones 
en momentos clave. En su breve periodo de gobierno, las Cortes continuaron 
la política autonomista, se votó en plebiscito el Estatuto gallego y se impulsó 
su desarrollo en otras regiones, pero se revelaría incapaz de hacer frente al 
gran problema del momento: el incremento de la tensión social y de la tensión 
política. No conviene, sin embargo, cargar las tintas sobre la responsabilidad 
del político gallego ni del propio Azaña. sino más bien sobre la división y 
radicalización interna del socialismo y, sobre todo, sobre la intención desesta- 
bilizadora de la derecha, lanzada ya abiertamente a la solución insurreccional. 
Desde diciembre de 1935 había dos direcciones enfrentadas en el seno del 
PSOE: Indalecio Prieto, que ya se habia visto obligado a aceptar contra su 
voluntad la implicación del PSOE en la revolución de Asturias, en la línea 
moderada, y Largo Caballero, con la UGT y las JSU detrás, que aglutinaría las 
esperanzas del sector más radical, Paralelamente, las Juventudes de Acción 
Popular (JAP) engrosaban las filas de Falange y Gil Robles apoyaba en las 
Cortes a Calvo Sotelo. 
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7. Conspiración revolucionaria y violencia política 


No es fácil explicar en pocas palabras por qué un gobierno elegido libre- 
mente en las urnas, legítimo y con todos los resortes de la legalidad en su 
mano, no fue capaz de frenar la escalada de violencia y conflictividad social 
en estos meses previos a la Guerra Civil. Sin embargo, la mayoría de los au- 
tores coinciden en señalar una serie de factores que contribuyeron a la des- 
trucción pacífica de la convivencia y desembocaron, a la postre, en la suble- 
vación militar, En realidad, podrían resumirse en dos: la radicalización de 
la izquierda y la intransigencia de la derecha que se deslizó decididamente 
hacia una solución de fuerza, todo ello en medio del enfrentamiento social, 
la tensión en el campo y la violencia en la ciudad. No cabe descartar tampo- 
co la influencia de la situación internacional. Si la amenaza de la revolución 
proletaria asustaba a la derecha, el fascismo era una inquietante realidad en 
Italia y en Alemania. Las organizaciones obreras diseñaron su estrategia en 
función de ella, alejándose paralela y abiertamente de las soluciones «bur- 
guesas». Aunque los anarquistas no se habían abstenido en las elecciones de 
1936, la FAI, que celebró su pleno nacional en febrero, rechazó de plano la 
política de alianza con la burguesía, mientras en los sindicatos cenetistas se 
afianzaba la necesidad de la unión proletaria ante el avance del fascismo. 
Los sectores más radicales, como el grupo Nosotros, integrado entre otros 
por Buenaventura Durruti, Joaquín Ascaso y Juan García Oliver, impulsaron 
la formación de milicias entre las Juventudes Libertarias y la formación de 
comités de Defensa. La CNT, en su congreso federal del 1 de mayo, se pro- 
nunció por la vía del comunismo libertario mientras tendía una mano a la 
UGT para unirse en una alianza revolucionaria que, de cuajar, habría dado 
al traste con el Frente Popular. 


Ese mismo Primero de Mayo, fiesta oficial de los trabajadores, se celebró 
en toda España con multitudinarias manifestaciones obreras y Prieto pronun- 
ció un discurso en Cuenca en el que exhortó a la convivencia pacífica, a poner 
fin a manifestaciones innecesarias de violencia. Pero el sector prietista no 
era el único, ni el mayoritario, en el seno del PSOE. Largo Caballero, que 
no quiso comprometer a los socialistas en el gobierno, controlaba a la UGT 
y esperaba el fracaso del gobierno burgués para acometer la toma del poder 
por el proletariado. Su imagen de “Lenin español” se afianzaba frente a los 
líderes más moderados del socialismo. Prieto se vio desbancado en el seno 
de su partido mientras el sector centrista, liderado por Julián Besteiro, quedó 
relegado a un papel simbólico. La división en el seno del PSOE no solo per- 
mitió el acercamiento al PCE, sino que incrementó su fuerza real. La fusión 
de las Juventudes potenció esa tendencia, abocando a su ala más combativa al 
seno de las tesis comunistas, especialmente una vez iniciada la Guerra Civil. 


La derecha, por su parte, tampoco se quedó atrás. Aunque Gil Robles to- 
davía se mostraba partidario de mantener la legalidad vigente, enseguida se 
impuso la extrema derecha partidaria de la ruptura por la fuerza. Alfonsinos y 
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carlistas se organizaron en milicias armadas destinadas claramente a apoyar 
el golpe, mientras Calvo Sotelo en el Parlamento se erigió en su portavoz, al- 
reando y enumerando los sucesos violentos y los agravios sufridos como con- 
secuencia de la victoria del Frente Popular, que sublevaron la opinión pública 
y jalearon la bipolarización. De todo ello se benefició especialmente Falange, 
un grupo minoritario, pero significativo. Sus filas se nutricron rápidamente de 
las Juventudes de Acción Popular (se calcula que más de 15.000 ingresaron en 
pocas semanas) y de los descontentos con Renovación Española, mientras el 
pistolerismo arraigaba en su seno como seña de identidad. Las calles se llena- 
ron de jóvenes uniformados, encuadrados en organizaciones paramilitares, y 
mucho de ellos entrenados para la lucha armada. que pronto dejarían su huella 
en el incremento de la violencia política y el enfrentamiento social. 


Al atentado contra Jiménez de Asúa y el asesinato del magistrado Pe- 
dregal. se uniría apenas una semana después de la celebración del día del 
trabajo, el del capitán de Ingenieros Carlos Faraudo en Madrid, conocido por 
sus sentimientos antifascistas. adscrito a la Guardia de Asalto e instructor de 
las milicias socialistas, asesinado el 8 de mayo. Su muerte se atribuye a pis- 
toleros falangistas y, como respuesta, ardieron de nuevo Iglesias en la capital. 
La tensión alcanzó también al campo, donde la reacción de los propietarios 
ante la reanudación de la reforma agraria desembocó en la violencia. Muchos 
se negaron a continuar las labores agricolas y a aumentar los salarios. Los 
jornaleros, abocados al paro y a la miseria, reaccionaron con huelgas, que a 
menudo se ahogaron en sangre. Uno de los enfrentamientos más violentos 
tuvo lugar en Yeste (Albacete) el 19 de mayo, donde la disputa por una tala 
de árboles en una finca privada se saldó con 17 campesinos y un guardia civil 
muertos. Un balance inquietante, pero no decisivo, en cualquier caso, para 
desencadenar un golpe de Estado. 


En realidad, el golpe de Estado fue la consecuencia casi natural de una 
larga trama conspirativa que estaba esperando el momento adecuado para es- 
tallar. Como bien ha estudiado Julio Gil Pecharromán, en la sublevación de 
julio de 1936 confluyeron dos procesos: una trama civil y una trama militar 
que, a partir de febrero de 1936, es decir, tras la victoria electoral del Frente 
Popular. se impuso sobre la civil. La trama civil nació en el seno de los mo- 
nárquicos alfonsinos que, a pesar del fracaso del golpe de Sanjurjo de 1932, 
siguieron trabajando para derrocar a la República y acercando posiciones con 
los tradicionalistas. Ya en abril de 1932, antes de la Sanjurjada, Juan Antonio 
Ansaldo. que más adelante ingresaría en Falange, viajó a Roma para solicitar 
armas para el golpe. No las obtuvo, pero abrió la vía para la colaboración 
posterior, mientras José Calvo Sotelo (exiliado en Lisboa y luego en París 
entre 1931 y 1934. por sus responsabilidades durante la dictadura de Primo 
de Rivera) y Eduardo Aunós (también ministro de la Dictadura y también exi- 
liado en Francia) actuaron de enlaces. Las gestiones culminaron en marzo de 
1934 cuando Mussolini y su ministro del Are, Italo Balbo, tirmaron un pacto 
con Antonio Goicoechea, monárquico altonsino, Rafael Olazábal. carlista, y 
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el gencral Emilio Barrera, por el que se comprometían a ayudarles a derrocar 
a la República. Y lo cumplieron: les proporcionaron dinero, armas y muni- 
ciones e instruyeron militarmente a sus milicias de requetés en suelo italiano. 
A partir de este apoyo exterior, los conspiradores monárquicos extendieron y 
consolidaron sus redes en el interior. En 1935, sólo en Navarra. los requetés 
llegaron a sumar 6.000 miembros. armados y perfectamente entrenados por 
militares retirados por la ley Azaña, como Varela o Ricardo Rada. 


Mientras tanto, en el seno del Ejército, también se ampliaba la trama. La 
UME (Unión Militar Española), una organización semiclandestina de militares 
conservadores y antiazañistas nunca había dejado de conspirar, aunque los mi- 
nistros de la Guerra durante el bienio radical-cedista, tanto Diego Hidalgo como 
Gil Robles, hicieron lo posible por mantenerlos en calma, especialmente tras la 
revolución de Asturias, cuando pensaron seriamente en la posibilidad de dar un 
golpe. Lo mismo ocurrió a finales de 1935, cuando Gil Robles «aspiraba, tras 
la erisis del último gobierno Chapaprieta. a la jefatura del gobierno. El general 
Fanjul se lo ofreció, pero el líder de la CEDA prefirió esperar. No obstante, los 
contactos establecidos entonces con los generales Fanjul, Varela, Franco y Go- 
ded no sólo se rentabilizarían unos meses más tarde sino que abrirían la espita 
para la decisión definitiva. La victoria del Frente Popular llevó al propio Franco 
a pedir apoyo al general Sebastián Pozas. inspector general de la Guardia Civil, 
para decretar el estado de guerra y anular los resultados electorales. A partir de 
ese momento se unieron definitivamente la trama civil y la militar. El 8 de mar- 
zo de 1936 se celebró una reunión en Madrid en el domicilio particular de José 
Delgado, miembro de la CEDA y amigo personal de Gil Robles, en la que los 
generales Mola, Franco, Saliquet, Fanjul, Miguel Ponte, Luis Orgaz y Varela, 
fijaron para el 20 de abril el golpe que derribaría al gobierno del Frente Popular. 
Sanjurjo, exiliado en Portugal, estaría al frente. Pero el gobierno lo abortó antes 
de que estallase, deteniendo a Orgaz y Varela. 


Aunque la política de traslados de mandos militares arbitrada por el nuevo 
ministro de la Guerra se había propuesto alejar a los principales implicados de 
los puestos clave. Mola desde Pamplona se convertiría en el verdadero "Di- 
rector” de la conspiración, dictando una serie de “instrucciones reservadas” 
destinadas a los jefes de división. La primera, fechada el 25 de mayo, ya de- 
jaba claro lo que habría de venir: “Se tendrá en cuenta que la acción ha de ser 
en extremo violenta para reducir lo antes posible al enemigo, que es fuerte y 
bien organizado”. Para entonces ya había muchos contactos establecidos y la 
genealogía del golpe estaba trazada. Tanta agitación en los cuarteles no podía 
pasar desapercibida para los militares republicanos que habían constituido en 
el seno del Ejército la UMRA (la Unión Militar Republicana Antifascista) y 
que alertaron al gobierno de Casares Quiroga. Tal vez confiados por la facili- 
dad con que se había abortado la Sanjurjada en 1932. tal vez engañados por la 
aparente camaradería de los militares potencialmente golpistas. no supieron 
calibrar la verdadera naturaleza del gran peligro que se cernía sobre la legali- 
dad republicana. No hicieron nada para frenar el golpe. 
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Sin embargo, los indicios no podían ser más claros, incluso en el Parla- 
mento. El 16 de junio de 1936 se desarrolló en la Cámara una tensa sesión 
de imprevisibles consecuencias. Gil Robles denunció 269 muertos y 1.287 
heridos a causa de la violencia incontrolada. Las cifras no están contrastadas, 
pero giran en torno a más de 200 muertos y más de 500 heridos. Una cifra 
importante para un gobierno atrapado entre la necesidad de mantener el or- 
den público, con toda la fuerza de la legalidad de un estado democrático, y la 
posibilidad de verse abocado a decretar un estado de excepción que hubiera 
desembocado en la entrega en la práctica del poder a las Fuerzas Armadas. En 
la misma sesión y a propósito de la moción presentada por varios diputados 
derechistas urgiendo al gobierno a frenar “el estado de subversión que vive 
España”, Calvo Sotelo aseguró que “sería loco el militar que al frente de su 
destino no estuviera dispuesto a sublevarse a favor de España”, El jefe del 
gobierno le hizo responsable de las consecuencias que pudieran derivarse de 
tal afirmación y Calvo Sotelo le replicó aceptándolas sobre sus “anchas espal- 
das” y afirmando “es preferible morir con honra que vivir con vilipendio”. El 
13 de julio sería asesinado. 


Para entonces, no obstante, el golpe ya estaba en marcha. Entre el 5 y el 
12 de julio el ejército de Africa se habia concentrado en el Llano Amarillo 
(en la provincia rifeña de Ketama) para unas maniobras reglamentarias. Allí 
se reunieron los principales conspiradores militares y acabaron de perfilar la 
operación que se iniciaría con la sublevación de las tropas coloniales. Mola 
las secundaría dirigiéndose desde el Norte hacia Madrid, donde se habría su- 
blevado el general Villegas (sustituido luego por Fanjul). Franco se trasladaria 
desde Canarias a Marruecos, cruzaría el Estrecho de Gibraltar, y avanzaria 
desde el Sur hacia Madrid, quedando la ciudad irremediablemente atenaza- 
da. De lo que ocurriría después sólo estaba previsto, según la instrucción de 
Mola, una represión inmediata y sin contemplaciones, pero el perfil político 
y el entramado civil del régimen que se implantaría tras la destrucción de la 
legalidad republicana quedaba todavía dibujado de forma muy imprecisa. Lo 
que sí estaba bien trabado era el traslado de Franco desde Canarias. El 5 de 
julio Luis Bolín, corresponsal de 4BC en Londres, había recibido del marqués 
de Luca de Tena el encargo de conseguir un hidroavión, que sería finalmente 
un De Havilland Dragon Rapide, para trasladar al general Franco a Marrue- 
cos. El dinero lo ponía Juan March y los contactos, Juan de la Cierva, ex mi- 
nistro monárquico, que estaba en Londres por cuestiones relacionadas con su 
autogiro. El 13 de julio, ya en Casablanca, conocieron la noticia del asesinato 
de Calvo Sotelo. Franco, según sus hagiógrafos, aseguró entonces: “No se 
puede esperar más. ¡Es la señal!”. 


El día anterior, 12 de julio, había sido asesinado en Madrid el teniente de 
Asalto, José Castillo. El asesinato del líder de la extrema derecha monárquica 
José Calvo Sotelo sería la respuesta. El impacto de esta muerte fue decisivo. 
Las circunstancias que la rodearon se conocen bastante bien: el asesinato de 
José Castillo que además de pertenecer a la fuerza de orden público creada por 
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la República, la Guardia de Asalto, había ejercido como instructor militar de 
las milicias socialistas, actuó como revulsivo. Su muerte fue perpetrada por 
pistoleros tradicionalistas, no por falangistas como había solido creerse. A la 
noche siguiente un grupo de oficiales izquierdistas y de militantes socialistas 
se dirigió al domicilio de Calvo Sotelo, en la calle Velázquez, para cobrarse la 
revancha: al parecer un capitán de la Guardia Civil, Fernando Cortés, recién 
reincorporado al servicio después de la amnistía por octubre, fue quien le 
arrestó y un militante socialista, a Iniciativa propia. le asesinó. Su cadáver se 
encontró en el cementerio de la Almudena. 


Estos hechos, difíciles de justificar en una democracia consolidada, no 
eran sino la punta del iceberg de una escalada de violencia extremista que el 
gobierno Casares no había sido capaz de controlar. Pero la Guerra Civil la 
desataría, de eso ya hoy nadie duda, un golpe de Estado encabezado por el 
sector antirrepublicano del Ejército. que había preparado la sublevación desde 
que se conoció la victoria en las urnas del Frente Popular. Tanto estos circulos 
militares, encabezados por Mola, Sanjurjo y, de manera menos contundente. 
por el propio Franco, como los círculos civiles que les apoyaban no sólo po- 
lítica sino económicamente, entre ellos el propio Calvo Sotelo, preparaban el 
“olpe desde cel mismo momento en que se hundió cl gobierno Portela. Aunque 
Sanjurjo. exiliado en Portugal desde la intentona golpista de 1932, ostentaba 
la autoridad moral, era Mola quien realmente estaba al frente de la conspira- 
ción. Y Mola no quería ni una restauración monárquica ni delegar el poder 
a las autoridades civiles. Lo que Mola quería se parecia más a un régimen 
autoritario y conservador tutelado por el Ejército y apoyado esencialmente en 
él. El llamado Glorioso Movimiento Nacional lo mició, pues, el sector más 
reaccionario del Ejército el 17 de julio de 1936 en Marruecos. 


8. Los últimos días de la República en paz 


En medio del clima de crispación por la terrible repercusión de ambas 
muertes en la opinión pública, las Cortes se reunieron el día 15 en una dramá- 
tica sesión. Gil Robles acusó al gobierno de intentar exterminar a las derechas 
y aseguró: "la sangre del señor Calvo Sotelo está sobre vosotros”, mientras el 
conde de Vallellano la calificó de “crimen de Estado”. El gobierno se decidió. 
ya tarde, a actuar: clausuró los locales de las organizaciones de extrema dere- 
cha y decretó la censura de prensa. Pero el día anterior el Dragon Rapide ya 
había llegado a Las Palmas para recoger a Franco que se pondria al frente del 
ejército de Marruecos. El 17 de julio los militares comprometidos se subleva- 
ron en Melilla. abatiendo la vida de los oficiales leales, entre ellos el capitán 
de Aviación Virgilio Leret, que fue la primera víctima oficial de la Guerra 
Civil. y se extendieron rápidamente por todo el Protectorado hasta llegar a 
Ceuta, que se rindió a las tropas de Yagile sin resistencia. En la madrugada del 


TEMA 3. LAU REPUBLICA: INVOLLCIÓN Y REVOLUCIÓN... 77 


18, Franco se sumó al levantamiento desde Canarias. Pero el golpe fracasó 
en Madrid. en Barcelona y en otras ciudades clave. El Gobierno no decretó el 
estado de guerra hasta enero de 1939, 


Dadas las terribles consecuencias del Alzamiento: la Guerra Civil, y de 
la represión posterior. se ha escrito y se escribirá mucho sobre las causas 
que lo provocaron y sobre los factores que impidieron que el proyecto repu- 
blicano cuajase. Pero a la luz de lo que hoy sabemos resulta cuando menos 
incierto seguir hablando de “fracaso” republicano. En 1936, aún en medio 
de un clima de violencia innegable. las instituciones seguían funcionando, 
el gobierno se había elegido democrática y libremente en las urnas y no 
existía ninguna amenaza revolucionaria. En realidad, lo que fracasó fue el 
golpe militar que, concebido casi como un pronunciamiento al viejo estilo, 
no consiguió triunfar nada más que en media España. La otra media se de- 
fendió y el golpe degeneró en guerra civil. No sería. sin embargo. equitativo 
dejar de valorar los factores que contribuyeron a que el primer intento serio 
de establecer en España un régimen verdaderamente democrático no saliera 
adelante. 


Se ha llamado la atención sobre la relación entre la situación socio-eco- 
nómica y la posibilidad de consolidar una democracia en la Europa de entre- 
guerras. No cabe duda de que España, por su PIB y su indice de mortalidad 
infantil (ambos elementos determinantes para evaluarla) no se hallaba entre 
los países europeos con condiciones adecuadas para lograrlo, Salvo Alemania 
y con la excepción de Checoslovaquia. todos los países europeos que tenían 
un PIB elevado y una tasa de mortalidad infantil reducida gozaron de demo- 
cracias estables en aquellos años. No cabe duda de que España no se hallaba 
entre ellos. Pero tampoco Checoslovaquia, y lo logró, mientras Alemania que 
gozaba de condiciones socio-económicas adecuadas o Austria, que también 
las reunía aunque en menor grado. se decantaron por soluciones autoritarias. 
No parece, pues. un factor decisivo. 


Sin duda más importante fue el hecho de que no corrían buenos vientos 
para las democracias en Europa. Lo “nuevo” eran los totalitarismos, bien de 
izquierdas (estalinismo) bien de derechas (fascismo-nazismo). Las democra- 
cias añejas, como la francesa o la británica, parecian fórmulas agotadas. En 
este contexto se comprende la frase de Mussolini: instaurar una democracia 
en España en 1931 era como encender una lámpara de aceite [la democracia] 
en la era de la luz eléctrica [el fascismo] y sobre todo teniendo en cuenta 
que esa “lámpara de aceite” se encendía en medio del vendaval desatado por 
la crisis económica de 1929, aunque sus efectos no fueran tan devastadores 
en España como en otros paises europeos. Tampoco puede extrapolarse la 
experiencia totalitaria a España. La CEDA, a pesar de las manifestaciones, 
los uniformes y las consignas de sus Juventudes, no era un partido fascista. 
Los sectores más radicales del tradicionalismo y la Falange se acercaban más 
al modelo mussoliniano, pero no lograron consolidar un partido de masas, 
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quizás porque no existia en España la base social necesaria para lograrlo. Sin 
embargo, se emplearon, y a fondo, para acabar con el proyecto reformista y 
democrático —al menos en su concepción inicial- de la Segunda República. 
Nada de esto, no obstante, hubiera sido decisivo si una parte del Ejército no 
se hubiera sublevado en 1936, 


Siendo importantes, en fin, los condicionantes de la política y la econo- 
mía mundiales no cabe desdeñar tampoco la coyuntura ideológica y social 
meramente interna: la República no supo conjugar su política laicista con 
el sentimiento católico de una gran mayoría del electorado español ni los 
intereses de los grandes propietarios agrícolas con el hambre de tierra que 
demandaba el depauperado campesinado español. Tanto la CEDA como el 
PSOE coquetearon peligrosamente con las opciones revolucionarias, saltán- 
dose el juego electoral verdaderamente democrático. En ese contexto, las 
individualidades tampoco estuvieron a la altura de los tiempos. Azaña, uno 
de los políticos más preparados de la historia contemporánea española, se 
vio maniatado por la debilidad de su propio partido, por la radicalización de 
su socio político, el PSOE —le falló en 1936 su gran apuesta para conculcar 
el peligro de revolución social: la conjunción con los socialistas—. e Incluso 
por su propia convicción política e mtelectual: cambiar radicalmente las 
estructuras de un país desde la Ley y a través de la Ley no cra tarea fácil en 
un país dominado por las necesidades perentorias de los obreros, las aspira- 
ciones revolucionarias de los anarquistas, la radicalización de los socialistas 
y la permanente tenaza contrarrevolucionaria de la derecha. El propio PSOE 
arrinconó a Prieto y apostó a partir de 1934 por el sector radical liderado 
por Largo Caballero, mientras la CEDA pasó del accidentalismo al posib1- 
lismo para. desde él. intentar saltarse la democracia e instaurar un régimen 
autoritario. Lerroux se desprestigió en el ejercicio del poder al que llegó, 
por otra parte, con 69 años y un tanto desencantado ya de la lucha política y 
de los ideales que había defendido con tanto ardor en su juventud. El propio 
Alcalá-Zamora, en fin, no renunció en la práctica a las maniobras propias 
del régimen de la Restauración que la República, precisamente, se había 
propuesto erradicar. 


Todos ellos sembraron de obstáculos la marcha del régimen republicano 
que se inició con las insurrecciones anarquistas que jalonaron los dos pri- 
meros años de gobierno de la conjunción republicano-soctalista y a la postre 
acabaron con ella, cosa que no había logrado el golpe militar de Sanjurjo 
en agosto de 1932. Los conflictos continuaron durante el segundo y culmi- 
naron en la revolución de octubre de 1934. Pero las instituciones siguieron 
funcionando, la legalidad se restableció y las elecciones de febrero de 1936 
se celebraron limpiamente. Una parte del Ejército, sin embargo. se sublevó 
y el fracaso de esa sublevación desató la violencia, minando la capacidad 
del gobierno y de las instituciones para detenerla. En julio de 1936. no obs- 
tante, como ha señalado acertadamente Julián Casanova, todavía todo era 
posible: incluso la paz. 
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Tema 4 


LA GUERRA CIVIL 
Y SUS IMPLICACIONES 
INTERNACIONALES 


Juan Avilés Farré 


La historia de España del siglo xx tiene dos episodios cruciales: la Guerra 
Civil y la transición a la democracia. La primera condujo al establecimiento 
de un régimen dictatorial que se prolongó durante cuatro décadas e intentó 
acallar para siempre a todos aquellos que no compartían su proyecto conser- 
vador y autoritario, rompiendo así con toda la tradición liberal iniciada en 
1812, La segunda retomó esa tradición liberal y logró establecer, por primera 
vez en nuestra historia, una democracia estable. Por otra parte. tanto la Gue- 
rra Civil como la transición democrática respondieron a tendencias generales 
europeas. La Guerra Civil se enmarca dentro del conflictivo período de 1914 
a 1945, en el que se combatieron dos guerras mundiales, se produjo el naci- 
miento del comunismo y fascismo, se establecieron dictaduras conservadoras 
en la mayoría de los países del Este y el Sur de Europa y en buena parte 
del continente se vivió un clima de enfrentamiento, más o menos agudo. La 
transición democrática, en cambio, se enmarca en un periodo en el que, en 
menos de veinte años, la democracia se extendió por toda Europa, primero 
con la caída de las dictaduras conservadoras del Sur y luego con la caida del 
comunismo en el Este. La historia de España se inscribe pues en la de Europa 
y, en particular, no se pueden entender el desarrollo y el resultado de la Guerra 
Civil española sin tener en cuanta su dimensión internacional. 


1. El contexto internacional 


En el siglo xx sólo se han producido en Europa cinco grandes conflictos 
civiles: la guerra civil finlandesa de 1918, la rusa de 1918-1920, la española 
de 1936-1939, la griega de 1946-1948 y el conjunto de guerras ocasionadas 
por la ruptura de Yugoslavia entre 1991 y 1995, Tres de ellas fueron, en parte, 
resultado de un conflicto externo: la finlandesa y la rusa de la Primera Guerra 
Mundial y la griega de la Segunda, lo mismo que la francesa de 1871 siguió a 
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la derrota frente a Prusia. Y casi todas respondieron a la aspiración o al temor 
a una revolución social. Uno de los bandos en la guerra fue comunista tanto 
en Rusia, donde resultó vencedor, como en Finlandia y en Grecia, donde fue 
vencido, mientras que en España el golpe militar se presentó como un alza- 
miento contrarrevolucionario preventivo. Solo en el caso de Yugoslavia la 
guerra surgió de un enfrentamiento ideológico distinto, de tipo nacionalista. 


La guerra civil no es un tenómeno frecuente, en parte porque el monopo- 
lio del poder militar de que dispone el Estado hace difícil que surja una fuerza 
capaz de afrontarle en el campo de batalla. De ahí que el debilitamiento del 
Estado sea habitualmente un factor previo al estallido de una guerra civil, En 
el caso español, ese debilitamiento vino del fracaso a medias de una contra- 
rrevolución militar preventiva. El golpe de julio de 1936 fracasó en casi la 
mitad de las provincias, en parte porque el gobierno logró conservar algunos 
resortes del poder y en parte por la acción de los militantes revolucionarios, 
que muy pronto se convirtieron en el poder efectivo en muchos lugares. En 
estas condiciones, surgieron dos Estados nuevos, uno como resultado de la 
rebelión y otro que representaba la difícil readaptación del Estado republicano 
al proceso revolucionario que se inició en aquellos lugares en que fracasó el 
golpe militar. 


El contenido ideológico de la Guerra Civil española le dio una gran reso- 
nancia internacional. Los rebeldes que en España se habían alzado en armas 
contra la democracia republicana obtuvieron cast inmediatamente el apoyo 
de Hitler y Mussolini, mientras que la resistencia republicana fue admirada 
por las izquierdas de todos los países, que vieron en ella el primer caso de 
resistencia popular al fascismo, por lo que en pocos meses la Unión Soviética 
acudió a su vez en apoyo de la República. Para las dos grandes democracias 
europeas. Gran Bretaña y Francia. la guerra española resultó en cambio un 
problema. pues dividió las simpatías de sus ciudadanos y dificultó su estrate- 
gra de “apaciguamiento” frente a la amenaza de la Alemania nazi, así es que 
optaron por una política de “no intervención”. cuyo principal objetivo, al me- 
nos para Londres, era evitar que el conflicto español desestabilizara Europa. 


En los años treimta, dada la política arslacionista seguida por los Estados 
Unidos, el mantenimiento del equilibrio europeo estaba en manos de sólo 
dos de los grandes vencedores de la Primera Guerra Mundial. Gran Bretaña 
y Francia, cuyo principal objetivo era evitar un nuevo conflicto europeo. Los 
conservadores británicos y franceses temían además que la amenaza de una 
revolución comunista propiciada por la Untón Soviética fuera más grave que 
la amenaza del expansionismo italiano o alemán. Mussolini y Hitler, por su 
parte. hacian gala de un nacionalismo agresivo y estaban dispuestos a recurrir 
a la guerra. En 1935 Mussolini se lanzó a la conquista de Etiopía, un esta- 
do africano que formaba parte de la Sociedad de Naciones, y las sanciones 
económicas, impulsadas por británicos y franceses, no evitaron que un año 
después la completara. Por su parte Hitler remilitarizó en marzo de 1936 su 
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frontera con Francia, en violación del tratado de Versalles. La situación era 
particularmente grave para Francia, que se veía directamente amenazada por 
Alemania, mientras que Gran Bretaña, protegida por su insularidad, centraba 
su esfuerzo en las fuerzas navales y aéreas, necesarias para la defensa de su 
inmenso imperio, y apenas contaba con tropas de tierra que pudieran desple- 
garse en apoyo de Francia. 


Stalin comenzó a tomarse en serio la amenaza nazi en 1935, lo que le in- 
clinó a buscar un entendimiento con París y Londres, y ello condujo también 
a un cambio de orientación en la Internacional Comunista, que a partir de 
entonces empezó a proponer la formación de frentes populares antifascistas. 
Asi es que, cuando en julio de 1936 estalló la guerra en España, Roma y Ber- 
lín estaban en una fase expansionista, Moscú temía verse aislado frente a un 
eventual ataque de la Alemania nazi, el gobierno conservador de Londres se 
inclinaba al apaciguamiento y era marcadamente anticomunista, y en París el 
socialista Léon Blum, que presidía un gobierno de Frente Popular, tenía como 
principio básico de su política exterior evitar una guerra europea. 


2. El golpe militar 


Iniciado en Melilla el 17 de julio de 1936, el alzamiento triunfó rápidamen- 
te en el protectorado de Marruecos y se extendió a la mayor parte del territorio 
español en los días 18 y 19. Casi todas las guarniciones militares de alguna 
importancia se sumaron al alzamiento y en muchos lugares la resistencia, pro- 
tagonizada por las autoridades republicanas, algunos militares y guardias y 
militantes de izquierdas apenas armados, fue aplastada en pocos días, con lo 
que muy pronto Galicia, Castilla y León, Cáceres, Alava, Navarra y gran parte 
de Aragón formaron un núcleo compacto de territorio bajo el control de los 
insurrectos. Estos triunfaron también en Sevilla y otras ciudades andaluzas, 
en Mallorca y en Canarias. En estas últimas el alzamiento fue dirigido por el 
general Francisco Franco, que inmediatamente se dirigió a Marruecos para 
ponerse al mando del poderoso ejército de África. Pero el alzamiento expe- 
rimentó también fracasos cruciales, especialmente en Madrid, en Barcelona 
y en la mayor parte de las unidades navales. Bien porque el alzamiento no se 
produjo o bien porque fracasó, el gobierno mantuvo inicialmente el control 
de Madrid, Castilla-La Mancha, la costa mediterránea y la cornisa cantábrica. 


Al frente de la sublevación debía haberse puesto el general Sanjurjo, pero 
éste murió el 21 de julio, en un accidente de aviación, cuando se disponía a 
regresar a España desde su exilio portugués. Tras ello se formó una Junta de 
Defensa Nacional, de la que fue nombrado presidente el general Miguel Ca- 
banellas, el de más rango entre los insurrectos, pero que tenía como miembro 
más destacado al general Mola, el principal artífice de la conspiración que 
preparó el golpe. 
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Casares Quiroga dimitió como jefe del gobierno el mismo 18 de julio y 
fue sustituido por José Giral, quien formó un nuevo gobierno, exclusivamente 
republicano. porque Largo Caballero se opuso a la participación socialista. El 
nuevo gobierno optó por proporcionar armas a los militantes de los partidos 
y sindicatos de izquierdas, como exigían las organizaciones obreras, cuyos 
militantes se habían incorporado muy pronto a la lucha contra los insurrectos. 
En consecuencia el nuevo gobierno se encontró con que. en la mayoría de los 
lugares donde fracasó el alzamiento, el control efectivo pasó a las milicias 
armadas de las organizaciones revolucionarias. 


El desarrollo inicial de la Guerra Civil estuvo condicionado por la escasí- 
sima dotación de armas y municiones de que disponía el ejército español, por 
la ausencia de fuerzas de choque efectivas, excepto las del ejercito de Africa, 
y por la virtual desaparición del ejército en el territorio leal a la República, 
donde fue sustituido por improvisadas milicias revolucionarias. El manteni1- 
miento de los cuadros y de la disciplina daba ventaja a las unidades subleva- 
das, porque las milicias republicanas eran incapaces de operar adecuadamente 
en campo abierto, aunque se defendían bien en las ciudades o en los puertos 
de montaña. El ejército de Africa constituía la gran baza de los insurrectos, 
pues contaba con mejor armamento y sobre todo con soldados protesionales, 
bien entrenados y con una elevada moral de combate. Sus etectivos totales 
eran de unos 40.000 hombres, la cuarta parte de todo el ejército español, e 
incluían a tropas marroquíes, mandadas por oficiales españoles, y a la Legión. 


La superioridad naval de las fuerzas republicanas retrasó sin embargo su 
traslado a la Peninsula. El alzamiento había triunfado en dos de las tres prin- 
cipales bases navales. las de El Ferrol y San Fernando, quedando sólo bajo 
control republicano la de Cartagena, pero había fracasado en la mayor parte 
de los buques, por lo que en los primeros meses de la guerra apenas contaban 
con efectivos navales. A su vez los republicanos se enfrentaban a un grave 
problema: la carencia de mandos para dirigir sus buques. La gran mayoria de 
los oficiales de la Armada simpatizaban con el alzamiento y bastantes de ellos 
fueron detenidos y ejecutados o asesinados. En la práctica los buques queda- 
ron controlados por comités de marineros, lo que tuvo un efecto muy negativo 
en la unidad de mando y en la coordinación de las operaciones. 


Tras el alzamiento de las primeras guarniciones, el gobierno Giral había 
decretado el licenciamiento de los soldados cuyos mandos se habían subleva- 
do, decreto que no tuvo obviamente efecto donde el alzamiento triunfó, pero 
en cambio representó un paso decisivo para la disolución efectiva del ejército 
en el territorio leal, impulsada por el espíritu revolucionario del momento. 
Durante los combates del verano de 1936, la República sólo pudo contar con 
heterogéneas columnas integradas por milicianos, soldados, guardias civiles 
y policías. A pesar de todo las colunmas milicianas que se organizaron en 
Madrid en los primeros días de la guerra lograron sofocar los tocos de suble- 
vación cercanos a la capital, excepto el del alcázar de Toledo, y frenaron en 
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la sierra de Guadarrama el avance de las columnas enemigas procedentes de 
Pamplona, Burgos y Valladolid. A su vez columnas catalanas, en su mayoría 
cenetistas, penetraron en Aragón, pero fracasaron en sus intentos de tomar 
Zaragoza y también en Mallorca. 


Desde los primeros días de agosto las principales operaciones militares 
corrieron a cargo del ejército de Africa y por tanto de su jefe el general Fran- 
co, al que la Junta Técnica había otorgado el mando en el sur de España. La 
ayuda aérea italiana y alemana fue decisiva para quebrar el bloqueo republica- 
no de estrecho de Gibraltar por la flota republicana, que a fines de septiembre 
se retiró de la zona. Una vez en la Península, las columnas africanas iniciaron 
a primeros de agosto el avance hacia Madrid, a través de Extremadura. Las 
milicias republicanas no pudieron apenas ofrecer resistencia a las tropas pro- 
fesionales de Franco, aunque se defendieron bravamente en Badajoz, y el 3 
de septiembre cayó Talavera, donde habían situado su principal dispositivo 
de defensa. En tan dramáticas circunstancias dimitió Giral y el día 4 formó 
gobierno Francisco Largo Caballero. 


El 28 de septiembre, el ejército de África tomó Toledo, en cuyo alcázar 
unos centenares de insurrectos, en su mayoría guardias civiles, habían resisti- 
do durante seis semanas el asedio republicano, por lo que su liberación supuso 
un triunfo propagandístico para Franco. El 1 de octubre, sus camaradas de 
armas le invistieron como jefe del Estado. 


3. El gobierno de Largo Caballero 


El alzamiento militar, al debilitar al Estado republicano, generó una si- 
tuación revolucionaria en aquellos lugares en que fracasó, en muchos de los 
cuales las instituciones republicanas quedaron suplantadas por el poder efec- 
tivo de las organizaciones obreras. Estas se hicieron con los ayuntamientos, 
colectivizaron tierras y fábricas, crearon milicias para combatir en el frente, 
suprimieron el culto católico, ejercieron la represión en la retaguardia y es- 
tablecieron incluso sus propias cárceles, que con un término tomado de la 
revolución rusa fueron denominadas popularmente “checas”. No dieron, sin 
embargo, el paso decisivo de establecer un gobierno revolucionario. Ello se 
debió al deseo de no romper con la clase media republicana cuando se hacía 
frente a un enemigo común y, también, a la rivalidad existente entre las diver- 
sas tendencias revolucionarias. 


En Cataluña la CNT se convirtió en la fuerza principal, pero había de 
contar con Esquerra Republicana, que se mantuvo al frente del gobierno 
de la Generalidad, y con las organizaciones marxistas, que a fines de ju- 
lio se fundieron en el Partido Socialista Unificado de Cataluña (PSUC), 
cuyo brazo sindical era la UGT. Las empresas quedaron bajo el control de 
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comités que actuaban sin coordinación, mientras que cada organización 
política y sindical mantenía sus propias milicias. Un inicio de coordina- 
ción efectiva sólo se produjo cuando el 27 de septiembre se formó un 
nuevo gobierno de la Generalitat, en el que junto a los republicanos cata- 
lanistas se integraron el PSUC, el POUM (un pequeño partido comunista 
disidente respecto a Moscú) y la propia CNT, que al incorporarse a un go- 
bierno, aunque fuera regional, daba un paso sin precedentes en la historia 
del anarquismo. 


El triunfo del alzamiento en Zaragoza descabezó a la CNT aragonesa, 
pero Aragón oriental fue rápidamente ocupado por milicias anarcosindicalis- 
tas catalanas, que impulsaron la colectivización de la tierra. El 18 de octubre 
se formó un Consejo de Aragón, con participación de las distintas organi- 
zaciones de izquierdas, entre las que la CNT era hegemónica. En Valencia, 
donde la CNT era también mayoritaria pero la UGT era importante y creció 
rápidamente, mientras que declinaba la tradicional influencia republicana, se 
formó un Comité Ejecutivo Popular en el que estaban representadas todas las 
fuerzas antifascistas. En Asturias subsistieron durante meses dos centros de 
poder, uno en la cuenca minera, dominado por los socialistas, y otro en Gijón, 
dominado por los anarcosindicalistas, hasta que en diciembre se constituyó 
el Consejo de Asturias y León, con participación de todas las fuerzas antifas- 
cistas. Toda la industria asturiana fue colectivizada por los sindicatos y el co- 
mercio fue sometido a un control obrero completo. Incluso en Madrid, donde 
permanecía el gobierno de la nación, las organizaciones obreras impusieron 
en la práctica su ley. 


Los cambios revolucionarios fueron en cambio limitados en Vizcaya y 
Guipúzcoa, debido a la influencia del PNV, que a pesar de su tendencia con- 
servadora y católica, se mantuvo leal la República. Como consecuencia sólo 
se incautaron las empresas de los partidarios del alzamiento y, a diferencia 
de lo que ocurría en el resto de España, las iglesias se mantuvieron abiertas 
al culto y el clero no sufrió persecución. El 1 de octubre las Cortes españolas 
aprobaron el estatuto de autonomía vasco y el día 7 el nacionalista José Anto- 
nio Aguirre fue elegido presidente del gobierno provisional de Euskadi, que 
quedó integrado por einco nacionalistas, tres socialistas, dos republicanos y 
un comunista. 


En el verano de 1936 la situación militar de la República llegó a ser angus- 
tiosa. El gobierno de Giral no podía controlar la situación, no consiguió tam- 
poco ayuda de las potencias democráticas y en el campo de batalla se sucedían 
las derrotas. Todo ello llevó a su dimisión y el 4 de septiembre se formó un 
nuevo gobierno presidido por el dirigente de la izquierda socialista, Francisco 
Largo Caballero. El y sus seguidores ocuparon, como representantes de la 
UGT, las tres carteras principales, otras tres las ocuparon, como represen- 
tantes del PSOE, Indalecio Prieto y dos miembros más del ala moderada del 
socialismo, y las restantes correspondieron a los republicanos de izquierda, 
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cuya influencia era ya muy reducida, a los comunistas, que por primera vez en 
el mundo se integraban como socio minoritario en un gobierno de coalición, 
y a un nacionalista vasco. 


Los anarcosindicalistas de la CNT se hallaban en una situación que nun- 
ca habían previsto. En bastantes lugares habían conseguido colectivizar las 
tierras y las fábricas, pero la situación, lejos de ser propicia para proceder a 
la inmediata destrucción del Estado, parecía imponer, frente a la amenaza del 
ejército sublevado, la colaboración con otras fuerzas que, por el contrario, 
pretendían reforzar el Estado. Así es que, el 4 de noviembre, siguiendo el pre- 
cedente establecido en Cataluña, la CNT se incorporó al gobierno de Largo 
Caballero, con cuatro ministros, entre ellos Federica Montseny, la primera 


mujer que formó parte-de-un gobierno español. 


La política de Largo Caballero, que junto a la presidencia ocupó la carte- 
ra de Guerra, tuvo tres objetivos fundamentales: restablecer la autoridad del 
gobierno central frente a los poderes locales que habían proliferado en todas 
partes, crear un muevo ejército en el que se integraran las dispersas milicias y 
lograr una ayuda militar exterior. Esta ayuda sólo llegó de la Unión Soviética 
y ello contribuyó a la creciente influencia del PCE, que se había convertido 
en un firme partidario de concentrar todos los esfuerzos en la guerra, aunque 
ello supusiera frenar temporalmente el avance de la propia revolución. Esto 
implicaba crear un ejército disciplinado, someter a una dirección coordinada 
a los comités sindicales que controlaban la producción, afianzar la alianza 
con las clases medias y dar la imagen, en el interior y en el exterior, de que la 
República española seguía siendo una democracia, aunque una democracia de 
nuevo tipo. De ahí que el PCE fuera visto con simpatía por los militares que se 
habían mantenido leales a la República o por los pequeños agricultores valen- 
cianos, y que en Cataluña el PSUC y la UGT experimentaran, bajo dirección 
comunista, un fuerte crecimiento que les convirtió en un contrapeso a la CNT. 
Frente al debilitamiento de los republicanos, el PCE asumió así el papel de 
defensor de la misma República que en 1931 había repudiado como burguesa. 
Lo cual respondía a la nueva orientación de la Internacional Comunista y de 
la política exterior soviética. 


4, El caudillaje de Franco 


Los militares que se habían alzado en julio de 1936 tenían el propósito 
de combatir la revolución y restablecer “el orden”, pero no estaba claro en 
qué habría de consistir ese orden. A diferencia de lo ocurrido en el bando 
republicano, la dirección militar permitió una eficaz coordinación de es- 
fuerzos entre los insurrectos, que se centraron en el objetivo de ganar la 
guerra, mientras que la definición institucional del nuevo Estado quedó 
aplazada. 
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El alzamiento contó sin embargo, desde los primeros momentos, con un 
importante respaldo civil. pues lo apoyó la mayor parte de la población que 
se consideraba de derechas. La entebrecida atmósfera de combate favoreció a 
las fuerzas más extremistas, por lo que la CEDA, que había sido la principal 
organización de la derecha española y se sumó mayoritariamente al alzamien- 
to, quedó reducida a una posición marginal. Los monárquicos alfonsinos de 
extrema derecha, que habían perdido a su principal líder, Calvo Sotelo, nun- 
ca habían tenido un gran apoyo popular y tampoco lo consiguieron ahora, 
aunque sus tesis políticas, muy aceptables para los generales insurrectos, les 
daban cierta influencia. Pero el momento era sobre todo propicio a los tradi- 
cionalistas y a los falangistas, a cuyas milicias acudieron en gran número los 
voluntarios. Los tradicionalistas encarnaban sobre todo el recuerdo de gestas 
pasadas, mientras que. en un momento en que el fascismo estaba en pleno 
auge internacional, Falange parecía representar la doctrina política con más 
futuro. Desde el inicio de la guerra experimentó un crecimiento rapidísimo, 
en contraste con el muy limitado éxito que había alcanzado hasta febrero de 
1936. Privada de su jefe, José Antonio Primo de Rivera, que se hallaba en una 
cárcel republicana y fue fusilado en noviembre, Falange se convirtió en un 
gran cuerpo sin cabeza. 


Los generales insurrectos llegaron pronto a la conclusión de que la bue- 
na marcha de las operaciones exigía un mando único, para el que hubo casi 
unanimidad en designar a Franco, un hombre de reconocido prestigio, de más 
rango militar que Mola, y que al frente del ejército de Africa había conseguido 
las mayores victorias. Puesto que parecía conveniente que el mando político 
fuera unido al militar, tampoco hubo grandes objeciones entre los principales 
generales en nombrar a Franco jefe del Estado, sin que inicialmente queda- 
ran claras las implicaciones de este paso, que se dio el 1 de octubre. Franco 
había jugado sus bazas con prudencia, sin precipitarse en reclamar el poder, 
y muy pronto reveló una notable habilidad política. Su elevación había sido 
favorecida por generales monárquicos, pero nadie creía que la restauración, 
difícil por las aspiraciones contrapuestas de carlistas y alfonsinos, tuviera que 
ser inmediata, lo que favoreció a Franco, a quien su posición de jefe en una 
guerra civil, caudillo como muy pronto se le llamó, le dio un gran prestigio 
personal. Como consejeros políticos contó con un pequeño núcleo, en el que 
con el tiempo destacó su cuñado Ramón Serrano Suñer, quien provenía de 
la CEDA pero se había convertido en partidario del modelo fascista italiano. 


De acuerdo con dicho modelo, un Estado autoritario debía contar con un 
partido único y desde el punto de vista de Franco ese partido debía estar ente- 
ramente a sus órdenes. La muerte de José Antonio Primo de Rivera, la inexis- 
tencia de ningún otro dirigente con capacidad para ocupar su lugar y las mis- 
mas divisiones entre los falangistas facilitaron los planes de Franco, mientras 
que entre los tradicionalistas el sector purista perdió terreno frente a los que 
creían necesario un entendimiento. Finalmente Franco decretó la unificación 
de todas las fuerzas políticas que apoyaban el alzamiento y en abril de 1937 
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se creó el nuevo partido único, la Falange Española Tradicionalista y de las 
JONS, en el que el elemento falangista predominó desde el principio sobre 
eT tradicionalista. Ello dio un tono fascista al régimen, pero el nuevo partido 
nunca tuvo independencia alguna, sino que estuvo plenamente sometido a 
Franco. qe 


Jefe del Estado por designación de sus compañeros de armas y jefe del 
partido único, Franco obtuvo también un tercer apoyo importante: la fervoro- 
sa adhesión de la mayor parte de los católicos españoles al alzamiento del que 
él se había convertido en caudillo. La tradicional identificación de la Iglesia 
española con las derechas y el anticlericalismo de las izquierdas hacían pre- 
visible esa adhesión, pero la persecución religiosa que se desencadenó en el 
territorio republicano le dio una intensidad mucho mayor. Pronto la guerra 
empezó a ser considerada una cruzada y ante la opinión católica del mundo 
entero Franco se apuntó un buen tanto propagandístico cuando, en julio de 
1937, el episcopado español suscribió una carta pastoral que justificaba el 
alzamiento. El único sector numeroso del catolicismo español que se alineó 
en el bando contrario fue el que se identificaba con el nacionalismo vasco. En 
cuanto al Vaticano, se mostró más prudente que la Iglesia española, pues no 
otorgó reconocimiento diplomático al nuevo régimen hasta 1938. 


En enero de 1938 Franco completó el andamiaje básico de su régimen con 
la formación de su primer gobierno, en el que estuvieron representados los 
distintos sectores de la derecha, el general Francisco Gómez Jordana asumió 
la vicepresidencia y el ministro más influyente fue Serrano Suñer. La defini- 
ción institucional del nuevo Estado quedó aplazada. De momento la guerra, la 
represión, la depuración de los funcionarios ideológicamente sospechosos y 
la anulación de la legislación republicana fueron las tareas principales. Fueron 
prohibidos los partidos y sindicatos independientes, se abolió la autonomía 
regional y la prensa fue sometida a un estrechísimo control gubernamental. 


5. La intervención extranjera y las batallas por Madrid 


Intervención y no intervención 


Los orígenes de la Guerra Civil española fueron estrictamente españo- 
les. Sin embargo apenas habían transcurrido diez días del inicio del conflicto 
cuando los insurrectos comenzaron a recibir ayuda militar alemana e italiana. 
En cambio, el gobierno republicano, aunque gozaba de pleno reconocimiento 
internacional, tropezó inmediatamente con grandes dificultades para adquirir 
armas en otros países, incluso en la misma Francia, que tenía un gobierno 
de Frente Popular presidido por el socialista Léon Blum. Este decidió pro- 
hibir el suministro de armas a España, por dos motivos, porque no deseaba 
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perjudicar su entendimiento con Gran Bretaña, cuyo gobierno conservador 
era contrario a un apoyo francés a la izquierda española, y porque dicho apo- 
yo habría exacerbado la tensión interna en la propia Francia, donde la prensa 
de derechas publicó desde el primer momento datos estremecedores sobre la 
revolución que estaba teniendo en la España republicana y las atrocidades que 
la acompañaban. 


Por el contrario los dictadores de Italia y Alemania respondieron con 
an rapidez a las peticiones de ayuda de los insurrectos. A fines de julio 
empezaroñ a llegar al protectorado español de Marruecos aviones alema- 
nes e italianos, que jugaron un importante papel en la crucial operación del 
paso del Estrecho por el ejército de África. En cuanto a los motivos por los 
que Hitler y Mussolini intervinieron en España, debe recordarse que ambos 
tenían una fuerte tendencia a aprovechar las oportunidades de expansión 
exterior que se les presentaran y que el carácter totalitario de sus respecti- 
vos regímenes les permitía dejarse guiar por sus impulsos, sin tener que dar 
cuenta al parlamento ni a la opinión pública. El triunfo de la izquierda en 
la guerra española habría resultado perjudicial para sus intereses, tanto por 
su impacto ideológico como por la importancia estratégica de la Península 
Ibérica, mientras que el triunfo de los insurrectos con su ayuda contribuiría 
al prestigio internacional del fascismo y debilitaría a Francia, que se encon- 
traría con un gobierno potencialmente hostil en su frontera meridional. Y 
además, puesto que la ayuda fue inicialmente pequeña, no había motivos 
para suponer que fuera a provocar una gran reacción por parte de Francia o, 
aún menos, por parte de Gran Bretaña. 


De hecho, lo que hizo el gobierno. francés a primeros de agosto fue 
proponer un acuerdo internacional de no intervención, que en particular 
incluía un embargo de la venta de armas a ambos bandos enfrentados. El 
acuerdo se plasmó en sendas declaraciones de no intervención adoptadas 
por r veintisiete gobiernos europeos. Las declaraciones de Roma y Berlín 
no fueron, sin embargo, más que gestos destinados a calmar la inquietud 
de las potencias occidentales, que no afectaron a su voluntad de mantener 
una ayuda encubierta a los insurrectos españoles. De la misma manera, la 
Unión Soviética también hizo una declaración de no intervención, pero 
no tardó en optar por una ayuda encubierta a la República española. Para 
controlar la no intervención se constituyó en Londres un.comité, integrado 
por todos los gobiernos europeos que la habían declarado, pero este comi- 
té resultó inoperante. Al margen del acuerdo europeo de no intervención, 
los Estados Unidos optaron también por prohibir la venta de armas a los 
contendientes españoles. 


Si los insurrectos contaron desde muy pronto con la ayuda de Italia y 
Alemania, la República Española sólo obtuvo una ayuda eficaz por parte 
de la Unión Soviética. Stalin tomó la decisión de vender clandestinamente 
armamento a la República española bastantes semanas después de comenzar 
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la guerra. La operación era peligrosa para la Unión Soviética, porque impli- 
caba un enfrentamiento indirecto con Berlín y Roma y un riesgo de avivar 
el anticomunismo en París y Londres. Por otra parte es probable que Stalin 
considerara que el apoyo a España le era necesario para mantener su imagen 
de líder del antifascismo ante los militantes de la Internacional Comunista 
y en general ante la opinión internacional de izquierdas. El primer buque 
con armamento soviético llegó a España a comienzos de octubre de 1936 
y hasta agosto de 1937 los envíos se sucedieron con bastante regularidad. 
Esta ayuda fue crucial por su contribución a la defensa de Madrid frente a 
las tropas de Franco, para la cual la República pudo contar con artillería, 
carros armados y aviones de fabricación soviética. Durante el transcurso 
de la guerra acudieron a España algo más de dos mil miembros del Ejército 
Rojo, en su mayoría aviadores, tripulantes de carros armados y artilleros, 
o bien consejeros e instructores. Se trató pues de un número limitado de 
hombres, pero su aportación cualitativa resultó importante. El pago de los 
suministros soviéticos se realizó mediante una operación que se mantuvo 
en el más absoluto secreto: el depósito en Moscú de las reservas de oro del 
Banco de España. 


A la ayuda soviética se sumó la del comunismo internacional, a través 
sobre todo de las Brigadas Internacionales. Integradas por voluntarios de 
distintas nacionalidades, cuyo reclutamiento fue discretamente organizado 
por la Internacional Comunista. Tras un rápido entrenamiento, la primera 
de las Brigadas llegó a Madrid a comienzos de noviembre, a tiempo para 
participar en la decisiva batalla en la que el ejército republicano logró fre- 
nar la acometida de Franco. En los primeros meses de 1937, sus efectivos 
llegaron a ser de 25,000 hombres, que durante las sucesivas batallas que se 
combatieron en torno a Madrid y especialmente en la batalla del Jarama de 
febrero de 1937, fueron empleados en los puntos más críticos del frente y 
aguantaron fuertes ataques enemigos, al precio de cuantiosas bajas. Luego 
la llegada de voluntarios se redujo mucho y el papel de los extranjeros en el 
Ejército Popular de la República, que empezó a contar con cientos de miles 
de hombres organizados en unidades regulares, dejó de ser significativo. La 
ayuda de la Unión Soviética, que no disponía de una escuadra poderosa, se 
vio por otra parte frenada por un problema logístico, el de la larga y poten- 
cialmente peligrosa travesía a la que se enfrentaban los buques que trasla- 
daban sus suministros bélicos a España, que llevó incluso a su interrupción 
temporal a partir de agosto de 1937. 


Por su parte, Hitler y Mussolini incrementaron su ayuda a Franco desde 
noviembre de 1936. Alemania envió la Legión Cóndor, una unidad aérea in- 
tegrada inicialmente por casi cuatro mil hombres y un centenar de aviones. 
Italia por su parte envió, entre diciembre y febrero, casi cincuenta mil comba- 
tientes voluntarios, miembros de la milicia fascista o del ejército regular, que 
obtuvieron un gran éxito en enero en la toma de Málaga, pero fracasaron en 
marzo en la batalla de Guadalajara. 
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Las batallas en torno a Madrid 


En noviembre de 1936. cuando el ejército de África se dispuso a atacar 
a Madrid, muchos observadores creían que el fin de la guerra estaba cerca 
y el propio gobierno de la República trasladó su sede a Valencia. De he- 
cho es probable que si la capital hubiera caído, la moral de combate de los 
republicanos hubiera recibido un golpe decisivo y su resistencia hubiera 
quedado reducida a núcleos aislados entre sí, que habrían caído rápidamen- 
te uno tras otro. De ahí que Franco concentrara durante varios meses todos 
sus esfuerzos en apoderarse de la capital. El primer ataque se produjo en el 
mes de noviembre de 1936, durante el que se sucedieron duros combates 
en los que por primera vez los republicanos lograron contener a las tropas 
africanas. Este éxito republicano se debió a diversos factores, como las faci- 
lidades que para la defensa ofrece una gran ciudad, el ánimo combativo de 
una población que tenía una vigorosa tradición izquierdista, la presencia de 
algunas unidades cuya disciplina y entrenamiento eran ya muy superiores 
a las de las improvisadas milicias del inicio de la guerra y la llegada, justo 
en aquellos días, del primer material soviético. Frente a ello Franco contaba 
con unidades muy aguerridas, pero poco numerosas, y con el material sumi- 
nistrado por Alemania e ltalia. 


Madrid resistió y durante los meses siguientes Franco lanzó tres opera- 
ciones sucesivas, cuyo objetivo no era ya tomar directamente la capital, sino 
alslarla: la de la carretera de La Coruña, por el noroeste, en diciembre; la del 
Jarama, por el sur, en febrero de 1937; y la de Guadalajara, por el noreste. en 
marzo, esta última protagonizada por el cuerpo de tropas italiano. En esas tres 
batallas los republicanos lograron por primera vez resultados satisfactorios en 
campo abierto, lo que revela que el recién creado Ejército Popular de la Re- 
pública comenzaba a consolidarse. Dirigido por militares profesionales, entre 
los que destacó Vicente Rojo, bien dotado de armamento soviético, que en 
aquellos meses llegó en abundancia a través del Mediterráneo, dotado de al- 
gunas unidades plenamente militarizadas, entre las que destacaban las tropas 
comunistas formadas en el Quinto Regimiento, y con el apoyo de las Brigadas 
Internacionales, logró frenar todos los ataques enemigos. En estas batallas, la 
más dura de las cuales fue la del Jarama, se empleó el armamento moderno 
que ambos bandos habían recibido del exterior: aviones de combate, piezas de 
artillería y carros armados de reciente fabricación. 


Tras el fracaso del ataque a Guadalajara, en el que los italianos utilizaron 
un abundante material móvil en el intento de conseguir un avance rápido, 
Franco optó por una estrategia prudente, no encaminada al logro de victorias 
espectaculares que pudieran conducir al fin de la guerra en breve plazo, sino a 
una metódica destrucción de las fuerzas enemigas y a una gradual ocupación 
de su territorio. Es decir una guerra de desgaste, lenta en su desarrollo y acom- 
pañada de una implacable represión cada vez que se conquistaba una nueva 
provincia. Por ello Madrid, que había demostrado ser un objetivo difícil, dejó 
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de ser el centro de las operaciones, que se trasladaron a otros frentes. Ya en 
febrero la rápida conquista de Málaga había demostrado que la resistencia re- 
publicana no era en todas partes tan sólida, pues allí las milicias apenas habían 
adquirido disciplina y coordinación, no habían recibido armamento nuevo y 
no tuvieron apoyo aéreo ni naval. 


Si renunciaba de momento a Madrid, la opción obvia para Franco era ata- 
car en el frente norte, donde el territorio republicano se reducía a una estrecha 
franja costera, que no podía recibir refuerzos por tierra y a la que no era difícil 
someter a bloqueo por mar, ya que la flota republicana concentraba todos sus 
esfuerzos en la protección de los mercantes que transportaban los cruciales 
suministros soviéticos a los puertos mediterráneos. La conquista de Vizcaya, 
Santander y Asturias proporcionaría a los rebeldes importantes recursos in- 
dustriales y mineros y una población numerosa que permitiría incrementar el 
reclutamiento de soldados. A fines de marzo se inició la ofensiva contra Viz- 
caya, en la que jugaron un papel muy destacado las ya militarizadas brigadas 
de los requetés, es decir los voluntarios carlistas, de Navarra. 


En la perspectiva de una guerra larga, Franco contaba con buenas ba- 
zas. El suministro de material estaba asegurado por Alemania e Italia, que lo 
proporcionaban a crédito. El mantenimiento de la estructura tradicional del 
ejército facilitaba el encuadramiento de los reclutas llamados a filas y de los 
numerosos voluntarios marroquíes que afluían a las unidades del ejército de 
Africa. No faltaban buenos mandos, forjados en las campañas de Marrue- 
cos. Y numerosos jóvenes de clase media fueron rápidamente entrenados para 
convertirse en eficaces oficiales de rango inferior: los alféreces provisionales. 
Para la República la situación era más difícil. Sus perspectivas de supervi- 
vencia dependían de dos factores cruciales: por un lado la consolidación del 
nuevo ejército, que tropezaba con la resistencia de los milicianos a la milita- 
rización y con la falta de mandos adecuados, y por otro la continuidad de los 
suministros soviéticos. 


6. La represión 


En los primeros meses de la Guerra Civil hubo probablemente más muer- 
tes en la retaguardia que en el frente. Algunas de las víctimas de la represión 
fuerón ejecutadas tras un juicio, aunque a menudo éste fuera muy poco con- 
forme a derecho, pues en la zona en que había triunfado el alzamiento los con- 
sejos de guerra castigaban como rebelión militar la resistencia al alzamiento, 
mientras que en la zona gubernamental se instituyeron unos tribunales popu- 
lares que no estaban previstos en el ordenamiento legal. Pero lo más frecuen- 
te, sobre todo en los primeros meses, fue el asesinato puro y simple, cometi- 
do por grupos armados irregulares, vinculados a una u otra organización, es 
decir anarcosindicalistas, comunistas o socialistas en un bando, falangistas o 


TEMA 4. LA GUERRA CIVIL Y SUS IMPLICACIONES INTERNACIONALES 93 


miembros de otros grupos derechistas en el otro. Una fórmula habitual, que se 
denominó popularmente “paseo”, era detener a una persona en plena noche, 
hacerla subir a un coche y llevarla, quizá tras un sumario interrogatorio, a un 
lugar solitario en el que era asesinada y se abandonaba su cadáver. También 
se practicó la “saca”, es decir que las víctimas eran sacadas de la cárcel para 


ser ejecutadas ill ilega almente. 


Puesto que no eran capaces de controlar la situación en el territorio 
que gobernaban, ni el jefe de gobierno, Giral, ni el presidente de la Repú- 
blica, Azaña, fueron responsables directos de aquellos crímenes. Por otro 
lado ciertos responsables de la represión ilegal en el territorio republicano, 
supuestamente “incontrolados”, eran militantes de las organizaciones de 
izquierda. En Madrid, por ejemplo, existían “checas” dirigidas por mili- 
tantes de la CNT, el PCE y el PSOE. Sin embargo, algunas autoridades 
republicanas, como el presidente catalán Companys y algunos de sus co- 
laboradores en Cataluña, o el cenetista Melchor Rodríguez, desde que fue 
nombrado responsable de las prisiones en Madrid a finales de 1936, se 
esforzaron. en poner-coto a los asesinatos. En el bando rebelde, en cambio, 
los jefes militares del alzamiento, como Mola, Queipo de Llano o Fran- 
co, puesto que disponían de todos los resortes del mando, tuvieron una 
responsabilidad personal en cuanto ocurría. Mola dio desde el primer mo- 
mento instrucciones de utilizar el terror para aplastar cualquier veleidad 
de resistencia y Queipo se vanaglorió de las atrocidades cometidas en sus 
notorios discursos por radio. 


Aunque los meses peores fueron los primeros, los asesinatos y las eje- 
cuciones injustificadas se prolongaron hasta el final de la guerra, sobre todo 
en el caso de los vencedores, que fueron extendiendo su cruenta acción 
represiva a medida que conquistaban nuevas provincias y que incluso eje- 
cutaron a veinticinco mil personas, como mínimo, en los primeros años de 
la posguerra. El número total de personas asesinadas o ejecutadas es dificil 
de evaluar, pero es probable que la represión republicana causara en torno 
a cincuenta mil víctimas mortales y la represión nacional al menos ciento 
treinta mil. De acuerdo con los resultados de diversos estudios, la represión 
izquierdista causó más de quince mil muertes en la región central, es decir 
Madrid y Castilla-la Mancha, más de ocho mil en Cataluña y más de ocho 
mil en Andalucía. Las víctimas de la represión derechista fueron sobre todo 
numerosas en las provincias conquistadas por los rebeldes en las primeras 
semanas de la guerra, con cuarenta y siete mil víctimas en Andalucía y diez 
mil en Extremadura, pero hubo también un alto número de víctimas en lu- 
gares donde el alzamiento triunfó desde el primer momento y sin encontrar 
apenas resistencia: tres mil en Navarra por ejemplo. 


Al margen de venganzas personales y pulsiones sádicas, que también las 
habría, parece que los motivos de tan feroz represión fueron sobre todo dos. 
Por un lado la represión fue un arma de guerra, un medio de aterrorizar a 
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quienes pudieran pensar en la resistencia, o de eliminar a unos prisioneros 
que hubieran podido ser liberados por el enemigo. El propósito de aterrori- 
zar jugó un papel importante en las primeras operaciones de los rebeldes en 
el sur, que contaban con muy pocos efectivos y se hallaban rodeados de una 
población en buena parte hostil, por lo que el avance de sus columnas fue 
acompañado de matanzas en los pueblos andaluces y extremeños conquista- 
dos. De tales matanzas la efectuada a mediados de agosto en Badajoz fue la 
primera conocida por la prensa internacional, que hasta entonces sólo había 
sabido de las atrocidades izquierdistas en lugares como Madrid o Barcelo- 
na. El deseo de que los presos no fueran liberados influyó por otra parte en 
las notorias matanzas de Paracuellos del Jarama, en las que en noviembre y 
diciembre de 1936 perecieron más de dos mil presos sacados de las cárceles 
madrileñas, por iniciativa de responsables comunistas y cenetistas, en un 
momento en que el gobierno se había trasladado a Valencia, una Junta de 
Defensa se había hecho cargo de Madrid y parecía que la ciudad podía caer 
en breve en manos de Franco. 


Por otro lado, se mataba también para crear una sociedad nueva, purgada 
de elementos reputados nocivos. Los rebeldes trataban de eliminar a quienes 
habían llevado a España por la senda del laicismo, del republicanismo y de 
la revolución social, y por ello mataban a autoridades republicanas, a mili- 
tantes políticos y sindicales, a intelectuales de izquierda y a masones (teni- 
dos por agentes de una fabulosa conspiración mundial), así como a aquellos 
militares que no se habían sumado al alzamiento. Por su parte, los militantes 
de izquierdas no asesinaron solo a los implicados en el alzamiento, entre 
ellos numerosos militares, sino también a patronos, militantes de derechas 
y eclesiásticos, para construir así una sociedad sin propiedad privada y sin 
iglesia. La persecución religiosa, enraizada en el profundo anticlericalis- 
mo de las izquierdas españolas, se tradujo en que los eclesiásticos fueran 
el sector social que más empeño se puso en exterminar. Al tiempo que se 
prohibía de hecho el culto católico, excepto en las provincias vascas, y eran 
destruidas numerosas iglesias y conventos, fueron asesinados al menos 13 
obispos, 4.184 sacerdotes seculares, 2.365 religiosos y 283 religiosas, casi 
todos ellos en 1936. En las comarcas de Cataluña y Aragón controladas por 
las columnas anarcosindicalistas, las cifras fueron aterradoras: pereció el 
88 % de los curas de la diócesis de Barbastro, el 66 % de los de Lérida y el 
62 % de los de Tortosa. 


El número de víctimas femeninas fue en general muy inferior al de las 


masculinas, pero resultó más elevada en el territorio insurrecto que en el re- 


publicano, quizá porque la emancipación de las mujeres que militaban en 
partidos y sindicatos de izquierda resultaba abominable para la mentalidad 
de derechas. En los primeros tiempos las columnas milicianas contaron con 
algunas mujeres combatientes, que parecen haber sido invariablemente asesi- 
nadas en caso de captura. 
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7. El gobierno de Negrín y el fin de la guerra 


El gobierno de Juan Negrín 


Largo Caballero no pudo imponer una efectiva cohesión a las fuerzas re- 
presentadas en su gobierno, entre las que la rivalidad era intensa, y se hallaba 
cada vez más aislado. En el territorio leal a República subsistiían además nú- 
cleos de poder autónomos, sobre los que la influencia del gobierno central, 
instalado desde noviembre en Valencia, era muy escasa. Ello ocurría con los 
órganos de gobierno de Asturias y Santander, en los que predominaban los 
socialistas, con el gobierno vasco, en el que la hegemonía correspondía a los 
nacionalistas, con el consejo de Aragón, dominado por los anarcosindicalis- 
tas, y con el gobierno catalán. A su vez la tensión dentro de la propia Cataluña 
era particularmente intensa y fue allí donde, en mayo de 1937, estalló con 
violencia el conflicto latente en todo el territorio republicano, que enfrentaba 
a los defensores de la revolución obrera inicial con quienes consideraban ne- 
cesario restablecer la autoridad del Estado. 


Ep Cataluña tenía cierta fuerza el POUM, un partido comunista disidente 
al que sus rivales del PSUC denunciaban como trotskista, algo que de acuerdo 
con las consignas de Moscú equivalía a una traición, por lo que en diciembre 
de 1936 fue excluido del gobierno de coalición de la Generalitat. La CNT se- 
guía teniendo una gran influencia, pero se veía amenazada por el crecimiento 
del PSUC y su brazo sindical, la UGT. Por otra parte, el jefe del gobierno 
catalán, Josep Tarradellas, de Esquerra Republicana, trataba de recuperar para 
el Estado el control del orden público, con el apoyo del PSUC y la oposición 
de la CNT, la FAI y el POUM. 


Ese fue el trasfondo de los sucesos de mayo en Barcelona. El incidente 
que los desencadenó se produjo el día 3, cuando el gobierno de la Generalitat 
envió fuerzas para imponer su control en la sede barcelonesa de la Telefónica, 
que hasta entonces había estado en poder de la CNT. Dicho intento originó un 
tiroteo y pronto se extendieron por las calles de la ciudad los enfrentamientos 
armados, entre anarquistas y militantes del POUM por un lado y fuerzas leales 
a la Generalitat por el otro, que se prolongaron durante cinco días y causaron 
varios centenares de muertos. Esta insurrección barcelonesa fue protagoni- 
zada sobre todo por militantes anarcosindicalistas, en su mayoría jóvenes, 
pero los dirigentes nacionales de la CNT, ministros incluidos, lanzaron un 
llamamiento al cese de los combates. Esto último contribuyó a evitar que las 
columnas anarcosindicalistas abandonaran el frente para marchar sobre Bar- 
celona y facilitó el cese el fuego, que se impuso tras haber llegado a la ciudad 
refuerzos gubernamentales. En el nuevo gobierno catalán que entonces se for- 
mó, la CNT mantuvo una representación mínima. El periodo de su hegemonía 
en Cataluña había terminado. 
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Tras los hechos de Barcelona, arreciaron las críticas de los comunistas, 
de los socialistas afines a Prieto, que predominaban en el PSOE pero no en la 
UGT, y de los republicanos contra la dirección de las operaciones militares 
por parte de Largo Caballero, pero él se empeñó en mantener la cartera de 
Guerra, que ostentaba además de la presidencia del gobierno. El resultado fue 
una pérdida de apoyo go que condujo a su dimisión. Le sucedió en la 
presidencia del gobierno Juan Negrín, un socialista afín a Prieto, mientras que 
éste asumió la crucial cartera de Defensa. Del nuevo gobierno quedaron fuera 
la UGT y la CNT. Negrín coincidía con los comunistas en que era preciso 
restablecer plenamente la autoridad del Estado, en que había que sacrificar a 
este objetivo y al logro de una imagen moderada ante la opinión internacional 
algunas de las realizaciones revolucionarias de 1936, y en que era indispen- 
sable el entendimiento con la Unión Soviética, única fuente de suministros 
bélicos con la que se contaba. 


La fuerza política de Largo Caballero se desvaneció rápidamente tras su 
salida del gobierno. En pocos meses perdió el control de la prensa adicta y 
de la misma UGT,.dentro de la cual los comunistas adquirieron una gran in- 
fluencia. Por su parte, la CNT se vio debilitada por su propia división interna 
y por la carencia de una línea de actuación coherente. En juñio de 1937 los 
anarcosindicalistas se retiraron del gobierno catalán y en agosto el gobierno 
central disolvió el Consejo de Aragón, procedió a disolver las colectividades 
agrarias de la región y detuvo en ella a cientos de anarquistas. Muchos cam- 
pesinos aragoneses habían sido forzados a entrar en las colectividades por las 
columnas de la CNT llegadas a Cataluña y deseaban recuperar sus propie- 
dades individuales, pero a su vez la disolución de aquellas, impuesta desde 
arriba, generó resentimiento. Por su parte, los nacionalistas catalanes vieron 
con disgusto como la elevada cota de autonomía que habían alcanzado se veía 
reducida, sobre todo a partir de que en octubre de 1937 el gobierno central 
trasladara su sede a Barcelona. 


Los dirigentes del POUM fueron sometidos a un proceso en el que se les 
acusó, con pruebas falsas, de colaborar con Franco, cargo del que fueron exo- 
nerados, aunque se les condenó a prisión por su papel en la insurrección de 
mayo. Su principal líder, Andrés Nin, fue secuestrado por agentes soviéticos, 


quizá con el propósito de obligarle a admitir falsos cargos, y luego a O. 


Como ministro de Defensa, Prieto se esforzó en frenar la creciente in- 
fluencia comunista en el ejército, pero los sucesivos fracasos en el frente de- 
bilitaron su posición y quebraron incluso su confianza en la posibilidad de 
evitar la derrota final. Ello llevó a Negrín a asumir él mismo la cartera de De- 
fensa en abril de 1938. Frente al desánimo de muchos, el jefe de Gobierno ter- 
minó por encarnar, junto a los comunistas, la política de resistencia a ultranza. 
Desde fines de 1938, sin embargo, la única esperanza de éxito se hallaba en un 
pronto estallido de una guerra europea, que habría conducido a una inmediata 
ayuda francesa a la República española. La negativa de Franco a aceptar otra 
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solución del conflicto que no fuera la rendición incondicional, hacía que los 
sectores republicanos favorables a un final negociado del mismo, a través de 
una mediación internacional, se encontraran sin alternativa real a la política 
de resistencia. 


De la campaña del Norte a la batalla del Ebro 


En algo menos de seis meses, la campaña del Norte le permitió a Franco 
apoderarse de todas las provincias de la cornisa cantábrica, que se hallaban 
aisladas del resto del territorio republicano. La campaña se inició el 31 de 
marzo de 1937 con una ofensiva sobre Vizcaya, en la que resultó crucial la 
gran superioridad aérea y artillera de las tropas de Franco. Durante la misma 
se produjo, en abril, la destrucción de Guernica por la aviación alemana, que 
tuvo un gran impacto sobre la opinión pública mundial por tratarse de la _pri- 
mera vez en la historia en la que A 
aéreo intensivo. Dos meses después, el 19 de junio, cayó Bilbao, con lo que 
cesó la resistencia vasca. 


La única posibilidad que el gobierno republicano, presidido desde poco 
antes por Negrín y con Prieto en Defensa, tenía de evitar la caída de todo el 
norte, era lanzar ataques en otros frentes que obligaran a Franco a detener su 
ofensiva. Ello explica las ofensivas que el ejército republicano lanzó en julio 
en el frente de Madrid (batalla de Brunete) y a finales de agosto en el frente de 
Aragón (batalla de Belchite). En ambos casos las tropas republicanas demos- 
traron que, a pesar de sus indudables progresos, no tenían todavía capacidad 
de maniobra ofensiva, por lo que a pesar de la sorpresa inicial no pudieron lle- 
var a cabo penetraciones profundas. El ejército de Franco demostró en cambio 
una gran capacidad de respuesta, mediante el rápido traslado de tropas de 
unos frentes a otros. Su superioridad aérea le dio además una gran ventaja. 


Una vez frenadas, una tras otra, estas ofensivas republicanas, Franco rea- 
nudó la campaña del norte. En la toma de Santander jugaron un papel desta- 
cado los italianos, que se desquitaron así de su fracaso en Guadalajara, y tras 
ello Asturias quedó completamente aislada y pudo ofrecer escasa resistencia. 
El 21 de octubre de 1937 cayeron los últimos reductos republicanos del Norte. 


Sin embargo, el gobierno de la República no quiso reducirse tras esta de- 
rrota a una estrategia puramente defensiva, sino que montó nuevos ataques, 
primero en Teruel y luego en el Ebro. La ofensiva republicana contra Teruel 
comenzó en los últimos días de 1937, con el objetivo de evitar que Franco 
pudiera lanzar el ataque contra Madrid que preparaba. De hecho Teruel cayó y 
Franco renunció a atacar Madrid, pero la contraofensiva que montó en Aragón 
tuvo efectos devastadores para las tropas republicanas, deficientemente equi- 
padas y encuadradas. Su superioridad artillera y aérea produjo el hundimiento 
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del frente republicano y Franco lo aprovechó para un rápido avance hasta la 
costa mediterránea, que sus tropas alcanzaron en Vinaroz el 14 de abril de 
1938, cortando así en dos el territorio republicano. — 


De nuevo la República parecía perdida, pero un conjunto de factores mo- 
dificó pronto la situación. La voluntad de resistencia de Negrín se impuso a 
la opinión de los ministros más pesimistas, entre los que se hallaba Prieto, 
quien salió del gobierno. Las facilidades otorgadas por el gobierno francés, 
alarmado ante la posibilidad de que un aliado de Hitler y Mussolini dominara 
España, permitieron la entrada de abundante material soviético por la frontera 
pirenaica. Franco no lanzó entonces una ofensiva sobre Cataluña, que qui- 
zá hubiera tenido éxito en aquellos momentos, sino que ordenó a sus tropas 
avanzar hacia Valencia, a través de un terreno abrupto en el que los republica- 
nos lograron montar una defensa eficaz, dando tiempo a que las unidades de 
Cataluña se reorganizaran y recibieran nuevo material. Esta opción de Franco 
ha sido a menudo presentada como una prueba de su falta de audacia estraté- 
gica, que llevó a la prolongación de una guerra que pudiera haber ganado con 
mayor rapidez, pero en ella influyó quizá también el temor a que una rápido 
avance hacia la frontera francesa de sus tropas, que incluían contingentes ita- 
lianos, impulsara al gobierno francés a intervenir en defensa de la República 
española. De hecho París se planteó dicha posibilidad en aquellos días, pero 
la descartó. 


La siguiente gran ofensiva fue también iniciada por los republicanos. En 
la noche del 25 de agosto de 1938 las tropas republicanas cruzaron por sorpre- 
sa el Ebro, cerca de Tortosa, y consolidaron una cabeza de puente, obligando 
al enemigo a replegarse. Pero el rápido despliegue de refuerzos y el masivo 
empleo de la aviación permitieron a Franco frenar muy pronto el avance de 
los republicanos, que sólo se prolongó una decena de kilómetros. Tras ello co- 
menzó una prolongada y durísima batalla de desgaste. En el Ebro se hallaban 
las mejores unidades del ejército republicano y Franco empleó su superiori- 
dad en artillería y aviación para debilitarlas al máximo, aprovechando que el 
aislamiento de Cataluña respecto al resto del territorio republicano, y el cese 
de los suministros soviéticos a la República. La batalla se prolongó hasta el 
26 de noviembre, fecha en que los republicanos se retiraron al otro lado del 
Ebro. Causó fuertes pérdidas a-ambos bandos, pero con la diferencia de que el 
ejércitos republicano carecía de posibilidad de recuperación. 


Para entonces la única esperanza que la República podía tener de que la 
situación internacional evolucionara en un sentido favorable a sus intereses 


era el estallido de la guerra europea, pero ésta se retrasó debido a la confe- 
rencia de Munich, celebrada en el 29 de septiembre, en la que Francia y Gran 


Bretaña creyeron salvar la paz al precio de sacrificar A a la am- 
bición de Hitler. En tales condiciones la ofensiva sobre Cataluña, que Franco 
lanzó el 23 de diciembre, apenas encontró resistencia por parte de unas tropas 
republicanas mal equipadas, carentes de aviación y desmoralizadas,. El 11 de 
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febrero de 1939 las fuerzas de Franco alcanzaron la frontera francesa, por la 
que poco antes habían cruzado los restos del ejército republicano, numerosos 
refugiados civiles y las principales autoridades, incluidos Azaña y Negrín. 


El final de la guerra 


Tras la caída de Cataluña. Negrín y algunos de sus ministros regresaron 
de Francia a España para seguir dirigiendo la resistencia -desde la zona cen- 
tro-sur, último bastión de la República. La negativa de Franco a ofrecer otra 
salida que no fuera la rendición incondicional proporcionaba un argumen- 
to para resistir a la desesperada, pero de hecho sólo Negrín, algunos de sus 
colaboradores y sobre todo el Partido Comunista defendían esta opción. En 
tales circunstancias, la confianza de algunos militares republicanos, como el 
coronel Casado que estaba al frente de las fuerzas en Madrid, en que ellos 
serían capaces de obtener de Franco unas condiciones mejores que Negrín, se 
combinó con la hostilidad hacia los comunistas de muchos sectores republi- 
canos para provocar un último enfrentamiento entre las fuerzas de izquierda. 


El 5 de marzo el coronel Casado se sublevó en Madrid, negando legiti- 
midad al gobierno de Negrín, al que acusó de estar al servicio de los comu- 
nistas. En Madrid se constituyó entonces un Consejo de Defensa, en el que 
junto a Casado se integraron dirigentes socialistas, entre ellos Julián Besteiro, 
republicanos y anarcosindicalistas. La mayoría de los jefes militares republi- 
canos se mostraron favorables a este Consejo y Negrín, que dirigía la guerra 
desde Elda, en la provincia de Alicante, renunció Els. Salió de España 
en avión, junto a varios dirigentes comunistas. En la confusión reinante, sin 
embargo, algunos mandos militares comunistas optaron por oponerse por la 
fuerza a la sublevación de Casado, lo que dio lugar a combates, sobre todo en 
Madrid, en los que fueron vencidos. 

A 


Casado y sus colaboradores iniciaron negociaciones con Franco, pero 
pronto comprobaron que éste se mantenía inflexible. No restó a los dirigentes 
republicanos más salida que la rápida marcha hacia los puertos de Levante, en 
los que algunos de ellos lograron embarcarse, mientras que Franco lanzaba su 
última ofensiva, que no encontró resistencia. El 1 de abril de 1939 la guerra 
terminó. 


La victoria de Franco en la Guerra Civil se debió sobre todo a tres factores: 
la unidad de mando que pudo imponer, frente a los enfrentamientos internos 
que debilitaron al bando republicano; la solidez de su ejército, que mantuvo 
la disciplina tradicional, contaba con mejores mandos y con tropas de choque 
aguerridas, mientras que la República tuvo que improvisar un nuevo ejército 
a partir de las heterogéneas milicias de las primeras semanas; y por último el 
continuo suministro de material bélico por parte de Italia y Alemania, frente 


e 
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a las dificultades que la República tuvo para asegurar la llegada de los sumi- 
nistros soviéticos, que en dos ocasiones se interrumpió durante meses. Por 
poner un solo ejemplo, a lo largo del conflicto Alemania e Italia suministraron 
a Franco alrededor de 1600 aviones, mientras que la Unión Soviética sólo 
proporcionó a la República poco más de 650. Por otra parte, los suministros 
soviéticos se pagaron con las reservas de oro del Banco de España, de las que 
Franco carecía, mientras que el pago de los suministros italianos y alemanes 
se hizo a crédito, lo que significa que una de las dimensiones más importantes 
de la ayuda recibida por Franco de Roma y Berlín fue la financiera. La situa- 
ción internacional, en especial el contraste entre el expansionismo alemán 
e italiano y la política de apaciguamiento británica y francesa, así como las 
enormes dificultades que existían para un entendimiento entre Moscú y las 
potencias occidentales, influyó pues considerablemente en el resultado de la 
guerra civil española. 


Bibliografía 
AVILES FARRÉ, J., Pasión y farsa. Franceses y británicos ante la guerra civil 
española, Madrid, Eudema, 1994. 


BAHAMONDE MAGRO, Á. y CERVERA GIL, J., Así terminó la guerra de España, 
Madrid, Marcial Pons, 1999, 


BEEVOR, A., La guerra civil española, Barcelona, Crítica, 2005. 
BERNECKER, W., Guerra en España, 1936-1939, Madrid, Sintesis, 1996. 


BoLLoTE», B., La Guerra Civil Española: Revolución y Contrarrevolución, 
Madrid, Alianza, 1989. 


CARDONA, G., Historia militar de una guerra civil, Barcelona, Flor de Viento, 
2006. 


CoveERDALE, J., La intervención fascista en la guerra civil española, Madrid, 
Alianza, 1979, 


Ecino León. Á., El perdón de Franco. La represión de las mujeres en el Ma- 
drid de la posguerra, Madrid, Catarata, 2009. 


ELoRZa, A. y BIZCARRONDO, M., Queridos camaradas. La Internacional Co- 
munista y España (1919-1939), Barcelona, Planeta, 1999, 


EsprIsosa MAESTRE (ed.), F.. Violencia roja y azul. España, 1936-1950, Barce- 
lona, Crítica, 2010. 


GRAHAM, H., La República española en guerra, Barcelona, Debate, 2006. 


TEMA 4 71A GUERRA CIVIT Y SUS IMPLICACIONES INTERNACIONALES 101 


HERNÁNDEZ, F., Guerra o revolución. El Partido Comunista de España en la 
guerra civil, Barcelona, Critica, 2010. 


Howson. G., 4rmas para España. La historia no contada de la guerra civil 
española, Barcelona, Peninsula, 2000. 


KowaLskY, D., La Unión Soviética y la guerra civil española, Barcelona, Cri- 
tica, 2004, 


MORADIELLOS, E., El reñidero de Europa. Las dimensiones internacionales de 
la guerra civil española, Barcelona, Península, 2001. 


PRESTON, P. (ed.), La República asediada. Hostilidad internacional y conflic- 
tos internos durante la Guerra Civil, Barcelona, Península, 1999. 


PRESTON, P.. El holocausto español. Odio v exterminio en la guerra civil y 
después, Barcelona, Debate, 2011. 


RYBALKIN, Y., Stalin y España, Madrid, Marcial Pons, 2007. 


RAGUER, H., La pólvora y el incienso: la Iglesia y la guerra civil española, 
Barcelona, Peninsula, 2001. 


SANCHEZ CERVELLO, S., ¿Por que hemos sido derrotados? Las divergencias 
republicanas y otras cuestiones, Barcelona, Flor del Viento, 2006. 


Thomas, H., La guerra civil española, Barcelona, Grijalbo, 1976. 


VIÑas, A., La soledad de la República. El abandono de las democracias y el 
viraje hacia la Unión Soviética, Barcelona, Crítica, 2006; El escudo de la 
República. El oro de España, la apuesta soviética y los hechos de mayo de 
1937, Barcelona, Crítica, 2007; y El desplome de la República, Barcelona, 
Crítica, 2009, 


102 HISTORIA CONTEMPORÁNEA DE ESPAÑA DESDE 1923 


Tema 5 


ESTABLECIMIENTO Y 
CONSOLIDACIÓN DEL RÉGIMEN 
FRANQUISTA 


Abdón Mateos López 


El régimen de Franco fue una dictadura personal, que se apoyó en un 
trípode compuesto por el Ejército, la Iglesia y el partido único FET y de 
las JONS. Durante la Guerra Civil, el predominio correspondió lógica- 
mente a la burocracia militar. A lo largo de la Segunda Guerra Mundial, 
la también denominada era azul, el nacional-sindicalismo de la Falange 
de Estado impuso su preponderancia, aspirando a la fascistización de la 
dictadura, es decir, la homologación del franquismo con las potencias 
del Eje. Tras el final de la Guerra Mundial, se produjo el predominio de 
los grupos nacional-católicos, que intentaron llevar a cabo una refor- 
ma autoritaria y corporativa del franquismo, apelando a la construcción 
de una “democracia orgánica” a través de la representación corporativa 
de las familias, los municipios y el sindicato oficial. Esta preponderan- 
cia de los nacional-católicos se prolongó hasta 1957, produciéndose, no 
obstante, durante los primeros años cincuenta una serie de pugnas con 
los falangistas. En 1957 llegó la definitiva derrota de las tentativas de 
los falangistas, encabezadas por José Girón y José Luis Arrese, de “insti- 
tucionalizar” el régimen franquista, otorgando al Movimiento el control 
político. 


1. El primer franquismo: la represión de los vencidos 


La dictadura de Franco se asentó sobre la destrucción del orden republi- 
cano y sobre la prohibición de todas las libertades democráticas. La liqui- 
dación de ese orden democrático se realizó mediante lo que Paul Preston ha 
caracterizado como una consciente inversión de terror, Terror que después del 
final de la Guerra Civil todavía arrancó la vida a unas 40,000 personas de la 
demonizada AntiEspaña. Ministros, diputados, dirigentes de partidos y sindi- 
catos, maestros, funcionarios, intelectuales, pero, sobre todo, campesinos sin 


TEMA 5% ESTABLECIMIENTO Y CONSOLIDACIÓN DEL REGIMEN FRANOUISTA 103 


tierra y jornaleros, fueron víctimas de una espiral de terror sin precedentes. Se 
trataba de un terror indiscriminado orientado a desarticular la resistencia del 
enemigo, primero, para, luego, proceder a una masiva represión de “status” 
(sobre las personas que habían ocupado parcelas de poder) que permitiera una 
purga de la sociedad republicana. 


Una cifra terrible que, según el balance de Santos Juliá, se unía a los 
90.000 fusilados partidarios del Frente Popular durante la guerra y los 60.000 
del bando franquista. Esta represión fue especialmente dura en provincias 
como Sevilla, Córdoba, Badajoz y Zaragoza. 


Las pérdidas de vidas humanas de la posguerra a causa de la represión 
directa se vieron incrementadas por las muertes por enfermedades asociadas 
al hambre como la tuberculosis. Por ejemplo, entre 1940 y 1942 murieron a 
causa de esta enfermedad unas 78.000 personas. 


A los consejos de guerra sumarísimos por rebelión militar que, al me- 
nos eliminaban la violencia arbitraria del período bélico (los siniestros 
“paseos” sin ningún tipo de encausamiento), se sumaron otros instru- 
mentos represivos, como la Ley de Responsabilidades Políticas de febre- 
ro de 1939, promulgada con efectos retroactivos hasta octubre de 1934; 
la Ley de Represión de la Masonería y el Comunismo de marzo de 1940; 
la Ley de Seguridad del Estado de marzo de 1941; y la Ley de represión 
del Bandidaje y el Terrorismo de Abril de 1947. Estas dos últimas Leyes 
fueron los instrumentos principales empleados para la desarticulación de 
toda resistencia de los supervivientes durante la posguerra. Por ejemplo, 
la Ley de Seguridad del Estado condenaba a muerte a todo aquel que 
se resistiera por las armas y a penas entre 8 y 30 años al que “ejecutare 
actos directamente encaminados a sustituir por otro el Gobierno de la 
Nación”. 

Estas aproximadamente 40.000 víctimas de posguerra, en muchos 
casos acusadas por el expediente de una presunta “responsabilidad co- 
lectiva” en crímenes acaecidos durante la contienda, constituían la punta 
del iceberg de una población reclusa que en 1939 estuvo cerca de los 
300.000 presos. 


Además, muchos otros represaliados morirían en prisión a causa de 
las malas condiciones de existencia en las cárceles. Las mujeres fue- 
ron objeto de una represión diferenciada, ejemplarizante, no tanto por 
el número de ejecutadas sino por la pretensión de eliminar los avances 
hacia la liberación femenina que se habían desarrollado durante los años 
republicanos, 
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Población reclusa tras la Guerra Civil Española 


| 1941 | 159.392 | 
| 1944 | 54.072 | 
| 1946 | 36,379 | 
| 1949 | 36.127 | 


Por su lado, los internados en campos y batallones de trabajadores se re- 
dujeron en la segunda mitad de 1939 de 157.000 a 90.000 personas. Se trataba 
de una población reclusa compuesta mayoritariamente por jornaleros de la 
tierra. En 1943, de los 6.347 presos confinados en colonias penitenciarias, 
3.981 eran jornaleros. Hacia 1952 estaban fuera de prisión la mayor parte de 
los presos de la guerra. En realidad, tras el indulto de octubre de 1945 se pro- 
dujo una liberación masiva de presos. 


El Nuevo Estado del 18 de Julio, la España nacional-sindicalista querida 
por los falangistas, prohibió los partidos políticos y sindicatos, derogó los 
estatutos de Autonomía de Cataluña y el País Vasco, declaró ilegales las huel- 

as y estableció una férrea censura. El matrimonio civil y el divorcio fueron 
suprimidos, se limitó la libertad religiosa, la mujer fue relegada a una minoría 
de edad legal y la hómosexualidad fue perseguida mediante la Ley de vagos 
y maleantes de 1954. 


A la privación de libertad o la incautación de bienes por el Tribunal de 
Responsabilidades Políticas, habría que añadir las miles de depuraciones de 
funcionarios del Estado, cuyas víctimas principales fueron los maestros, y los 
innumerables despidos y desahucios de arrendatarios de la tierra. La libertad 
de movimientos de las personas también se vio restringida. Cerca de la cuarta 
parte de los antiguos presos en situación de libertad condicional fueron deste- 
rrados de su lugar habitual de residencia al mismo tiempo que se exigía todo 
tipo de salvoconductos para poder circular libremente de una localidad a otra. 


Además de los encarcelados en España, hay que tener en cuenta que cerca 
de medio millón de españoles había tomado el camino del exilio aunque, tras. 
los retornos forzados por el comienzo de la Segunda Guerra Mundial, las cifras 
de los refugiados se estabilizarían en torno a los 150.000. Una vez finalizada la 
contienda mundial, un nuevo ciclo migratorio a medio camino entre las motiva- 
ciones políticas y económicas alimentaría el balance cuantitativo del exilio. Más 
de 35.000 españoles huyeron de España una vez acabada la Segunda Guerra 
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Mundial durante la primera década de la posguerra. Solamente una parte de 
ellos fue reconocida como refugiados políticos y de esta porción, una fracción 
aún menor estaba integrada por activistas clandestinos, guerrilleros o enlaces de 
éstos. Por ejemplo, al reabrirse en 1949 la frontera francesa (que había estado 
cerrada desde 1946 tras el fusilamiento del maquis comunista Cristino García) 
más de diez mil españoles tomaron el camino del exilio. 


Aparte de los represaliados a causa de la Guerra Civil, las cárceles em- 
pezaron a ser depositarias de nuevos represaliados por sus actividades anti- 
franquistas de posguerra. Por ejemplo, según las mismas estadísticas de la 
Guardia Civil, solamente entre 1943 y 1949 la actividad guerrillera acarreó 
la muerte de 3.000 personas y cerca de 22.000 encarcelados. Entre 1946 y 
1949 fueron detenidas por la brigada político-social, acusados de actividades 
antifranquistas, unas 8.000 personas. Todavía las sentencias de los Tribunales 
Militares en los años centrales de la década de los cincuenta fueron de un 
millar por año. 


Sin embargo, los años cincuenta fueron un tiempo de transición en los 
modos represivos franquistas. La salida del aislamiento y la consolidación 
de la dictadura, así como la liquidación de la oposición de posguerra y la 
salida al espacio público de jóvenes que no habian luchado en la guerra o de 
disidentes de la coalición reaccionaria franquista, conllevó una suavización 
y diferenciación de las medidas represivas. En 1958, no obstante, fue creado 
un tribunal militar especial para perseguir las actividades antifranquistas que 
no sería sustituido hasta 1963 por el civil Tribunal de Orden Público. El TOP 
procesaría a más de 8.000 españoles hasta la muerte de Franco, la mayor parte 
pertenecientes al PUE y CC.OO. Sin embargo, el número de presos políticos 
con condena sería menor de mil entre 1962 y 1973. 


En suma, la dictadura de Franco tuvo en la represión la principal clave 
de su pervivencia, alentando el recuerdo de la Guerra Civil e impidiendo la 
reconciliación de los españoles. Aunque la dureza de los años en los que Es- 
paña estuvo sometida al estado de guerra, hasta 1948, fue remitiendo con el 
transcurso del tiempo y la justicia militar fue sustituida por tribunales civiles 
desde 1963, salvo para los delitos de terrorismo, el franquismo basó su per- 
manencia en la exclusión de los vencidos, proyectando un estigma sobre sus 
descendientes, y en una política de recuerdo de la Victoria en la guerra. 


2. La fascistización del régimen 


La sublevación encabezada por el general Franco fue promovida por una 
coalición contrarrevolucionaria. más que por un movimiento fascista. Los 
tres pilares de esa coalición reaccionaria fueron el Ejército, la Iglesia y un 
conglomerado de “familias” o grupos políticos derechistas. El partido único, 
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Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de Ofensiva Nacional Sin- 
dicalista (FET y de las JONS), reunía formalmente a falangistas, carlistas, 
monárquicos y católicos. Esto significaba que los falangistas compartían el 
poder con otros grupos políticos de la coalición reaccionaria acaudillada por 
Franco, además de con la Iglesia y con el Ejército. Este falangismo de Estado 
adoptó aspectos organizativos del fascismo, como el encuadramiento de las 
masas en sindicatos, secciones femeninas y juveniles, milicias y servicios de 
auxilio social. Sin embargo, carecía de un líder carismático desde que José 
Antonio Primo de Rivera fue ejecutado en Alicante. Aunque Franco fuera ca- 
racterizado como caudillo de España en una cruzada contra el bolchevismo, 
la masonería liberal y el ateísmo, el régimen no pudo suplir la desaparición y 
“martirio” del Ausente. La tentativa, promovida por el falangismo de Estado, 
de construir una nueva religión política totalitaria en torno a la figura de José 
Antonio, tuvo que atemperarse ante el decisivo poder de los militares y de la 
Iglesia católica. 


No obstante, los años de la Guerra Civil y el primer periodo de la Guerra 
Mundial fueron una etapa de fascistización del régimen franquista. Incluso 
durante el resto de la Guerra Mundial, una cada vez más burocrática FET y de 
la JONS siguió logrando mayores esferas de poder en la administración y las 
organizaciones sociales. El falangismo de Estado se ocupó de la implantación 
del nuevo régimen, ejerciendo el control social y creando las bases sociales 
de apoyo a Franco. Sin embargo, la desmovilización social terminó siendo un 
objetivo del régimen franquista. Para ello, la Administración, el partido y las 
Fuerzas Armadas crearon multitud de servicios de información que vigilaran 
a la sociedad española y, en su caso, reprimieran las disidencias. 


Uno de los aspectos esenciales del franquismo como fascismo fue la des- 
trucción de las instituciones políticas y sociales republicanas. La dictadura 
emprendió una masiva purga de todo lo que, para ellos, representaba la Anti- 
España. No había posibilidad de concordia con los vencidos, de reconcilia- 
ción nacional. En todo caso, el falangismo de Estado pretendió encuadrar 
en sus organizaciones de masas a la totalidad de la sociedad, incluidos los 
supervivientes de los derrotados republicanos, después de una masiva purga 
represiva. 


Esta voluntad de encuadramiento masivo que tenía el falangismo de Esta- 
do tuvo que moderarse ante la resistencia de la Iglesia, que había constituido 
durante el primer tercio del siglo xx entidades asociativas y sindicales con es- 
pecial implantación en el mundo rural. La presión de FET para la unificación 
y absorción del catolicismo social no pudo evitar el mantenimiento de una 
cierta autonomía de estas entidades bajo la existencia de una unidad formal. 
Además, las organizaciones de masas de FET no se utilizaron apenas para la 
movilización social (con la excepción de los primeros años de posguerra). La 
participación masiva de los sindicatos, milicias y secciones juveniles o feme- 
ninas de FET en actos conmemorativos de la Victoria u homenajes a Franco 
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fueron las únicas expresiones de una politica de masas. Es cierto que las or- 
gantzaciones de masas del fascismo italiano tampoco consiguieron encuadrar 
plenamente a la sociedad y que los sindicatos oficiales no controlaron la pro- 
ducción ni en España ni en Italia. Tanto el franquismo como el fascismo ita- 
liano combinaron aspectos de modernidad y de tradición. de elementos viejos 
y nuevos en la construcción de una alternativa totalitaria en la crisis europea 
de entreguerras. Sin embargo, el hecho de que el franquismo fuera producto 
de una Guerra Civil, y que la victoria fuera obra del Ejército encabezado por 
el general Francisco Franco. determinó que las posibilidades del partido único 
siempre fueran más limitadas que en la Italia de Mussolini. 


El mundo católico se reservó, además, la educación de los españoles, y 
manejó diversas instituciones culturales. Aunque el partido único constituyó 
nuevas instituciones, como el Consejo de la Hispanidad o el Instituto de Es- 
tudios Políticos, con el fin de promover la idea de Imperio, no pudo lograr la 
hegemonía cultural del nactonal-sindicalismo, 


El nuevo sistema político se articuló en torno al caudillaje del general 
Franco, designado jefe de Estado el | de octubre de 1936 por la junta de 
militares sublevados contra el Frente Popular. Un ¡efe de Estado con plena 
capacidad ejecutiva y legislativa que reunió, además, la jefatura de gobierno 
hasta 1973, el mando de las fuerzas armadas en calidad de “generalísimo” y 
la jefatura del partido único FET y de las JONS. Aunque en 1942 el régimen 
se dotó de unas Cortes orgánicas, es decir, en las que estaban representadas 
mediante elección indirecta la familia, el municipio y el sindicato del Mo- 
vimiento, la cámara legislativa no fiscalizó nunca la acción de gobierno de 
Franco. En realidad, las Cortes eran una representación del Estado más que 
del partido único o de los españoles. No fue hasta 1947 cuando se organi- 
zaron las primeras elecciones municipales, mientras que la representación 
familiar, elegida mediante sufragio universal masculino se vio postergada 
hasta 1967, y en cambio las primeras elecciones sindicales para los esca- 
lones más bajos del sindicato del Movimiento, los enlaces de empresa, se 
celebraron ya en 1944, 


La unificación forzada de las fuerzas políticas de la coalición reaccionaria 
del bando de Franco en abril de 1937 en el seno de FET y de las JONS no 
supuso, sin embargo, que el partido único fuera la vía exclusiva para hacer po- 
lítica durante la dictadura. Como destacó Javier Tusell, en su seno pervivieron 
las familias o grupos políticos originarios, esto es, los falangistas, los católi- 
cos, los monárquicos y los carlistas. Los gobiernos de Franco, renovados cada 
cinco años en términos generales, reunían a representantes de los diversos 
grupos de esa coalición reaccionaria y de otras burocracias (militares, Iglesia) 
bajo el arbitraje del jefe del Estado. Aunque el régimen de Franco no fue una 
dictadura militar en sentido estricto, el ejército ocupó un 40 por 100 de los 
principales puestos de la administración del Estado, desempeñando media do- 
cena de puestos ministeriales además de la jefatura del gobierno. 
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— 


El partido único fue una creación desde el poder del Nuevo Estado más 
que un fruto de la concertación de grupos políticos por lo que se puede decir 
que los “fetistas” no controlaban o mediatizaban al Estado como en el caso 
del partido fascista italiano o el comunista soviético sino que ocurría, precisa- 
mente, lo contrario. Más bien FET y de las JONS se fue convirtiendo en una 
burocracia del Estado. Los gobernadores civiles se hicieron con las jefaturas 
provinciales del Movimiento después de 1941; la institución creada para la 
beneficencia por la Sección Femenina de FET, Auxilio Social, pasó a depen- 
der de los gobernadores civiles; las milicias del partido fueron militarizadas; 
y, en fin, el sindicato del Movimiento obtuvo un ministerio propio entre 1938- 
1939 y 1969-1977, dependiendo del Ministerio-Secretaría General del Movi- 
miento en la época intermedia. 


El falangismo de Estado tuvo la pretensión de encuadrar a toda la pobla- 
ción, de “captar a las masas”, mediante secciones como el Frente de Juventu- 
des, la Sección Femenina, el Sindicato Estudiantil Universitario, la Organiza- 
ción Sindical, las Uniones de Cooperativas y las Hermandades de Labradores 
y Ganaderos. El Fuero del Trabajo, de marzo de 1938, adoptado a semejanza 
de la Carta di Lavoro del fascismo italiano, pretendía que todos los factores 
de la economía quedaran encuadrados en Sindicatos Verticales cuya línea de 
mando sería desempeñada por las jerarquías nacional-sindicalistas. La reali- 
dad fue, sin embargo, que el mundo empresarial quedó, en términos genera- 
les, fuera del control nacional-sindicalista. 


Un elemento esencial de la tentativa de fascistización de 1940 fue el en- 
cuadramiento masiva de la población activa en el sindicato de FET. La Ley 
de Unidad Sindical de enero de 1940 y la Ley de Bases de la Organización 
Sindical de diciembre de 1940 sentaron las bases del monopolio sindical de 
FET y la configuración del Sindicato Vertical en torno a Centrales Nacional- 
Sindicalistas provinciales y Sindicatos Nacionales de rama productiva. Las 
Leyes de unidad sindical agraria de septiembre de 1941 y de cooperación de 
enero de 1942 obligaron a que las entidades adictas al régimen franquista en 
el mundo rural, como los sindicatos agrarios católicos, las asociaciones de 
ganaderos y las cámaras agrarias, se incorporaran al sindicato de FET. De este 
modo, la Iglesia se vio privada de sus sindicatos y cooperativas y tuvo que 
conformarse con la constitución de asociaciones obreras de Acción Católica 
después de la Segunda Guerra Mundial y con un estatuto semiautónomo de 
las Uniones de Cooperativas agrarias. 


Sin embargo, la pretensión de encuadramiento masivo de FET no se tradu- 
jo en una movilización de masas. El primer delegado nacional de sindicatos, 
Gerardo Salvador Merino, fue destituido en 1941 tras un desfile de ““produc- 
tores” en Madrid. Aunque se decretó la cuota sindical obligatoria, en 1949 el 
número de afiliados al sindicato no alcanzaba más que la mitad de la pobla- 
ción activa. Las Hermandades de Labradores de FET se convirtieron también 
en una entidad paraestatal, controlada por las oligarquías agrarias, más que un 
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verdadero sindicato. Las Cámaras Oficiales Sindicales Agrarias, constituidas 
en 1949, controlaban las Hermandades locales, los Grupos Sindicales de Co- 
lonización y las Uniones de Cooperativas. 


Las primeras elecciones sindicales de 1944, 1947 y 1950 estuvieron muy 
controladas por las delegaciones provinciales de Sindicatos, dependientes 
de Gobernación y del Movimiento, permitiendo la implantación progresiva 
de la red territorial del sindicato vertical. Algunos antiguos militantes de las 
organizaciones obreras fueron elegidos enlaces sindicales o, en otros casos, 
forzados al colaboracionismo pero los puestos de las jerarquías quedaron re- 
servados a los militantes de FET. La Delegación Nacional de Sindicatos fue 
encomendada al católico Fermín Sanz Orrio y desde 1951 al populista José 
Solís, que habría de desempeñar también el Ministerio-Secretaría General del 
Movimiento, que había sido restablecido en 1951, desde la crisis de gobierno 
de febrero de 1957. 


La junta política del partido único fue dirigida, con preeminencia sobre la 
secretaría general, por Ramón Serrano Suñer, cuñado de Franco procedente 
de la CEDA, quien, además, acumuló los Ministerios de Gobernación y Ex- 
teriores hasta las sucesivas crisis de gobierno de 1941 y 1942. Serrano fue 
el responsable del acercamiento a las potencias fascistas durante la Segunda 
Guerra Mundial y de una tentativa de fascistización del franquismo especial- 
mente intensa durante el año 1940, Serrano quiso elaborar una Ley de Organi- 
zación del Estado que atribuía a la Junta Política de FET la función de enlace 
entre el Estado y el Movimiento, reduciendo el papel del Gobierno y de las 
Cortes. Sin embargo, la oposición de católicos integristas y militares al mono- 
polio fetista del poder terminó provocando su caida. Con el nombramiento de 
José Luis Arrese como ministro-secretario general del Movimiento de 1941, 
Serrano Suñer perdió el control del partido además de la cartera de Goberna- 
ción que tuvo que ceder al coronel Galarza. La caída del “cuñadisimo” Serra- 
no Suñer se consumó a raíz de un incidente en el santuario de Begoña, en que 
unos falangistas radicales arrojaron unas bombas en la concentración de car- 
listas presidida por el general Varela, ministro del Ejército. En septiembre de 
1942, Franco, aconsejado por el almirante Luis Carrero Blanco. responsable 
de Presidencia del Gobjerno, prescindió de Serrano Suñer, del general Varela 
y del coronel Valentín Galarza, ministro de Gobernación desde mayo de 194]. 
Con esta importante remodelación del Gobierno, el “generalísimo” demostró 
poseer capacidad de arbitraje y de ejercer el poder como una dictadura perso- 
nal sin tener que responder de los cambios ante el Movimiento o el Ejército. 


La caida de Serrano permitió un progresivo viraje del régimen franquista 
hacia posiciones más neutrales y un progresivo enmascaramiento de la cer- 
canía ideológica con las potencias fascistas. El reflujo del proceso de fascis- 
tización no significó, en absoluto, la marginación de FET, que todavía habría 
de disputar la hegemonía a los católicos reaccionarios. procedentes de Acción 
Española, durante los años cincuenta. 
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3. El antifranquismo. Pervivencia de las instituciones 
republicanas y primera clandestinidad 


La victoria de Franco en la Guerra Civil no fue completa, porque pervi- 
vieron en el exilio una serie de instituciones políticas republicanas entre las 
que destacaban los partidos políticos. En un principio, el final de la guerra de 
España no hizo sino agravar las líneas de fractura que habían recorrido a los 
partidos y sindicatos de la zona frentepopulista. 


La división del PSOE entre los partidarios del gobierno Negrín y los de 
la Junta de Defensa de Casado fue, sin duda, la ruptura principal. Aunque los 
seguidores de Negrín no querían ya la unidad orgánica entre los dos partidos 
obreros y marxistas, eran partidarios de mantener la unidad de acción con- 
tra Franco. En cambio, la mayoría de las bases del partido socialista querían 
volver a los origenes, recuperando la tradición de Pablo Iglesias y una estre- 
cha relación con el sindicato UGT frente a la concepción de sindicato como 
plataforma unitaria de los partidos obreros. Esta rectificación suponía, tam- 
bién, eliminar la dependencia respecto a los partidos republicanos liberales 
establecida desde la conjunción contra la Monarquía en 1909, Además del 
rechazo hacia Negrín, la mayor parte de los seguidores de las antiguas co- 
rrientes socialistas articuladas en torno a las personalides de Largo Caballero, 
Besteiro y Prieto confluyeron en el rechazo a las relaciones bilaterales con los 
comunistas. Este aglutinamiento, que superaba las lineas de fractura histórica 
del socialismo español. se llevó a cabo bajo el liderazgo de Indalecio Prieto, 
refugiado en México. 


Los primeros pasos de la crisis del antifascismo se dieron en París en abril 
de 1939. En julio, la Diputación Permanente de las Cortes republicanas retiró 
la confianza al gobierno Negrín en el exilio, creando la Junta de Auxilio a 
los Republicanos Españoles (JARE) en sustitución del Servicio de Evacua- 
ción de los Refugiados Españoles (SERE) que controlaban los partidarios del 
ex presidente del gobierno. La convergencia de los partidarios del líder de 
los socialistas, Indalecio Prieto, con los republicanos y los catalanistas, que 
constituían una sólida mayoría parlamentaria, trajo consigo esta fundamental 
fractura de la política del exilio. 


Sin embargo, la coexistencia de dos servicios de ayuda a los más de 
200.000 refugiados que habían quedado en Francia tras los primeros meses de 
la derrota supuso una relativa pérdida de eficacia de los auxilios, politizando 
la selección de los candidatos a recibir ayuda. A pesar de las declaraciones 
solidarias del presidente mexicano, Lázaro Cardenas. el país azteca no tenía 
medios para organizar el traslado y mantenimiento a Iberoamérica de los exi- 
liados, y sólo la República Dominicana y Chile habian aceptado expediciones 
colectivas de refugiados españoles aunque otros países como Cuba, Argen- 
tina, Venezuela y Colombia recibieron reducidos contingentes de exiliados, 
diseriminando positivamente a los originarios del País Vasco. Al final México 
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relanzó la política de acogida tras la derrota de Francia bajo la bota hitleriana 
en la primavera de 1940, organizando, con el acuerdo del nuevo presidente 
colaboracionista francés, el mariscal Petain, nuevas expediciones colectivas, 
gracias a los fondos de la JARE, hasta finales de 1942. De esta manera, y tras 
las nuevas emigraciones en la posguerra mundial, en Iberoamérica se termi- 
naron asentando más de 40.000 refugiados españoles, una cuarta parte de la 
totalidad del exilio. Estos exiliados, junto a la nueva corriente de emigrantes 
que se dirigieron sobre todo a Venezuela, se fundieron con las numerosas y 
antiguas comunidades de españoles a través de una serie de redes económicas 
y de sociabilidad. 


La política del exilio en México durante la Segunda Guerra Mundial fue 
una ampliación del fraccionamiento interno dibujado al final de la Guerra 
Civil. Los socialistas se escindieron en dos instituciones principales, el Cir- 
culo Pablo Iglesias y el minoritario Círculo Jaime Vera, que agrupaba a los 
seguidores de Negrín, constituyéndose nuevas direcciones del PSOE, UGT y 
JJ.SS, y refundándose el socialismo catalán tras el abandono del bolchevizado 
PSUC. Los republicanos liberales, huérfanos políticamente tras la muerte de 
Azaña y la temporal retirada de José Giral, fueron aglutinados por el presiden- 
te de las Cortes, Diego Martínez Barrio, en Acción Republicana Española y el 
Ateneo Salmerón de México. 


A pesar de la aparente fragmentación de las antiguas formaciones políticas 
frentepopulistas, el giro a favor de los aliados de la Segunda Guerra Mundial 
trajo consigo una reactivación de la política unitaria contra Franco. Tras la 
invasión nazi de la URSS en el verano de 1941, los comunistas abandonaron 
su política sectaria, promoviendo en 1942 junto con los negrinistas una Unión 
Democrática Española, Sin embargo, los comunistas abandonaron a su suerte 
al ex presidente Negrín, tras el desembarco aliado en el norte de Africa y la 
total ocupación nazi de Francia, emprendiendo el giro táctico conocido como 
la política de Unión Nacional. En virtud de ésta, todos los españoles antifran- 
quistas al margen de su antigua pertenencia a la España del Frente Popular 
debían reunirse para derribar al tirano. En esa Unión podrían tener cabida los 
monárquicos, los sindicatos católicos y hasta el carlismo disidente. Aunque 
casi nadie hizo el menor caso al llamaniento del PCE, salvo en la resistencia 
francesa, y menos los disidentes franquistas, la política de unión nacional se 
mantuvo hasta la liberación de Francia por los aliados y la derrota de Alema- 
nia en 1945, 


Por su lado, los socialistas, los republicanos liberales y los catalanistas, 
encabezados por Martínez Barrio y Prieto, crearon una Junta Española de Li- 
beración, que podría ser el núcleo para la futura constitución de un gobierno 
republicano, en noviembre de 1943. Se trataba de una reedición de la conjun- 
ción republicana-socialista sin la presencia de los sindicatos UGT y CNT y 
de los nacionalistas vascos. Aunque Negrín siguió considerándose presidente 
legal y legítimo de la España republicana, la verdad es que, confinado en 
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Londres, no pudo desarrollar una actividad importante cerca de las potencias 
aliadas. 


A pesar de la falta de compromiso de las potencias occidentales de las Na- 
ciones Unidas con vistas a un reconocimiento de las instituciones republica- 
nas, Martínez Barrio, Negrín y el vasco José Antonio Aguirre, se concertaron 
para convocar a Cortes en México. De este modo, la reunión de las Cortes 
republicanas el 17 de agosto de 1945 en la sala de Cabildos del Ayuntamiento 
de la ciudad de México, a la que el presidente, Manuel Ávila Camacho, con- 
cedió extraterritorialidad, permitió la toma de posesión de Diego Martínez 
Barrio como presidente en funciones de la República pero éste, a la vista de 
los apoyos parlamentarios, decidió encargar la formación de un gobierno en el 
exilio a José Giral, destacado dirigente del partido de Izquierda Republicana, 
en vez de a Juan Negrín. El primer gobierno Giral dejó fuera a negrinistas y 
comunistas, incorporando con dificultades (pues trajo consigo la escisión de 
la CNT) a los anarcosindicalistas. En 1946 el PCE entró en el gobierno Giral, 
pero ese aumento de representatividad no significó una mayor capacidad po- 
lítica y reconocimiento (salvo por parte de los países del Este de Europa, con 
la excepción de la URSS). 


La tardía reconstitución del gobierno republicano supuso que su capaci- 
dad de acción fuera muy reducida debido al comienzo de la guerra fría y a que 
los británicos alentaban la restauración de la monarquía en la persona de Juan 
de Borbón, hijo del rey Alfonso x111, como una solución de conciliación entre 
los españoles. Proponiendo una salida del franquismo mediante una política 
de transición y plebiscito, Indalecio Prieto consiguió que los socialistas la 
hicieran suya en julio de 1947, lo que trajo consigo la caída del último gobier- 
no republicano unitario y representativo, el encabezado por Rodolfo Llopis, 
también secretario general del PSOE. 


Según se aproximaba el fin de la Segunda Guerra Mundial, la opinión ge- 
neral de las organizaciones antifranquistas españolas era que éste supondría la 
caida del régimen franquista con la ayuda de las potencias aliadas. En octubre 
de 1944 se constituyó la clandestina Alianza Nacional de Fuerzas Democráticas 
integrada por socialistas, anarcosindicalistas y republicanos, encabezados por 
Régulo Martínez. Al comienzo de 1946 la Alianza dio entrada a los comunistas, 
pero lo más importante fue que dejó de apostar, como única posibilidad, por la 
vuelta de la segunda república, proponiendo la celebración de un plebiscito que 
decidiera la forma definitiva de gobierno entre República y Monarquía. 


En este contexto, las potencias occidentales publicaron una declaración, 
conocida como la Nota Tripartita, el 4 de marzo de 1946, en el que abogaban 
por la formación de un gobierno provisional y neutral que restaurara la demo- 
cracia pero sin comprometerse a una intervención activa en España. La Nota 
Tripartita provocó la intensificación de los contactos entre la Alianza antifran- 
quista y los monárquicos. La falta de confianza entre las partes y la pretensión 
de los monárquicos, conscientes del apoyo británico. de que los antifranquistas 
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republicanos aceptaran la restauración de Juan de Borbón sin el previo refren- 
do de las urnas, trajo consigo el estancamiento de las negociaciones. 


La administación laborista británica propició el encuentro entre el líder de 
los socialistas y el dirigente de las Confederación de Fuerzas Monárquicas en 
Londres. Bajo la mirada mediadora de Bevin, Prieto y Gil Robles discutieron 
en el otoño de 1947 una serie de puntos para una transición a la democracia, 
sin ponerse de acuerdo en la restauración previa de la monarquía. Un año 
después, sin embargo, mientras que Franco y el pretendiente acordaban la 
educación en España del príncipe Juan Carlos, los socialistas firmaron con 
las fuerzas monárquicas la declaración de San Juan de Luz. La declaración 
común de agosto de 1948 anticipaba la reconciliación de los españoles y la 
restauración de la democracia aunque no tuviera un efecto práctico inmedia- 
to. A comienzos de 1949 fue creado un comité de enlace entre socialistas y 
monárquicos, seguido de un comité de coordinación en el interior en el que 
también participaron los anarcosindicalistas. Sin embargo, este pacto entre 
monárquicos y socialistas mantenido hasta 1952, que constituyó la mayor 
oportunidad que tuvo España para salir de la dictadura, no logró sus objetivos 
debido a la guerra fría, a las disensiones entre los coaligados y con el resto de 
las fuerzas antifranquistas. y a la falta de un compromiso decidido de Juan de 
Borbón y sus seguidores de romper abiertamente con Franco y someterse al 
veredicto de las urnas. 


Los años de 1945 a 1948 fueron los de mayor actividad antifranquista 
clandestina, como lo demuestra el balance policial de más de 8.000 represa- 
liados. A este balance habría que sumar los más de 2.000 guerrilleros muertos 
y unos 23.000 encarcelados acusados de actividades guerrilleras entre 1943 y 
1949, así como la existencia de más de 35.000 nuevos expatriados en Francia. 


La resistencia armada se prolongó hasta comienzos de los años sesenta 
aunque desde 1952 fuera confinada a la marginalidad. A los huidos y escon- 
didos durante la inmediata posguerra habría que añadir el fenómeno de las 
invasiones de maquis tras la liberación de Francia. La operación más destaca- 
da fue la invasión del valle de Arán en octubre de 1944, siguiendo las instruc- 
ciones del dirigente comunista Jesús Monzón. que había impulsado la política 
insurreccional de Unión Nacional desde la resistencia en Francia. Tras la re- 
tirada de Arán, la guerrilla careció de cualquier perspectiva más amplia que 
la de golpear episódicamente a los representantes rurales de las autoridades 
franquistas, destacando su implantación en Galicia, León, Asturias, Granada 
y Teruel. Su fin respondió a la consunción interna provocada por la represión 
más que a la retirada organizada de sus cuadros. No obstante, en 1948 Prieto 
organizó la evacuación de los guerrilleros socialistas asturianos y leoneses. 
mientras que los comunistas solamente organizaron la salida de los supervi- 
vientes de la Agrupación de Levante en 1952, En efecto, aunque Stalin reco- 
mendó en 1943 a los dirigentes del PCE la combinación de la resistencia con 
la infiltración en las instituciones franquistas, la política guerrillera solamente 
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fue abandonada tras las protestas ciudadanas y huelgas obreras de 1951 en 
Barcelona y el País Vasco y Navarra. 


Se podría decir que la resistencia guerrillera fue tanto el último capítulo 
de los movimientos sociales y de la politización del mundo rural durante la 
segunda república como una estrategia insurrecional antifranquista, sin alcan- 
zar nunca el alcance e implantación que tuvo en otros países mediterráneos y 
centroeuropeos durante la guerra mundial y la inmediata posguerra. Aunque 
forzó a Franco a movilizar a una parte importante de las fuerzas armadas, 
manteniendo la declaración de estado de guerra hasta 1948, no puso verda- 
deramente en jaque la pervivencia del franquismo. Su huella, sin embargo, se 
extendió durante décadas en algunas remotas zonas rurales. 


Las protestas obreras comenzaron de nuevo al finalizar la Segunda Guerra 
Mundial. Además de conflictos parciales, hubo grandes oleadas huelguísticas 
entre 1947 y 1958, generalizadas y extendidas a zonas del norte y noreste de 
España por un efecto demostración. Hasta las huelgas mineras de Asturias de 
1962, se puede decir que el protagonismo de estas protestas residió en traba- 
jadores socializados durante el periodo republicano, incluida la generación 
de niños de la guerra. La huelga general de mayo de 1947 fue convocada por 
el gobierno vasco en el exilio, con el apoyo de los sindicatos UGT, CNT y 
ELA-STV, al igual que otra huelga general en el País Vasco en abril de 1951. 
Por el contrario, la protesta ciudadana en Barcelona en 1951 con ocasión de 
la subida del precio de los tranvías no fue organizada directamente por el 
antifranquismo. Hubo una nueva oleada de huelgas generalizadas en el País 
Vasco, Asturias y Cataluña en el trienio de 1956-1958. En general, en las pro- 
testas Obreras acaecidas durante los años cincuenta tuvieron protagonismo no 
tanto las organizaciones históricas del movimiento obrero sino trabajadores 
con cargo de enlace sindical sin filiación definida o pertenecientes a las or- 
ganizaciones católicas de apostolado obrero como HOAC y JOC. Solamente 
a finales de los años cincuenta el PCE lograría reimplantarse en el incipiente 
nuevo movimiento obrero mientras que la UGT solamente pudo reestructu- 
rarse en lugares como Asturias, País Vasco y Barcelona. El vacío sindical, 
provocado por la represión y la clandestinidad, empezó a ser cubierto por unas 
espontáneas y temporales comisiones de obreros. 


4. El nacional-catolicismo: la “democracia orgánica” 


La victoria de los aliados en la Segunda Guerra Mundial trajo consigo un 
maquillaje de las caracteristicas más fascistas de la dictadura franquista. Una 
de las familias políticas del conglomerado reaccionario, unificadas formal- 
mente en el partido FET y de las JONS, adquirió a partir de 1945 especial 
visibilidad. De este modo, historiadores como Javier Tusell han definido una 
etapa nacional-católica entre 1945 y 1957. El nacional-catolicismo ha sido 
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visto, también, por Alfonso Botti no sólo como un periodo del franquismo, 
sino como una tradición de pensamiento católico y de relaciones entre la Igle- 
sia y el Estado, una simbiosis de Patria y Religión, que hunde sus raíces en 
la segunda mitad del siglo xix. La familia política nacional-católica conoció 
su mayor expresión política durante la Segunda República con el partido Ac- 
ción Popular de José María Gil Robles pero sus redes asociativas, en especial 
en el mundo rural, arrancaban de comienzos del siglo xx. Sin embargo, las 
secciones más influyentes de esta familia política eran la elitista Asociación 
Católica Nacional de Propagandistas (ACNP) y la masiva Acción Católica. 
Todo este “movimiento católico”, según la conceptualización de Feliciano 
Montero, fue partidario de la sublevación encabezada por Franco que trajo 
consigo la guerra civil. Una minoría democristiana, no obstante, colaboró con 
el Frente Popular sufriendo tras la derrota, la represión y el exilio. En este úl- 
timo sentido, alguna de sus fíguras más representativas fueron Ángel Ossorio 
Gallardo y Manuel Carrasco Formiguera. Sin embargo, la nueva democracia 
cristiana, surgida desde la segunda mitad de los años cincuenta, procedería 
de dos antiguas personalidades de la CEDA, el monárquico José María Gil 
Robles, que había regresado del exilio, y el antiguo ministro republicano, M Ma-_ 
nuel Giménez Fernández. 


Isidro Gomá, cardenal primado de España, que había legitimado la suble- 
vación de 1936 como Cruzada, fue sustituido a su muerte en octubre de 1941 
por el cardenal Enrique Pla y Deniel. El nuevo cardenal primado insistiría du- 
rante décadas en la justificación de la Cruzada, sacralizando la Guerra Civil. 


La Iglesia tenía el objetivo de recatolizar España a través de la educación. 
Intelectuales católicos fascistizados como el también monárquico Pedro Sáinz 
Rodríguez y, entre agosto de 1939 y 1951, el cedista José Ibáñez Martín, des- 
empeñaron el ministerio de Educación Nacional. Además de la depuración del 
Magisterio y de la Universidad, se expurgaron las bibliotecas, se suprimió la 
coeducación, se reintrodujo el crucifijo y se promovió la put 
en los centros. La erradicación del espíritu de la influyente Institución Libre 
de Enseñanza fue compensada con la evocación pedagógica de San José de 
Calasanz. Los propagandistas católicos y el Opus Dei se repartieron la mayor 
parte de las cátedras universitarias, y se creó en noviembre de 1939 el Con- 
sejo Superior de Investigaciones Científicas (CSIC) bajo la dirección de José 
María Albareda y Alfredo Sánchez Bella. 


La influencia de la Iglesia fue mucho más allá en el Nuevo Estado fran- 
quista. Ritos bárrocos, rosarios, procesiones y misas de campaña inundaron 
las ciudades españolas conviviendo con el culto al “Caudillo de España por la 
Gracia de Dios”. Decenas de miles de jóvenes realizaron ejercicios espiritua- 
les, triplicándose el número de seminaristas entre 1942 y 1945. 


Tras la victoria aliada, la defensa del catolicismo sirvió a la dictadura como 
pantalla para su supervivencia. La jerarquía y los dirigentes de los grupos cató- 
licos vieron el contexto de la posguerra mundial como una oportunidad única de 
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ampliar su poder e imponer su proyecto político de convertir al franquismo en 
un Estado nacional-católico. El nombramiento de Alberto Martín Artajo como 
nuevo ministro de Asuntos Exteriores conllevó un proyecto para la reforma de 
la dictadura de manera que las instituciones mediatizaran la voluntad de Franco. 
El joven abogado Martin Artajo había sido diputado de la CEDA. desempe- 
ñando entonces la presidencia de Acción Católica. Era un político protegido 
del sacerdote y futuro obispo Angel Herrera, fundador de la ACNP y del diario 
católico £7 Debate. Además, Artajo había trabado amistad con el almirante Luis 
Carrero Blanco, subsecretario de la Presidencia, durante los primeros meses de 
la Guerra Civil, al refugiarse juntos en la embajada mexicana. 


En julio de 1945, Franco remodeló su gobierno, ampliando la presencia del 
grupo político católico con los nombramientos de Artajo en Exteriores y de José 
María Fernández Ladreda en Obras Públicas. El proyecto nacional-católico, 
inspirado en el corporativismo, no suponía, desde luego, una aspiración de de- 
mocratización del régimen franquista ni una reconciliación con la AntiEspaña, 
con los derrotados de la guerra, pero sí cierta promesa de liberalización política 
y de supresión de los símbolos que más recordaban al totalitarismo fascista. 
Los nacional-católicos, además de la Educación y Exteriores, obtuvieron un 
predominio en el ámbito de la cultura oficial. Las asociaciones del movimien- 
to católico, aunque formalmente estaban incorporadas a FET conservaron un 
notable grado de autonomía. Por ejemplo, los sindicatos agrarios fueron absor- 
bidos, pero conservaron un estatuto autónomo a través de las Uniones de Coo- 
perativas. Además. a partir de este momento, fueron constituidas Hermandades 
Obreras y asociaciones para la juventud, como ramas especializadas de Acción 
Católica, que rompían el monopolio del Frente de Juventudes de FET. De todas 
maneras, esta presencia y visibilidad de lo católico en la esfera de la política, de 
la sociedad y de la cultura no era algo nuevo ni supuso un giro decisivo en la 
marcha del régimen franquista. La sociedad española siguió sufriendo la repre- 
sión, el racionamiento, el hambre y el aislamiento. 


El responsable de Acción Católica y de la ACNP, Ángel Herrera Oria, 
había concebido un plan de unidad católica que sería secundado por los minis- 
tros católicos citados y, a partir de 1951, por el nuevo ministro de Educación, 
Joaquín Ruiz Jiménez. En última instancia, se trataba de salvar y consolidar al 
franquismo en el nuevo orden de la posguerra mundial. Para ello habia que re- 
formar al régimen como un estado confesional católico configurado de forma 
corporativa a partir de instituciones básicas como la familia, el municipio y el 
sindicato vertical. Estos cauces corporativos de representación configurarían 
la llamada democracia orgánica. Mientras que las primeras elecciones sin- 
dicales se celebraron en 1944, la elección de concejales fue postergada hasta 
1948 y la representación familiar en las Cortes hasta 1967. 


De todas formas, la iniciativa política más importante de la segunda mi- 
tad de los años cuarenta fue la Ley de Sucesión. seguida de un referéndum, 
de 1947. En esta Ley, España se definía como un Estado “católico, social y 
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representativo”, declarándose constituido como un reino tradicional. El mo- 
mento de la designación de un rey o de un regente como sucesor de Franco se 
dejaba a la voluntad futura del dictador. El pretendiente de la casa de Borbón e 
hijo de Alfonso xm, Don Juan, rechazó la Ley de Sucesión en el manifiesto de 
Estoril, en el que atento a la victoria de los aliados, hacía algunas promesas de 
democratización, aunque su pensamiento y el del conjunto de los monárqui- 
cos estuviera todavía más cercano al corporativismo católico que a las ideas 
democráticas. 


Desde el cambio de gobierno de 1951, la política aperturista de Ruiz Jimé- 
nez en Educación, que trataba de incorporar a la España de Franco a una parte 
de la tradición liberal, representada de manera peculiar por los falangistas 
Tovar y Laín, encontró resistencias no solo entre el resto de la clase política 
sino en el seno del mismo nacional-catolicismo. Es el momento de la polémi- 
ca intelectual y de una batalla política decisiva entre el ultracatólico Rafael 
Calvo Serer y los falangistas “liberales”. El primero, miembro del Opus Dei, 
representaba la tradición del grupo de la revista Acción Española durante los 
años republicanos y en esta época controlaban el CSIC y revistas como Arbor. 
En cambio, el falangista Pedro Laín Entralgo reivindicaba la contribución de 
Falange a la superación de las decimonónicas dos Españas, buscando una 
especie de síntesis entre Menéndez Pelayo y Ortega y Gasset. Esta pugna, 
iniciada en el periodo 1949-1953, se prolongó hasta las crisis de gobierno de 
1956 y 1957. En un principio, Calvo Serer fue destituido de las plataformas 
oficiales citadas, siendo atacado públicamente en el I Congreso de FET cele- 
brado en noviembre de 1953. Sin embargo, el falangismo radical también fue 
eclipsado, desapareciendo algunas de sus publicaciones. Además, la represión 
de la concentración juvenil del Sindicato Estudiantil Universitario (SEU) del 
Movimiento frente a la embajada británica, rechazando la visita a Gibraltar 
de la reina Isabel 11, así como la prohibición de otras actividades estudiantiles, 
trajo consigo la aparición de la disidencia que, a partir de los sucesos unive- 
ritarios de febrero de 1956, dio lugar a la formación de una nueva oposición 
democrática. 


La paralela crisis de gobierno de febrero de 1956 supuso la salomónica 
salida del católico Ruiz Jiménez y del falangista Raimundo Fernández Cues- 
ta. El nuevo ministro-secretario general del Movimiento, José Luis Arrese, 
intentó situar al Movimiento en el centro de la vida política. Sus proyectos 
de ley orgánica liberaban al Movimiento del control del Estado, otorgándole 
la capacidad de influir decisivamente sobre el Gobierno. Las pretensiones 
populistas de los falangistas José Luis Arrese y José Girón, encendieron todas 
las alarmas de la Iglesia y el Ejército. Un integrista católico, antiguo colabo- 
rador de Calvo Serer, Laureano López Rodó, propuso una reforma adminis- 
trativa del Estado y una liberalización económica, al mismo tiempo que, en 
febrero de 1957, se produjo una nueva remodelación del gobierno de Franco. 
Era el triunfo del proyecto tecnocrático, emparentado con el pensamiento de 
Acción Española, de reforma administrativa y liberalización económica, que 
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postergaba la definición del futuro político. A partir de entonces, se produci- 
ría la definitiva “desfascistización” de FET, la superación del nacionalismo 
coonómico de alfil y del arbitrario Estado ““campamental”. Este pre- 
dominio de los tecnócratas, relacionados con el integrismo católico, no signi- 
ficó que desaparecieran las pugnas de los grupos políticos franquistas. Unos 
grupos o familias políticas, cada vez más diluidas, que formularon diversos 
“aperturismos”, intentando siempre sin mucho éxito la reforma o, en sus pro- 
pios términos, la “institucionalización” de la dictadura franquista. 


5. De la “No Beligerancia” al pacto con Estados Unidos 
y el fin del Protectorado 


Nada más terminada la Guerra Civil, Franco hizo pública su adhesión al 
pacto AntiKomintern, que le vinculaba con Hitler y Mussolini. Sin embargo, 
la posición del franquismo ante la guerra mundial cabe dividirla en dos etapas. 
La primera, entre agosto de 1939 y septiembre de 1942, la etapa de la No Be- 
ligerancia, coincidió con la tentativa de fascistización y el predominio político 
de Serrano Suñíer. En realidad, en septiembre de 1939, Franco se declaró neu- 
tral y pareció mostrarse contrariado por la firma del pacto germano-soviético. 
En junio de 1940, la declaración de No Beligerancia, tras el hundimiento de 
Francia y la entrada en guerra de Italia, era en realidad un paso más allá de 
la neutralidad que significaba una prebeligerancia, un anticipo de la entrada 
en guerra a favor de las potencias del Eje. Hay que tener en cuenta que es 
el momento de las victorias alemanas, de la fase conocida como la “guerra 
relámpago”. Esta prebeligerancia era más una voluntad de intervención en 
el reparto de la nueva Europa de Hitler, obteniendo ventajas territoriales en 
Africa, que una mera manifestación de solidaridad ideológica y deseo de ho- 
mologación con el fascismo italiano. La segunda fase de la posición española 
en la Segunda Guerra Mundial se abre con el retorno del general Francisco 
Gómez Jordana al Ministerio de Asuntos Exteriores, en septiembre de 1942, 
traduciéndose en un progresivo giro hacia la neutralidad, aunque no dejaría de 
haber contradicciones hasta el final del conflicto mundial. 


La entrevista de Hitler y Franco en Hendaya en octubre de 1940 ha dado 
lugar a uno de los mitos de la propaganda franquista. Según éste, Franco se 
resistió ante Hitler a entrar en la guerra, preservando la neutralidad española. 
En realidad, esta presunta resistencia es una entelequia, dado que, en realidad, 
lo que formuló Franco fueron unas pretensiones territoriales inaceptables, 
aplazando el momento preciso de la entrada de España en guerra. En este en- 
cuentro, la cuestión de las ganancias territoriales a expensas de la Francia de 
Vichy jugó un papel esencial. Las exigencias de Franco recibieron un jarro de 
agua fría, dado que Hitler manifestó su deseo de mantener la colaboración con 
el mariscal Petain. En realidad, Hitler temía no sólo la irritación de Vichy sino 
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el hecho de que una redistribución territorial provocara la ocupación británica 
del imperio francés o una decantación de las autoridades coloniales francesas 
hacia la Francia libre de De Gaulle. Aunque a Franco le parecía indignante la 
entrada en la contienda a cambio de casi nada, la realidad fue que firmó un 
protocolo secreto por el que se comprometía a entrar en la guerra mundial sin 
fijar una fecha precisa. 


Se puede decir, en resumen, que Franco deseaba entrar en guerra pero no 
estaba dispuesto a hacerlo por mera solidaridad ideológica con las potencias que 
le habían ayudado a ganar la Guerra Civil sino de una manera tal que España 
participara en el reparto del botín en la nueva Europa de Hitler. En cambio, 
España para Hitler era un actor secundario que debía limitarse a una posición 
de suministro de materias primas. Esta actitud de Hitler, secundada por Mus- 
solini, hizo que Franco y Serrano Suñer perdieran interés por la participación 
abierta en la contienda. Además hay que tener en cuenta que las dificultades 
alimentarias de posguerra, que dieron lugar a una presión de Gran Bretaña y 
de Estados Unidos, asi como el cambio del rumbo de la guerra desde finales 
de 1942. enfriaron los sueños imperiales franquistas. Por otro lado, además de 
las dificultades económicas de la posguerra, había un factor que hacía poco 
aconsejable la entrada española en guerra como era la escasa unidad interna de 
los grupos políticos del franquismo. En estos momentos, se produjo una fuerte 
tensión entre los militares, muchos de ellos monárquicos, y los falangistas. 


Hubo varios momentos en los que la suerte de España estuvo a punto 
de unirse a las potencias del Eje. No cabe duda de que en el tiempo de las 
victorias hitlerianas Franco no sólo no tuvo inconveniente en intervenir en la 
guerra sino que se ofreció a hacerlo. La capacidad de resistencia británica y 
los recelos nazis hacia las pretensiones territoriales de Franco en Marruecos y 
Orán lo impidieron. Por otro lado, los británicos contemplaron la posibilidad 
de tomar las islas Canarias ante una posible cesión de alguna de las islas a los 
alemanes o la eventual intervención alemana y española en Gibraltar. Otro 
momento crítico se produjo tras el desembarco de los aliados en el Norte de 
Africa en noviembre de 1942. Franco eludió un compromiso efectivo con 
Hitler dando, en cambio, facilidades a los aliados. Más grave fue la situación 
para Franco con ocasión del desembarco aliado en Sicilia en 1943. A pesar 
de las estrechas relaciones establecidas con Mussolini desde la Guerra Civil, 
Franco, inmerso en un giro hacia la neutralidad mediante un cambio cosméti- 
co del régimen, abandonó a su antiguo mentor. En realidad, se puede decir que 
los servicios de información franquistas contribuyeron a la caída del fascismo 
italtano al convencer a Mussolini de que el desembarco de los aliados sería en 
Córcega y Grecia. 


En cuanto a la contribución española a la causa de las potencias del Eje se 
puede resumir de la siguiente manera: 


Por la División Azul enviada a combatir a Rusia pasaron unos 40.000 es- 
pañoles, de los que mitad causaron baja. 
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Las autoridades franquistas contribuyeron al reclutamiento de cerca de 
11.000 trabajadores voluntarios a Alemania mediante un convenio firmado en 
agosto de 1941. 


Una cuarta parte del comercio exterior español iba a Alemania. 


El suministro de materias primas como el wolframio constituyó un ele- 
mento decisivo para la construcción de material bélico. A partir del desem- 
barco aliado en el Magreb se limitó la exportación oficial, debido a la presión 
aliada, pero el wolframio y otras materias primas continuaron llegando de una 
forma u otra al Tercer Reich. 


Ayuda en la información y espionaje. La embajada alemana en Madríd 
tenía cerca de medio millar de empleados. 


Los barcos de guerra y submarinos germanos fueron abastecidos en los 
puertos españoles. 


Por el contrario, la contribución de los españoles a la causa de los aliados 
se puede resumir de esta forma. Nada más comenzada la guerra en Europa, 
cerca de 93.000 refugiados españoles fueron enrolados en unidades militares 
francesas o reclutados para trabajar en las fábricas de armamento. De éstos. 
unos 8.000 ingresaron en las unidades de la Legión extranjera, 50.000 en las 
compañías de trabajadores militarizadas, 10.000 en regimientos militares de 
marcha y otros 25.000 fueron destinados a fábricas de material militar. 


Del conjunto de refugiados españoles movilizados, unos 20.000 fueron 
hechos prisioneros al caer Francia en junio de 1940. La mayor parte de estos 
prisioneros fueron destinados forzosamente a las compañías de fortificaciones 
en la costa atlántica francesa dentro de la organización Todt. Más adelante, sin 
contar con los españoles que fueron reclutados voluntariamente para trabajar 
en Alemania, cerca de 30.000 exiliados fueron deportados. y de estos aproxl- 
madamente la mitad fueron confinados en los campos nazis de concentración 
y exterminio. La mayoría de estos confinados procedían de las unidades fran- 
cesas de trabajadores extranjeros. Trágicamente, unos 5.000 españoles murie- 
ron, en su mayor parte en el campo de Mauthausen. A este terrible balance de 
la muerte habría que añadir otro millar de refugiados fallecidos en prisiones. 
bombardeos y tránsito. 


Por último, el balance de la participación de exiliados españoles en la re- 
sistencia armada, en el maquis francés. iniciado antes de la ocupación germa- 
na de la Francia de Vichy en noviembre de 1942, alcanzó la cifra de diez mil 
guerrilleros y enlaces. en su mayor parte encuadrados por la Unión Nacional 
del PCE. A esta cifra habría que añadir varios miles de antiguos soldados 
republicanos españoles incorporados en las unidades militares de la Francia 
libre de De Gaulle. En definitiva, más de 140.000 españoles participaron di- 
rectamente en el esfuerzo de la guerra mundial a través de uno u otro de los 
bandos contendientes, 
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Del ostracismo al pacto con Estados Unidos 


La derrota de Hitler trajo consigo una coyuntura internacional especial- 
mente complicada para el franquismo. Además de la exclusión de España de 
la pertenencia a las Naciones Unidas. países como México y Polonia trataron 
de demostrar no solo el origen y colaboración franquista con el Eje sino que 
la pervivencia de la dictadura suponía un peligro para el orden internacional 
de posguerra. 


Las grandes potencias occidentales descartaron la intervención directa en 
España, pese a los deseos de Stalin, recomendando, por ejemplo, en la De- 
claración Tripartita de Estados Unidos, Francia y Gran Bretaña de marzo de 
1946, que los españoles sustituyeran a Franco por un régimen transitorio que 
permitiera la reconciliación y la restauración de la democracia. 


Las Naciones Unidas recomendaron la retirada de embajadores y la exclu- 
sión de la ayuda internacional para la reconstrucción. De este modo, España y 
Finlandia fueron los únicos países de Europa occidental excluidos por razones 
políticas de la ayuda norteamericana a través del Plan Marshall. La opinión 
pública y los partidos políticos y los sindicatos europeos jugaron un papel 
muy activo en la denuncia de la dictadura franquista en foros y tribunas inter- 
nacionales como la OECE, la OIT o la UNESCO. Del mismo modo, debido al 
déficit democrático y al origen ilegítimo, la dictadura de Franco fue repudiada 
por el Movimiento Europeo y dada de lado de la organización defensiva oc- 
cidental (OTAN). 


Es cierto que el comienzo de la guerra fría trajo consigo una parcial re- 
habilitación del tranquismo pero el reconocimiento nunca sería completo. La 
administración norteamericana fue admitiendo a Franco como un posible alia- 
do frente al expansionismo soviético aunque el presidente Truman se resistió 
al levantamiento de las sanciones y la concesión de créditos. Sin embargo, las 
relaciones bilaterales hispano-norteamericanas nunca fueron entre iguales ni 
contemplaron la firma de un Tratado debido a la previsible oposición de una 
parte de los congresistas y senadores americanos. No obstante, la exclusión 
del Plan Marshall terminó siendo compensada parcialmente por créditos pri- 
vados a la asfixiada España de la autarquía. 


La ONU revocó a finales de 1950 la resolución que pedía la retirada de 
embajadores mientras que la administración americana negociaba el estable- 
cimiento de unas bases militares con unas limitadas contrapartidas econó- 
micas que permitiría a Franco, junto con la firma de un Concordato con el 
Vaticano, la incorporación limitada al orden occidental de posguerra en 1953, 
haciendo realidad los lemas propagandísticos que presentaban a la dictadura 
como “centinela y reserva espiritual” de Occidente. 


Los pactos con Estados Unidos suponían un recorte de la soberanía es- 
pañola, una especie de “gibraltarización” de España, dando facilidades a los 


122 HISTORIA CONTEMPORÁNEA DE ESPAÑA DESDE 1923 


americanos para usar sus bases como un gigantesco portaaviones y ame- 
nazando la seguridad dada la presencia de armamento nuclear. Franco, en 
cambio, no podía utilizar el anticuado material bélico suministrado en opera- 
ciones contra enemigos exteriores. En cualquier caso, la asistencia técnica y 
económica americana, seguida de una paralela y progresiva americanización 
cultural, permitió que el franquismo no entrara en bancarrota, asegurando su 
supervivencia. 


La acomodación franquista al orden occidental de posguerra se comple- 
tó en diciembre de 1955 con el ingreso en la ONU y, como veremos en el 
siguiente tema, con la entrada en 1958 la Organización Europea de Coopera- 
ción Económica Europea (futura OCDE) y el Fondo Monetario Internacional. 


Por último, Franco se vio obligado en abril de 1956 a finalizar el Protec- 
torado sobre el norte de Marruecos, tras la concesión francesa de la indepen- 
dencia. Dadas las malas relaciones existentes entre Franco y la IV República, 
francesa, las autoridades españolas habían alentado la lucha contra Francia 
de los independentistas marroquíes durante los primeros años cincuenta. No 
obstante, la pretensión franquista de mantener la zona sur del Protectorado en 
la región de Tarfaya, colindante con el Sahara, así como la posesión de Ifni, 
provocó una pequeña guerra en 1957-1958 (que se cobró la vida de más de 
200 soldados y tuvo unos 500 heridos). Las Operaciones de limpieza franco- 
españolas de las bandas irregulares guerrilleras coincidió con una rebelión 
rifeña en el antiguo Protectorado contra la autoridad del monarca alauita. Fi- 
nalmente, las tropas españolas y la mayor parte de la numerosa comunidad 
española residente en Marruecos se vio forzada a abandonar el territorio a 
comienzos de los años sesenta. 
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Tema 6 


LA ETAPA FINAL DEL 
FRANQUISMO, 1959-1975 


Abdón Mateos López 


La crisis de Gobierno de febrero de 1957, considerada como una verdade- 
ra crisis de Estado por los derrotados falangistas, trajo consigo una profunda 
remodelación de la clase política del régimen de Franco. No sólo cambiaron 
doce de los dieciocho ministros, sino que las salidas de Girón o Martín Artajo 
y la marginación de Arrese pusieron fin a toda una época. Aparentemente, el 
tradicional juego de contrapesos entre las familias políticas siguió funcionan- 
do pero, en realidad, la mayoría de los nuevos ministros tenía un perfil sobre 
todo franquista. En otras palabras, nuevos ministros tan significados como 
José Solís, Fernando Castiella o Mariano Navarro Rubio tenían unas expe- 
riencias políticas complejas que hacían difícil su encasillamiento en una única 
familia política tradicional del franquismo. 


1. El Movimiento y los gobiernos tecnocráticos 


Además, con el transcurso de los años sesenta, se produjo la marginación 
o el paso a la oposición de fracciones de las familias franquistas tradicionales. 
Esto ocurrió sobre todo en el caso de los monárquicos y los carlistas, pero 
incluso entre los falangistas y los católicos se produjo una división respecto 
a su posición en el seno del régimen franquista. Mientras que algunos mo- 
nárquicos constituían la opositora y juanista Unión Española, parte de los 
nacional-católicos se sumaba a las nuevas formaciones democristianas y los 
tradicionalistas constituían un renovado partido carlista, e incluso los falan- 
elstas radicales creaban grupos antirrégimen como Falange auténtica o un 
Frente Sindicalista. 


La división de las familias franquistas y los nuevos alineamientos tuvieron 
que ver con la existencia de diversas tentativas de institucionalización del ré- 
gimen de Franco. Se trataba de organizar una especie de pluralismo limitado 
en el seno del régimen. Esta prospectiva política, unida a las perspectivas de 
la sucesión en la jefatura del Estado, llevó a un juego aperturista de intentar 
definir una izquierda y una derecha del Movimiento. Por un lado, un sector 
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de los falangistas, vinculado sobre todo a Sindicatos. se autodefinia como la 
izquierda nacional con evidentes modulaciones populistas, mientras que el 
sector tecnócrata, muchos de cuyos miembros pertenecían al Opus Dei, tenía 
un proyecto de desarrollo económico y de configuración de un pseudo Estado 
social de Derecho sin democracia. 


En definitiva, los diversos eperturismos de los años sesenta pretendían 
organizar un juego político de pluralismo limitado en el seno del régimen. En 
cualquier caso, estos aperturismos quedaban lejos de cualquier planteamiento 
democrático, ni tan siquiera de democracia limitada, pues todavía pretendian 
cubrir todo el espacio político en el seno de los principios del Movimiento. 
Además de estos aperturismos se fue definiendo un sector ultra o inmovilista, 
reacio a cualquier cambio de los fundamentos del régimen franquista. Un re- 
presentante cualificado de estos sectores ultras fue el grupo de Fuerza Nueva. 
aglutinado por el notario Blas Piñar. 


En todo caso, los deseos de apertura del Movimiento respondían a una 
realidad de anquilosamiento de su base y de incertidumbre ante la Sucesión. 
Hacia 1965, el cincuenta por ciento de sus miembros pertenecía al mismo 
desde la inmediata posguerra, acercándose a una media de edad de los cin- 
cuenta años. La pertenencia a organizaciones del Movimiento más activas, 
como Sindicatos o el Frente de Juventudes, no se traducía necesariamente 
en militancia en el partido único. La gestión del nuevo ministro-secretario 
general del Movimiento, José Solís Ruiz, no contribuyó precisamente a la 
politización del mismo, sino a su burocratización. 


Tras la derrota de la tentativa de falangistización de Arrese, el eje de la 
miciativa política pasó al almirante Carrero y a su estrecho colaborador Lau- 
reano López Rodó. La nueva Ley de Principios del Movimiento de mayo de 
1958 tenía un contenido político bajo pues, aunque ratificaba la condición 
de reino de España, se limitaba a enunciar una docena de bases que permitía 
el acuerdo entre las familias arbitradas por Franco. Otros proyectos de ley 
orgánica terminaron arrinconados aprobándose, en cambio, unas medidas de 
reforma de la Administración. Esta reforma permitió, además de la racionali- 
zación burocrática, una progresiva separación entre Estado y Gobierno que, a 
medio plazo, habría de jugar un papel clave en la configuración de un Estado 
de Derecho y, por tanto, en la transición a la democracia. 


La ley de régimen jurídico de la Administración de julio de 1957 regulaba 
los procedimientos y la organización del Estado, estableciendo una jerarquía 
normativa y la responsabilidad de los funcionarios. Esta Ley no contemplaba 
para nada el tema de la jefatura del Estado ni aludía al Movimiento Nacional, 
lo que provocó el descontento de los falangistas. 


Además de la reforma de la Administración, la medida de más alcance del 
Gobierno de Franco de 1957 fue el giro de la política económica. La ley de 
Liberalización y Estabilización Económica de julio de 1959 supuso un verda- 


126 HISTORIA CONTEMPORÁNEA DE ESPAÑA DESDE 1923 


dero punto de inflexión no sólo del régimen de Franco sino de la totalidad de 
la Historia reciente de España. 


Los Gobiernos tecnocráticos 


En el cambio de Gobierno de julio de 1962 confluyó un conjunto de fac- 
tores. En primer lugar, el cambio se produjo después de los habituales cinco 
años de gestión ministerial que solía considerar Franco. Sin embargo, hay que 
tener también en cuenta el extraño accidente de caza que sufrió el dictador 
en diciembre de 1961. El accidente ponía en primer plano el problema de la 
continuidad del Régimen, por lo que el nuevo gabinete incorporó la figura del 
vicepresidente del Gobierno, a cargo del general falangista Muñoz Grandes. 
Otros acontecimientos imprevisibles, como el estallido de las huelgas gene- 
ralizadas de mayo de 1962 o el coloquio europeista de Múnich, un mes más 
tarde, favorecieron un amplio reajuste del Gobierno. 


De él desaparecían los veteranos Arrese, Sanz Orrio o Arias Salgado, des- 
gastado por el tratamiento informativo de Múnich, mientras que la incorpora- 
ción más importante era la de Manuel Fraga. Como sucede con otros miem- 
bros del Gobierno, resulta difícil adscribir a Fraga a una de las tradicionales 
familias políticas del régimen franquista. 


Desde luego, los proyectos de institucionalización del régimen, dada la 
creciente incertidumbre por el futuro después de Franco, no fueron obra de un 
solo ministro o grupo de ellos, Además de Fraga, otros ministros, como Solís 
o el tándem Carrero-López Rodó prepararon diversos proyectos constitucio- 
nales. Sin embargo, la resistencia de Franco a cualquier limitación de su poder 
abortó las tentativas institucionalizadoras. Los planes de reforma del régimen 
como las asociaciones del Movimiento, una tercera cámara sindical, la Suce- 
sión O la separación de las figuras de la Jefatura del Estado y de la Presidencia 
del Gobierno, fueron demorados durante años. 


En el seno del gabinete de 1962, pero sobre todo en el formado tras el 
reajuste ministerial de 1965, se produjo un claro alineamiento de dos bloques 
y una lucha de tendencias. Por un lado, había un sector de ministros de origen 
falangista, pero con cierta propensión a las reformas políticas. Entre ellos, se 
encontraban sobre todo Fraga, Castiella y Solís, con el apoyo del almirante 
Nieto Antúnez y del vicepresidente Muñoz Grandes. Desde 1965, entre este 
bloque aperturista y el sector tecnócrata, liderado por Carrero y por López 
Rodó, hacía de puente arbitral el nuevo ministro de Obras Públicas. Silva 
Muñoz. Procedente de la Acción Católica Nacional de Propagandistas, Silva 
simbolizaba la transformación y la división de la familia nacionalcatólica en 
el seno del régimen. La mayor parte de los nuevos ministros tendían a ali- 
nearse, sin embargo, con Carrero Blanco, que en septiembre de 1967 pasó 
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a desempeñar la vicepresidencia del Gobierno en sustitución del agotado y 
regencialista Muñoz Grandes. 


2. La reforma del Sindicato Vertical 


Tras el Plan de Liberalización y Estabilización Económica de 1959, José 
Solís intentó intervenir en el control de las consecuencias sociales de la nue- 
va política económica. Con este fin se entrevistó en varias ocasiones con el 
ministro Navarro Rubio, trasladándole las inquietudes del sindicalismo del 
Movimiento. En todo caso, Solís deseaba no quedar marginado de la nueva 
era del desarrollismo, como quedó demostrado con una de las dos ponencias 
sobre el desarrollo económico del primer Congreso Sindical de 1961, encar- 
gadas a Velarde Fuertes y Fuentes Quintana. Todavía en 1962 Solís intentaba 
sin éxito que la Comisaría del Plan de Desarrollo dependiese de la Organiza- 
ción Sindical. 

Durante 1960 Solís ordenó una modificación importante del reglamento 
de elecciones sindicales mediante el cual se ampliaba la representatividad de 
los cargos sindicales. Toda la línea representativa sería elegida indirectamente 
desde los enlaces sindicales. Además, otra orden de diciembre de 1960 amplió 
la afectación de los jurados a las empresas con más de cien trabajadores, lo 
que suponía la práctica generalización de esta institución, largamente demo- 
rada pese al decreto de 1947 y al reglamento de 1953, En 1960 se ordenaba la 
creación del Congreso Sindical mixto de trabajadores, empresarios y técnicos, 
frente a la práctica anterior de tres Congresos de Trabajadores, y se constituía 
un comité de relaciones con la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
y nuevas agregadurías laborales dentro del Servicio de Relaciones Exteriores. 


La modificación del reglamento de elecciones sindicales de julio de 1960 
produjo un incidente con las asociaciones de apostolado obrero de Acción Ca- 
tólica y un interesante intercambio epistolar entre el arzobispo primado Pla y 
Deniel y José Solís. Las Hermandades Obreras de Acción Católica (HOAC) y 
la Juventud Obrera Católica (JOC) criticaron las limitaciones de que adolecía 
el nuevo reglamento electoral de los Sindicatos para conseguir una verdade- 
ra representatividad, lo que fue acogido con indignación por las jerarquías 
del Movimiento. El primado salió en defensa de las asociaciones obreras de 
Acción Católica, en momentos de claro crecimiento de su influencia, aunque 
reconociendo que ni la obligatoriedad ni el carácter mixto de la OSE contra- 
decían la doctrina social de la Iglesia. 


El primer Congreso Sindical tuvo una gran significación propagandística 
para la OSE, al contar con la presencia del generalísimo Franco y de una 
nutrida representación de observadores y periodistas extranjeros. La ponen- 
cia sobre representatividad sindical eludía términos como sindicato vertical 
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y nacional-sindicalismo, para insistir en la conveniencia de una democracia 
social orgánica frente al presunto desastre histórico de la democracia liberal 
en España. A partir de este Congreso quedaba planteado el propósito de Solís 
de reformar la Ley Sindical de 1940, aunque no el sentido de la reforma. 


Las huelgas del bienio 1962-1963 y la consiguiente campaña internacio- 
nal antifranquista, condujeron a que Solís encargara al nuevo secretario gene- 
ral de la OSE, Pedro Lamata Mejías, el relanzamiento de la reforma sindical. 
La secretaría general de la OSE elaboró durante 1963 varios proyectos de re- 
forma sindical, además de celebrar importantes contactos fuera de España con 
los sindicatos británicos y norteamericanos. organizar nuevas elecciones sin- 
dicales y capear los movimientos huelguísticos y la solidaridad internacional. 
Pedro Lamata Mejías abanderó, hasta su cese a finales de 1965, una nueva 
modulación idcológica de los sindicatos del Movimiento, conocida como sin- 
dicalismo de participación. La modernidad de la Organización Sindical frente 
al obsoleto sindicalismo de clase occidental del comienzo de la era industrial 
vendría dada por los cambios tecnológicos y la evolución reciente del capita- 
lismo, que hacían que el ¡deal de la socialización de los medios de producción 
quedase superado por la realidad, y ésta reducida a mera opción técnica. 


El punto neurálgico del proyecto Lamata era la configuración de la cabeza 
de la OSE, reservada, claro está, a José Solís. El secretario general propugna- 
ba una separación respecto al Movimiento y al Estado sin abandonar el mode- 
lo de sindicato único obligatorio que participaba en las instituciones c influia 
en la política socioeconómica. La cuestión más peliaguda, una vez aceptada 
la separación formal respecto al Movimiento, era si se debía optar por que el 
presidente de la OSE fuera elegido por el Congreso Sindical o, como alterna- 
tiva, por el jefe nacional del Movimiento y generalísimo Franeo con carácter 
de ministro sin cartera. Con esta segunda opción, recomendada por Lamata 
en los sucesivos proyectos de julio y noviembre de 1963, se conseguiría una 
separación formal respecto al Movimiento, aunque no se lograba conciliar 
la antinomia de representatividad versus pertenencia a la administración del 
Estado por más que el Congreso eligiese al secretario general y al resto de los 
cargos. 


El III Congreso Sindical, celebrado en marzo de 1964, volvió a discutir 
la reforma de la OSÉ aceptando, ahora, una cierta separación de las agru- 
paciones obreras dentro de los sindicatos únicos. Además el Congreso optó 
por unas conclusiones que propugnaban la separación de la OSE respecto al 
Estado, lo que conllevaba que el futuro presidente no debía llevar aparejada 
la condición de ministro. Como antecedente de la anómala solución, Lamata 
aludía a la posición de López Rodó como comisario del Plan de Desarrollo 
dentro de las comisiones delegadas del Gobierno antes de su ascenso ministe- 
rial tras la crisis de 1965. 


A partir de la constitución de los Consejos Nacionales de Trabajadores y 
de Empresarios en 1965, la Organización Sindical alcanzó plena autonomía 
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presupuestaria y de personal respecto a la Secretaría General del Movimiento, 
si bien Solís continuó desempeñando la cabecera de ambas instituciones fran- 
quistas hasta la erisis de octubre de 1969, 


Aunque. en un principio. Solís pareció inclinar sus preferencias por la 
Delegación Nacional de Sindicatos y la Presidencia del Congreso de la OSE, 
dentro de la perspectiva de una futura separación de estos organismos respecto 
al Movimiento, pronto el agravamiento de las diferencias internas en el seno 
del Consejo de Ministros le Illes aron a no descuidar el tema del partido único. 


En efecto, la Ley Orgánica del Estado había definido al Movimiento como 
comunión más que como organización política. Sin embargo, en la primave- 
ra de 1967 Solís impuso una Ley Orgánica del Movimiento que suponía un 
retorno a esquemas anteriores, reforzando la condición organizativa de dicha 
institución. Tras el ascenso del almirante Carrero a la Vicepresidencia del Go- 
bierno, un contrariado Solís manifestó a López Rodó su proyecto para que se 
creara una nueva Vicepresidencia que englobara a los ministerios de Interior 
y del Movimiento, y de la que dependiera un nuevo Ministerio de Asuntos 
Sindicales. 

El nuevo presidente del Consejo Nacional de Trabajadores (UN de T), 
José Lafont Oliveras, falangista y responsable de los verticalistas bancarios, 
permaneció en el cargo apenas dos años. Su línea de defensa de un sindicalis- 
mo reivindicativo frente al mero sindicalismo de gestión o de participación de 
la etapa anterior de Lamata Mejías. junto a la retórica anticapitalista, la feroz 
crítica de los efectos sociales negativos de los Planes de Desarrollo y los con- 
tactos que mantuvo con la CNT colaboracionista y las Comisiones Obreras, 
provocaron los recelos de ultras y tecnócratas. Solís, dentro de su habitual 
ambigiúedad calculada. decidió sustrturrle tras la culminación de los comicios 
sindicales de 1966. 


Hay que tener en cuenta que los presidentes de los Consejos Naciona- 
les fueron los principales cargos de carácter representativo en el seno del 
Vertical. Ejercian de vicepresidentes del Congreso Sindical, y como tales 
integraban el nuevo comité ejecutivo de la OSE creado en junio de 1967 y 
podían presidir las delegaciones de trabajadores y empresarios en las Con- 
lerencias de la OIT. 


El celo reivindicativo del Consejo Nacional de Trabajadores hizo que el 
vicepresidente del Gobierno, Carrero Blanco. propusiera a Franco en julio de 
1968, la sustitución de la Ley de Convenios Colectivos de 1958 por una nueva 
Ley de Régimen Salarial, aunque también estimaba la dificultad del cambio 
debido al enfrentamiento entre Solís y el ministro de Trabajo, Jesús Romeo 
Gorría, quien parecía querer convertir a los Sindicatos del Movimiento en un 
nuevo Instituto Nacional de Previsión. En todo caso, cl almirante consideraba 
inadmisible la pretensión de los Sindicatos de dirigir la política económica y 
la actitud de oposición semipermanente de la prensa del Movimiento. 
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Durante el verano de 1966, al calor de la preparación de las elecciones 
sindicales, José Solís anunció la necesidad de una nueva Ley Sindical, Por 
un lado, los verticalistas pretendían revisar la vieja ley de 1940, incorporando 
las novedades de 25 años de desarrollo sindical. Pero la significación de esta 
reforma. que polarizaría las tensiones internas de la clase politica franquista y 
los debates de los medios de comunicación durante los siguientes cinco años, 
residía en el deseo de Solís de asegurarse una esfera de poder, independiente 
no sólo del Movimiento sino del Gobierno, con vistas a la previsiblemente 
próxima sucesión de Franco. 


El siguiente paso importante fue la modificación del Fuero del Trabajo por 
la Ley Orgánica del Estado de 10 de enero de 1967. Aunque los cambios de 
la declaración XTII del Fuero no implicaban necesariamente la necesidad de 
una nueva Ley sindical, ésta fue relvindicada por la /ínea política de la OSE. 
En efecto, del Fuero del Trabajo desaparecían nociones como Organización 
Nacional-Sindicalista del Estado o sindicato vertical, bajo la jerarquía de di- 
rigentes del FET y de las JONS. para ser sustituidas por las de asociaciones 
representativas de trabajadores y de empresarios en el seno de la organización 
sindical. 


Finalizado el proceso de los comicios sindicales, la comisión permanen- 
te del Congreso Sindical acordó realizar una consulta-informe entre los re- 
presentantes y dirigentes de la OSE, especialmente a través de los consejos 
provinciales de trabajadores y de empresarios. En marzo de 1968, una vez 
examinado por el comité ejecutivo del Congreso Sindical, el documento fue 
objeto de dictamen del Consejo Nacional de Trabajadores. El dilatado y masi- 
vo proceso de elaboración de la consulta-informe contribuyó a crear el clima 
enrarecido que se instaló durante la fase prelegislativa de la Ley Sindical. 


Para entonces, las tenstones dentro del Gobierno eran cada vez más enco- 
nadas. El sector tecnócrata, liderado por López Rodó, se oponía incluso a que 
el proceso de reforma fuese refrendado por el IV Congreso Sindical previsto 
en mayo de 1968. Este congreso tuvo un carácter extraordinario y Monográ- 
fico respecto a la reforma sindical. El duro enfrentamiento entre los delega- 
dos sindicales fue reconducido en las conclusiones del Congreso hacia una 
posición legalizadora de los cambios de hecho de la Organización Sindical 
durante las últimas décadas. El Congreso optó por la alternativa de elección 
de una terna que habría de presentarse a Franco. De esta manera se pretendia 
conjugar la representatividad con la dependencia respecto al Gobierno y la 
pertenencia al Estado. 


Sin embargo, esta fórmula fuc lo que habria de provocar mayores recha- 
zos entre el resto de la clase política franquista. Solís podría convertirse en 
una especie de ministro inamovible. con un poderosisimo grupo de presión 
incardinado en la Administración, con el que el Gobierno necesariamente ten- 
dría que contar. 
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La lucha por el poder entre los grupos franquistas con la cuestión de los 
Sindicatos como centro del debate no cesaría hasta la aprobación de la Ley 
Sindical de febrero de 197] que. en realidad. no moditicaba nada esencial 
pero daba lugar a la creación de un Ministerio de Relaciones Sindicales que 
perduraría hasta 1977. 


3. La “institucionalización” y la Sucesión 


Además de la reforma sindical, el gobierno de 1965 emprendió tres me- 
didas institucionalizadoras fundamentales como la Ley de Prensa, la Ley Or- 
gánica del Estado y la definición de un sucesor a la jefatura del Estado. La re- 
forma de la normativa de prensa habría de tener unas consecuencias decisivas 
en la transformación de la cultura política de los españoles. Con la nueva Ley 
se ponía fin a una etapa de prensa orientada, rígida y sometida a unas normas 
excesivas de censura. Aunque Manuel Fraga anunció desde el comienzo de su 
gestión la reforma, la realidad fue que tuvo que ser elaborado un rosario de 
borradores debido a los recelos de Franco y de buena parte de la clase política 
del régimen contra la libertad de prensa. Como resultado de ello, la Ley de 
prensa de 1966 contemplaba innumerables cautelas. Se consideraba delito 
todo lo que atentase no sólo contra el jefe del Estado sino contra los principios 
del Movimiento o la moralidad social. El Estado controlaba la difusión de las 
noticias del extranjero a través de la Agencia EFE, podía secuestrar preventi- 
vamente una publicación o recurrir a las sanciones administrativas. Además, 
la posterior modificación del Código Penal y la Ley de secretos oficiales de 
1968 habrían de restringir todavía más la posibilidad de una libre expresión 
de ideas. La realidad fue que la propia normativa de la Ley condujo a una 
multiplicación de expedientes seguidos de multas entre 1968 y 1969. Durante 
lo que restaba de dictadura, el Ministerio de Información abriría hasta 210 
expedientes. de los que 61 terminaron en sanción. Además, cl Gobierno podía 
cambiar la titularidad y orientación política de un diario mediante el simple 
procedimiento de modificar la inscripción en el registro. Los incidentes más 
sonados fueron el cambio de titularidad de diarios nacionales como El Alcázar 
y el cicrre, seguido de voladura de edificio, del diario Madrid. 


La proliferación de choques entre la prensa y el Gobierno condujo a una 
espiral sancionadora con la que Fraga pretendía acallar las críticas de sus ad- 
versarios en el seno del Régimen. El mero hecho de que la acción de gobierno 
fuera discutida en la prensa era objeto de reacción adversa entre la mayoría 
del equipo ministerial. Para el tecnócrata Laureano López Rodó no se po- 
día admitir que el Gobierno se sentara continuamente en el banquillo de los 
acusados. 


A pesar de estas limitaciones y de la reacción adversa de la mayoría de la 
elase política franquista, la reforma de la prensa permitió la multiplicación del 
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número de publicaciones (hasta ocho nuevos diarios). El hecho más positivo 
consistió en que la prensa fue jugando el rol de tribuna de papel que permitió 
la difusión de unas elementales normas de convivencia democrática. 


La otra medida institucionalizadora importante, la Ley Orgánica del Esta- 
do, aprobada mediante referéndum nacional en diciembre de 1966, respondía 
a un proyecto de Carrero de 1958 alternativo a los planes de Arrese. Sin em- 
bargo, el proyecto no volvió a ponerse sobre el tapete hasta finales de 1964. 
Otros ministros y diplomáticos como Fraga, Silva Muñoz o Garrigues elabo- 
raron proyectos constitucionales propios, pero finalmente fue el del almirante 
el que habría de prevalecer. Las habituales y prolongadas maniobras dilatorias 
de Franco se encontraron con una unánime presión del Consejo de Ministros 
en abril de 1965. En realidad, Franco estaba de acuerdo con la confirmación 
de la condición monárquica del régimen pero no acababa de decidirse por el 
papel que tenía que jugar en el futuro el partido único. Al final, el Gobierno 
terminó descartando los proyectos que regulaban de manera precisa la orga- 
nización del Movimiento o la tentativa del mismo de asegurarse una parcela 
autónoma de poder. En este sentido, el ministro-secretario general del Movi- 
miento sería designado directamente por el jefe del Estado y del Gobierno y 
no mediante una terna elegida por el Consejo Nacional del Movimiento. El 
criterio del segundo en la sombra del Régimen, el almirante Carrero, terminó 
imponiéndose sobre el del propio vicepresidente del Gobierno, el ministro del 
Movimiento o el ministro de Marina, almirante Nieto Antúnez. 


La Ley Orgánica del Estado (LOE) definía una especie de monarquía li- 
mitada por las doctrinas e instituciones de un Movimiento Nacional que pasa- 
ba a considerarse más comunión de todos los españoles que una organización 
de partido único. 


Por otro lado, la LOE mantenía la representación corporativa mediante 
las familias, el municipio y los sindicatos frente a la introducción del sufragio 
universal con pervivencia del Movimiento defendido por Manuel Fraga. No 
obstante, la existencia de elecciones directas para procuradores familiares 
concedía cierta atención a la opinión pública. Se elegían dos procuradores por 
provincia, sin tener en cuenta el tamaño de la población y sin que existieran 
asociaciones políticas que encauzasen el voto. Además, la posibilidad de que 
existiera un grupo crítico de procuradores familiares en las Cortes fue ense- 
guida cortocircuitada por el Ministerio de Gobernación. 


A partir de 1967, el desarrollo de los enunciados de la LOE habría de en- 
conar aún más los ánimos en el seno del Consejo de Ministros. Para un sector 
de la clase política del régimen y de la oposición moderada, las nuevas leyes 
que desarrollaban la LOE fueron un verdadero jarro de agua fría. En enero 
de 1967, Carrero presentó borradores de disposiciones sobre representación 
familiar, Sindicatos y Movimiento. La aprobación en mayo de 1967 de la 
Ley Orgánica del Movimiento y del Consejo Nacional parecía un retorno a 
los esquemas de organización del partido único frente a la denominación de 
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comunión política de todos los españoles. Esta Ley fue considerada un retro- 
ceso no sólo por el sector tecnócrata, liderado por López Rodó. sino por Silva 
Muñoz o Fraga. 


A partir de entonces, las discrepancias en el seno del Consejo de Ministros 
no hicieron sino acentuarse. De poco sirvió la sustitución de Muñoz Grandes 
en la Vicepresidencia del Gobierno, pues Solís intentó a través de la reforma 
sindical y de las asociaciones lo que no había conseguido con la reforma del 
Movimiento: el mantenimiento de un reducto falangista de poder ajeno al Go- 
bierno y a las expectativas de la Sucesión. A la altura del verano de 1968, el 
almirante Carrero planteaba a Franco la necesidad de un reajuste del Gobierno 
que sustituyera a sus principales adversarios. 


La designación de un sucesor 


Durante los años sesenta la causa de la monarquía sufrió unos avatares 
decisivos. En 1960 se produjo un nuevo encuentro entre Franco y don Juan de 
Borbón en la finca de Las Cabezas (Cáceres). Para ese momento las expecta- 
tivas en un inmediato cambio de régimen habían prácticamente desaparecido. 
En la primavera de 1962, don Juan Carlos de Borbón se casó con la princesa 
Sofía de Grecia en Atenas, estableciéndose a partir de entonces en el palacio 
de La Zarzuela en Madrid. Tras el Coloquio de Múnich, Gul Robles se vio 
obligado a abandonar el consejo privado de don Juan de Borbón. Unos años 
después, en 1966, el dimisionario embajador en París, José María de Areilza, 
sustituía al historiador Pabón al frente de la causa del pretendiente. El conde 
de Motrico constituyó un secretariado político que ejerció un gran activismo y 
otorgó una definitiva orientación liberal a la causa monárquica. La verdad era 
que, aesas alturas, el giro hacia la oposición democrática de don Juan Borbón 
venía a configurar una especie de alternativa liberal de reserva para la monar- 
quía, debido a sus ya escasas posibilidades de suceder a Franco. En efecto, por 
ejemplo, en noviembre de 1965, Manuel Fraga había hecho unas declaracio- 
nes que sugerían la posibilidad de que don Juan Carlos fuera nombrado suce- 
sor de Franco, saltándose la natural línea dinástica. Para entonces el almirante 
Carrero y el ministro López Rodó preparaban la llamada Operación Salmón, 
así llamada debido a la lentitud con que se gestaba la iniciativa sucesoria, si- 
milar a la pesca del pez citado. Debido al envejecimiento de Franco, se trataba 
de dar un paso más para anudar la salida monárquica del régimen. No bastaba 
con que las leyes de Principios del Movimiento (1958) y Orgánica del Estado 
(1966) hubiesen confirmado la condición de España como reino, o que se hu- 
blese previsto un Consejo de Regencia, sino que era preferible la designación 
de un sucesor de la Jefatura del Estado en vida de Franco. 


La indecisión del dictador finalizó a principios de 1968. Acontecimientos 
como que don Juan Carlos cumpliera treinta años o que se produjera el nacimiento 
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de don Felipe de Borbón, ocasión que reunió a la viuda de Alfonso xm y a don 
Juan en Madrid, tuvieron su importancia en el ánimo de Franco. No obstante, 
todavía durante la primavera de 1969 el vicepresidente Carrero y el ministro 
de Gobernación, Camilo Alonso Vega, presionaron sobre Franco para que re- 
solviera la cuestión. Hasta fecha muy tardía no se comunicó la decisión de 
Franco a don Juan Carlos, mientras que don Juan únicamente recibió una 
notificación por escrito. Don Juan decidió disolver su secretariado político, 
aunque se mantuvo en una posición de reserva, sin renunciar a sus legítimos 
derechos dinásticos. 


El 22 de julio de 1969, Franco pronunció un discurso ante el Pleno de las 
Cortes, preparado por el ministro Silva Muñoz, que insistía en que la decisión 
sucesoria suponía la instauración de una nueva monarquía del Movimiento 
y A la monarquía liberal. Don Juan Carlos era nombrado 
sucesor bajo el título, sugerido por López Rodó, de Principe de España. Al 
día siguiente, don Juan Carlos aceptaba oficialmente el ofrecimiento, juran- 
do ante las Cortes fidelidad a Franco y a los principios del Movimiento. El 
discurso posterior del Príncipe de España no aludió expresamente a su padre 
y a la legitimidad dinástica sino que aceptó la legitimidad procedente del ré- 
gimen franquista. Pese a las veleidades de Solís hacia otros candidatos como 
don Alfonso de Borbón, la disciplina del Régimen y la lealtad a Franco se 
impusieron entre los mayoritarios 150 procuradores sindicales. La propuesta 
sucesoria sólo recibió 19 votos negativos y 9 abstenciones en el pleno de las 
Cortes. 


La resolución de la cuestión sucesoria fue, sin duda, una victoria del per- 
sonal empeño del almirante Carrero, para quien, de este modo, se llegaba a 
la culminación de la obra iniciada con el referéndum de 1947. A juicio del 
Almirante, España se convertía así en un Estado de Derecho con un régimen 
que había añadido, a la legitimidad de la victoria, la de la paz y la prosperidad. 


La crisis de 1969 


A la tensión en el seno del Gobierno por los proyectos de reforma sindical 
y de asociaciones del Movimiento, se unió el escándalo MATESA, que habría 
de resultar el detonador final de la crisis de octubre de 1969, MATESA era 
una empresa textil que había conseguido 12.000 millones de créditos oficia- 
les en poco tiempo. Además de las irregularidades de evasión de impuestos, 
la empresa vendía sus productos a filiales en el extranjero, hinchando sus 
beneficios. 


El ministro de Información, Manuel Fraga, dio luz verde a la prensa para 
comentar con toda amplitud el tema de MATESA, actitud que no era habitual 
en otras materias. La prensa del Movimiento, dependiente de Solís, aprovechó 
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el incidente para atacar a sus adversarios tecnócratas en el tema de la efica- 
cia y austeridad económicas. Aunque inicialmente el presidente del Banco 
de Crédito Oficial fue cesado y MATESA incautada, ambas medidas fueron 
revocadas poco después, por lo que el affaire quedaba sin resolver. 


Franco se vio impotente para arbitrar unas diferencias en el seno del Go- 
bierno que tenían un aspecto de revancha. El vicepresidente Carrero consi- 
deró negligente y malintencionado el comportamiento de Fraga y de Solís, 
reforzando su anterior criterio partidario de su sustitución. Desde el mes de 
septiembre el ambiente de crisis de Gobierno fue inevitable. 


Ante la coincidencia de la aprobación gubernamental del proyecto de ley 
sindical y de la divulgación de un informe de un grupo de estudio de la Orga- 
nización Internacional del Trabajo sobre la situación sindical y laboral espa- 
ñiola, Solís decidió declarar el primero secreto oficial por un tiempo. Con un 
ambiente de crisis de Gobierno, Solís intentaba evitar que la reforma sindical 
fuera objeto de protestas y de polémica pública al pasar el proyecto a las 
Cortes. Además, el retraso de la divulgación del proyecto de reforma sindi- 
cal permitía evitar que el Informe de la OIT pareciera un enjuiciamiento del 
mismo. Á pesar del inmediato desenlace de la crisis con la salida del grupo 
de ministros más opuestos al almirante Carrero y al grupo tecnócrata, Solís 
abrigó hasta el último momento esperanzas de que la formación del nuevo 
gabinete le fuera favorable. 


La formación de un nuevo Gobierno homogéneo el último día de octubre 
de 1969 ponía fin a una etapa de la historia del régimen de Franco. A partir 
de entonces comenzaba la era de apogeo del poder del almirante Carrero que, 
más que de unidad, iba a ser de división de la clase política franquista. 


Los gobiernos vacíos del tardofranquismo 


El Almirante habría de acceder a la condición de presidente del gobierno 
en junio de 1973, abandonando por primera vez Franco esa decisiva parcela 
de poder. En realidad, Carrero había ostentado el control casi absoluto del po- 
der desde noviembre de 1969, optando por una cerrazón continuista que veía 
cualquier disidencia como una amenaza y las denuncias internacionales como 
una reedición de la conspiración antiespañola de posguerra. Sin embargo, a 
pesar del continuismo ultraconservador del equipo de Carrero, apareció una 
ultraderecha inmovilista conocida como el_“bunker” en la que estaba Fuerza 
Nueva de Blas Piñar pero también los falangistas de Girón y otros antiguos 
dirigentes franquistas. El desarrollo de las asociaciones políticas dentro del 
Movimiento fue parado por el propio Carrero, ascendiendo el jurista Torcua- 
to Fernández Miranda a la vicepresidencia del gobierno en junio de 1973. 
El asesinato por ETA de Carrero en diciembre de 1973 dejaría no sólo más 
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aislado a Franco sino que eliminó uno de los posibles obstáculos para una 
futura transición a la democracia. El nuevo presidente del gobierno, Carlos 
Arias Navarro, encabezaría la agonía del franquismo y el cambio de régimen 
hasta julio de 1976. La gestión de Arias tuvo que afrontar numerosas crisis 
de gobierno debido a la división de la clase política franquista. Aunque fueron 
aprobadas las asociaciones del Movimiento, buena parte de la clase política 
optó por otras vías políticas, como la formación de una zona intermedia entre 
el gobierno y la oposición (por ejemplo, el grupo Tácito y FEDISA de Manuel 
Fraga) o directamente la creación de nuevos partidos políticos ilegales aunque 
no clandestinos. 


El régimen franquista, además, vio como se resquebrajaba uno de sus pila- 
res: la Iglesia católica. Desde el Concilio MianolC al parte cada vez más 
influyente de la jerarquía, pero también del movimiento católico de base se 
fue “despegando” respecto al franquismo. Además, en 1968 Pablo v1 pidió 
a Franco que renunciase al privilegio de > presentación de los obispos. Ante la 
falta de atención a los deseos del Vaticano, ésta reaccionó nombrando obispos 
auxiliares. El Vaticano nombró a Vicente Enrique y Tarancón primado y, tras 
la muerte del franquista Casimiro Morcillo, obispo de Madrid y presidente de 
la Conferencia Episcopal. 


En 1970, con ocasión del Proceso de Burgos contra ETA, se produjo ya un 
incidente grave pues los obispos del País Vasco pidieron clemencia al Gobier- 
no. En 1974 el obispo de Bilbao, Añoveros, fue arrestado en su domicilio por 
difundir una homilía en la que pedía una organización política que garantizara 
los derechos del pueblo vasco. Finalmente, en octubre de 1975, el obispo 
auxiliar de Madrid, monseñor Iniesta, fue obligado a abandonar la capital tras 
una homilía que denunciaba las ejecuciones de cinco terroristas del FRAP y 
ETA. 


4. La política exterior durante el segundo franquismo 


El nuevo ministro de Asuntos Exteriores desde febrero de 1957, Fernando 
María Castiella Maíz, poseía el típico perfil político franquista a secas de la 
mayor parte de los ministros de los Gobiernos de Franco de la segunda mitad 
de la dictadura. Castiella diseñó todo un programa de política exterior para 
España mediante el cual se pretendía incorporar a nuestro país a la corriente 
de unificación europea, sin descuidar las tradicionales relaciones con Ibero- 
américa y los países árabes. España debía alcanzar el estatus de una potencia 
media europea, ser un igual en el club de las potencias occidentales, median- 
te una diplomacia pragmática y desideologizada que acallara los recelos in- 
ternacionales. Para ello, la política exterior del régimen de Franco pretendía 
establecer una relación más paritaria con Estados Unidos y un acercamien- 
to a la Europa comunitaria. De manera secundaria, la estrategia de Castiella 
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contemplaba un realce de las tradicionales relaciones con algunos países ibe- 
roamericanos y árabes. Obsesionado con la recuperación de Gibraltar, el mi- 
nistro llegó a la conclusión de la inevitabilidad de la descolonización de Gui- 
nea, Ifni y el Sahara si se quería obtener el apoyo a las tesis españolas en los 
organismos internacionales. Castiella fue, por ejemplo, adalid de la libertad 
religiosa. Esta cuestión enturbiaba la imagen exterior de España y las relacio- 
nes con Estados Unidos y con muchos países europeos. Seguramente, con el 
transcurso de los años, su pensamiento político fue evolucionando hacia po- 
siciones más liberales, sobre todo tras la dimisión de su estrecho colaborador, 
José María de Areilza, y la celebración del Vaticano Il, pero los problemas de 
la política exterior y sus obsesiones personales, como la cuestión gibraltareña, 
ocuparon la mayor parte de sus energías. 


Especialmente significativa fue la mejora de relaciones con la Francia de 
De Gaulle. Además de la cooperación militar en Ifni y el Sahara, Francia ven- 
dió armamento a España y dificultó la actividad antifranquista de los exilia- 
dos. El Gobierno de Franco apoyó a Francia como contrapartida en el proble- 
ma argelino. El general De Gaulle respaldó la intención española de ingresar 
en la OTAN, al mismo tiempo que buscaba un dócil aliado en sus pretensiones 


de liderazgo europeo. 


La ofensiva europea 


El 9 de febrero de 1962 el Gobierno de Franco, a través del ministro Cas- 
tiella, solicitó del Mercado Común una apertura de negociaciones para la aso- 
ciación con vistas a una adhesión futura. Esta fórmula tenía implicaciones 
políticas pues pocos meses antes la Asamblea Parlamentaria de la CEE había 
aprobado el informe Birkelbalch, que establecía que tanto la asociación como 
la adhesión plena exigían la existencia o la tendencia hacia un cierto nivel de 
desarrollo económico, de compromiso con el bloque occidental y de sistema 
democrático. 


La reacción de los Gobiernos ante la petición española fue positiva en los 
SUCcIón 

casos de Alemania y Francia, mientras que otras potencias europeas evitaron 
un pronunciamiento prematuro. Por el contrario, la petición de asociación de- 
sató rápidamente campañas de opinión antifranquistas. No en vano en esas 
fechas se habían reactivado las comisiones para España de las Internacionales 
políticas y sindicales de orientación socialista y democristiana. Además, el 
grupo socialista de la Asamblea Parlamentaria europea presentó una moción 
que rechazaba siquiera el inicio de las conversaciones. No obstante, el Con- 
sejo de Europa recomendó algún tipo de asociación económica siempre que 
se aprobaran cambios políticos. La coincidencia de la petición de asociación 
con las huelgas generalizadas de Asturias y el País Vasco y, sobre todo, con la 
represión de los participantes en el Coloquio europeísta de Múnich, originó 


———— 
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una nueva campaña internacional de condena contra el régimen franquista. El 
cambio del Gobierno de Franco de julio de 1962 permitió contrapesar algo la 
mala imagen internacional que había traído consigo tanto la represión como 
las concentraciones y discursos de contenido antiliberal. 


En enero de 1963 el Consejo de Ministros de la CEE trató la cuestión espa- 
ñola. El Gobierno de Bélgica fue el más beligerante contra la petición de Espa- 
ña, alegando la falta de libertad religiosa de los no católicos. Lo más decisivo 
fue, no obstante, el veto de De Gaulle hacia la solicitud británica de adhesión. 
Este veto paralizó todas las negociaciones. Dos años después de la primera so- 
licitud, Madrid volvió a insistir ante el Mercado Común. En julio de 1964, la 
respuesta de Bruselas se limitaba a aceptar la discusión de los problemas que el 
desarrollo del Mercado Común planteaba a España sin considerar la perspectiva 
de la asociación. Hacia 1965 quedó claro que no se podía esperar ninguna con- 
cesión política del Mercado Común. Mientras que los aperturistas del Régimen 
habían esperado algún tipo de reconocimiento europeo que impulsara los cam- 
bios internos, las instituciones comunitarias exigían reformas democratizadoras 
antes de la asociación. Los lazos entre la dictadura de Franco y la Comunidad 
Económica Europea habrían de circunscribirse a las relaciones comerciales. Por 
fin, en 1967, cinco años después de la primera solicitud española, la CEE ofre- 
ció un Acuerdo Preferencial. Esta oferta europea, aunque era mucho mejor que 
un mero acuerdo comercial, tenía un contenido exclusivamente técnico. Tras 
tres años de negociaciones, llevadas por el ex_ministro Ullastres, en julio de 
1970 terminó firmándose el Acuerdo Preferencial. 


El amigo americano 


Además de los sueños de una homologación europea, la otra gran apuesta 
de la gestión de Castiella para la normalización de España en Occidente fue la 
obtención de una relación más equilibrada con Estados Unidos que cubriese 
las necesidades defensivas españolas. A pesar de los pactos, el Ejército espa- 
ñol seguía teniendo un armamento anticuado y el material más moderno no 
podía utilizarlo, ante la creciente amenaza marroquí. Sin duda, otros países 
europeos con bases americanas habían recibido mucha más ayuda. Las bases 
norteamericanas tenían armamento atómico, por lo que la amenaza de una 
conflagración nuclear afectaba claramente a España. Además, la independen- 
cia de los países norteafricanos era percibida por Franco o Carrero con el 
peligro añadido de una probable expansión del bloque comunista. Aunque 
Washington había. respaldado, a través de los organismos económicos interna- 
cionales, la nueva política de liberalización económica del régimen de Fran- 
co, no estaba dispuesto a aumentar la ayuda económica directa y la cesión de 
material militar ni á prescindir de bases cercanas a grandes núcleos urbanos, 
como la de Torrejón. 


TEMA 6. LA ETAPA FINAL DEL FRANQUISMO, 1959-1975 139 


En este contexto, la visita de Eisenhower a Madrid en diciembre de 1959 
fue, además de propaganda e imagen para el Régimen, el colofón de la firma 
de los pactos bilaterales, pero no trajo consigo una mejora del nivel de ayuda 
como esperaban el Gobierno de Franco y los militares. La llegada al poder de 
la administración demócrata de Kennedy no ayudó, desde luego, a mejorar 
las expectativas franquistas. Además de la falta de apoyo en Marruecos, el 
Gobierno norteamericano pareció en un primer momento dar alas a la oposi- 
ción antifranquista, presionando para que España se desmarcara de posiciones 
colonialistas como las que mantenía Portugal. 


Al mismo tiempo que se pedía la apertura de negociaciones con el Mer- 
cado Común, el Gobierno decidió el envío del abogado liberal Antonio.Ga- 
rrigues a la embajada en Washington, dadas sus relaciones personales con la 
familia Kennedy, con el objeto de mejorar el nivel económico de contraparti- 
das por las bases militares. Además, Garrigues recomendó la negociación de 
una contrapartida política. Se pretendía sustituir los pactos bilaterales por un 

¡tratado de cooperación o seguridad, que implicaba un difícil refrendo por las 
cámaras legislativas norteamericanas, así como conseguir un apoyo decidido 
en los organismos internacionales y en las candidaturas españolas a pertene- 

er a la OTAN y la CEE. 


En septiembre de 1962, una vez que las expectativas europeas habían reci- 
bido un jarro de agua fría, por lo que el apoyo estadounidense cobraba mayor 
relieve, se iniciaron las conversaciones para la renegociación de los pactos. 
Además de las contrapartidas políticas, los militares españoles realizaron unas 
peticiones exorbitantes de suministros. La administración Kennedy rechazó 
ambas peticiones, por lo que al régimen de Franco sólo le quedaba la posibili- 
dad de la denuncia de los pactos para posteriormente negociar una prórroga de 
los mismos. Esfumada la posibilidad de sumarse a un eje militar entre Francia 
y Alemania, el Gobierno de Franco tuvo que contentarse con la renovación 
de los convenios con Estados Unidos como fuera. Finalmente, en septiem- 
bre de 1963 los pactos recibían una prórroga por otros cinco-años sin apenas 
cambios. Los 1.000 millones de dólares que habían esperado inicialmente los 
militares españoles se quedaron en la modesta cifra de 150 millones. La cláu- 
sula secreta de activación automática de las bases permanecía como en 1953. 
Los norteamericanos podían utilizar Rota para los submarinos nucleares sin 
contrapartida alguna y ni siquiera la declaración conjunta establecía un com- 
promiso claro con la defensa de España. 


La descolonización de Guinea y la cuestión gibraltareña 


Tras el fracaso del proyecto de homologación europeo y de equilibrio con 
Estados Unidos, el ministro Castiella regresó a sus obsesiones nacionalistas. 
La internacionalización del problema de Gibraltar exigía resolver los restos de 
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colonialismo español en África. Mientras que el almirante Carrero Blanco con- 
sideraba prematura la independencia de la que, desde 1959, era nominalmen- 
te provincia española de Guinea, Castiella era consciente de las implicaciones 
que la persistencia del colonialismo tenía para las aspiraciones hacia la CEE 
y Gibraltar. Finalmente, en agosto de 1963, el Gobierno de Franco concedió 
un régimen de autonomía como primer paso para la independencia plena. Un 
referéndum estableció un año después el régimen autonómico que reconocía a 
los guineanos algo que estaba vedado para los españoles: partidos políticos y 
asamblea representativa. No obstante, Carrero, desde la Presidencia de Gobier- 
no, hizo que se aprobaran planes de desarrollo para Guinea, deseando retrasar 
al máximo la descolonización exigida por la ONU. A la reticencia de Carrero, 
se unieron la resistencia de los colonos españoles, el secesionismo de los bu- 
bis de la isla de Fernando Poo y las divisiones de los nacionalistas guineanos. 
Tras varios aplazamientos, en 1967 se reunió una Conferencia Constitucional 
que preparase la independencia. Al final, el político Macías Nguema consiguió 
aglutinar a disidentes de varios partidos y hacerse con la presidencia de Guinea 
en la segunda vuelta electoral frente al candidato oficial prohispano y a los re- 
presentantes genuinos nacionalistas. El 12 de octubre de 1968, día de la fiesta 
de la Hispanidad, Guinea Ecuatorial conseguía la independencia. 


Una vez que la diplomacia española se sumó al criterio descolonizador de 
las Naciones Unidas en septiembre de 1963, la cuestión de Gibraltar pasó a 
un primer plano de los objetivos del ministro Castiella. Desde septiembre de 
1964 las resoluciones de la ONU pasaron a ser favorables : a las tesis españolas 
de descolonización, por lo que que Castiella intentó compensar los avances en el 
objetivo de la recuperación del Peñón con sus fracasos ante Europa y Estados 
Unidos. Los gestos diplomáticos de independencia ante los Estados Unidos 
y el bloque occidental se multiplicaron. Por ejemplo, se mantuvo el apoyo a 
la causa palestina y se intentó seguir una política independiente ante Cuba. 
Además Castiella inició una política de bloqueo y sanciones hacia Gibraltar 
que entorpecía las actividades económicas de la colonia británica y el fun- 
cionamiento de la base militar. Esta política de enfrentamiento con Londres 
limitó las posibilidades españolas ante la OTAN y enturbió las negociaciones 
con los Estados Unidos. 


Las resoluciones favorables a los intereses españoles en Naciones Unidas 
eran un símbolo de la mejora de imagen del Régimen fuera de Occidente. 
Desde diciembre de 1967 la ONU se inclinó claramente por las tesis españo- 
las, lo que acentuó los rasgos nacionalistas del ministro Castiella. El gobierno 
británico hizo caso omiso de la resolución de la ONU, promulgando un nuevo 
texto constitucional en mayo de 1969 que ampliaba la autonomía de Gibraltar. 


La diplomacia franquista pretendía ligar la reivindicación de Gibraltar con 
una vinculación más estrecha con Occidente. La huida hacia adelante de Cas- 
tiella, por ejemplo en octubre de 1969 cerraba la frontera y cortaba las comu- 
nicaciones telefónicas a Gibraltar, terminó siendo contraproducente para los 
intereses españoles. 
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La diplomacia del tardofranquismo 


Tras la caída de Castiella, el nuevo ministro de Exteriores, Gregorio Ló- 
pez Bravo, intentó quitar hierro a la cuestión gibraltareña. Aunque la frontera 
siguió cerrada, el régimen franquista abandonó las campañas de prensa y no 
volvió a plantear la cuestión ante las Naciones Unidas. Las conversaciones 
bilaterales no permitieron la resolución del contencioso sino que, al contrario, 
favorecieron las maniobras dilatorias del Gobierno de Gran Bretaña. Además, 
las tentativas de estrangular la vida económica del Peñón terminaron refor- 
zando los sentimientos de identidad nacional probritánicos de la colonia. 


El ya veterano ministro Gregorio López Bravo, presente en los Gobier- 
nos de Franco con la cartera de Industria desde 1962, mantenía un perfil de 
dinamismo y brillantez. López Bravo, aunque estaba vinculado al sector tec- 
nócrata, terminó enfrentándose al todopoderoso almirante Carrero, debido al 
intervencionismo de éste en las relaciones con los Estados Unidos y el pro- 
blema del Sahara. Su independencia y pragmatismo permitieron, además del 
enfriamiento del contencioso gibraltareño, concluir las negociaciones con la 
Comunidad Económica Europea y los Estados Unidos en junio de 1970. 


Una vez resuelta la renovación de los acuerdos con los Estados Unidos, 
López Bravo pudo explotar las líneas de diplomacia multilateral diseñadas por 
Castiella, estableciendo también relaciones con los países del bloque comu- 
nista. Al final de la dictadura únicamente países como México o Yugoslavia 
continuaban reconociendo oficialmente al Gobierno de la República española 
en el exilio. A pesar de su pragmatismo, López Bravo no pudo evitar que los 
contenciosos con el Vaticano y las relaciones con Marruecos erosionaran su 
posición en el Gobierno de-Franco. 


En junio de 1973 era nombrado ministro Laureano López Rodo. Estrecho 
colaborador de Carrero, su gestión en Exteriores fue paralela al breve periodo 
de presidencia del Gobierno del almirante. Sus objetivos principales pasaban 
por la preparación de la renegociación de los pactos con los Estados Unidos, 
la obtención de mayores concesiones de la CEE y, sobre todo, la mejora de 
relaciones con el Vaticano. Otra política innovadora, abortada por cambios 
políticos como el asesinato de Carrero o la revolución portuguesa, fue un pro- 
yecto de unión arancelaria hispano-portuguesa. 


Entre diciembre de 1973 y la muerte de Franco, Pedro Cortina Mauri 
desempeñó la cartera de Exteriores. La situación de agonía del régimen de 
Franco no fue, desde luego, la más propicia para una gestión diplomática bri- 
llante. Además la coyuntura exterior no fue nada favorable a España en lo 
referente a nuestros vecinos más cercanos. Al temor al contagio de la revolu- 
ción portuguesa, se unió la amenaza de con Marruecos. De nuevo, la 
continuidad de las relaciones con los nto Ro caró absoluta priori- 
dad. En el mes de julio de 1974 se firmaba una declaración conjunta hispano- 
norteamericana que señalaba que los acuerdos bilaterales se insertaban dentro 
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del marco de la defensa occidental y de la seguridad en el Mediterráneo. Ni el 
ingreso en la OTAN ni la elevación de los pactos a la categoría de Tratado De- 
fensivo fueron posibles. Mientras que a la adhesión española al Pacto Atlán- 
tico se oponían países como Gran Bretaña, Noruega o Dinamarca, el Senado 
norteamericano era reacio a nuevos compromisos exteriores con regímenes 
problemáticos, en un contexto de escalada bélica en el Sureste asiático. El 27 
de septiembre de 1975 el acuerdo era firmado en una coyuntura de casi guerra 
con Marruecos en el Sahara y de nueva condena internacional del régimen 
debido a los fusilamientos de activistas del FRAP y ETA. 


La presencia española en África llegó a su fin con el abandono del Sahara 
en 1975. Se ponía final así a un siglo de colonialismo débil y sustitutorio tras la 
independencia de las posesiones americanas. El territorio saharaui había estado 
integrado administrativamente en la denominada Africa Occidental Española 
hasta su conversión en provincia al final de los años cincuenta. En un primer 
momento, Castiella pensó en el abandono del Sahara mediante un referéndum, 
al mismo tiempo que se procedía a la entrega de Ifni a Marruecos y a la inde- 
pendencia de Guinea. La situación se complicó cuando a las reivindicaciones de 
un Gran Marruecos se sumaron las apetencias argelinas y mauritanas. Además, 
estallaron conflictos pesqueros con Marruecos debido a la ampliación unilateral 
por este último de sus aguas jurisdiccionales. Por un tiempo, Marruecos pareció 
virar a posiciones que defendían la autodeterminación del Sahara debido a las 
maniobras dilatorias de la Administración española. 


En 1974 España concedió cierto grado de autonomía al Sahara, impulsan- 
do un partido político prohispano que contrapesara la creciente influencia del 
independentista Frente Polisario. El contencioso hispano-marroquí se trasladó 
al Tribunal Internacional de La Haya. Los planes de descolonización de la ad- 
ministración española parecía que llegarían por una vez a buen puerto pero la 
enfermedad de Franco precipitó la situación. Al mismo tiempo que el Tribunal 
Internacional fallaba favorablemente a las tesis españolas en octubre de 1975, 
el monarca marroquí Hassan 1 decidió aprovechar la coyuntura para montar 
la operación conocida como la marcha verde. 


El Gobierno de Arias Navarro, ante la inminencia de la muerte de Franco, 
decidió eludir sus compromisos internacionales para la autodeterminación del 
Sahara, tratando de enfriar el conflicto con Marruecos, que parecía derivar 
hacia el estallido de una guerra. La debilidad final del régimen de Franco 
permitió la rápida firma de un tratado en Madrid con Marruecos y Mauritania 
en noviembre de 1975. Por el Tratado de Madrid, España cedía la adminis- 
tración del Sahara a Marruecos y Mauritania con un vago compromiso para 
que las nuevas potencias administradoras del territorio procediesen más tarde 
a su descolonización. Al comienzo de 1976, según las tropas españolas aban- 
donaban el Sahara, se iniciaba una guerra de resistencia del Frente Polisario, 
apoyado por Argelia, que impediría una dominación estable marroquí y pro- 
vocaría la retirada mauritana en 1979. 
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5. Los cambios sociales, la protesta y el crecimiento del 
antifranquismo 


Desde comienzos de los años cincuenta pero, sobre todo, tras el Plan de 
Liberalización y Estabilización económicos de 1959, se produjo una trans- 
formación radical de la sociedad española. España era cada vez menos un 
país agrario no sólo por el descenso de los activos sino por la reducción del 
porcentaje de la población que vivía en núcleos rurales. La emigración de 
jornaleros meridionales, primero, y de pequeños campesinos con tierra, más 
tarde, había puesto fin a la “cuestión agraria”. España se había convertido en 
un país industrial y de servicios, apareciendo nuevas clases medias urbanas 
que suponían casi la mitad de la población. 


Hacia 1970 cerca de tres millones y medio de españoles se encontraban 
fuera de España, sustituyendo la tradicional emigración hacia América por 
la salida hacia Europa, mientras que otros muchos más habían cambiado de 
lugar de residencia dentro del país. 


El analfabetismo se había reducido sustancialmente y la educación secun- 
daria tendía a generalizarse gracias a la Ley General de Educación de 1970. 
Hubo, también, avances en la vivienda y en la sanidad, sentándose las bases 
de la Seguridad Social (Ley de Bases de 1967). Los trabajadores industriales 
y las clases medias tuvieron acceso a la vivienda, a menudo de protección 
oficial, mediante sistemas de crédito hipotecario. Las desigualdades sociales 
persistieron pero la construcción de barrios periféricos en las ciudades erradi- 
có parcialmente el chabolismo y supuso el acceso a unas mínimas condiciones 
de habitabilidad a pesar del déficit existente en equipamientos colectivos y la 
mala calidad de las viviendas, que fueron denunciados durante los años seten- 
ta por el movimiento vecinal. 


A partir de los años sesenta se produjo una mejora de las condiciones de 
vida de los españoles. La generalización de la sociedad de consumo, con el 
acceso a algunos de sus símbolos (vacaciones pagadas, electrodomésticos y 
vehículo utilitario), no supuso el fin de las abismales desigualdades de renta 
pero puso fin a la abierta segmentación social española de la época de la au- 
tarquía y del racionamiento de posguerra. 


Otras decisivas transformaciones de la sociedad española fueron los cam- 
bios culturales. La progresiva secularización de la sociedad puso fin al tradi- 
cional conflicto de la España contemporánea entre clericalismo y anticlerica- 
lismo. Los españoles, influidos por el turismo , Ja emigración y los medios de 
comunicación, se alejaron de los estrechos y autoritarios marcos de la mora- 
lidad nacional-católica. 


Durante vos años cincuenta y sesenta, un tiempo de apogeo de la dictadura 
de Franco, la repercusión de las actividades antigranquistas sobre la estabi- 
lidad del franquismo fue mucho más reducida que durante la década de los 
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cuarenta y los años setenta. No obstante, la oposición clandestina y el exilio 
político mantuvieron un papel de ejemplo moral y, además desde 1956, se 
inició la prehistoria de lo que habría de ser el sistema de partidos políticos y 
organizaciones sindicales existentes en la España posfranquista. La transfor- 
mación de la sociedad española permitió la aparación de la protesta de movi- 
mientos sociales que, con el tiempo, alimentaría las filas del antifranquismo. 


Los primeros síntomas de estos cambios se produjeron desde 1956 con unas 
protestas universitarias y unas huelgas obreras todavía circunscritas a ciudades 
como Madrid o Barcelona, así como las áreas industriales y mineras del norte 
y noreste de Españía. Lo más importante fue la salida a la esfera pública de una 
nueva generación que no había protagonizado la Guerra Civil y que reclamaba 
el fin de su obsesiva conmemoración y la reconciliación de los españoles. En 
efecto, tras los sucesos universitarios de Madrid en febrero de 1956, fueron 
constituidos nuevos grupos políticos como la Agrupación Socialista Universita- 
ria o el Frente de Liberación Popular, además de pequeños sindicatos de origen 
católico como Unión Sindical Obrera, Solidaridad de Obreros de Cataluña y 
Acción Sindical de Trabajadores (que daría lugar a la maoísta Organización Re- 
volucionaria de Trabajadores). Todos estos nuevos grupos sindicales ilegales 
estuvieron, junto al PCE, en los orígenes del movimiento social de las comi- 
siones obreras. No obstante, la consolidación de este movimiento sociopolítico 
durante el bienio de 1964-66 estuvo estrechamente asociada con la estrategia de 
movilización general del PCE, dirigido por Santiago Carrillo. 


Además de las nuevas formaciones políticas opositoras y de los grupos 
sindicales antifranquistas, aparició una disidencia en el seno de las antiguas 
familias franquistas que permitió el surgimiento de una nueva oposición mo- 
derada de significación ideológica liberal, democristiana o socialdemócrata 
(en torno a personalidades como Dionisio Ridruejo, Enrique Tierno Galván, 
José María Gil Robles, Manuel Giménez Fernández o Joaquín Satrústegui), 
que defendieron un proyecto político para la salida del franquismo de monar- 
quía y democracia. Un marco común de esta nueva oposición moderada y del 
exilio político fue el movimiento europeista, que tuvo como encuentro más 
resonante el llamado “contubernio” de Munich en junio de 1962. 


Durante el decenio de los sesenta, los movimientos sociales tuvieron un 
inesperado protagonismo. La represión y la obsesión del franquismo por el 
control del espacio público otorgaban a toda reivindicación social o profe- 
sional un contenido político. En realidad, la consolidación de Comisiones 
Obreras, la protesta nacionalista y el sindicalismo estudiantil fueron los he- 
chos esenciales no sólo de las luchas sociales sino del antifranquismo. Acon- 
tecimientos como las huelgas mineras asturianas del bienio 1962-63, los in- 
cidentes universitarios de Madrid de febrero de 1965 y de Barcelona en la 
primavera de 1966, las concentraciones en la calle de CC.OO. en Madrid 
durante 1967, y las huelgas generalizadas vizcaínas de 1967 y 1969, fueron 
los momentos más significativos de la protesta y del antifranquismo durante 
los años sesenta. 
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De la protesta nacionalista en el País Vasco surgió el terrorismo de ETA. 
En julio de 1959, se consumaba la ruptura del nacionalismo vasco con la 
constitución del primer núcleo etarra, que derivó hacia la acción armada des- 
de 1962. Hasta 1968 la violencia etarra no produjo su primera víctima mortal 
pero, para entonces, ya se había dividido la organización en varias tendencias. 
Después del Proceso de Burgos de 1970, un grupo de ETA se unió con la trots- 
kista Liga Comunista Revolucionaria. 


A caballo entre el fenómeno del radicalismo izquierdista y la disidencia 
de los partidos históricos de la oposición aparecieron una serie de formacio- 
nes política de “nueva izquierda”. El comunismo español fue el más afectado 
por este fenómeno de fraccionamiento. Al “revisionismo” de personalidades 
como Jorge Semprún y Fernando Claudín, expulsados del PCE en 1965, hubo 
que sumar la salida de fracciones maoístas en 1964 (PCE m-l) y 1967 (PCEI1 y 
Bandera Roja), así como la floración de grupos prosoviéticos desde la conde- 
na por Carrillo del aplastamiento de la primavera de Praga. 


A partir del distanciamiento del PCE respecto a la URSS en 1968, los co- 
munistas fueron evolucionando hacia lo que habría de conocerse como “euro- 
comunismo”. El siguiente paso de la evolución ideológica del PCE fue el re- 
conocimiento de la conveniencia de que España se incorporara en un futuro al 
Mercado Común Europeo. Después del VIII Congreso en 1972, los comunistas 
elaboraron un nuevo programa en que terminaron identificando socialismo con 
democracia. La política del PCE intentó por todos los medios, incluida la infil- 
tración en las instituciones franquistas, la generalización de la movilización de 
masas. Un ejemplo de la misma fue la agitación contra el procesamiento de la 
cúpula de Comisiones Oberas en diciembre de 1973, encabezada por Marcelino 
Camacho, en el proceso 1001 del Tribunal de Orden Público. 


A la idea de la reconciliación nacional, formulada en 1956, se unió la pro- 
puesta de un “pacto para la libertad” que uniera a las fuerzas del trabajo y de la 
cultura. En 1969 los comunistas catalanes del PSUC consiguieron concertarse 
con el resto del antifranquismo, dando lugar en 1971 a la constitución de la 
Asamblea de Cataluña. La enfermedad de Franco hizo que Carrillo anunciara 
la creación de una Junta Democrática en junio. de-1974, a la que sumaron varias 
personalidades y algunos partidos menores, como el Partido Socialista Popular 
de Tierno Galván y el maoísta Partido del Trabajo. Sin embargo, el PSOE, el 
PNV, la oposición moderada democristiana y liberal, así como la mayor parte 
de la izquierda radical, rechazaron participar en la Junta, que adoptó las caracte- 
rísticas de un movimiento sociopolítico. Hasta junio de 1975 no fue constituida 
la Plataforma de Convergencia Democrática liderada por el PSOE, que elaboró 
la primera declaración común conda junla Demsaniica mo el Alli en 
septiembre de 1975 de tres activistas del FRAP y dos de ETA. 


En el contexto de auge del PCE, de emergencia de la “nueva izquierda” 

y de la competencia por la alternativa socialista con nuevos grupos, despegó 

finalmente la renovación del PSOE al final de los años sesenta. Los primeros 
o 
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pasos de la transición interna socialista se produjeron en las Juventudes So- 
cialistas en 1970 y en la UGT en 1971. Hubo una primera fase de luchas in- 
ternas, incluida la escisión minoritaria del PSOE “histórico” en 1972, hasta el 
Congreso de Suresnes en octubre de 1974, que encumbró a Felipe González 
al Diez del partido y completó el traslado de la dirección al interiór de 
España. Sin embargo, el aglutinamiento de buena parte del antifranquismo 
de izquierdas en el seno del PSOE se produjo a partir de la muerte de Franco 
desde una óptica de radicalismo ideológico. El proyecto político del PSOE 
abandonó la exigencia de un gobierno provisional que consultara a la nación 
sobre la forma de gobierno aunque, al mismo tiempo, el partido se resistió a 
aceptar expresamente la Monarquía hasta después de las primeras elecciones 
democráticas e, incluso, hasta la aprobación de la Constitución. 


Otro fenómeno de gran significación fue el surgimiento de una semioposi- 
ción, a medio camino entre la administración del Estado y las fuerzas antifran- 
quistas ilegales, que iba a jugar un papel clave, junto a la oposición moderada, 
en la formación de Unión de Centro Democrático en 1977. Uno de los grupos 
más importantes fue la firma colectiva “Tácito” en el diario católico Ya. 

En definitiva, aunque la oposición a través de la movilización de los mo- 
vimientos sociales no pudo derribar a Franco, su creciente implantación avivó 
la división de la clase política del régimen, restando posibilidades a los pro- 
yectos de reforma del franquismo que no tuvieran como horizonte la restau- 
ración de la democracia. 


Evolución de la conflictividad, 1963-1975 ) 
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Tema 7 


TRANSICIÓN Y CONSOLIDACIÓN 
DEMOCRÁTICAS, 1975-1982 


Abdón Mateos López 


Los orígenes de la España democrática actual hay que situarlos durante la 
segunda mitad del franquismo en la medida que hubo una radical transforma- 
ción de la sociedad española desde los años cincuenta. Verdadera punta de lan- 
za en la difusión de una conciencia democrática fueron movimientos sociales 
como el obrero, el estudiantil y el vecinal. Las luchas sociales hicieron inviables 
los planes que pretendían la reforma de la dictadura, una especie de franquismo 
sin Franco. Los españoles querían la plena homologación de España con Oc- 
cidente y, sobre todo, la entrada en las instituciones europeas. No querían que 
se repitiera la violencia de la Guerra Civil y, en este sentido, el recuerdo de la 
contienda estuvo muy presente en el proceso político de la transición. 


Los antecedentes políticos del proceso de la transición son objeto de discu- 
sión. Hitos como la declaración común entre monárquicos y socialistas de San 
Juan de Luz de agosto de 1948, la formulación de la política de reconciliación 
nacional del PCE desde 1956 o la declaración democrática del congreso euro- 
peísta de Múnich en junio de 1962. han sido destacados como antecedentes de 
un proyecto político de transición y democracia. Asimismo, se podría hablar 
de un tiempo de “pretransición” desde el momento de la proclamación del 
príncipe Juan Carlos de Borbón como sucesor en 1969 o desde el asesinato 
del presidente de gobierno Luis Carrero Blanco en diciembre de 1973. En 
cualquier caso, el 22 de noviembre de 1975 dio comienzo el reinado de Juan 
Carlos 1, un hecho suficientemente rotundo para definir un nuevo periodo de 
la historia de España. 


La periodización del tiempo posterior a la muerte de Franco es hoy en día 
tema de debate entre los historiadores. Mientras que para muchos el tiempo 
de la transición, definida como ruptura pactada o negociada, se cierra con la 
aprobación de la Constitución de diciembre de 1978, otros tantos prefieren 
alargar el proceso hasta la llegada al poder del PSOE liderado por Felipe Gon- 
zález en octubre de 1982. En cualquier caso, se podría distinguir entre una 
fase inicial de transición entre la muerte de Franco (para algunos el tiempo fi- 
nal de la dictadura se alargaría hasta la formación del primer gobierno Suárez 
en julio de 1976) y la aprobación de la Constitución, y otra de consolidación 
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de la democracia hasta octubre de 1982 (que se podría también alargar a la 
primera legislatura socialista con la entrada en la Comunidad Económica Eu- 
ropea y el referéndum sobre la OTAN). 


1. Reforma o ruptura 


Tras la muerte de Franco se produjo la sucesión en la jefatura del Estado 
con el acceso a la misma del príncipe Don Juan Carlos de Borbón. Se había 
establecido una monarquía limitada por una serie de leyes fundamentales del 
régimen franquista. Sin embargo, Juan Carlos 1 tenía como objetivo priorita- 
rio consolidar la monarquía siendo rey de todos los españoles. Para ello era 
fundamental contar con la España derrotada en la Guerra Civil y, de manera 
más amplia, con toda la oposición antifranquista que buscaba la ruptura, un 
eufemismo de la revolución democrática. En otros términos, el monarca nece- 
sitaba añadir legitimidad democrática y legitimidad dinástica a la legalidad de 
la monarquía del Movimiento. Necesitaba, en primer lugar, de la renuncia de 
su padre, Don Juan de Borbón, que se produjo en la primavera de 1977. Pero 
en segundo lugar, lo que era más importante, el Rey necesitaba del acatamien- 
to de la oposición histórica que se definía republicana federal. 


Los proyectos políticos de reforma del franquismo que dieran lugar a una 
monarquía con unas instituciones semidemocráticas, es decir, con la perdura- 
ción de algún tipo de representación corporativa y exclusión de, por ejemplo, 
los partidos comunistas, podrían poner en cuestión a medio plazo la supervi- 
vencia de la corona. En este sentido, los planes de democracia limitada del 
gobierno de Carlos Arias Navarro, presidente desde enero de 1974, recibieron 
el rechazo de la oposición rupturista y de los grupos más reaccionarios prove- 

ESTATE 3 
nientes del franquismo. 


Inicialmente, el Rey tuvo que optar por mantener a Arias Navarro en la 
presidencia del gobierno debido no solo a las presiones del “bunker” de in- 
movilistas, sino a causa de la oposición del Consejo del Reino y de las Cortes 
orgánicas. La designación de Torcuato Fernández-Miranda, un profesor de 
Derecho que había sido ministro-secretario general del Movimiento, como 
presidente de las Cortes y también del Consejo del Reino, habría de tener una 
importancia decisiva en los siguientes pasos de la transición a la democracia 
desde la legalidad del Estado. 


El proyecto político de reforma de Fernández-Miranda tenía mucho en co- 
mún con los planteamientos del vicepresidente del gobierno y ministro de Go- 
bernación, Manuel Fraga Iribarne. Se trataría de encontrar un camino intermedio 
entre el continuismo y la ruptura mediante la A del 
franquismo como las de Sucesión, de Cortes y del Estado, así como de regular 


los derechos de asociación política y deTéunión y reformar el Sindicato oficial. 
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El primer gobierno de la monarquía, encabezado por Arias Navarro, care- 
cía de amdad y coherencia. Algunos ministros, como José María de Areilza, 
Alfonso Osorio y Antonio Garrigues, estaban visiblemente alejados de las 
posiciones del presidente y defendían claramente un proyecto político que 
conjugara monarquía y democracia, como lo hacía el conjunto de la oposi- 
ción antifranquista moderada. En representación del Movimiento volvía José 
Solis, ahora ministro de Trabajo, junto con los más jóvenes Adolfo Suárez y 
Rodolfo Martín Villa. 


El 28 de Enero de 1976, el presidente Carlos Arias Navarro hizo la presen- 
tación del Gobierno ante las Cortes. Su discurso reeditó la vaguedad reformis- 
ta del “espíritu del 12 de Febrero” pero reivindicó el legado del franquismo, 
señalando que comunistas y terroristas eran enemigos de la democracia. 


Por su parte, el vicepresidente y ministro de Gobernación, Manuel Fraga, 
pretendía una reforma que estableciera dos cámaras legislativas, de forma 
que la primera fuese de elección por sufragio universal y la segunda de re- 
presentación corporativa y provincial. Se trataba, en realidad, de una reforma 
de la democracia “orgánica” que otorgaría mayores cuotas de participación 
electoral pero que no reconocía todavía abiertamente a los partidos políticos, 
si bien Fraga no se había integrado tampoco en la vía franquista de las Asocia- 
ciones. El antiguo ministro de Información y embajador en Londres creía que 
se debería reeditar un sistema bipartidista con una serie de controles políticos 
al modo de la restauración canovista de un siglo antes. 


La propuesta de Fraga fue asumida por el Gobierno pero se ideó un com- 
plejo sistema de discusión. Se creaba una comisión mixta entre Gobierno y el 
Movimiento que para la primavera logró que fueran aprobadas por las Cortes 
leyes reguladoras de los derechos de reunión y de asociación. Sin embargo, la 
legalización de los partidos políticos requería una reforma del Código Penal 
que fue rechazada por los procuradores franquistas, lo que condujo a una de- 
volución del Proyecto. El Gobierno asumió paralelamente una nueva tentativa 
de reforma de los Sindicatos oficiales, promovida por Martín Villa, que com- 
binara unidad burocrática y pluralidad en la base. Esta división de esfuerzos 
legislativos complicó todavía más el proyecto de reforma del franquismo. 


Movilizaciones democráticas y unidad de la oposición 


Desde 1962 el franquismo coexistió con una fuerte protesta social. La re- 
construcción del movimiento obrero, con la fundación de nuevos grupos sin- 
dicales ilegales, en especial el movimiento de Comisiones Obreras, y la rees- 
tructuración de los sindicatos históricos, se vio alimentada por la una creciente 
conflictividad huelguística asociada a la generalización de la negociación de 
convenios colectivos según la ley de 1958. Esta conflictividad salió de los 
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núcleos tradicionales del movimiento obrero (País Vasco, Asturias, Barcelona 
y Madrid) para extenderse por toda la geografía española. Durante los primeros 
años setenta fueron frecuentes las huelgas generales locales en ciudades como 
Vigo, Granada, Vitoria o Pamplona, que dieron lugar a situaciones violentas 
(incluidas muertes) debido al enfrentamiento con las fuerzas de seguridad. Sin 
embargo, las tasas de conflictividad sólo crecieron vertiginosamente a partir 
de 1974. Por ejemplo, mientras que en 1966 se habían perdido 1,4 millones de 
horas de trabajo en 1975 esa cifra se multiplicó por diez y por cien en 1976, 


La conflictividad huelguística seguiría siendo altísima entre 1977 y 1979. 
Lo importante fue que la de 1976 tuvo un claro contenido político. Las rel- 
vindicaciones de libertad sindical, aministía y democracia se superponían a 
las demandas de mejor salario y condiciones de trabajo. Durante el primer 
trimestre de 1976 se produjeron huelgas generalizadas en Madrid, Cataluña y 
el País Vasco. Las huelgas de Madrid afectaron a más de 300 mil trabajadores 
del metal, de la construcción y del transporte público, y fueron vistas como 
una situación pre-revolucionaria por algunos miembros de la Administración. 


Un conflicto que duraba varios meses en la empresa Forjas Alavesas en 
Vitoria fue generalizándose a otra empresas gracias a una coordinadora obrera 
con presencia de la izquierda radical. En marzo de 1976, la intervención de 
la policía se cobró cinco víctimas mortales, lo que dio lugar a un verdadero 
motín urbano. La mediación de Adolfo Suárez permitió enfriar la situación 
prácticamente insurreccional existente en Vitoria que, además, había sido 
acompañada de una huelga general en el País Vasco. 


A partir de estos trágicos sucesos y ante el desbordamiento de la protesta 
social, tanto una parte del Gobierno como la mayoría de la oposición demo- 
crática tuvieron conciencia de que no era posible la continuidad reformada del 
franquismo ni la revolución democrática. Se entraba, por tanto, en una fase 
nueva de negociar la ruptura con el franquismo. 


La antigua oposición antifranquista aceleró la coordinación, unificándose 
la Junta Democrática y la Plataforma de Convergencia Democrática, en una 
nueva plataforma denominada Coordinación Democrática, popularmente co- 
nocida como la “Platajunta”. Coordinación Democrática dio mayor protago- 
nismo a los partidos políticos, marginando a las personalidades independien- 
tes y dejando en un segundo plano la movilización democrática. La exigencia 
de un gobierno provisional que realizara el cambio de las instituciones polí- 
ticas fue silenciada, al igual que la exigencia de una consulta electoral sobre 
la forma de gobierno, monarquía o república. Paralelamente, los sindicatos 
UGT, USO y CC.OO. crearon meses después una Coordinadora de Organiza- 
ciones Sindicales (COS), que era reflejo de la platajunta y un ímplicito reco- 
nocimiento de la pluralidad sindical. 


En suma, a partir de marzo de 1976 la oposición abandonó la idea de una 
huelga general, apoyada por otros sectores sociales y con la inhibición de las 
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fuerzas armadas, que diera lugar a una revolución y la toma del poder por un 
gobierno provisional que consultara a la nación, por la idea de una ruptura 
pactada con el gobierno de la monarquía: una negociación que diera lugar 
a unas elecciones democráticas que abrieran un periodo constituyente. Por 
tanto, en el proceso de transición se impuso un proyecto que combinara mo- 
narquía y democracia (que había sido defendido por la oposición moderada de 
significación iberal. democristiana y socialdemócrata) frente a los proyectos 
de reforma del franquismo que perpetuaran reductos autoritarios y el proyecto 
de ruptura que permitiera el establecimiento de una república democrática. 


2. La ruptura negociada 


En junio de 1976 la resistencia de los procuradores inmovilistas se expre- 
só en el rechazo de la reforma del Código Penal que suprimía el artículo que 
definía como delictiva la pertenencia a un partido político. Ante el bloqueo 
de la reforma, Don Juan Carlos aprovechó un viaje a los Estados Unidos, con 
ocasión del Bicentenario de la independencia, para anunciar ante el Congre- 
so americano el compromiso de la corona con una verdadera democracia. 
Además, el Rey realizó unas declaraciones a la revista Newsweek en las que 
calificaba al presidente Arias como un “desastre”. De este modo, el desacuer- 
do entre el Rey y el presidente del Gobierno se hizo público y la salida del 
conflicto consistió en que el_ monarca pidió la dimisión al antiguo director 
general de Seguridad y último presidente del gobierno de Franco. Aunque los 
círculos políticos y los medios de comunicación especulaban con el acceso 
a la presidencia del monárquico liberal Areilza o el reformista Fraga, el Rey 
influyó sobre Fernández-Miranda para que el Consejo del Reino incluyera en 
la terna de candidatos a Adolfo Suárez. 


El relativamente joven Suárez había sido gobernador civil de Segovia, 
director general de Televisión y ministro-secretario general del Movimiento 
pero, además, pertenecía a la generación del Rey, es decir, era un niño cuando 
ocurrió la Guerra Civil. Además, Suárez había ganado prestigio con ocasión 
de su actuación durante los sucesos de Vitoria y la defensa de la Ley de Aso- 
ciaciones en las Cortes. 


Suárez formó un gobierno con predominio de figuras políticas más jóve- 
nes y, por tanto, sin demasiado lastre del pasado franquista, en el que el peso 
del catolicismo político era mayoritario. Además de ministros procedentes del 
grupo de opinión Tácito, aparecido en el diario de la editorial católica Ya, ha- 
bía otros ministros que pertenecían a la elitista Asociación de Propagandistas 
Católicos, que tanto protagonismo había tenido durante el franquismo. Aparte 
de su pertenencia a la familia política católica, esta serie de ministros com- 
partían con Rodolfo Martín Villa, Leopoldo Calvo Sotelo y Fernando Abril 
Martorell la cercanía generacional a Suárez y la carrera en la administración 
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del Estado. Esta fuerte presencia del catolicismo político en el Gobierno anun- 
ciaba las dificultades de las formaciones democristianas para unificarse en 
una sola opción exitosa de cara a las futuras elecciones. 


A pesar de las reticencias de la oposición y del desconcierto de la prensa, 
el primer gobierno Suárez anunció su compromiso con una democracia plena, 
la libertad sindical y la amnistía. Había, además, una expresa voluntad de 
negociar el cambio democrático con las fuerzas de la oposición. La transición 
se impulsaría ahora mediante una Ley para la reforma política que, una vez 
aprobada por las Cortes y pi A el camino para la 
liquidación de las instituciones franquistas. El proyecto fue elaborado para 
Suárez por Fernández-Miranda, que lo presentó al gobierno sin revelar su ori- 
so Copla unas Cortes bicamerales en que el Congreso sería elegido 
por sufragio universal, mientras que para el Senado se reservarían 41 puestos 
de designación real. Las posteriores reformas podrían ser a iniciativa tanto 
del gobierno como de las Cortes y deberían ser sometidas a referéndum. Por 
otro lado, el proyecto contemplaba la supervivencia del Consejo del Reino, 
cuyo presidente sería de designación real, y la existencia de un presidente de 
las Cortes, además de los del Congreso y el Senado. El Rey podría, también, 
someter a referéndum cualquier cuestión política de importancia. Se trata- 
ba, pues, de una Ley para la reforma más que de reforma política, ya que lo 
decisivo era la futura creación de un Parlamento democrático. Para ello, era 
necesario el consentimiento de las Cortes franquistas y la posterior consulta 
a la nación. 


A pesar de las negociaciones del Gobierno con la oposición política y 
sindical, la presión de la movilización social siguió creciendo. Las manifes- 
taciones proamnistía, por las libertades y por el restablecimiento de las ins- 
tituciones autonómicas reunieron, por ejemplo, con motivo de la celebración 
de la Diada de Cataluña el 11 de septiembre, a un millón de personas. En un 
clima de fuerte conflictividad obrera, la COS convocó a una huelga general 
el 12 de noviembre. Esta movilización contaba con el apoyo de la oposición, 
pero sólo logró movilizar a un millón de trabajadores. Fue el canto del cisne 
de la tantas veces invocada y esperada huelga general política que debía dar 
paso a la caída del gobierno y, por tanto, a la ruptura democrática. 


El gobierno Suárez tuvo que hacer frente a la resistencia de los inmo- 
vilistas. La negociación con las centrales sindicales para la liquidación de 
la Organización Sindical franquista y la cuestión de la legalización del PCE 
provocaron dimisiones en la cúpula militar en septiembre de 1976 y, como 
veremos, en abril de 1977. 


A pesar de las lógicas resistencias de una parte de los procuradores de las 
Cortes a votar su propia desaparición, la Ley para la reforma política fue apro- 
bada por una abrumadora mayoría de 425 votos favorables sobre 531. De esta 
manera, el gobierno Suárez pudo consultar a la nación sobre la Ley en diciem- 
add 976. Ante la consulta, la oposición se dividió aunque la mayoría optó 


—— 
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por recomendar la abstención. Pero el triunfo abrumador del sí con el 94 por 
100 de los votos y la limitada abstención del 22 por 100 supuso un inmenso 
triunfo para el gobierno de Suárez. 


El triunfo del Gobierno aceleró los planes de desmantelamiento de las 
instituciones políticas provenientes de la dictadura de Franco. De este modo, 
fueron suprimidos el Tribunal de Orden Público, el Movimiento con su Con- 
sejo Nacional y la Organización Sindical, además de las propias Cortes. El 
Sindicato Vertical ya había sido transformado en septiembre en la denomina- 
da Administración Institucional de Servicios Sociales (AISS). Esto suponía 
que decenas de miles de funcionarios sindicales pasaban a pertenecer a la 
administración del Estado, como ocurriría con los del Movimiento. En abril 
de 1977 fueron legalizados los sindicatos de clase como, entre otros, CC.OO., 
UGT, USO y ELA-STV, y ratificados los convenios de libertad sindical de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), una tribuna mundial tripartita 
desde la que los trabajadores habían denunciado muy activamente al régimen 
franquista. Todo ello culminó en junio con la abolición de la cuota sindical 
obligatoria establecida en 1941. 


Sin embargo, la consecución de una plena libertad sindical se vio dificultada 
por la cuestión de la representación sindical en las empresas y el patrimonio 
histórico, es decir, el expropiado tras la Guerra Civil, y el acumulado durante la 
dictadura. Las primeras elecciones sindicales a comités de empresa se celebra- 
ron entre el último trimestre de 1977 y durante 1978, con el triunfo de CC.OO. 
y, a bastante distancia, UGT. Hasta las elecciones sindicales de 1982 la relación 
de fuerzas entre ambas confederaciones sindicales no se vería equilibrada, aun- 
que el giro ugetista hacia la concertación de 1979 fue dando protagonismo a 
este sindicato y tuvo una clara repercusión sobre la conflictividad obrera. 


Uno de los momentos más difíciles de la transición se produjo tras el 
asesinato de cinco abogados laboralistas del todavía ilegal PCE en enero de 
[ 1977. Además, poco antes, había sido encarcelado el secretario general de los 
comunistas, Santiago Carrillo. La matanza de Atocha coincidió con secues- 
tros de altos mandos militares a cargo de ETA y GRAPO, la muerte de dos 
estudiantes en manifestaciones y nuevos asesinatos terroristas. 


La sentida, ordenada y multitudinaria manifestación de duelo en solidari- 
dad con los abogados laboralistas tuvo como consecuencia la aceleración de 
la entrada en la Peace do e rs. Poco después de ser liberado, 
Carrillo se comprometió con Suárez a la aceptación de la Monarquía y la 
bandera, y al mantenimiento del orden público. E lograba salir defini- 
tivamente de las catacumbas a cambio de la desmovilización y una serie de 
compromisos políticos, mientras que los terroristas no consiguieron generar 
una espiral de violencia que implicara la reacción de los militares golpistas y 
la ultraderecha. 


En este contexto, el presidente Suárez tomó la decisión de legalizar al 
PCE antes de las elecciones, el sábado de las vacaciones de Semana Santa. 
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La medida provocó la dimisión del ministro de Marina, el almirante Pita 
da Veiga, y el Consejo Superior del Ejército expresó su desacuerdo, aun- 
que terminó acatando la legalización del hasta entonces próserito partido 
comunista. 


Mientras tanto se iba definiendo el nuevo sistema de partidos políticos. 
En marzo de 1977, el Gobierno aprobó las normas electorales que estable- 
cian un sistema proporcional corregido con cireunseripciones provinciales 
y listas cerradas. El numeroso grupo de procuradores vinculados a Alian- 
za Popular había intentado promover una representación mayoritaria y una 
sobrerrepresentación de las provincias menos pobladas. Para deshacer las 
eríticas de partidismo, el Gobierno declaraba incompatible la condición de 
ministro y candidato electoral. En pocos meses habian solicitado la legal:- 
zación ante el Ministerio de Gobernación un centenar de partidos, aunque 
se vieron excluidos el partido carlista, la extrema izquierda y los partidos 
republicanos. 


El PCE había protagonizado la oposición clandestina al franquismo más 
que cualquier otro grupo a través de la guerrilla, primero, y desde los años 
cincuenta gracias a su presencia en los movimientos sociales y en el mundo 
de la cultura; pero en contra suya jugaban factores como el peso de dirigentes 
históricos (vinculados a la guerra y al exilio), un déficit de credibilidad de- 
mocrática a pesar de la estrategia eurocomunista y la misma forma en que se 
estaba desarrollando la transición. 


En cambio, el PSOE competía con los comunistas por un espacio elec- 
toral semejante en mucho mejores condiciones. Además de reestructurar 
su organización desde 1970, los socialistas habían renovado su dirección, 
elevando al joven Felipe González al liderazgo del partido en octubre de 
1974. A pesar de las divisiones internas de la familia socialista y la aparl- 
ción de nuevas formaciones politicas como el Partido Socialista Popular y 
la Federación de Partidos Socialistas, desde 1976 el PSOE conseguía de 
nuevo aglutinar, con un discurso radical marxista, a buena parte del nuevo 
antifranquismo. Por el camino se había prescindido de la exigencia de un 
gobierno provisional que consultara a la nación sobre la forma definitiva de 
gobierno, que había sido su proyecto político para una transición a la demo- 
cracia desde 1947. 


En la competencia con el PCE por el predominio en el espacio político de 
la izquierda, los socialistas se beneficiaron de un plus de credibilidad demo- 
crática y de la memoria histórica de los españoles, ya que sólo una minoría 
de ellos habían sido movilizados y encuadrados en la etapa de lucha activa 
contra la dictadura. Los apoyos internacionales en la Europa occidental y una 
relativa tolerancia de los gobiernos del tardofranquismo y de la transición 
hacia los socialistas hicieron el resto. En todo caso, el PSOE había seguido 
una adecuada estrategia de presentación en sociedad desde 1974 mediante en- 
trevistas a su nuevo líder, concentraciones en el espacio público y celebración 
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de Congresos semilegales (el xxx Congreso de UGT en abril de 1976 y el del 
PSOE en diciembre de 1976). Esta conquista de “espacios de libertad” tuvo 
su apoteosis con ocasión de una acertada campaña electoral durante la prima- 
vera de 1977. 


La derecha democrática puso en marcha dos iniciativas principales. La 
primera de ellas fue protagonizada por Manuel Fraga con la fundación de 
la federación de partidos de Alianza Popular (AP) en el otoño de 1976, 
a partir de una sociedad de estudios denominada FEDISA. Fraga había 
defendido la idea de un centrismo político que, sin romper con el pasado 
franquista, diera paso a una reforma democrática con ciertas limitaciones, 
pues se_opuso, por ejemplo, a la legalización del PCE _y a que las futuras 
Cortes fueran constituyentes. Sin embargo, su desplazamiento del gobier- 
no tras el nombramiento de Adolfo Suárez trajo consigo una reducción y 
reposicionamiento de su espacio político hacia posiciones más de derecha. 
Dentro de AP encontraron refugio buena parte de los procuradores fran- 
quistas (también en UCD) y, en general, de la clase política de la dictadura. 
Por ejemplo, entre las principales personalidades de Alianza Popular se 
encontraban el antiguo presidente Arias Navarro, López Rodó, Fernández 
de la Mora y Silva Muñoz, todos ellos antiguos ministros de Franco. Este 
escoramiento hacia posturas muy conservadoras y hasta neofranquistas fue 
reduciendo las expectativas de una coalición que recordaba demasiado al 
pasado. Además, antiguos compañeros de viaje del centrismo, como Pío 
Cabanillas o José María de Areilza, abandonaron el barco de Fraga para 
fundar poco después el Partido Popular. 


El Partido Popular se apropió del proyecto político centrista, aglu- 
tinando a personalidades liberales y democristianas. Para enero de 1977 
este partido patrocinó la operación conocida como Centro Democrático. La 
cuestión más problemática era definir las relaciones entre esta plataforma 
y el gobierno de Suárez, en el que habían encontrado acomodo algunos 
miembros de las mismas familias ideológicas. Por ello, en abril Areilza se 
vio Obligado a dimitir, dejando el liderazgo del Centro Democrático al pre- 
sidente Suárez. De este modo, en torno a esta operación que finalmente se 
presentó a las elecciones como una coalición de partidos denominada Unión 
del Centro Democrático (UCD), se vieron reunidos antiguos franquistas y 
miembros de la oposición moderada, aunque quedara fuera de la misma el 
Equipo Español de la Democracia Cristiana y algunos grupos socialdemó- 
cratas prefirieran presentarse en coalición con el PSOE histórico o el Pacto 
Democrático de Cataluña. 


Poco antes de las elecciones, Adolfo Suárez terminó comprometiéndose 
con el carácter constituyente del futuro Parlamento, según había exigido el 
conjunto de la oposición. De este modo, las elecciones supondrían una ruptura 
con el régimen franquista y sus Leyes Fundamentales. 
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3. El consenso constitucional 


Los resultados de las elecciones generales del 15 de junio de 1977 supu- 
sieron un triunfo relativo de UCD y del PSOE. Sin embargo. los centristas 
carecían de mayoría absoluta y el PSOE había logrado un éxito inesperado al 
convertirse en alternativa de gobierno, logrando la hegemonía en la izquierda 
frente al PCE y otras formaciones socialistas como la encabezada por el prote- 
sor Enrique Tierno Galván. En efecto, UCD, con el 34% de los votos, obtenía 
165 escaños, seguida del PSOE con el 29% y 118 escaños y. a gran distancia. 
del PCE con el 9% y 20 escaños, AP con 16 escaños y PSP con 6 escaños. El 
voto de la izquierda era casi equivalente al del centro y la derecha, pero, si 
sumásemos a los primeros los votos de los partidos nacionalistas, tendríamos 
que el conjunto de la antigua oposición antifranquista había conseguido la 
mayoría del sufragio de los españoles. 


Estas elecciones fundacionales de la democracia trajeron consigo la crea- 
ción de un sistema multipartidista con tendencia bipolar que ha perdurado 
hasta nuestros días. Los resultados electorales de 1977 fueron positivos para 
la consolidación de la democracia, pues permitieron gobernar a UCD, ense- 
guida convertida en partido político, que no obstante tuvo que contar con la 
oposición, ya que carecía de una mayoría suficiente. 


El primer gobierno de UCD reflejaba la pluralidad de los componentes de 
origen de la coalición electoral. Suárez mantuvo a la mitad de los ministros 
del anterior gobierno, entre ellos al teniente general Gutiérrez Mellado, eleva- 
do a la condición de vicepresidente primero y ministro de Defensa, a Fernan- 
do Abril Martorell, Rodolfo Martín Villa y Landelino Lavilla. A este núcleo se 
sumó el economista Enrique Fuentes Quintana, vicepresidente para Asuntos 
Económicos con responsabilidad coordinadora sobre el conjunto de los minis- 
terios del área. Por otro lado, Suárez tuvo que contar con los cabezas de fila, 
llamados “barones”, de los partidos de UCD: Pío Cabanillas, Iñigo Cavero, 
Ignacio Camuñas, Joaquín Garrigues y Francisco Fernández Ordóñez. 


A pesar de la forzada y temprana unificación, Unión de Centro Democrá- 
tico no consiguió consolidarse como un verdadero partido, por mucho que 
localmente hubiera nuevas afiliaciones que no provenían de ninguna familia 
ideológica. Los grupos políticos originarios pervivieron como tendencias O 
agrupaciones informales, sobre todo en el caso de los democristianos encabe- 
zados por Oscar Alzaga e Iñigo Cavero. Abril Martorell se hizo cargo tormal- 
mente de la dirección central de UCD, mientras que Leopoldo Calvo Sotelo 
presidió el Grupo Parlamentario hasta febrero de 1978, fecha en la que fue 
nombrado ministro para las Relaciones con las Comunidades Europeas. El 
primer Congreso de UCD no se celebró hasta octubre de 1978, definiéndo- 
se como un partido democrático, interclasista y progresista. En realidad, el 
Consejo de Ministros era quien controlaba la marcha de este artificial partido 
de gobierno. Las relaciones entre el Gobierno y el Grupo Parlamentario no 
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fueron precisamente fáciles. Ante las luchas internas, Suárez tendió a reforzar 
el carácter presidencialista de su acción de gobierno, esquivando las compa- 
recencias parlamentarias, lo que condujo a la posterior crisis interna de UCD 
y contribuyó a la dimisión del presidente en febrero de 1981. 


La situación de crisis económica, con una inflación disparada que trajo 
consigo la devaluación de la peseta, asi como la conflictividad laboral, hicie- 
ron que el Gobierno tuviera como prioridad los temas de política económica. 
Ante las dificultades para la firma de un pacto social, debidas a la oposición 
de los socialistas. Suárez buscó la colaboración del PCE para un gran pacto 
político. El PSOE, contrario a corresponsabilizarse con la política económica, 
tuvo que ceder, por lo que las negociaciones entre los partidos empezaron 
en octubre de 1977, A cambio de medidas de ajuste económico, la oposición 
consiguió que se aprobaran una serie de contrapartidas que suponían el des- 
mantelamiento de instituciones que procedían de la época de Franco. Se tra- 
taba de adecuar al nuevo régimen democrático el sistema económico y social 
heredado del franquismo. La izquierda trató de conseguir contrapartidas a la 
contención de las subidas salariales en los campos del urbanismo y de la edu- 
cación, así como un Estatuto de los Trabajadores que regulara las condiciones 
de trabajo, la reforma de las fuerzas de seguridad y la despenalización del 
adulterio y de las parejas de hecho. 


Sin embargo, el Gobierno mostró poco interés por las reformas estructu- 
rales contempladas en los Pactos de la Moncloa, lo que provocó la dimisión 
del vicepresidente Fuentes Quintana en febrero de 1978, La segunda crisis del 
petróleo durante 1979 trajo consigo el fracaso de las medidas de ajuste econó- 
mico pues, a pesar de la mejora de las reservas de divisas y de la contención 
de la inflación, hubo una fuerte destrucción de empleo. 


Las Cortes salidas de las elceciones de junio de 1977 se convirtieron en 
Constituyentes contraviniendo la Ley para la Retorma Politica. Además tu- 
vieron que realizar un aprendizaje político de las exigencias de un régimen de 
monarquía parlamentaria. Una de las primeras medidas fue la aprobación de 
una amnistía que eliminaba las responsabilidades políticas del pasado, renun- 
ciando la izquierda, como ya había prometido décadas antes en el exilio, a la 
depuración de tuncionarios, al enjuiciamiento de los responsables franquistas 
e incluso al debate público sobre el pasado. En ese momento, lo importante 
para todos era construir un futuro de convivencia democrática. 


La elaboración de la Constitución fue larga y complicada. Las discusiones 
las realizaron una comisión de parlamentarios compuesta por tres diputados 
de UCD (Miguel Herrero de Miñón, José Pedro Pérez Llorca y Gabriel Cisne- 
ros) y cuatro de la oposición: Gregorio Peces Barba (PSOE). Jordi Solé Tura 
(PCE). Manuel Fraga (AP) y Miguel Roca (CiU). La presencia de Roca se 
debía a la cesión por el PSOE de un puesto, pero lo más grave fue la automar- 
ginación del PNV debido a sus exigencias fueristas. 
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En noviembre de 1977, el socialista Pablo Castellano divulgó en los me- 
dios de comunicación un primer borrador de la Constitución que descubría 
las diferencias existentes entre centristas y socialistas en cuestiones como la 
educación y los derechos económicos y sociales. 


El PSOE, que había logrado la unidad socialista, presentó un voto parti- 
cular republicano que fue rechazado por la comisión constitucional, abando- 
nando temporalmente por otros temas la ponencia constitucional en marzo de 
1978. Las negociaciones secretas ente el vicepresidente del gobierno, Abril 
Martorell, y el dirigente socialista Alfonso Guerra permitieron el retorno del 
PSOE a la Ponencia y una rápida aprobación de los artículos de la Constitu- 
ción. Los temas más controvertidos fueron la inclusión del término “nacio- 
nalidades” en la reorganización territorial del Estado, el papel de la Iglesia en 
la educación, el estatuto de las Fuerzas Armadas. el derecho de huelga, la ley 
electoral y la pena de muerte. 


Los principales principios de la Constitución son la definición de España 
como un Estado social y democrático de Derecho, la monarquía parlamenta- 
ria y el Estado autonómico. Una novedad de la Constitución de diciembre de 
1978 es la atención expresa a los derechos económicos y sociales. Establece 
una economía mixta, es decir, una economía de mercado con intervencio- 
nismo estatal. Reconoce la propiedad privada pero también la planificación 
central y la expropiación con indemnización. La riqueza debe estar subor- 
dinada al interés general y el gobierno debe promover la igualdad territorial 
y la redistribución de la renta. En otras palabras, la Constitución recoge los 
principios del Estado del bienestar, 


Finalmente. la Constitución fue aprobada por las Cortes por 325 diputa- 
dos, mientras que el voto negativo fue solamente de 6 diputados y se abstu- 
vieron 14, pertenecientes al PNV, ERC y AP. La Constitución fue sometida a 
referéndum el 6 de diciembre de 1978, votando por primera vez los mayores 
de 18 años. El referéndum tuvo una participación del 67 por 100, votando 
afirmativamente cl 87 por 100 y negativamente el 7 por 100, En el País Vasco, 
debido a la postura del PNV, la participación se redujo al 45 por 100, votando 
sí el 68 por 100 y no el 23 por 100. 


4. La consolidación de la democracia: autonomías y golpismo 


Tras la aprobación de la Constitución fueron disueltas las Cortes. Las elec- 
ciones de marzo de 1979 se plantearon con una cierta perspectiva de cambio 
politico. El PSOE, que había absorbido al PSP y otras formaciones socialistas, 
tenía la expectativa de llegar al gobierno. Sin embargo, la víspera electoral 
el presidente Suárez apeló en Televisión a la amenaza de la llegada al poder 
de un partido marxista. El resultado de las elecciones prácticamente dejó el 
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mapa electoral como en las primeras elecciones. UCD no conseguió la ma- 
yoría clectoral y el PSOE apenas incrementó el número de diputados hasta 
121. El PCE, en cambio, obtuvo mejores resultados con un 10 por 100 de los 
sufragios y 23 escaños. Los peores resultados los obtuvo la Coalición Popular 
entre AP y los grupos de José María de Areilza y Alfonso Osorio que logró 
solamente 9 diputados (siete menos que AP en solitario en 1977). Además, la 
ultraderechista Fuerza Nueva, liderada por Blas Piñar, logró un diputado por 
Madrid. Otra novedad fue la emergencia del Partido Socialista de Andalucía 
que obtuvo 5 escaños y de Herri Batasuna con 3 diputados. 


Suárez formó un nuevo gobierno en el que prescindió de parte de los anti- 
guos barones, confiando por primera vez el Ministerio de Defensa a un civil, 
Agustín Rodríguez Sahagún, aunque el general Gutiérrez Mellado continuó 
ostentando la vicepresidencia primera. Los ministerios de Asuntos Exteriores, 
Educación y Justicia quedaron en manos de personalidades democristianas. 
Sin embargo, el Gobierno se revelaria muy inestable, con sucesivas crisis a 
lo largo de 1980 que trajeron consigo el retorno de Cabanillas, Fernández 
Ordóñez y Martín Villa y el ascenso de Leopoldo Calvo Sotelo a la vicepre- 
sidencia segunda. 


Las elecciones municipales habían sido reclamadas con insistencia por la 
oposición, celebrándose finalmente el 3 de abril de 1979. El partido guber- 
namental, apoyado por los gobernadores civiles, logró el triunto en términos 
absolutos, pero la izquierda ganó en la mayor parte de las poblaciones con 
más de 50.000 habitantes. El pacto poselectoral, gestionado por Alfonso Gue- 
rra y Santiago Carrillo, permitió que el PSOE gobernara en las prinetpales 
ciudades, con la excepción del País Vasco donde las alcaldías fueron a parar 
al PNV. 


El Estado de las Autonomías 


Los movimientos ciudadanos partidarios de la autonomía política terri- 
torial fueron un componente esencial de las luchas democráticas durante el 
franquismo. El conjunto del antifranquismo terminó adoptando posturas fa- 
vorables al restablecimiento de los estatutos de autonomía republicanos y la 
reorganización territorial del Estado español en un sentido federal. La idea de 
que la nación española la formaban un conjunto de pueblos, devenidos nacio- 
nalidades y regiones a lo largo de la historia, fue adquiriendo cada vez mayor 
prestigio y popularidad. 


Sin embargo, la generalización de este proyecto tederalista trajo consigo 
una radicalización de las demandas de los partidos nacionalistas. Durante el 
tardofranquismo y la transición, las reivindicaciones en defensa de las pecula- 
riedades regionales se fueron extendiendo a buena parte del territorio español. 
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Las elecciones de 1977 supusieron el triunfo del antiguo anti franquismo en 
territorios como el País Vasco, Cataluña, Andalucía y el País Valenciano. 


En un principio. tanto gobierno como oposición creyeron preterible or- 
ganizar algún sistema de autogobierno para las llamadas nacionalidades his- 
tóricas, es decir, los territorios con lengua autóctona que habían aprobado 
estatutos en cl periodo democrático republicano. Este proyecto contradecía 
el modelo federal. ya que no se trataría de que las diversas nacionalidades 
españolas firmaran un pacto constitucional entre iguales, sino de la concesión 
del derecho de autogobierno por parte del poder central hacia determinados 
territorios. 

El notable triunfo de socialistas y comunistas catalanes trajo consigo que 
Suárez tomara la iniciativa de restablecer la Generalitat de Cataluña. Josep 
Tarradellas. dirigente de Esquerra Republicana y presidente de la Generalitat 
en el exilio, mantenía de manera simbólica la continuidad de las institucio- 
nes catalanas republicanas, mientras que la Asamblea de Cataluña reclamaba 
desde su constitución en 1971 el restablecimiento del Estatuto de 1932. La 
negociación de Suárez con Tarradellas marginó a la Asamblea de Parlamenta- 
rios que había asumido la reivindicación del restablecimiento del Estatuto de 
Autonomía. El 2 de julio de 1977, Suárez y Tarradellas alcanzaron un acuerdo 
para el restablecimiento de la Generalitat que se vio plasmado en un decreto- 
ley, tras una multitudinaria celebración de la Diada de Cataluña el 11 de sep- 
tiembre, Esta medida suponía una ruptura con el pasado franquista, dado que 
restauraba un aspecto de la legalidad de la Segunda República. 


Más complicada resultó la situación en el País Vasco, donde habían triun- 
lado el PNV y el PSOE. La pervivencia del gobierno vasco en el exilio y el 
fenómeno del terrorismo de ETA hacían muy difícil cualquier inteiativa polí- 
tica para restablecer el autogobierno. Además, las fuerzas hegemónicas en el 
País Vasco reclamaban la inclusión de la comunidad foral de Navarra en una 
Euskadi autonómica. lo que creaba una dificultad añadida para el restableci- 
miento del gobierno vasco. De hecho, el Partido Socialista de Euskadi (PSE- 
PSOE) incluía las agrupaciones y federación navarra. Pese a la legalización 
del uso de la ikurriña y los indultos y tas amnistías parciales de 1976 y 1977, 
la ofensiva terrorista de ETA se disparó en el trienio 1978-80 con 234 víctimas 
mortales frente a las 45 del trienio precedente. 


El presidente del gobierno vasco, el peneuvista Jesús Leizaola, defendió 
la pervivencia de su institución en el exilio, así como la idea de que la nego- 
cración la debía protagonizar la Asamblea de parlamentarios electos. De este 
modo, el 30 de diciembre de 1977 fue creado el Consejo General Vasco, enca- 
bezado por el presidente del PSOE, Ramón Rubial, gracias al apoyo de UCD. 


Durante 1978, en pleno proceso constituyente y a iniciativa de Manuel 
Clavero, ministro para las Regiones, se optó por la generalización del proceso 
¿autonómico al conjunto del territorio español. Esta decisión, contraria a la 
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demanda de un trato preferente hacia las llamadas nacionalidades históricas, 
radicalizó las posiciones de los nacionalismos periféricos. 


En 1979, después de las elecciones generales, el Gobierno inició la nego- 
ciación de los estatutos de autonomía de Cataluña y el País Vasco. El texto 
del Estatuto de Autonomia para el País Vasco fue aprobado por las Cortes en 
Julio gracias al apoyo del PNV y los partidos de ámbito estatal, a excepción de 
Coalición Democrática. encabezada por Manuel Fraga. El estatuto de Guerni- 
ca fue aprobado en referéndum en octubre de 1979 con el voto favorable del 
90 por 100 de los sufragios emitidos aunque sólo acudiera a votar un 60 por 
100 de la población censada, 


En el caso de Cataluña, la aprobación del Estatuto se vio demorada por la 
actitud de Suárez y Tarradellas, contraria al predominio de socialistas y co- 
munistas, pero finalmente el referéndum del 25 de octubre de 1979 supuso su 
aprobación con el voto favorable del 88 por 100 del censo electoral, con una 
participación del 59 por 100. 


Las primeras elecciones autónomicas, celebradas en ambos casos en 
marzo de 1980, otorgaron la victoria a las formaciones del nacionalismo 
moderado, es decir. el PNV, liderado por Carlos Garaikoetxea. y CiU, en- 
cabezada por Jordi Pujol. A partir de entonces, el gobierno de UCD dio una 
cierta marcha atrás al proceso autonómico. Martín Villa propuso la recon- 
ducción del conjunto de las futuras comunidades autónomas por el artículo 
143 de la Constitución frente al 151, con un periodo intcial de menores com- 
petencias autónomicas. Por su lado, Felipe González realizó varios llama- 
mientos a la responsabilidad. manifestándose partidario de un federalismo 
desigual, pero, en enero de 1980, se mostró partidario de la generalización 
de las autonomías a todas las regiones y nacionalidades con un techo final 
igual de competencias. 


En Galicia, la tercera comunidad territorial beneficiaria del artículo 151 
de la Constitución, el referéndum de diciembre de 1980 se saldó con una 
abstención del 71 por 100 del censo. debido a la errática política guberna- 
mental. Más complicada resultó la sttuación de Andalucía. Los ayuntamientos 
andaluces, con predominio de la izquierda, reivindicaron el artículo 151 para 
el establecimiento de la nueva comunidad autónoma. El Gobierno terminó 
propugnando la abstención en el referéndum, lo que provocó la dimisión del 
ministro, Manuel Clavero Arévalo, presidente de UCD en Andalucía. La mo- 
vilización de la sociedad andaluza hizo que la abstención fuera sólo de un 36 
por 100, lo que trajo consigo una nueva crisis para los centristas. El ejemplo 
de Andalucía, que suprimia la distinción constitucional entre procesos autonó- 
micos, fue seguido por Canarias y el País Valenciano. En realidad, el resultado 
del referéndum andaluz en febrero de 1980 supuso que la generalización del 
proceso autonómico fuera inevitable. A las cuatro nacionalidades históricas 
reconocidas, se sumaban los casos especiales de los archipiélagos de Canarias 
y Baleares, así como de Navarra. 
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La revisión del Estado de las Autonomías fue objeto de un pacto entre 
UCD y cl PSOE en julio de 1981 que supuso la posterior aprobación de la 
Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA). El líder 
socialista, Felipe González, ya había propuesto una ley orgánica que desarro- 
lara el título VIII de la Constitución. Desde septiembre de 1980, el minis- 
tro de Administración Territorial, Martín Villa, tenía el propósito de igualar 
los niveles de autonomía de todas las Comunidades. Después del golpe de 
estado de tebrero de 1981, el nuevo presidente de gobierno, Calvo Sotelo, 
acordó con González el establecimiento de un modelo global del Estado de 
las Autonomías. Finalmente, el pacto de julio de 1981 recogía el principio 
de generalización de las autonomías y el derecho de todas las Comunidades 
a tener asamblea legislativa. España quedaba configurada en un Estado con 
17 comunidades autónomas con dos niveles competenciales aunque, una vez 
culminadas las transferencias desde la administración central. se produciría 
una homogeneización de las mismas. 


La amenaza golpista 


El régimen de Franco no fue una dictadura militar en sentido estricto, dado 
que, aunque algunos militares ocuparon puestos en la administración civil 
y en el gobierno, no estaban presentes como tal corporación en el poder. El 
hecho de que la transición se hiciera desde la legalidad del Estado explica, en 
buena medida, el acatamiento mayoritario de las fuerzas armadas hacia la mo- 
narquía parlamentaria, aunque también fueran leales a la memoria de Franco. 


La debilidad de la extrema derecha, apenas un 2 por 100 del electorado, y 
su carencia de un líder único y un proyecto político más allá del inmovilismo, 
trajo consigo que la mayor parte de los militares se conformaran con limitar 
su papel político a la política de defensa. Las únicas excepciones fueron su 
oposición a la legalización de los sindicatos y del PCE, así como a la reincor- 
poración al Ejército de los miembros de la antifranquista Unión de Militares 
Demócratas. 


La llegada del teniente general Gutiérrez Mellado al nuevo Ministerio de 
Detensa, que unificaba los de las tres armas, y su acceso a la vicepresidencia 
del gobierno, permitieron una progresiva modernización de las Fuerzas Árma- 
das. El nuevo Ministerio tenía una estructura dual con una sección operativa, 
la Junta de Jefes de Estado Mayor, y otra político-administrativa. 


Con la aprobación de la Constitución también se adoptaron unas nuevas 
ordenanzas militares que excluían la obediencia debida a la superioridad en 
los casos de actividades contrarias al orden constitucional. En noviembre 
de 1980, tras bastantes dificultades y demoras, fue aprobada la reforma del 
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Código de Justicia Militar, que reducía la jurisdicción militar a los asuntos 
castrenses. 


No obstante, hubo sectores reaccionarios del Ejército que no se confor- 
maron con el desempeño de un mero papel profesional y, por tanto, su subor- 
dinación al poder civil. Los incidentes fueron muy frecuentes y enseguida se 
descubrieron tramas golpistas. Gutiérrez Mellado tuvo que realizar una políti- 
ca de nombramientos de responsables militares al margen, muchas veces, del 
escalafón. 


Antes del golpe del 23 de febrero de 1981 la trama conspirativa más im- 
portante fue la Operación Galaxia, descubierta en noviembre de 1978, que es- 
taba encabezada por el teniente coronel Tejero y el capitán de la Policía, Sáenz 
de Ynestrillas. El ruido de sables tras la sustitución de Gutiérrez Mellado por 
el civil Rodríguez Sahagún en el Ministerio de Defensa en 1979 no hizo sino 
crecer. A ello contribuyó la construcción del Estado de las Autonomías pero, 
sobre todo, la ofensiva terrorista. 


El vacío de poder creado tras la dimisión de Adolfo Suárez fue aprove- 
chado por los golpistas para acelerar sus planes. Además, en febrero de 1981, 
el incidente protagonizado por el nacionalismo radical, afín a ETA, durante 
la visita del Rey a la Casa de Juntas de Guernica, fue visto por los militares 
reaccionarios como una afrenta a la Corona. 


El 23 de febrero la sesión de investidura como presidente del gobierno 
de Leopoldo Calvo Sotelo fue interrumpida por el asalto de Tejero al Con- 
greso al frente de unos centenares de guardias civiles. Aparte de la acción de 
Tejero había otras tramas golpistas. El general ada, antiguo secretario de 
la Casa del Rey, pretendía una especie de O”, mediante el cual 
encabezaría un gobierno de salvación nacional con representantes de los par- 
tidos políticos. Por su lado, el capitán general de Valencia, Milans del Bosch, 
sublevó la guarnición y otros capitanes generales estuvieron a la expectativa 
de los acontecimientos. 


El fracaso del golpe en Madrid y la actitud del Rey, contraria a la subver- 
sión del orden constitucional, fue lo que decidió la situación, ya que muchos 
jefes militares se mostraron en contra de la sublevación por obediencia al jefe 
del Estado más que por lealtad a la Constitución. 


El nuevo gobierno de Calvo Sotelo trató de reafirmar la supremacía del 
poder civil, aprobando una Ley de Defensa de la Democracia en marzo de 
1981 y recurriendo la sentencia del Consejo Supremo de Justicia Militar de 
junio de 1982, 


El fracaso del golpe tuvo como consecuencia positiva la consolidación 
de la democracia, dando una mayor legitimidad democrática a la Monarquía. 
Puso fin al golpismo militar y a los proyectos políticos que pretendían esta- 
blecer un gobierno de concentración cívico-militar. Todo ello permitió más 
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adelante, ya con el PSOE en el poder, abordar la reforma de la administración 
militar y de las fuerzas de seguridad. Como aspecto negativo puede destacarse 
una precipitada adhesión a la OTAN carente de suficiente consenso, así como 
el postergamiento de la cuestión del reingreso de los militares demócratas que 
habían sido separados del servicio activo al final de la dictadura. 


5. La evolución de las fuerzas políticas 


Tras la aprobación de la Constitución, las elecciones generales de marzo 
de 1979 no modificaron sustancialmente el mapa político. UCD no consiguió 
mayoría política de nuevo y el PSOE no logró mejorar sustancialmente sus 
resultados pese a la culminación de la unidad socialista en 1978. En efecto, 
en 1978 el PSOE había absorbido un endeudado PSP y otras formaciones 
socialistas de ámbito regional, las más importantes en Cataluña y el País Va- 
lenciano. Para lograr clarificar la oferta socialista, el PSOE había realizado un 
realce de los contenidos ideológicos marxistas, defendiendo una transición al 
socialismo. 


Lo que sí modificó la vida política de los españoles fueron las primeras 
elecciones municipales, en las que la izquierda parlamentaria consiguió el 
control de las principales ciudades. De este modo, el PSOE conseguía una 
importante parcela de poder que le fue preparando el terreno como alternativa 
de gobierno. 


El PSOE había salido de la dictadura con una fuerte acumulación ideoló- 
gica, proponiendo un “reformismo revolucionario” que le permitió neutralizar 
la competencia de su espacio político por el PCE y las nuevas formaciones 
socialistas. Los resultados electorales de 1977 otorgaron al PSOE una clara 
hegemonía en la izquierda, procediendo a partir de entonces a un ajuste de 
su organización. ideología y estrategia política. En mayo de 1978, una vez 
realizada la unidad socialista, Felipe González realizó unas declaraciones en 
las que decía que la definición marxista del partido era superflua. El xxvm 
Congreso del PSOE aprobó una resolución en la que se mantenía la identidad 
marxista del partido, lo que trajo consigo la dimisión de González de la se- 
cretaría general. En realidad, los centenares de delegados que representaban 
a cerca de cincuenta mil militantes (frente a los poco más de nueve mil de 
diciembre de 1976) aprobaron con el 68 por 100 la gestión de la Ejecutiva 
pero. al mismo tiempo, rechazaron con el 61 por 100 la enmienda de Joaquín 
Almunia, en nombre de esa misma dirección. a la definición marxista de la 
ponencia política de los críticos, Los eríticos querían que González siguiera 
en el liderazgo, pero con un proyecto político radical y una identidad ideo- 
lógica marxista. La antinomia se resolvió nombrando una comisión gestora 
encabezada por el histórico de la generación de 1956 José F. de Carvajal. El 
Congreso extraordinario del otoño de 1979 consagró el retorno de González y 
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el reforzamiento del papel de Alfonso Guerra, para el que fue creado el puesto 
de vicesecretario, acompañados de Ramón Rubial, presidente del partido, y 
de los miembros de la segunda generación del exilio, Carmen García Bloise 
y Francisco López Real. A pesar de la veteranía de una parte del núcleo dirt- 
gente, más de la mitad de los miembros del Comité Federal se habían afiliado 
al partido después del Congreso de Suresnes en 1974. El hecho de que sola- 
mente votaran las cabezas de delegación de las federaciones del partido trajo 
consigo que la candidatura alternativa para la dirección. encabezada por Luis 
Gómez Llorente únicamente consiguiera un 7 por 100 de los votos. 


El Congreso extraordinario aprobó un modelo de partido más centraliza- 
do, con una organización controlada por el vicesecretario, y una definición 
ideológica que autores como Maravall o García Santesmases definieron como 
un “reformismo radical”, contraponiéndolo al “reformismo revolucionario” 
de la década de los setenta. Sin embargo, el ajuste ideológico interno no cul- 
minó hasta el xxix Congreso de finales de 1981, en un contexto dominado por 
la resaca del golpe del 23 de febrero y la expectativa de llegada al gobierno. 


Una expectativa de los socialistas que se vio beneficiada por la crisis del 
PCE y la descomposición del partido de gobierno Unión de Centro Demo- 
erático. En efecto, los comunistas tuvieron que hacer frente a unas difíciles 
relaciones entre el partido surgido de la clandestinidad en el tardofranquismo 
y los líderes del exilio, procedentes de la guerra civil. Buena parte de los ca- 
bezas de lista en las candidaturas del PCE en las elecciones de 1977 habían 
comenzado su vida política durante la guerra o el primer franquismo. 


La definición ideológica eurocomunista trataba de hacer compatible co- 
munismo y pluralismo democrático, culminando el distanciamiento del PCE 
respecto a la Unión Soviética iniciado desde la crisis de Praga de 1968. Esta 
posición dominante eurocomunista convivía con una fracción prosoviética 
soterrada y otros sectores aferrados a la identidad leninista. Los prosoviéticos, 
además. estaban marcados por la defensa de la memoria de la Guerra Civil 
y de la resistencia guerrillera, unos hechos que la dirección encabezada por 
Santiago Carrillo trataba de silenciar. 


La entrada del PCE en la legalidad en abril de 1977 trajo consigo no sólo 
la renuncia a la república y a la estrategia de movilización de masas a través 
de Comisiones Obreras o el movimiento vecinal, sino un precipitado aban- 
dono del leninismo por el denominado “marxismo revolucionario” en 1978. 


Las escisiones prosoviéticas y el malestar de los que intentaban preservar 
el leninismo o de los denominados “renovadores”, que defendían la culmina- 
ción de la estrategia eurocomunista, hicieron que el PCE entrara en la crisis 
interna más importante de su existencia desde la fundación en 1921. La crisis 
comenzó en Asturias y Cataluña, territorio éste último donde el PSUC había 
conseguido durante el tardofranquismo una fuerte implantación social y unos 
resultados electorales que doblaban los del PCE en el resto de España. Sin 
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embargo. el precipitante de las escisiones fue la decisión del PC de Euskadi 
de unificarse con Euskadiko Ezquerra, seguida de la solidaridad con esta ope- 
ración de los eurocomunistas “renovadores” en 1981. 


Los malos resultados electorales del que había sido el partido de la resis- 
tencia antifranquista por excelencia fueron mal digeridos por una diversifi- 
cada militancia en la que coexistían varias generaciones y culturas políticas. 
Las renuncias ideológicas. los cambios en el modelo organizativo desde las 
células a las agrupaciones territoriales y la sustitución de la estrategia movi- 
lizadora por el consenso con UCD constituyeron, sin duda, otros elementos 
cruciales de la crisis interna comunista. 


La situación interna del centro y de la derecha no era mucho mejor. La 
formación conservadora dirigida por Manuel Fraga había empeorado sus re- 
sultados en 1979 al presentarse en coalición, perdiendo votos hacia la extrema 
derecha. Las llamadas de Fraga a la creación de una “mayoría natural” de 
centro-derecha no consiguieron el apoyo de UCD, aunque Herrero de Miñón 
y Otros cuadros se terminaron pasando al partido conservador. No obstante, 
un cierto grado de colaboración entre la Coalición Popular y UCD comenzó 
tras las elecciones autonómicas de Galicia, donde el popular Fernández Albor 
formó gobierno de coalición con UCD. 


El partido fundado por Adolfo Suárez en 1981 no llegó a formar un ver- 
dadero partido, perviviendo las familias políticas liberal, democristiana y 
socialdemócrata, Mientras que los democristianos pugnaban por crear un 
partido independiente, los socialdemócratas fueron tentados por el PSOE a 
conformar una mayoría de progreso que consolidara la democracia. Además 
fueron muy conflictivas las relaciones entre el gobierno, el partido y el grupo 
parlamentario. 


La moción de censura, presentada por González, contra el gobierno de 
Suárez en la primavera de 1980 dejó muy debilitada la autoridad del presi- 
dente. Los barones de UCD exigieron el regreso al gobierno pero, además, 
impusieron un portavoz del grupo parlamentario frente al candidato oficial. 
En efecto, en octubre de 1980, el candidato de Suárez para portavoz obtuvo 
únicamente 45 votos (la mitad del grupo socialdemócrata) frente a los 103 
diputados que votaron a Miguel Herrero de Miñón. 


El U Congreso del partido previsto en Palma de Mallorca a comienzos de 
1981 tuvo que aplazarse sin resolver la crisis interna. De este modo, Suárez 
decidió dimitir lo que. en vez de apaciguar la crisis, conllevó el fracciona- 
miento de UCD. El nuevo presidente del gobierno centrista, Leopoldo Calvo 
Sotelo tenía una orientación más liberal-conservadora que Suárez aunque era 
ajeno a las familias políticas y mantuvo el pluralismo interno en el gobierno. 


En el nuevo gobierno, los socialdemócratas Garcia Diez y Fernández Or- 
dóñez despempeñaron las carteras de Economía-Hacienda y Justicia. La po- 
sición de Ordóñez ante la cuestión de la futura ley de divorcio exacerbó la 
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confrontación interna en UCD. El ministro terminó dimitiendo y creando el 
Partido de Acción Democrática (PAD) con un grupo de 16 parlamentarios de 
UCD. El nuevo partido, que tomaba el nombre del partido socialdemócrata 
fundado por Dionisio Ridruejo en 1957, terminaría integrándose en las filas 
del PSOE con motivo de las elecciones de octubre de 1982, 


A su vez la iniciativa progresista de Ordóñez en la Ley de Divorcio, que 
admitía la separación por mutuo acuerdo de los cónyuges, trajo consigo la 
creación de la llamada “plataforma moderada” en julio de 1981, encabezada 
por Herrero de Miñón y Oscar Alzaga, con 39 diputados y 31 senadores de 
UCD. Ante la derrota en Galicia y el fraccionalismo interno, Calvo Sotelo 
desplazó a los suaristas de los órganos dirigentes del partido situando en la 
secretaría general al democristiano Iñigo Cavero. En 1982, Herrero se pasó 
con otros dos diputados a Alianza Popular y, tras la debacle centrista en las 
elecciones andaluzas, Alzaga fundó el Partido Demócrata Popular (PDP) con 
otros 12 diputados de UCD. La culminación de las escisiones del partido cen- 
trista fue su abandono por Adolfo Suárez en julio de 1982 y la inmediata 
fundación del Centro Democrático y Social (CDS). 


La explicación del hundimiento de un partido de gobierno como UCD 
tiene que realzar sobre todo factores internos. Al progresivo aislamiento y 
excesivo presidencialismo de Adolfo Suárez hay que añadir la lucha interna 
de las primigenias familias políticas y la deficiente imagen presentada a los 
electores desde la moción de censura de 1980, Todo ello trajo consigo que 
buena parte de las élites del partido, los simpatizantes que habían otorgado 
apoyo económico y, en definitiva, los sectores de la ciudadanía que habían 
apoyado la opción centrista decidieran retirar su apoyo huyendo hacia otros 
partidos políticos. 


Ante el colapso interno y electoral de UCD, Calvo Sotelo decidió ade- 
lantar las elecciones generales para el 28 de octubre de 1982. En efecto, los 
políticos del partido centrista se presentaron en otras tres ofertas electorales, 
además de la propia UCD: los elementos del PAD en el PSOE, Coalición Po- 
pular (AP y PDP) y CDS. 


La participación en las elecciones del cambio fue alta, un 80 por 100 del 
censo, obteniendo el PSOE un 48 por 100 de los sufragios y 202 escaños. La 
abrumadora victoria de los socialistas, ya sin la competencia por la sigla de 
los históricos, que fundaron con los seguidores de Alonso Puerta el Partido 
de Acción Socialista (PASOC), fue lograda a expensas del PCE, que perdió 
la mitad de sus votantes (un millón de votos), recibiendo, además, casi dos 
millones de votos provenientes de UCD y otros partidos menores. Si el PSOE 
había multiplicado por dos sus resultados de 1979, la Coalición Popular de 
Fraga y Alzaga los multiplicaba por cinco, logrando 107 escaños. La UCD, li- 
derada por Landelino Lavilla, obtuvo unos humillantes doce escaños y el CDS 
de Suárez solamente dos. No obstante, ambas formaciones centristas retentan 
dos millones de los antiguos votantes de UCD. Por su lado, los andalucistas 
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perdieron sus cinco diputados y el resto de las formaciones nacionalistas no 
modificaron sustancialmente sus resultados. El sistema de bipartidismo 1m- 
perfecto dejó paso hasta 1993 a un sistema de partido hegemónico. En defi- 
nitiva, las elecciones de 1982 ayudaron a consolidar la democracia, ya que la 
obtención por el PSOE, un antiguo partido antifranquista, de una mayoría tan 
abrumadora prometía al mismo tiempo cambio y estabilidad política. 
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Tema 8 


CONSOLIDACIÓN DE LA 
DEMOCRACIA Y APERTURA 
EXTERIOR: 


LOS GOBIERNOS DE FELIPE 
GONZALEZ 


Juan Avilés Farré 


Felipe González ganó cuatro elecciones generales sucesivas y gobernó 
sin interrupción durante más de trece años, algo sin precedentes en toda la 
historia constitucional de España. En aquellos años hubo luces y sombras, 
pero desde la perspectiva actual el balance parece claramente positivo. En 
primer lugar, la democracia, todavía amenazada muy poco antes por el in- 
tento de golpe Estado del 23-F, se consolidó plenamente y en muy pocos 
años la posibilidad de una nueva intentona golpista quedó descartada para 
siempre. La alternancia a la izquierda de 1982 daría paso en 1996 a una 
alternancia a la derecha, sin el más mínimo trastorno en ninguno de los dos 
casos. con lo que el cambio político a través de las urnas se convirtió en 
la norma, por primera vez en la historia de España. En segundo lugar, los 
gobiernos socialistas llevaron a cabo la doble tarea de liberalizar y hacer 
más eficiente la economía española, lo que requirió un duro ajuste durante 
la primera legislatura, y de desarrollar el Estado del bienestar, con la un1- 
versalización de las pensiones, la educación y la sanidad. En tercer lugar, 
España no solo superó el relativo aislamiento en que había permanecido 
durante la dictadura de Franco, sino que alcanzó una proyección exterior 
como no había tenido desde el siglo xvi. La incorporación a la Comunidad 
Europea representó el instrumento esencial para esa proyección, al tiempo 
que contribuyó a la liberalización del sistema económico español. Fueron 
estos logros históricos que transformaron España, pero en el lado negativo 
de la balanza no se puede olvidar ni el persistente desempleo, que se conso- 
lidó como un problema estructural de la economía española, ni el impacto 
de la corrupción, que contribuyó decisivamente a la derrota de González en 
las elecciones de 1996. 
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1. La primera legislatura socialista: política económica y social, 
1982-1986 


El triunfo electoral de 1982 


La inmensa autoridad con la que Felipe González pudo gobernar, a dife- 
rencia de las dificultades con que siempre se encontró Adolfo Suárez, se basó 
en el extraordinario apoyo electoral de que gozó. En 1982 el Partido Socialista 
tuvo más de diez millones de votos, es decir el 48% del total, fue el más vota- 
do en 44 de las 52 circunseripciones electorales y con 202 escaños obtuvo una 
holgada mayoría absoluta en el Congreso. Ganó votos a derecha e izquierda, 
arrebatando algo más de un millón de votos a UCD y casi otro tanto al PCE, 
cuyos pésimos resultados llevaron a la dimisión de Santiago Carrillo como 
secretario general. La Coalición Popular de Fraga, que quintuplicó sus votos 
respecto a 1979, quedó en un muy distante segundo lugar, con 107 escaños. 


El PSOE cosechó los frutos de su viraje hacia la moderación, adoptado en 
1979 por iniciativa del propio González, que le permitió presentarse ante los 
electores como la mejor garantía de consolidación de la democracia, frente a 
la disgregación de la antigua UCD y el recuerdo de la dictadura que todavía 
generaba desconfianza respecto a los populares, al tiempo que los conflictos 
internos del PCE le permitieron también beneficiarse de una parte importante 
del voto más izquierdista. En términos sociales obtuvo el apoyo tanto de los 
trabajadores como de las clases medias. Su programa combinaba una dimen- 
sión socialdemócrata de desarrollo del Estado del bienestar, bien recibida por 
buena parte de la sociedad española, con un proyecto de modernización cuyo 
atractivo iba mucho más allá del electorado de izquierda. Como ha escrito 
Charles Powell, “no fue el electorado el que se convirtió al socialismo para 
dar el triunfo al PSOE, sino el PSOE el que logró hacerse con el espacio polí- 
tico centrista para ganar las elecciones.” 


El triunfo no fue sólo de un partido, sino también de un hombre, Felipe 
González, quien demostró una extraordinaria capacidad de conectar con los 
deseos de los ciudadanos. Estos aspiraban a la consolidación de un Estado 
democrático y eficiente y vieron en el liderazgo de González una garantía de 
que se superaría la inestabilidad que había caracterizado a los gobiernos de 
UCD. El nuevo presidente, sevillano, de familia modesta, nacido en 1942, 
había estudiado Derecho. En sus años universitarios entró en contacto con el 
catedrático democristiano Manuel Jiménez Fernández, antaño ministro de la 
CEDA, y una beca para estudiar en la universidad belga de Lovaina, de tra- 
dición católica, le permitió conocer el ambiente de la emigración. De regreso 
a España comenzó a trabajar como abogado laboralista y en 1964 se afilió al 
PSOE, que por entonces tenía una minima presencia en el interior. En 1970 se 
incorporó a la comisión ejecutiva del partido y jugó un gran papel en el des- 
plazamiento de la dirección radicada en el exterior y encabezada por Rodolfo 


172 HISTORIA CONTEMPORÁNEA DE ESPAÑA DESDE 1923 


Llopis. En 1974, cuando tenía sólo treinta y dos años fue elegido primer se- 
cretario, es decir líder del partido, en un congreso celebrado en Suresnes, 
Francia. Estableció buenas relaciones con los grandes líderes de la Internacio- 
nal Socialista, sobre todo con los de países del norte como Alemania, Austria 
y Suecia, muy especialmente con el alemán Willy Brandt, que le dio todo su 
apoyo. Muy pronto adquirió una gran ascendencia sobre sus compañeros de 
partido, al tiempo que mostraba un pragmatismo que le llevó a impulsar en 
1979 el abandono de la identidad marxista, una muestra de moderación que 
amplió el atractivo electoral del PSOE. 


El primer gobierno socialista 


El gobierno que González formó en diciembre de 1982 respondía al pro- 
pósito de impulsar la modernización de España. Sus miembros eran en su 
mayoría relativamente jóvenes, con una edad media de cuarenta y dos años, 
habían sido estudiantes de izquierdas en los años sesenta, tenían una sólida 
formación universitaria y en bastantes casos experiencia administrativa. La 
vicepresidencia fue para Alfonso Guerra, que desde sus años jóvenes en Se- 
villa había establecido una sólida relación política con González. Al tiempo 
que cultivaba una imagen de intelectual de izquierda, Guerra controlaba con 
mano firme el partido, del que el propio González se desentendió a partir de 
1982, y jugó un peculiar papel en el gobierno, pues más que promover inicia- 
tivas propias tendió a actuar coma un crítico de las tendencias liberales de los 
ministros económicos. Esto respondía al sentir de muchos militantes de base, 
pero no representó un obstáculo para que la principal misión de Guerra fuera 
la de asegurar la lealtad del partido al gobierno. Miguel Boyer, como minis- 
tro de Economía, y Carlos Solchaga, como ministro de Industria, que habían 
trabajado en el Servicio de estudios del Banco de España, fueron los grandes 
impulsores de una política económica de ajuste, que chocaba con las tenden- 
cias del partido y sólo pudo salir adelante por el respaldo del propio González. 
El ministerio de Defensa, crucial en aquellas circunstancias, fue desempeñado 
con acierto por Narcis Serra, que había sido alcalde de Barcelona, mientras 
que la cartera de Asuntos Exteriores fue para Fernando Morán, diplomático 
de carrera y conocido por sus posiciones relativamente neutralistas. Nicolás 
Redondo, secretario general de UGT, el sindicato tradicionalmente vinculado 
al PSOE, se negó a que se incorporaran al gobierno líderes sindicales, así es 
que el ministerio de Trabajo se encomendó a Joaquín Almunia, un economista 
que había sido asesor de UGT. 


El PSOE y la UGT no tardaron en seguir caminos 10s divergentes, rompiendo 
así con una tradición secular de estrecha colaboración. El propio partido que- 
dó muy supeditado al gobierno, a través del control de Alfonso Guerra, quien 
a partir de 1979 se había cuidado de evitar cualquier discrepancia interna. Era 
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un partido con pocos afiliados en proporción a su amplio número de votantes, 
con pocos veteranos y muchos recién llegados, que se incorporó masivamente 
a los puestos de responsabilidad en la administración, de tal manera que dos 
tercios de los delegados al congreso de 1990 tenían un cargo público. Esas 
circunstancias favorecieron, como veremos, la proliferación de casos de co- 
rrupción, que a menudo se beneficiaron de un mal entendido sentimiento de 
lealtad al partido, que impedía denunciar a los corruptos. La tendencia de los 
gobiernos socialistas a reducir los controles establecidos en la administración 
y a primar la contratación de compañeros de partido resultó también perjudi- 
cial en ese aspecto. Con todo, el PSOE demostró en términos generales estar a 
la altura de las extraordinarias circunstancias en que se halló en 1982. Su base 
electoral se fue erosionando gradualmente, pero obtuvo de nuevo mayoría 
absoluta en las elecciones generales de 1986 y 1989 y notables éxitos en las 
elecciones autonómicas y locales. 


Socialdemocracia y liberalismo económico 


El panorama económico que se encontró el primer gobierno de González 
no era favorable. España venía atravesando una etapa de dificultades econó- 
micas cuya superación exigía reformas que aumentaran la productividad, a 
veces a costa de una costosa y dolorosa reconversión de sectores poco efi- 
cientes, que los la gobiernos de UCD no habían querido o podido afrontar. La 
política de ajuste y liberalización de los gobiernos socialistas, sobre todo en 
la primera legislatura, condujo a que desde la izquierda se criticara su carácter 
supuestamente “neoliberal”, es decir favorable a una reducción del papel del 
Estado en la economía. Esto es una exageración, porque la política de Gonzá- 
lez tuvo también un fuerte componente “socialdemócrata”, es decir favorable 
al incremento del gasto social del Estado. 


En realidad la gran obra de los gobiernos socialistas fue proporcionar unos 
servicios de alcance universal en los terrenos de la sanidad, la educación y 
las pensiones. Se consolidó así en España el llamado Estado del bienestar, 
es decir ese sistema en el que el Estado protege a los ciudadanos frente a la 
enfermedad y el desempleo, garantiza el acceso a la educación y el cobro de 
pensiones de jubilación. El incremento del gasto social hizo que se produjera 
un considerable incremento del gasto público total, lo que requirió un consi- 
derable aumento de la presión fiscal (es decir del porcentaje de los impuestos 
respecto a la renta nacional). 


Los gobiernos socialistas no siguieron en cambio una política de nacio- 
nalizaciones, pues sólo se nacionalizó la red de distribución eléctrica. En 
realidad la potenciación de la intervención directa del Estado en la econo- 
mía a través de la creación de empresas públicas había sido una caracte- 
rística del régimen de Franco. Los gobiernos Socialistas no siguieron esa 
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vía, que había sido muy común en Europa tras la Segunda Guerra Mundial, 
pero que desde los años setenta había quedado bastante desprestigiada. En 
el terreno de las ideas el liberalismo económico volvía a ser dominante y 
los peligros de un excesivo intervencionismo estatal que frenara el creci- 
miento económico eran percibidos por todos, incluso por los socialdemó- 
cratas europeos, que sin embargo seguían defendiendo las políticas socia- 
les del Estado del bienestar. Así es que los gobiernos de Felipe González 
combinaron una política económica liberal, encaminada a incrementar la 
capacidad de competir en el mercado internacional, con una política de 
gasto social de tipo socialdemócrata, encaminada a una mayor igualdad en 
el acceso de todos los ciudadanos a los servicios básicos. La opción por un 
ajuste que incrementara la competitividad de la economía española llevó 
sin embargo a un choque con los sindicatos, que supuso una ruptura respec- 
to a la tradición socialista. 


La incapacidad de los gobiernos de UCD para enfrentarse al impacto de la 
segunda subida del petróleo en 1979 había llevado a la economía española a 
una situación crítica. El crecimiento del Producto Interior Bruto entre 1979 y 
1982 fue tan sólo del 0,5% anual, la tasa de desempleo era en 1982 del 16%, 
la inflación seguía siendo elevada, había un importante déficit público (dife- 
rencia entre los ingresos y gastos del Estado), era también elevado el déficit 
comercial (diferencia entre exportaciones e importaciones), la reconversión 
de los sectores en crisis no se había abordado y la inversión extranjera se ha- 
bía retraído. Poner remedio a todo ello fue el objetivo de la política económica 
impulsada por Boyer, desde el ministerio de Economía, y por Solchaga, desde 
el ministerio de Industria. 


Fue Solchaga quien afrontó la tarea más conflictiva, la reconversión in- 
dustrial, que exigió una fuerte inversión de dinero público y también una re- 
ducción de plantillas, sobre todo en los sectores de la siderometalurgia, la 
construcción naval y el textil, lo que originó fuertes protestas en los años 
1983 y 1984, en los que fueron frecuentes las huelgas y las manifestaciones, 
a veces violentas. La reconversión bancaria exigió también el recurso masivo 
al dinero público para sanear el sector. La reforma laboral de 1984 flexibilizó 
el mercado mediante la introducción de contratos temporales, para estimular 
la contratación, pero el desempleo no empezó a disminuir hasta 1985, Ese 
mismo año se produjo un gran enfrentamiento entre el gobierno y UGT por la 
reforma del sistema de pensiones, que impuso un mayor período de cotización 
para acceder a las pensiones máximas. El gobierno esperaba que una legisla- 
ción que reforzó la influencia de las dos grandes confederaciones sindicales, 
CCOO y UGT (ley de libertad sindical de 1985), y una política de aumento 
del gasto social satisfarían a los sindicatos y harían que estos aceptaran la re- 
conversión industrial y la moderación salarial, pero no fue así y sus políticas 
chocaron con una fuerte oposición sindical. Por otra parte la política de ajuste 
del gasto impulsada por Boyer encontraba oposición dentro del propio gobier- 
no y ello le llevó a dimitir en 1985. Le sustituyó como ministro de Economía 


TEMA 8. CONSOLIDACIÓN DE LA DEMOCRACIA Y APERTURA EXTERIOR... 175 


Solchaga, el artífice de la reconversión industrial, por lo que no hubo un cam- 
bio significativo en la política económica. 


La educación, el aborto y la Iglesia 


Su amplia mayoría parlamentaria y la debilidad de los demás partidos 
hicieron que en los primeros años la oposición a los gobiernos de Felipe Gon- 
zález no fuera tanto política como social. Hemos visto como los sindicatos 
destacaron por su oposición a la reconversión industrial, a la reforma laboral 
y a la de las pensiones. En otros temas, como la política educativa y la despe- 
nalización del aborto, la oposición vino sobre todo de la Iglesia católica. 


El desarrollo del sistema educativo fue uno de los grandes objetivos alcan- 
zados por los gobiernos socialistas, pero la importancia de la enseñanza priva- 
da, en manos sobre todo de instituciones católicas, condujo a que este fuera un 
tema muy conflictivo en las relaciones con la Iglesia, que temía el predominio 
estatal en la educación. La Ley Orgánica del Derecho a la Educación tropezó 
por ello con una gran oposición por parte de los sectores católicos vinculados 
a la enseñanza, que en 1983 organizaron una manifestación masiva en Ma- 
drid, pero fue aprobada por el Congreso al año siguiente. En realidad, lejos de 
imponer el predominio de la enseñanza pública, esta ley regularizó un sistema 
de subvenciones estatales a los centros privados concertados que ha garanti- 


zado su viabilidad económica. 


Junto a la educación, los otros grandes temas de preocupación para la Igle- 
sia eran la moral sexual y especialmente el aborto, considerado por ella como 
un crimen contra la vida humana. Desde una perspectiva progresista el aborto 
en los primeros meses del embarazo, en los que el futuro ser humano no ha to- 
mado todavía forma, se considera en cambio un derecho de la mujer. Por ello 
en 1983 se aprobó, a pesar de una campaña de protesta por parte de sectores 
católicos, la ley de despenalización del aborto, que legalizaba su práctica en 
determinados supuestos. 


2. La Comunidad Europea y la OTAN 


La integración en la Comunidad Europea 


La plena integración de España en la Comunidad Europea era un objeti- 
vo esencial para los nuevos gobernantes socialistas, como lo había sido para 
sus predecesores de UCD. No sólo representaba el fin de una larga etapa de 
aislamiento sino que contribuiría tanto a la consolidación de la democracia 
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como a la modernización económica. Esta última se vería impulsada por la 
intensificación de las relaciones comerciales y financieras con los países más 
desarrollados de Europa occidental y también por la adopción de las normas 
por las que se regía la Comunidad Europea. Por otra parte, la entrada en una 
comunidad constituida exclusivamente por naciones democráticas excluiría 
cualquier tentación de renunciar a la democracia. Sin embargo el ingreso en la 
Comunidad Europea, solicitado por España en 1977 apenas se celebraron las 
primeras elecciones libres, tropezó con muchas dificultades y cuando Gonzá- 
lez formó gobierno los capítulos más difíciles de la negociación todavía no se 
habían abordado. Francia, que veía amenazados sus intereses agrícolas por el 
ingreso de un nuevo competidor mediterráneo, representaba el principal esco- 
llo en las negociaciones y el nuevo ministro de Asuntos Exteriores, Fernando 
Morán, se esforzó en mejorar las relaciones con la vecina república, que tenía 
entonces un presidente socialista, Frangois Mitterrand. Sin embargo el mayor 
apoyo para el ingreso en la Comunidad Europea lo encontró González en el 
canciller democristiano alemán, Helmuth Kohl. 


Tras ocho años de arduas negociaciones y sobre la base de un largo pe- 
ríodo de transición hasta que se permitiera la entrada sin restricciones de pro- 
ductos agrícolas españoles en Europa y de productos industriales europeos 
en España, para evitar daños a los sectores expuestos a la nueva competencia 
extranjera, el ingreso en la Comunidad Europea se produjo finalmente el 1 de 
enero de 1986. El consenso europeísta de los españoles se manifestó en que 
la adhesión fue aprobada en el Congreso de los Diputados sin un solo voto en 
contra. 


El referéndum de la OTAN 


Desde un punto de vista formal nada tenía que ver la entrada en la Comu- 
nidad Europea con la permanencia de España en la OTAN, pero en la prác- 
tica no resultaba fácil acceder a las ventajas de la integración económica al 
tiempo que se renunciaba a participar en la defensa común. El PSOE se había 
opuesto frontalmente a la entrada en la OTAN, decidida por la UCD, y se ha- 
bía comprometido a someter a referéndum la permanencia, pero una retirada 
española habría significado un golpe al prestigio de la OTAN que habría sido 
mal recibido en las capitales europeas, así es que González optó por posponer 
la cuestión. 


Tras el éxito que supuso la entrada en la Comunidad Europea, Gonzá- 
lez decidió que podía convocar el prometido referéndum y, en contra de la 
posición mantenida años atrás, pedir el voto a favor de la permanencia en la 
OTAN, con ciertas condiciones que limitaban la participación española. No 
fue sin embargo fácil convencer a los electores socialistas para que asumieran 
este cambio radical en la política internacional del PSOE. El propio ministro 
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de Asuntos Exteriores Fernando_Marán, que. se oponía a ese cambio, fue des- 
tituido y le sustituyó Francisco Fernández Ordoñez, principal representan- 
te del sector socialdemócrata de UCD que se había incorporado al PSOE. A 
su vez, la oposición conservadora, encabezada por Manuel Fraga, criticó las 
condiciones puestas por el gobierno a la permanencia en la OTAN y apoyó la 
abstención en el referéndum, en contra de lo que le habían pedido tanto el pre- 
sidente Reagan como el canciller Kohl. Finalmente la abstención fue elevada, 
pero el sí triunfó con el apoyo del 52% de quienes votaron. El voto afirmativo 
fue mayoritario sobre todo en las regiones con mayor presencia socialista, lo 
que demostró que la confianza en González resultó ser para los electores so- 
cialistas más importante que la desconfianza hacia las alianzas militares. Por 
su parte la oposición de izquierda realizó una gran campaña contra la OTAN, 
que sentó las bases para el surgimiento de una nueva coalición, Izquierda 
Unida. 


En 1988, tras difíciles negociaciones, se llegó a un nuevo acuerdo con los 
Estados Unidos que redujo la presencia militar americana en España, supu- 
so la retirada de sus fuerzas de combate estacionadas en territorio español y 
prohibió la presencia permanente de armas nucleares en las bases españolas, 
todo lo cual suponía un cambio importante respecto al modelo de relación 
adoptado en 1953. Dos años después, a raíz de la invasión de Kuwait por Irak, 
las Fuerzas Armadas españolas participaron por primera vez en décadas en un 
conflicto internacional, aunque fuera de manera más simbólica que efectiva, 
pues España contribuyó con algunas unidades navales al embargo acordado 
por Naciones Unidas con la condición de que no entrarían en combate. A 
efectos prácticos fue mucho más importante el papel jugado por las bases 
españolas como escala de los vuelos militares entre Estados Unidos y Arabia 
Saudí. Aunque de manera gradual, Felipe González estaba poniendo fin a una 
larga tradición de ausencia española en la escena internacional y estaba supe- 
rando la reticencia de la izquierda española a la colaboración con los Estados 
Unidos, vistos hasta entonces no como los liberadores de Europa del dominio 
nazi en 1945, como es frecuente en Francia o en Italia, sino como los patroci- 
nadores de la dictadura de Franco a partir de 1953, 


La reforma militar 


La entrada en la OTAN y la incorporación española a las misiones inter- 
nacionales de paz contribuyeron a la modernización de las Fuerzas Armadas 
españolas y dieron a los militares un nuevo sentido de su misión, ajeno a la 
función contrarrevolucionaria en el interior que habían asumido a partir de la 
guerra civil e incluso antes. Por otra parte, los principios democráticos exigían 
que la dirección de la política militar fuera asumida plenamente por el poder 
civil, en virtud de la legitimidad que le daba el mandato popular, poniendo fin 
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a la situación surgida en el siglo xIx que otorgaba a los altos mandos militares 
una indebida influencia política. 


La doble misión de establecer la primacía del poder civil y de promover la 
modernización de las Fuerzas Armadas para adaptarlas a sus nuevas misiones 
internacionales fue gestionada con éxito por el ministro de Defensa Narcís 
Serra, quien llevó a termino la reforma militar que en tiempos de UCD había 
sido impulsada sobre todo por el general Gutiérrez Mellado. La reforma se 
efectuó a través de diversas disposiciones parciales, la más importante de las 
cuales fue la retorma de la ley orgánica de 1980 aprobada por las Cortes en 
1984, que convirtió a la Junta de Jetes de Estado Mayor (JUJEM), que hasta 
entonces habia sido el órgano superior del mando militar, en un órgano asesor 
del presidente de Gobierno y del ministro de Defensa y atribuyó a este último 
la responsabilidad de “ordenar, coordinar y dirigir la actuación de las Fuerzas 
Armadas”. A medida que militares más jóvenes fueron llegando a los más 
altos escalones del mando militar, su identificación con la democracia quedó 
plenamente asentada. El logro histórico era considerable, pues se puso fin a la 
pesada herencia de casi dos siglos de conilictos civiles que habían desvirtuado 
la función de las Fuerzas Armadas. 


España en el mundo 


La integración de España en Europa era el aspecto más importante de un 
fenómeno más amplio, el de la salida de décadas de aislamiento que otorgó a 
España un papel en consonancia con su capacidad. Felipe González mostró 
un gran interés por los asuntos internacionales, en los que a menudo supo 
pronunciarse con rapidez. Fue por ejemplo uno de los primeros dirigentes eu- 
ropeos en mostrarse favorable a la unificación alemana, gesto que el canciller 
Kohl le agradeció. El gobierno español apoyó también la incorporación en la 
Comunidad Europea de los nuevos socios de Europa central y oriental. En 
1992, el Congreso votó por abrumadora mayoría por la ratificación del tratado 
de Maastricht, que suponía un nuevo avance en la integración europea. 


Respecto a la erisis yugoslava, que se inició en 1991, el gobierno español 
se mostró inicialmente favorable a que se mantuviera la unidad del país. pero 
cuando esto se mostró imposible se centró en colaborar con la comunidad 
internacional para el restablecimiento de la paz, a lo cual contribuyó con el 
envío de tropas españolas a una misión de Naciones Unidas, que realizaron 
una importante labor pacificadora en Bosnia. Más tarde, cuando la situación 
se agravó en 1995, hubo una mínima pero simbólica participación española 
en el ataque aéreo contra las milicias serbias de Bosnia, y España se incorporó 
también con tropas a la misión de la OTAN, que tomó el relevo de la misión 
de Naciones Unidas. Ese mismo año un socialista español, Javier Solana, fue 
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elegido secretario general de la OTAN, culminando así el viraje respecto a la 
inicial oposición del PSOE a la incorporación de España a la OTAN. 


Aunque con el tiempo el entusiasmo de la opinión pública española por la 
Comunidad Europea comenzó a reducirse, Felipe González se mantuvo fiel 
a su convicción de que el proyecto de integración europea era el más conve- 
niente para el futuro español. Por otra parte, la nueva presencia de España 
en el mundo no se limitó al escenario europeo. A partir de 1985 se inició una 
política de cooperación al desarrollo, que condujo a un significativo incre- 
mento de los fondos dedicados a esta tarea. La diplomacia española prestó 
especial atención a América Latina y trató de impulsar las relaciones de la 
Comunidad Europea con aquella. La participación española fue importante en 
las misiones de mantenimiento de la paz impulsadas por Naciones Unidas en 
países centroamericanos recién salidos de conflictos civiles, como El Salva- 
dor y Nicaragua. Las relaciones con Marruecos mejoraron con el tratado de 
amistad de 1991. Y ese mismo año se celebró en Madrid una co e 
paz en el Medio Oriente, que demostró la capacidad de España para contribuir 
a la solución negociáda de uno de los conflictos más difíciles de las últimas 
décadas, el que opone a árabes e israelíes. 


3. El Estado de las autonomías y la política antiterrorista 


El Estado de las autonomías 


La consolidación del Estado de las autonomías supuso un doble reto, por 
un lado el de encauzar en el marco de la Constitución las aspiraciones nacio- 
nalistas de Cataluña y Euskadi, vigorosas ya antes de la guerra civil, y por otro 
el de ofrecer un marco satisfactorio al conjunto de las comunidades españolas, 
en algunas de las cuales la aspiración a la autonomía había cobrado mucha 
fuerza durante la Transición. Por otra parte, este proceso se vio condicionado 
por la amenaza que suponía el terrorismo de ETA, cuyo objetivo era la sepa- 
ración de Euskadi y Navarra. Durante la etapa de gobierno de González, el te- 
rrorismo siguió siendo un problema de primera magnitud, aunque su impacto 
se redujo respecto a la etapa anterior. 


Cuando Felipe González formó su primer gobierno sólo cuatro comuni- 
dades, Cataluña, Euskadi, Galicia y Andalucía, habían puesto plenamente en 
marcha su estatuto de autonomía y había cuatro que ni siquiera habían apro- 
bado un estatuto. Por otra parte UCD y PSOE habían llegado en 1981 a un 

£ ld z III 
acuerdo sobre el sistema autonómico, que se concretó en una ley orgánica, 
la LOAPA. Fue durante la primera socialista cuando se completó el sistema 
autonómico con la aprobación de los últimos estatutos en 1983 y la inmediata 
celebración de las primeras elecciones a los parlamentos autonómicos en las 
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trece comunidades que todavía no lo habían hecho. Este proceso tuvo un con- 
siderable apoyo popular en todas las comunidades. 


En los primeros años de funcionamiento de las comunidades autónomas 
estas plantearon muchos conflictos de competencias al gobierno central y pre- 
sentaron numerosos recursos frente a leyes estatales ante el Tribunal Constitu- 
cional. Debido a ello este tribunal desarrolló una gran labor interpretativa del 
texto constitucional. La sentencia más importante fue la que en 1983 declaró 
inconstitucional una parte de las disposiciones de la LOAPA. El significado 
crucial de esta sentencia es que en adelante el parlamento español no podría 
restringir mediante ley orgánica las atribuciones que, de conformidad con la 
Constitución, hubieran asumido las comunidades mediante sus estatutos. El 
intento de equiparar las competencias de todas las comunidades que había 
inspirado la LOAPA tuvo que ser abandonado. 


En Cataluña la autonomía tenía un gran apoyo popular y menos del 10% 
de los encuestados se declaraban favorables a la independencia. Convergencia 
1 Unió, la coalición nacionalista encabezada por Jordi Pujol, había triunfado 
en las primeras elecciones autonómicas de 1980 y en 1984 mejoró sus resul- 
tados, obteniendo mayoría absoluta en el parlamento catalán. El escándalo 
de Banca Catalana, que llevó a que, poco después de las elecciones de 1984, 
el fiscal general del Estado presentara una querella criminal contra el propio 
Pujol y otros directivos de aquella, no le perjudicó, ya que muchos catalanes 
lo entendieron como un ataque a Cataluña. La querella fue retirada en 1986. 
Pujol consiguió que se le identificara con el nacionalismo catalán, tejió una 
sólida red de apoyos locales y logró revalidar su apoyo en sucesivas elec- 
ciones, de manera que gobernó Cataluña hasta 2003. Durante ese periodo el 
gobierno de la Generalitat logró, a través de la política educativa y cultural, un 
reforzamiento de la identidad nacionalista en la población catalana. A partir 
de los años noventa cobró también fuerza la opción independentista de Esque- 
rra Republicana de Catalunya. 


En Euskadi las encuestas mostraban un menor apoyo al sistema autonómi- 
co y una mayor difusión del independentismo, opción preferida por un 25% 
de la población. A diferencia de Convergencia i Unió, el Partido Nacionalista 
Vasco no había votado a favor de la Constitución. La amenaza de ETA, cuyo 
brazo político obtenía en las elecciones autonómicas el voto del 10% del 
censo electoral, limitaba por otra parte la libertad política de los sectores no 
nacionalistas, que representaban sin embargo la mitad de la población. En las 
elecciones de 1984 el PNV obtuvo el mejor resultado de su historia, pero poco 
después experimentó una crisis interna que llevó a la escisión de un sector 
encabezado por el hasta entonces lehendakari, Carlos Garaikoetxea. El nuevo 
lehendakari Antonio Ardanza, también del PNV, buscó entonces el apoyo de 
los socialistas y ello llevó a una política de mejor entendimiento con Madrid, 
en contraposición a la actitud de rechazo promovida por Garaikoetxea. Tras 
las siguientes elecciones autonómicas, en las que la escisión sufrida costó 


TEMA 8. CONSOLIDACIÓN DE LA DEMOCRACIA Y APERTURA EXTERIOR... 181 


muchos votos al PNV, el Partido Socialista de Euskadi se incorporó como 
socio minoritario al gobierno de Ardanza en 1987, Fruto de este nuevo clima 
político fue el ya citado pacto de Ajuria Enea. 


La tendencia a una igualación de las competencias entre las distintas co- 
munidades autónomas avanzó con la Ley Orgánica de Transferencias de 1992 
y la reforma de varios estatutos de autonomía en 1994, que transfirieron im- 
portantes competencias a las comunidades que inicialmente las habían tenido 
más limitadas. A pesar de ello siguieron existiendo diferencias significativas, 
entre las que destacaba el elevado grado de autonomía financiera que, como 
resultado de la tradición foral, se les había reconocido a Euskadi y Navarra, 
mientras que las demás comunidades se financiaban mediante transferencias 
del gobierno central. El gran aumento del gasto público de las comunidades 
hizo que tales trasferencias resultaran insuficientes y para financiarlo los go- 
biernos autonómicos recurrieron en gran escala al endeudamiento. Puesto que 
los gobiernos autónomos no recaudaban directamente impuestos, el aumento 
del gasto en que incurrieron no tuvieron resultados electorales adversos para 
ellos, pues se encontraban en la envidiable situación de poder financiar un 
incremento de los servicios que ofrecían a los ciudadanos sin responsabili- 
zarse del incremento de la presión fiscal que esto exigía. Puesto que no había 
un órgano de coordinación de las comunidades, todo se resolvía a través de 
negociaciones bilaterales entre el gobierno central y cada uno de los gobier- 
nos autonómicos. Por otra parte la creciente integración europea reforzó al 
gobierno central, que era el representante de toda España en las instituciones 
de la Comunidad Europea. Pero. a pesar de todas las dificultades y tensiones, 
el apoyo de los ciudadanos al modelo autonómico se fue incrementando. 


La política antiterrorista 


En los difíciles años de la transición, los atentados de ETA, muchos de los 
cuales se dirigían contra mandos militares, contribuyeron mucho a esa inquie- 
tud en los cuarteles que los golpistas del 23-F quisieron utilizar contra la de- 
mocracia. Los años peores fueron los de 1978 a 1980, en los que ETA asesinó 
a casi ochenta personas al año. La efectividad criminal de la banda disminuyó 
a partir de 1981, pero siguió teniendo un doloroso impacto durante la etapa 
de gobierno socialista, en la que hubo una media de casi treinta asesinatos al 
año (gráfico 1). Poner fin a esta acción criminal se convirtió en un objetivo 
prioritario para los gobiernos de Felipe González, con un resultado en general 
positivo, pero no exento de una grave lacra. La consolidación de la autonomía 
vasca, que restó legitimidad a ETA en la propia Euskadi,la mayor eficacia de 
las Fuerzas de Seguridad, que sustituyeron las redadas indiscriminadas por 
una acción más selectiva, y la creciente colaboración de los gobiernos de Pa- 
Iís, que desde mediados de los años ochenta puso fin a la impunidad con que 
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los etarras venían actuando en territorio francés, condujeron lentamente al 
declive de ETA. 1996 fue el año con menos víctimas desde 1974. Pero por 
otra parte, hubo un recurso a métodos criminales para combatir a ETA (los 
atentados de los GAL de 1983 a 1986) que fue impulsado desde el ministerio 
del Interior. En 1998 el ex ministro socialista del Interior José Barrionuevo 
fue juzgado y condenado por su implicación en un secuestro reivindicado por 
los GAL. 


La “guerra sucia” contra ETA, iniciada al final del franquismo e interrum- 
pida al inicio de la transición, causó catorce víctimas mortales entre 1978 y 
1980, año en que se interrumpió de nuevo. Pero la continuidad de los crí- 
menes etarras tras la formación del primer gobierno socialista y la negativa 
inicial de los gobiernos franceses a colaborar en la lucha contra ETA, que 
tenía en territorio francés una retaguardia segura, llevó al ministro del Interior 
y algunos de sus colaboradores a impulsar o una campaña de atentados, casi 
todos en territorio francés, que fueron reivindicados por un supuesto grupo 
antiterrorista, los GAL, y causaron 25 muertes entre 1983 y 1986. En su mo- 
mento esos crímenes no preocuparon a la opinión española, horrorizada por 
los salvajes atentados de ETA, pero años después contribuyeron al descrédito 
de González en su última etapa de gobierno. 


Un éxito socialista fue el de lograr un acuerdo de todos los principales par- 
tidos democráticos, incluido el Partido Nacionalista Vasco, en la lucha contra 
ETA, acuerdo que en el ámbito vasco se concretó en el pacto de Ajuria Enea 

21988. La imagen de ETA se deterioró, de manera que según las encuestas el 
porcentaje de los vascos que consideraban a los etarras como patriotas o idea- 
listas pasó del 50% en 1979 al 23% en 1989. Un intento de negociación entre 
el gobierno y ETA, a través de las conversaciones de Argel de 1986 y 1987, 
no condujo a ningún resultado positivo. En cambio la creciente cooperación 
francesa permitió que en 1992 se produjera la detención de los principales 
dirigentes de ETA en Bidart, en territorio francés, lo que representó un duro 
golpe para la banda. Por otra parte durante todos aquellos años se mantuvo 
la anomalía democrática de que Herri Batasuna, el brazo político de la banda 
terrorista, fuera legal, participara en todo tipo de elecciones, ocupara espacios 
de poder municipal y autonómico y contribuyera así a la presión de ETA sobre 
los ciudadanos vascos. 
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Gráfico 1. Víctimas mortales de ETA 
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Fuente: M* del Interior, www.mir.es/oris 


4. La política económica y social: de la expansión a la crisis, 
1986-1993 


Expansión económica y Estado del bienestar 


Tras el estancamiento que caracterizó los años finales del gobierno de 
UCD, la economía española comenzó a crecer a buen ritmo a mediados de 
los ochenta, iniciando un periodo de expansión que, brevemente interrumpido 
por una recesión entre 1992 y 1994, se reanudó en ese último año para prolon- 
garse en la etapa de gobierno de Aznar. Medido a precios constantes de 1986, 
el Producto Interior Bruto español pasó de 30 billones de pesetas en 1983 a 
40 en 1991 (gráfico 2). La recuperación de la economía mundial tras la crisis 
del petróleo de 1979, que en los principales países occidentales se inició antes 
que en España, la entrada del país en la Comunidad Europea, y las medidas 
de ajuste y reconversión impulsadas por el primer gobierno de González, que 
permitieron aprovechar la nueva coyuntura internacional favorable, fueron 
los principales factores que contribuyeron a ese resultado. La recuperación 
económica no condujo sin embargo a que se redujera de manera suficiente el 
elevado nivel de desempleo, que se convirtió en un rasgo permanente de la 
economía española. É 
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Gráfico 2. PIB a precios constantes 
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La recuperación de los beneficios empresariales, facilitada por la modera- 
ción salarial que en los comienzos de la etapa socialista aceptaron los sindica- 
tos, hizo posible el despegue de la inversión nacional, mientras que las bue- 
nas perspectivas de la economía española atrajeron una importante inversión 
extranjera, que no sólo aportó capital, sino también innovación tecnológica y 
financiera. La tasa de inflación, que en los últimos años de gobierno de UCD 
se situaba en torno al 15% anual, se redujo.a un 5% en 1988. La entrada en 
la Comunidad Europea implicó una liberalización del comercio exterior que 
condujo a una gran apertura al al mercado mundial. El volumen total del co- 
mercio exterior, es decir la suma de las importaciones y exportaciones, que 
equivalía a poco más del 25% del PIB en 1975, equivalía al 60% en 1995. De 
acuerdo con la nueva tendencia favorable a la empresa privada predominan- 
te en los años ochenta, se procedió a la privatización de empresas públicas, 
aunque en algunas empresas estratégicos la privatización fue sólo parcial y se 
mantuvo el control mayoritario del Estado. 


Este crecimiento económico, que superó la media comunitaria, permitió 
recuperar el retraso frente a la Comunidad Europea que se había acumula- 
do entre 1974 y 1985, de modo que el PIB español por habitante en 1991 
se situó de nuevo en torno al 80% de la media comunitaria, igual que en 
1975. Por otra parte, al encontrarse España entre los países menos próspe- 
ros de la Comunidad, se benefició de importantes transferencias de fondos 
comunitarios. 
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La liberalización comercial y la privatización de empresas públicas 
representó el componente liberal de la política de Felipe González, pero 
esta tuvo también un componente socialdemócrata que consistió en una 
fuerte expansión de las políticas sociales propias del Estado del bienestar, 
que implicó un fuerte incremento del gasto público y se financió mediante 
el incremento de la presión fiscal y el recurso al endeudamiento público. 
El incremento de la presión fiscal y del gasto social suponía que el Es- 
tado ejercía un función de redistribución de la renta, ya que la creciente 
importancia del impuesto sobre la renta, de carácter progresivo, suponía 
que los más ricos pagaban proporcionalmente más, mientras que el gasto 
social se distribuía entre todos los ciudadanos, especialmente los de menos 
renta. El elevado nivel de fraude fiscal reducía sin embargo este efecto de 
redistribución. 


En 1992 el gasto social representaba algo más del 20% del PIB, lo que 
permitió proporcionar, por primera vez en España, un sistema de pensiones, 
un sistema educativo y un sistema sanitario que alcanzaran a toda la pobla- 
ción. Se elevaron las pensiones mínimas de jubilación, basadas en las contri- 
buciones realizadas por los trabajadores a lo largo de su vida laboral, y se esta- 
blecieron pensiones no contributivas para sectores que hasta entonces habían 
permanecido al margen del sistema de la seguridad social. La Ley General de 
Sanidad de 1986 condujo a una cobertura sanitaria universal, financiada sobre 
todo mediante fondos públicos. Y una ley de 1990, la LOGSE, reorganizó el 
sistema educativo, cuya financiación pública se incrementó considerablemen- 
te, haciendo posible un gran aumento de la población escolarizada, aunque 
el impacto de las reformas socialistas sobre la calidad de la enseñanza es un 
tema muy debatido. 


El gran problema social que los gobiernos de Felipe González no supieron 
abordar fue el del desempleo, que siguió creciendo hasta 1985, año en que 
se situó en el 22% de la población activa, se redujo hasta el 16% en 1990 y 
volvió a incrementarse como resultado de la recesión que comenzó en 6 en 1992 
(gráfico 3). En parte el elevado nivel de desempleo fue el resultado de facto- 
res demográficos: la llegada al mercado laboral de las cohortes de edad más 
numerosos de la historia española (resultado de la elevada natalidad de veinte 
años antes), la creciente incorporación de la mujer al trabajo fuera del hogar y 
la desaparición de la vía de escape que había supuesto la emigración. Por otra 
parte la tasa de paro real era inferior a la oficial, debido a la importancia del 
trabajo sumergido. A todo ello se sumaba el hecho de que el sistema laboral 
no incentivaba la creación de empleo por parte de las empresas. Los gobiernos 
socialistas prefirieron la defensa de los puestos de trabajo estables y los sala- 
rios mayores que deseaban los sindicatos, así como el aumento de la presión 
fiscal necesario para financiar las políticas sociales, frente a la alternativa que 
hubiera supuesto una mayor creación de empleo privado a costa de menor 
estabilidad laboral y menor protección social. 
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Gráfico 3. Tasa de desempleo 
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La huelga general de 1988 y el giro social 


A lo largo de cien años el socialismo español se había apoyado sobre dos 
organizaciones estrechamente unidas, el Partido Socialista Obrero Español y 
la Unión General de Trabajadores. Durante la Transición, el auge político del 
PSOE había unido al auge sindical de la UGT. La central sindical socialista 
tenía escasa presencia en 1975 pero en muy poco tiempo llegó a rivalizar con 
Comisiones Obreras, la gran central surgida de la corriente principal del mo- 
vimiento obrero en los últimos años del franquismo, que a diferencia del PCE 
consolidó su influencia tras la llegada de la democracia. La nueva legislación 
favoreció a los sindicatos, al otorgarles un papel protagonista en las negocia- 
ciones laborales y las subvenciones públicas contribuyeron a completar las 
modestas cotizaciones derivadas de un bajo nivel de afiliación. Sin embargo, 
en la segunda legislatura socialista, los sindicatos se convirtieron en la princi- 
pal oposición a la política económica y social del gobierno. 


En una primera etapa, tanto UGT como CCOO habían aceptado la mo- 
deración salarial promovida por el gobierno para facilitar la recuperación de 
la economía española, pero cuando esta se produjo sus reivindicaciones au- 
mentaron. A pesar del incremento del gasto social, los activistas sindicales 
tendían a considerar que los ministros socialistas habían adoptado una polí- 
tica de liberalismo económico contraria a los intereses de los trabajadores. 
El gobierno se había esforzado por combatir la inflación, uno de los graves 
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problemas heredados del periodo anterior, y para ello se había opuesto a que 
el aumento de los salarios respondiera automáticamente al aumento de los 
precios, porque ello implicaba una espiral inflacionista. En buena medida 
el objetivo se logró pues la tasa de inflación de 1988 fue tres veces menor 
que en 1982: 4,8% frente a 14,4%, pero a su vez el poder adquisitivo de los 
salarios se redujo. 


El resultado de estas tensiones fue la huelga general de 1988, protago- 
nizada por UGT, cuyo secretario general seguía siendo Nicolás Redondo, y 
por CCOO, donde el joven Antonio Gutiérrez había sustituido a Marcelino 
Camacho. La huelga tuvo un seguimiento masivo, demostrando así que las 
críticas sindicales a la política gubernamental tenían un importante eco po- 
pular. Las reivindicaciones planteadas en la convocatoria de huelga incluían 
la recuperación del poder adquisitivo de salarios y pensiones, la equipa- 
ración de las pensiones mínimas al salario mínimo interprofesional y el 
derecho a la negociación colectiva de los funcionarios. El motivo concreto 
que condujo a la huelga fue sin embargo el nuevo plan de empleo juvenil 
del gobierno, que preveía contratos temporales para menores de veinticinco 
años, que percibirían el salario mínimo interprofesional mientras que los 
empresarios obtendrían ventajas fiscales. Se trataba pues de crear empleo 
para un sector particularmente en dificultades, los jóvenes, a costa de la es- 
tabilidad laboral y los salarios elevados, es decir el tipo de política que era 
tabú para los sindicatos. 


La brecha creada entre el gobierno socialista y el sindicato hermano, sim- 
bolizada por la pésima opinión mutua que a raíz de aquello conservan Carlos 
Solchaga y Nicolás Redondo, fue honda. Por primera vez, UGT no pidió el 
voto para el PSOE en las elecciones de 1989 y al año siguiente el congreso del 
PSOE eliminó el tradicional requisito de que sus afiliados lo fueran también 
de UGT. Sin embargo, el gobierno socialista no podía ignorar la capacidad 
de convocatoria que los sindicatos habían demostrado en la huelga general, 
así es que emprendieron un giro en su política que se denominó “giro social”. 
Esto implicó un aumento del gasto público, al aumentar tanto las pensiones 
como la cobertura a los parados por el seguro de desempleo. Por otra parte, la 
presión sindical, que implicó un elevado número de huelgas en el periodo de 
1987 a 1991, condujo a una importante subida salarial, que repercutió en el 
aumento de la inflación. Y todo se complicó cuando la situación económica 
se deterioró en 1992, 


La crisis de 1992 


La recesión que afectó a la economía española entre 1992 y 1994 tenía 
sus raíces en problemas internos, pero se originó por una crisis que afectó a 
varios países, la crisis del Sistema Monetario Europeo del verano de 1992. El 
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Sistema Monetario Europeo era un acuerdo adoptado en 1979 por la mayoría 
de los estados miembros de la Comunidad Europca, por el que se compro- 
metían a mantener la estabilidad de los tipos de cambio entre las monedas 
europeas, evitando que la cotización de sus respectivas monedas se apreciara 
o depreciara más allá de determinados límites. Era por tanto un precedente 
de la unión monetaria que más adelante se adoptaría con el euro. Deseosa de 
que ganar credibilidad internacional, España se integró en el SME en 1989, 
con lo que en adelante el tipo de cambio de su moneda no pudo fluctuar li- 
bremente. Sin embargo la tasa de inflación española era superior a la de sus 
socios europeos y esto, combinado con un tipo de cambio condicionado por 
el SME, hizo perder competitividad a las exportaciones españolas. Al subir 
los precios internos españoles, se encarecían también nuestras exportaciones, 
que perdían mercado frente a competidores extranjeros, agravando el déficit 
comercial español. 


Dicho de otra manera, la peseta tenía una cotización excesiva respecto a la 
realidad económica española, era una moneda cuyo futuro no inspiraba con- 
fianza a los mercados. No era la única y cuando estalló la crisis en septiem- 
bre de 1992 tanto Italia como Gran Bretaña se vieron en graves dificultades. 
En particular los inversores que especularon basándose en la previsión de 
que bajara la cotización de la libra hicieron grandes fortunas, En España las 
consecuencias fueron graves, la economía española entró en recesión, creció 
el desempleo, el déficit público se incrementó y hubo cuatro devaluaciones 
sucesivas de la peseta entre 1992 y 1993. Una devaluación permite mejorar 
la balanza comercial de un país porque estimula las exportaciones mientras 
que reduce las importaciones, pero no es una medida que se adopte salvo en 
circunstancias muy dificiles, ya que en definitiva supone vender más barato 
a los clientes extranjeros y comprar más caro a los proveedores extranjeros. 
Pero, aunque intensa, la recesión fue de corta duración, pues el crecimiento 
económico se reanudó ya en 1994, 


5. La legislatura de la crispación, 1993-1996 


El crecimiento de la oposición 


Durante los años ochenta, los socialistas gozaron de una cómoda mayoría 
parlamentaria. Aunque nunca tuvieron un respaldo tan masivo como en las 
elecciones de 1082, su pérdida de votos fue acompañada de un incremento 
de la abstención más que de un reforzamiento de los partidos de la oposición, 
de manera que sus truuntos electorales de 1986 y 1989 fueron rotundos y el 
Partido Popular sólo se convirtió en una oposición fuerte en las elecciones de 
1993 (gráfico 4). 
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Gráfico 4. Votos en las elecciones al Congreso de los Diputados 
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El sistema electoral había sido diseñado al inicio de la Transición para fa- 
vorecer bilidad del país, para lo cual se pretendía evitar tanto una 
excesiva fragmentación del parlamento como la indisciplina dentro de los par- 
tidos. El sistema es proporcional, es decir que distribuye los escaños en función 
del porcentaje de votos recibido por cada partido, pero esa proporcionalidad se 
reduce al aplicarse en el marco de las circunscripciones provinciales. Eso signi- 
fica que sólo en provincias con bastantes escaños, como Madrid y Barcelona, es 
posible la obtención de escaños por varios partidos, mientras que en provincias 
más pequeñas es muy difícil que más de dos partidos tengan un porcentaje de 
votos suficiente. Esto lleva a que, salvo en las comunidades autónomas en las 
que partidos nacionalistas propios pueden ser mayoritarios, sean los dos prin- 
cipales partidos nacionales los favorecidos por el sistema. En segundo lugar la 
disciplina interna en los partidos se ve reforzada por el sistema de listas cerradas 
y bloqueadas (es decir listas en las que el votante no puede añadir ni quitar nom- 
bres ni variar el orden en que aparecen), lo que supone un enorme poder para 
la dirección del partido que confecciona las listas, restando independencia a los 
diputados. Eso contribuyó a que los gobiernos socialistas pudieran tomar polé- 
micas decisiones en política económica o en política internacional sin temor a 
disidencias de sus propios diputados, muy sometidos al control del partido. 


El bipartidismo que se impuso a partir de 1993 respondía pues a lógica 
del sistema electoral, pero la situación de partido hegemónico de que gozó el 
PSOE en los diez años anteriores fue en cambio resultado de la debilidad de 
sus rivales. Desaparecida UCD por los conflictos internos que le llevaron a la 
catástrofe electoral de 1982, el voto conservador se concentró en Alianza Po- 
pular, pero este partido, encabezado por Manuel Fraga, siguió siendo visto. con 
desconfianza por un sector importante del electorado centrista, que lo percibía 
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como heredero del franquismo. Por otro lado el PCE se vio perjudicado por 
sus conflictos internos, por el declive del comunismo a nivel internacional y 
por los efectos del sistema electoral, dada su condición de tercer partido. La 
situación empezó a cambiar a comienzos de las noventa cuando las fuerzas de 
la oposición, encuadradas en las nuevas siglas del Partido Popular e Izquierda 
Unida, se vieron beneficiados por el deterioro de la situación económica, por 
los escándalos que deterioraron la imagen de Felipe González y por una cam- 
paña contra éste protagonizada por varios medios de comunicación, entre los 
que destacó el diario £l Mundo, fundado en 1989. 


La refundación del centro-derecha español se produjo ese mismo año de 
1989, en un congreso en el que Alianza Popular se transtormó en el Partido 
Popular, al que se adhirieron algunos políticos procedentes de la desapareci- 
da UCD. El PP presentó como candidato a la presidencia en las elecciones 
generales de ese año a un joven político que había ganado prestigio como 
presidente de Castilla y León, José María Aznar, quien de momento no logró 
superar el techo electoral de Fraga. Hubo sin embargo en aquellas elecciones 
importantes sintomas de cambio, pues el PSOE empezó a perder terreno en las 
grandes ciudades, entre los profesionales y técnicos y entre los electores más 
jóvenes. Perdió además la mayoría absoluta en el Congreso de que habia go- 
zado desde 1982, en parte por el avance de Izquierda Unida. El propio Fraga 
logró un rotundo triunfo en las elecciones autonómicas gallegas de diciembre 
de ese año e inició una nueva fase de su prolongada carrera politica como 
presidente de aquella comunidad. 


La coalición electoral Izquierda Unida se había fundado en 1986, sobre 
la base de distintas fuerzas que habían participado en la campaña del no en el 
referéndum de la OTAN, la principal de las cuales era con gran diferencia el 
PCE. Sus resultados en esas elecciones fueron sin embargo muy pobres. Dos 
años después el PCE eligió un nuevo líder de fuerte personalidad, Julio An- 
guita, alcalde de Córdoba desde 1979, que destacó por su oposición al PSOE. 
En las elecciones de 1989 Izquierda Unida logró al menos aproximarse a los 
resultados que el PCE había obtenido al comienzo de la Transición. Anguita 
mostró su disposición a participar en la ofensiva contra un González deva- 
luado por los escándalos de corrupción que impulsaron el PP y un sector de 
los medios de comunicación. Es posible, sin embargo. que ello le perjudicara 
ante un sector indeciso del electorado de izquierdas que en el último momento 
decidió respaldar a González en las elecciones de 1993. 


De hecho, las elecciones de 1993, en plena recesión económica, cuando ya 
habían salido a la luz los primeros casos de corrupción que dañaron la imagen 
del gobierno y con un partido dividido tras la ruptura de González y Guerra, 
fueron las más disputadas desde 1978. A pesar de todo González, que se im- 
puso a Aznar en su segundo y crucial debate televisivo, demostró una vez más 
su capacidad para llegar al electorado y el PSOE obtuvo su cuarta victoria 
consecutiva, esta vez por escaso margen. 


TEMAS. CONSOLIDACION DE LA DEMOCRACIA Y APERTURA EXTERIOR... 191 


Una encuesta de opinión de 1990 puede servir de referencia para es- 
tablecer el perfil de los votantes de cada uno de los tres principales parti- 
dos de ámbito estatal (gráfico 5). Desde el punto de vista de la adscripción 
subjetiva de clase social, el contraste era nítido entre el PP, que era el más 
apoyado entre los votantes que se consideraban de clase alta, media-alta y 
media-media, y el PSOE, que era el más apoyado entre los que se conside- 
raban de clase media-baja, trabajadora o baja, mientras que el perfil de IU 
era menos nítido. 


Gráfico 5. Clase social e intención de voto en 1990 


Alta y media-alta  Media-media Media-baja Trabajadora 


E PPR PSOEN IU 


Desde el punto de vista de un factor ideológico tan importante como la 
religiosidad, el contraste se manifestaba en cambio entre el PP, que tenía más 
apoyo en los sectores más religiosos, e IU, a la que apoyaban sobre todo los 
menos religiosos, mientras que el apoyo al PSOE tenía escasa relación con 
este factor (gráfico 6). 


Las conclusiones que de esta encuesta se desprenden son claras. El 
PSOE, que para entonces había perdido una parte importante del apoyo que 
en 1982 tuvo en la clase media, era un partido interclasista pero apoyado so- 
bre todo por los ciudadanos menos favorecidos, beneficiarios de sus políti- 
cas sociales, y con un electorado no muy definido en términos religiosos. El 
PP tenía el perfil característico de un partido conservador, interclasista pero 
estimado sobre todo por el electorado más acomodado y también por el más 
religioso. Por último el perfil de los votantes de Izquierda Unida respondía 
al de un electorado interclasista, minoritario en todos los sectores sociales 
pero con un importante componente de clase media, y de claras convic- 
ciones ideológicas, hasta el punto de resultar mayoritario entre quienes se 
declaraban nada religiosos. 
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Gráfico 6. Religiosidad e intención de voto en 1990 
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Escándalos y crispación 


Tras su victoria en las elecciones de 1993, Felipe González se enfrentó a 
una etapa de gobierno difícil. La economía española reanudó su crecimiento 
a partir de 1994, pero la situación política se deterioró por efecto de diversos 
escándalos de corrupción, por la revelación de que los GAL habían sido pro- 
movidos desde el ministerio del Interior, por una fuerte campaña de denuncia 
de la prensa de la oposición y por la división en las propias filas socialistas. En 
la política española se estableció un clima de crispación. El PP concentraba 
sus esfuerzos en desacreditar a González y el PSOE se mostraba muy remiso 
a admitir la corrupción que afectaba a sus filas. 


Los primeros casos graves de corrupción los había dado a conocer la pren- 
sa ya en 1990 y uno de ellos, el que afectó a Juan Guerra, hermano del vi- 
cepresidente, tuvo importantes consecuencias porque condujo a la dimisión 
del propio Alfonso Guerra y al fin de la etapa en que éste había controlado 
al partido y facilitado así la labor de González. Los “guerristas” quedaron 
sin representación en el gobierno, pero mantuvieron su fuerza en el aparato 
del partido frente al desafío de los “renovadores”, más identificados con la 
política que los gobiernos socialistas habían seguido desde 1982. Pero a su 
vez un escándalo financiero, el caso Ibercorp, en el que se vieron implicadas 
personas relacionadas con el ministro de Hacienda Carlos Solchaga, dañó el 
prestigio del principal adversario de los ““guerristas”. 


En el gobierno de 1993 el ministro más influyente fue el vicepresidente 
Narcís Serra y el ministerio de Hacienda fue asumido por Pedro Solbes, a 
quien correspondió gestionar la recuperación económica. El apoyo parla- 
mentario de CIU garantizó la mayoría al PSOE y el acuerdo entre ambos 
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partidos hizo posible una reforma de la financiación de las comunidades 
autónomas, que les otorgó por primera vez una participación en el impuesto 
sobre la renta, establecida en el 15% del IRPF. Pero más que la obra legis- 
lativa, el rasgo más destacado de este periodo fue el impacto de los escán- 
dalos, que dañaron muy gravemente la imagen de los socialistas. Se hizo 
famosa la sarcástica observación de que al “jefe de los dineros” lo habían 
detenido los guardias y que el “jefe de los guardias” había escapado con los 
dineros. El “jefe de los dineros” era el exgobernador del Banco de España, 
Mariano Rubio, que efectivamente ingresó en prisión como resultado del 
caso Ibercorp, lo que supuso el fin de la carrera política de Solchaga, mien- 
tras que el “jefe de los guardias” era el director de la Guardia Civil, Luis 
Roldán, que había amasado una fortuna cobrando comisiones ilegales en las 
contratas y huyó de España, aunque más tarde fue devuelto y recibió una 
severa condena de prisión. Se extendió la percepción de que muchos cargos 
políticos, en su mayoría socialistas pero también de otros partidos, se habían 
aprovechado de su posición para obtener grandes ingresos ilegales. Incluso 
la directora del Boletín Oficial del Estado acumuló millones mediante el 
cobro de comisiones por la compra de papel. 


A ello se sumó el escándalo de los GAL, debido a las revelaciones de dos 
policías procesados que implicaron a altos mandos del ministerio del Interior. 
El congreso de los Diputados concedió en votación secreta la necesaria auto- 
rización para procesaral ex ministro Barrionuevo, que mantuvo un importante 
apoyo de su partido pero más tarde sería condenado por su implicación en un 
secuestro de los GAL. También acabaría condenado un general de la Guardia 
Civil por el secuestro en Francia y asesinato de dos presuntos etarras en 1983. 
La prensa de la oposición lanzó una campaña de acusaciones contra González 
como responsable principal de la “guerra sucia” de los años 1983 a 1986, que 
sin embargo apenas había escandalizado en su momento a la opinión pública 
española. El presidente negó tales acusaciones, pero su credibilidad resultó 
dañada. Entre tanto ETA continuaba sus atentados criminales, aunque con me- 
nos intensidad que en los años ochenta. Sin embargo algo importante se había 
conseguido, la demostración de que la justicia española era capaz de castigar 
los delitos de políticos con cargos relevantes. 


Los escándalos contribuyeron a la victoria del PP en las elecciones de 
1996, que sin embargo se produjo por escaso margen. Ello demostró que Gon- 
zález seguía gozando de apoyo popular, sobre todo en la clase trabajadora, 
mientras que el PP seguía despertando recelos. El éxito de Aznar en su prime- 
ra legislatura de gobierno sería disipar esos recelos. 
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Tema 9 
LA ESPAÑA ACTUAL: 


LOS GOBIERNOS DE AZNAR Y 
ZAPATERO 


Juan Avilés Farré 


En los primeros años de gobierno socialista, España logró alcanzar los 
dos objetivos que, por consenso mayoritario, se había planteado tras la muerte 
de Franco: una democracia consolidada y una plena integración en Europa. 
A partir de entonces se ha entrado en una etapa de normalidad democrática, 
caracterizada por la estabilidad gubernamental, por la alternancia de dos gran- 
des partidos, uno socialdemócrata y otro conservador, y por la consolidación 
del Estado de las autonomías, que sin embargo no ha satisfecho las crecien- 
tes aspiraciones de los partidos nacionalistas de Cataluña y País Vasco. En 
términos generales existe un consenso, a veces oscurecido por la polémica 
partidista, acerca de las líneas maestras de la política económica y social, que 
se basa en una combinación de economía de mercado y Estado del bienestar. 
Una prolongada etapa de crecimiento económico, desde 1994 hasta 2008, ha 
elevado considerablemente el nivel de vida de los españoles y reducido las 
distancias respecto a la Europa más desarrollada. Ello a su vez ha dado lugar 
a una masiva llegada de inmigrantes, que ha hecho más diversa la realidad so- 
cial. El grave impacto que en España ha tenido la crisis económica internacio- 
nal, comenzada en 2008, ha revelado sin embargo los problemas estructurales 
que el país tiene pendientes. 


1. El gobierno de Aznar: la primera legislatura, 1996-2000 


José María Aznar y el Partido Popular 


En las elecciones de 1996, José María Aznar logró finalmente la victo- 
ria frente a Felipe González, aunque por el estrecho margen de menos de 
300.000 votos, por lo que quedó lejos de la mayoría absoluta en el Congreso 
de Diputados. Como puede verse en el gráfico, a partir de entonces el PP ha 
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mantenido un electorado muy fiel, que oscila en torno a los diez millones de 
votos, mientras que los votos del PSOE oscilan mucho más, por lo que es el 
grado de movilización de los votantes socialistas el que decide fundamental- 
mente el resultado de cada elección. Izquierda Unida, que obtuvo unos resul- 
tados relativamente satisfactorios en 1996, ha perdido mucho apoyo electoral 
desde entonces. Sólo en 2000 obtuvo un partido, en concreto el PP, una ma- 
yoría absoluta, por lo que lo normal ha sido que los gobiernos, siempre de un 
solo partido, requieran el apoyo externo de uno o varios grupos minoritarios, 
básicamente nacionalistas, y en particular de Convergencia 1 Unió, que se ha 
mantenido durante todo el período como el cuarto partido en número de vo- 
tos y, a partir de 2000, en el tercero en número de escaños, debido a que sus 
votos se concentran, a diferencia de los de IU, en tan sólo cuatro provincias. 
La pauta de entendimiento con CIU se estableció ya en la primera legislatura 
de Aznar. 


José María Aznar, nacido en Madrid en 1953, licenciado en Derecho e ins- 
pector de Hacienda, se había afiliado a Alianza Popular en 1979, fue elegido 
en 1987 presidente de Castilla y León y en 1990 se convirtió en presidente 
del PP. No había participado en la política de la transición y consideraba pre- 
ferible una política basada en los principios propios al consenso con otras 
fuerzas. Afirmó su liderazgo mediante la confrontación con González en los 
crispados años de la etapa final socialista. Le caracterizan la tenacidad y el tra- 
bajo metódico y nunca ha tenido la simpatía con que González sabía ganarse 
voluntades, lo que no le impidió establecer un sólido liderazgo en su partido. 


Elecciones generales. Resultados en millones de votos 


2000* 


[a PPEPSOEN ¡wa cu] 


El PP de Aznar ha sabido distanciarse de la imagen tradicional de la Alian- 
za Popular de Fraga, percibida por el electorado de centro como demasiado 
próxima al franquismo, para convertirse en un partido conservador moderno, 
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de cuyas credenciales democráticas nadie duda. Ha buscado sus referencias 
históricas en el liberalismo español decimonónico y sus referentes exteriores 
en el nuevo liberalismo de Reagan y Thatcher. Sin embargo, aunque Aznar 
impulsó, como veremos, una liberalización de la economía española, que ya 
había iniciado por otra parte González, no se ha alejado del modelo de Estado 
del bienestar, denostado por los economistas neoliberales pero muy arraigado 
en las preferencias del electorado español. La promoción de la idea de España 
ha sido uno de sus rasgos de identidad, pero ello no le ha impedido el enten- 
dimiento con el nacionalismo catalán, aunque las relaciones con el PNV han 
sido, como veremos, más tensas. Respecto a la integración europea, su actitud 
ha sido pragmática. La pertenencia a Europa ya no era vista como un objetivo, 
como durante la transición, sino como un hecho adquirido y Aznar ha sido un 
negociador duro en las cumbres europeas. No dudó, en cambio, que España 
debía participar desde el primer momento en la unión monetaria. 


La política económica y social 


En mayo de 2006, tras haberse asegurado el apoyo de CIU, Aznar formó 
su primer gobierno, con una mayoría de ministros procedentes de la antigua 
Alianza Popular, entre ellos el vicepresidente económico, Francisco Alvarez- 
Cascos, y el económico, Rodrigo Rato, y algunos procedentes de la desapa- 
recida UCD. como era el caso de Jaime Mayor Oreja, ministro del Interior. 


Su primera gran decisión fue la incorporación de España a la unión mo- 
netaria europea, de la que algunos Estados miembros de la Unión Europea, 
como Gran Bretaña, prefirieron permanecer al margen. La creación de una 
moneda común, el euro, que empezó a circular en 1999, representó un paso 
muy Importante en la integración de los Estados que lo adoptaron y facilitó 
mucho los intercambios comerciales y financieros, con el consiguiente esti- 
mulo al desarrollo económico. Sin embargo implicaba posibles problemas, 
pues los estados que la adoptaron renunciaban a una política monetaria inde- 
pendiente y no podrían, por ejemplo, devaluar su moneda si se encontraban en 
dificultades. Existía además el peligro de que el descontrol financiero de algu- 
no de ellos afectara a otros y por ello el tratado de Maastricht de 1992, por el 
que se estableció la Unión Europea, exigió a los estados que quisieran adoptar 
la moneda común unos requisitos, los llamados criterios de Maastricht. Estos 
incluían una tasa de inflación moderada, un déficit público (diferencia entre 
los gastos y los ingresos del Estado) no superior al 3% del PIB, y una deuda 
pública (conjunto de las deudas que el Estado mantiene frente a particulares, 
otros Estados y organizaciones internacionales) no superior al 60% del PIB. 
El gobierno de Aznar adoptó medidas de control del gasto público y de la 
inflación que permitieron a España incorporarse desde el primer momento a 
la unión monetaria. 
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Aznar y Rato impulsaron también una política de privatización de em- 
presas públicas y de liberalización de sectores como las telecomunicaciones 
y el transporte aéreo, que se abrieron a la competencia. Esta política se había 
iniciado cuando el gobierno de González, en su etapa final, decidió liquidar 
el Instituto Nacional de Industria, la entidad creada por Franco en 1941 que 
agrupaba a las empresas industriales del Estado. Esta privatización respondía 
a una tendencia general en el mundo desarrollado, basada en el convencimien- 
to de que el sector privado es más eficaz en la gestión directa de las empresas 
productivas. La venta de las empresas públicas generó importantes ingresos 
al Estado. Por otra parte, Aznar fue criticado por haber puesto a personas de 
su confianza al frente de empresas que se privatizaron, como fue el caso de 
Telefónica. 


Los ocho años de gobierno de Aznar coincidieron con una etapa de im- 
portante crecimiento económico, tanto a nivel internacional, como en el caso 
específico de España, que logró acortar distancias respecto a la media de la 
Unión Europea recuperando así el terreno perdido respecto a Europa durante 
los años difíciles de 1975 a 1984. Esa etapa de crecimiento se inició en 1994, 
cuando todavía gobernaba González, y se prolongó hasta 2007, ya bajo el 
gobierno de Zapatero. Como puede verse en el gráfico, la tasa de crecimiento 
anual del PIB en términos reales (es decir descontada la inflación) nunca fue 
inferior al 2% y en el año 2000 llegó al 5%. Esto creó un sentimiento de opti- 

. 4 A PF . . 
mismo, resumido en una frase de Aznar que se hizo famosa: “España va bien”. 


Variación interanual del PIB 
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El crecimiento económico creo muchos puestos de trabajo y la tasa de 
desempleo se redujo del 22% en-1996 al 11% en 2004. Esta última cifra, 
sin embargo, seguía siendo elevada en relación con la media europea, lo que 
mostraba la existencia de un problema estructural en España. Por otra parte 
el mercado laboral había quedado escindido en un sector de trabajadores con 
contrato indefinido, capaces de lograr significativas subidas salariales, y un 
sector, sobre todo joven, sometido a contratos temporales y con dificultades 
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por tanto para formarse, con consecuencias negativas para la productividad. 
En conjunto el crecimiento salarial fue más moderado que en los años ochen- 
ta, lo que facilitó el control de la inflación. La conflictividad social fue tam- 
bién moderada. 


Algunos de los puestos de trabajo creados por la expansión económica, en 
la recolección, la construcción, o la hostelería, no resultaban atractivos para 
muchos españoles, por lo que se produjo un notable incremento de la inmi- 
gración. El número de extranjeros residentes en España pasó de poco más de 
medio millón en 1996 a algo más de tres millones en 2004. 


Población extranjera residente en España 


1996 1998 2000 2002 2004 2006 2008 2010 


La inmigración, que se mantuvo a niveles elevados hasta que se notaron 
los efectos de la recesión económica, tuvo importantes consecuencias: intro- 
| dujo una mayor diversidad cultural, de creencias y de costumbres, estimuló 
“el crecimiento económico y sirvió para paliar, al menos a corto plazo, uno de 
los mayores problemas de la sociedad española, el del envejecimiento de la 
población. Este a su vez es resultado de la gran caída de la natalidad que se ha 
producido en las últimas décadas. La tasa de fecundidad, que era de casi tres 
hijos por mujer, exactamente 2,8, en 1975, se había reducido a 1,16 en 1996, 
pero se ha recuperado algo a partir de entonces, sobre todo por efecto de la 
mayor fecundidad de los inmigrantes. En 2010 llegó a 1,47, una tasa todavía 
muy inferior a la necesaria para garantizar el reemplazo generacional, que se 
sitúa en el 2,1. 


El descenso de la natalidad tiene por consecuencia a medio plazo la re- 
ducción del número de trabajadores que cotizan a la Seguridad Social en re- 
lación con los pensionistas que cobran de ella, lo que ha dado lugar a una 
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preocupación por el futuro de las pensiones. En 1995 todos los partidos po- 
líticos habían firmado el pacto de Toledo, que pretendía garantizarlas, y una 
ley de 1997 clarificó su financiación, sin entrar en el problema de fondo de 
la inviabilidad del sistema a largo plazo, debido al envejecimiento de la po- 
blación. De momento el crecimiento de la economía y el afloramiento del 
empleo sumergido (es decir la regularización de trabajadores empleados en 
actividades no declaradas) condujeron a un incremento de los cotizantes que 
saneó las cuentas de la Seguridad Social. El problema de fondo reaparecería 
años después con la recesión económica. 


Otra medida importante tomada durante la primera legislatura de Aznar fue 
la ley de 1999 que estableció un ejército exclusivamente profesional y puso así 
fin al servicio militar obligatorio, establecido en España en 1912. Ello respondió 
a una tendencia común en el mundo, debida a las características de los conflic- 
tos armados actuales, que no requieren el empleo de grandes masas de soldados, 
sino de profesionales menos numerosos pero bien preparados. El servicio mili- 
tar obligatorio se había hecho muy impopular a partir de la transición, y habían 
proliferado los casos de objeción de conciencia. Las nuevas Fuerzas Armadas 
españolas, profesionalmente bien preparadas, identificadas con los valores de- 
mocráticos y presentes en misiones internacionales de pacificación en distintas 
partes del mundo, han adquirido en cambio una buena imagen en la sociedad 
española, que no obstante sigue siendo básicamente pacifista, como se compro- 
bó cuando Aznar decidió apoyar en 2003 la invasión de Irak. 


El Estado de las autonomías y la presión nacionalista 


Uno de los propósitos de Aznar y el Partido Popular era reafirmar la idea 
de España, es decir el sentido de pertenencia de de todos los españoles a una 
patria común, que en su opinión se había debilitado a partir de la transición 
democrática. Por otra parte los partidos nacionalistas de Cataluña, País Vasco 
y Galicia no se sentían satisfechos con el desarrollo del Estado de las autono- 
mías, que tendía a igualar las competencias de las 17 comunidades autónomas 
españolas, y pretendían ir más allá para afirmar el derecho a la autodetermi- 
nación nacional, en la perspectiva de la independencia o al menos de una re- 
lación de tipo confederal con España. Sin embargo, los resultados electorales 
convertían a CIU en el socio más deseable para un PP que carecía de mayoría 
propia en el Congreso, mientras que el propio PP terminó por convertirse en 
un socio conveniente para CIU en Cataluña. 


En 1996 Aznar logró que Pujol aceptara comprometerse en un pacto de 
gobernabilidad, que aseguraría una mayoría parlamentaria estable, y trató 
también de llegar a un entendimiento con el PNV. A cambio aceptó la exi- 
gencia de CIU de una reforma de la financiación de las comunidades autó- 
nomas, que se aprobó en 1996 y supuso un paso decisivo hacia la autonomía 
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fiscal, pues permitió la cesión a las comunidades del 30% del rendimiento del 
IRPF. A fines de siglo la administración autonómica ya tenía más funciona- 
rios que la administración central. El modelo autonómico existente gozaba de 
un apoyo mayoritario en el conjunto de la sociedad española y eran más los 
que deseaban incrementar el autogobierno que quienes deseaban una vuelta 
al centralismo. 


En 1998, sin embargo, los partidos nacionalistas más importantes de Cata- 
luña, País Vasco y Galicia, es decir CIU, PNV y BNG, suscribieron la decla- 
ración de Barcelona, que denunciaba el agotamiento del Estado autonómico 
y reclamaba el derecho a un reconocimiento de la realidad nacional de sus 
respectivas comunidades. En Galicia el BNG logró un avance espectacular 
en las elecciones autonómicas de 1997 y se convirtió en el segundo partido 
de la comunidad, pero lo hizo a expensas del PSOE, por lo que el PP pudo 
renovar su mayoría absoluta. En Cataluña, en 1999, fue el PSC, liderado por 
Pasqual Maragall, el que incrementó su número de votos, convirtiéndose en el 
partido más votado, aunque CIU obtuvo más escaños, debido a que el sistema 
electoral catalán primaba el voto de las circunscripciones menos pobladas. El 
resultado es que Pujol, sin mayoría propia, buscó el apoyo de los populares en 
el parlamento catalán. 


La cuestión de la identidad nacional se complicaba dramáticamente en 
el País Vasco por la persistencia del terrorismo de ETA, que, aunque no tan 
letal como en años anteriores, asesinó a veinticuatro personas entre 1996 y 
1998. El hecho más impactante fue el secuestro y asesinato, en julio de 1997, 
del joven concejal del ayuntamiento vizcaíno de Ermua Miguel Angel Blan- 
co, que provocó manifestaciones de repulsa de una magnitud sin precedentes 
en el País Vasco y en toda España. Por un momento pareció que ello iba a 
conducir a un reforzamiento del consenso antiterrorista, pero por el contrario 
se produjo poco después una radicalización del PNV, que se acercó a las po- 
siciones de HB, lo que condujo a la retirada del PSE del gobierno vasco. El 
proyecto del PNV era llegar a un acuerdo con ETA y HB para crear un frente 
nacionalista que pudiera imponer sus condiciones al gobierno español, previa 
renuncia de ETA a los atentados. En el verano de 1998, el PNV y EA, su socio 
en el gobierno, suscribieron con ETA un acuerdo para crear una entidad sobe- 
rana que incluyera a la Comunidad Autónoma Vasca, Navarra y los territorios 
franceses de lengua vasca. ETA se comprometía a un alto el fuego y PNV y 
EA a romper toda relación con PP y PSOE. En septiembre PNV, EA, HB y 
Ezker Batua (la rama vasca de IU) suscribieron la declaración de Estella, que 
atribuía a los ciudadanos de Euskal Herria (es decir de la Comunidad Autó- 
noma Vasca, Navarra y territorios vasco-franceses) una capacidad de decidir 
sobre su futuro que debería ser respetada por los Estados español y francés. Se 
trataba del programa máximo del nacionalismo e implicaba el alejamiento del 
PNV respecto al modelo autonómico que le había permitido gobernar desde 
1980. 
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Las elecciones autonómicas de octubre de 1998 dieron mayoría a los par- 
tidos firmantes de la declaración de Estella, con la particularidad de que los 
partidos que más crecieron fueron el PP y HB. El nuevo gobierno vasco, presi- 
dido por Juan José Ibarretxe, del PNV. tuvo el apoyo parlamentario del bloque 
de Estella. En mayo de 1999 se produjo un contacto entre representantes del 
gobierno español y de ETA, pero la organización terrorista no tardó en decep- 
cionarse por los escasos resultados obtenidos por la vía pacífica y por la falta 
de decisión que a su juicio mostraban PNV y EA, y en noviembre anunció el 
fin de la tregua. A pesar de ello, el gobierno de Ibarretxe reafirmó la validez 
del pacto de Estella, lo que provocó una dura polémica entre PP y PNV. 


2. La segunda legislatura y el conflicto de Irak, 2000-2004 


La política interior 


Las elecciones generales del año 2000 representaron un gran triunfo para 
José María Aznar. que consiguió la mayoría absoluta de escaños en el Con- 
greso. Contribuyeron a ese resultado la prosperidad económica y también la 
nueva imagen centrista del PP, que ya no despertaba las suspicacias de antaño, 
pero lo decisivo no fue el aumento de los votos populares, sino el retroceso de 
los votos socialistas. El candidato del PSOE era Joaquín Almunia, un político 
competente, que había sido nueve años ministro con González, pero que no 
suscitaba gran entusiasmo. Consciente de que el triunto electoral dependía de 
la movilización del electorado de izquierda, Almunia promovió un pacto de 
gobierno con Izquierda Unida, que no se tradujo sin embargo en candidaturas 
conjuntas al Congreso y que no benefició ni al PSOE ni a TU. El fracaso de 
este acercamiento entre las dos fuerzas de la izquierda española contribuyó a 
que en adelante se mantuvieran los recelos que tradicionalmente las habían 
separado. 


En el nuevo gobierno Rodrigo Rato se mantuvo como vicepresidente se- 
gundo. responsable de los asuntos económicos, pero la vicepresidencia segun- 
da pasó de Francisco Alvarez-Cascos a Mariano Rajoy. un político de perfil 
más centrista, procedente también de la antigua Alianza Popular. La política 
económica y social siguió una línea de continuidad respecto a la legislatura 
anterior. La bonanza económica se mantuvo, aunque el papel de motor impul- 
sor que jugaba la construcción empezó a ser causa de preocupación. El precio 
de las viviendas creció muy rápidamente, por encima de lo que correspondía a 
la rentabilidad que daban los pisos alquilados, lo que era síntoma de que se ha- 
bía formado una burbuja especulativa, es decir que el precio de las viviendas 
crecía sobre todo porque los compradores creían que iba a seguir creciendo, 
por lo que la compra parecía una buena inversión. La llegada de inmigrantes y 
el deseo de adquirir una segunda vivienda, sobre todo en la costa y a veces por 
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parte de extranjeros, representaba una demanda real, pero esta no justificaba 
por sí misma el enorme volumen de las nuevas viviendas construidas. 


La actitud de los sindicatos ante el gobierno se endureció respecto a la le- 
elslatura anterior y cuando en junio de 2002 las Cortes aprobaron un decreto- 
ley que reformaba el mercado laboral, respondieron con una huelga general 
que tuvo un seguimiento notable, aunque menor que la de 1988, lo que obligó 
al gobierno a una rectificación parcial. El problema de fondo, es decir un 
sistema de relaciones laborales que no favorece la creación de empleo, se 
mantuvo tras la reforma. 


Aznar sentía también preocupación por un sistema educativo que, en su 
opinión, no proporcionaba una formación suficiente a buena parte de los estu- 
diantes. Una crítica generalizada se refería al sistema de acceso al profesorado 
universitario, considerado endogámico, problema que fue abordado mediante 
la Ley Orgánica de Universidades (LOU) de 2001, que estableció un sistema 
de habilitación general de los profesores universitarios previa a su adscripción 
a una plaza concreta. Esta ley fue acogida con protestas en medios universita- 
rios y el sistema sería de nuevo modificado por el gobierno de Zapatero. 


En el País Vasco el gobierno nacionalista de Ibarretxe siguió adelante con 
el apoyo parlamentario de HB, al tiempo que se reanudaban los atentados de 
ETA, que entre 2000 y 2003 asesinó a 46 personas. El acuerdo entre populares 
y socialistas vascos para desplazar al PNV del gobierno se saldó en un fracaso 
en las elecciones autonómicas de 2001, que se caracterizaron por una parti- 
clpación altísima, de modo que aunque aumentaron los votos de PP y PSOE, 
defensores del modelo establecido en la Constitución de 1978, triunfaron los 
nacionalistas e Ibarretxe pudo seguir gobernando. Por otra parte el consenso 
antiterrorista entre PP y PSOE permitió que se pusiera fin a la anomalía de que 
HB, a pesar de su íntima conexión con una organización terrorista, pudiera 
participar en las instituciones democráticas. La ley de partidos, aprobada en 
2002 con los votos de PP, PSOE y CIU, hizo posible que al año siguiente el 
Tribunal Supremo declarara ilegal a HB. Por otra parte la justicia desarticuló 
a diversas organizaciones del entramado de ETA, mientras que la actuación 
de las fuerzas de seguridad logró detenciones que debilitaron seriamente a la 
organización terrorista. Para ello resultó crucial el concurso de Francia, pues 
la mayoría de los dirigentes etarras fueron detenidos en su territorio. Todo ello 
contribuyó a que lentamente se difundiera en la ilegalizada HB el convenci- 
miento de que la reanudación de los atentados de ETA en 2000 había sido un 
error que les estaba privando de influencia política. 


En Cataluña el deseo de superar el marco del estatuto de autonomía 
existente seguía teniendo mucha fuera, mientras que el apoyo a CIU dis- 
minuía en beneficio de un partido independentista de izquierda. Esquerra 
Republicana de Catalunya (ERC), y el PSC se inclinaba por la reforma del 
estatuto. En esas circunstancias, las elecciones autonómicas de 2003, a las 
que ya no se presentó Jordi Pujol, condujeron al desplazamiento de CIU, 
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que fue sin embargo el partido más votado, y a la formación de un gobierno 
de coalición tripartito integrado por el PSC, ERC e Iniciativa per Catalunya, 
con el socialista Pasqual Maragall como presidente. Era el fin de una larga 
etapa de hegemonía de CIU. 


La política exterior y el conflicto de Irak 


José María Aznar prestó una gran atención a los temas de política exterior. 
Le guiaba el propósito de consolidar la creciente influencia internacional de 
España, basada en el prestigio de su transición pacífica a la democracia, en 
su incorporación a la OTAN y la Unión Europea, en la creciente expansión 
exterior de sus empresas y en el brillo de su cultura. España había salido de 
su largo aislamiento y Aznar pretendía darle un papel relevante en la política 
internacional, que contribuiría también a reforzar el sentimiento nacional es- 
pañol. No compartía el escepticismo hacia la integración europea que se había 
manifestado a veces en su partido durante los años en la oposición y, como 
hemos visto, se esforzó en que España cumpliera los criterios de Maastricht 
y se incorporara a la unión monetaria, pero tampoco hizo del europeísmo el 
eje de su política exterior. Buscó en cambio un entendimiento estrecho con 
los Estados Unidos, que en su opinión era el mejor camino para dar relieve 
internacional a España. 


En el seno de la Unión Europea, Aznar se convirtió en un socio incómodo, 
que defendía con tenacidad los intereses económicos a corto plazo de España 
y no mostraba interés en definir su actitud ante el proyecto europeo a largo 
plazo. Las relaciones fueron especialmente tensas con el gobierno alemán del 
socialdemócrata Gerhard Schroeder, lo que no es sorprendente, porque la in- 
transigencia de España, que era receptora neta de fondos europeos, irritaba a 
los alemanes, que eran los principales contribuyentes a esos fondos. El líder 
europeo con quien mejor sintonizó Aznar fue el laborista británico Tony Blair, 
líder de un país poco favorable a una mayor integración en Europa y estrecho 
aliado de Estados Unidos. 


Durante la segunda legislatura de Aznar se produjo un marcado deterioro 
en las relaciones entre España y Marruecos, que eran muy importantes para 
ambos países y afectaban a diversos focos potenciales de conflicto, desde la 
pesca y la inmigración hasta el futuro de Ceuta y Melilla, con el agravante de- 
rivado de la extrema sensibilidad marroquí hacia cualquier actitud que pueda 
parecer arrogante. La crisis más aguda se produjo en julio de 2002, cuando 
soldados marroquíes ocuparon un insignificante islote de soberanía española 
situado frente a sus costas, Perejil. El gobierno español, deseoso de afirmar 
con rotundidad la defensa de sus intereses en una cuestión de escasa relevan- 
cia material, pero de gran importancia simbólica, recuperó el islote mediante 
una intervención militar. Dadas las buenas relaciones de Estados Unidos con 
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ambos países, quien medió para lograr una salida diplomática a la crisis fue el 
propio secretario de Estado Colin Powell. 


El momento culminante de la política exterior de Aznar se produjo durante 
la crisis iraquí de 2003, en la que España, que por entonces ocupaba un puesto 
no permanente en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, se alineó 
de manera destacada a favor de la política de Washington, en contraste con 
la posición de Alemania y de Francia. Aznar no creía en la necesidad de una 
posición europea unida, era en cambio un admirador del Partido Republicano 
de Estados Unidos, estableció una buena relación con el presidente George 
W. Bush y, como éste, era partidario de una política contundente frente a las 
amenazas exteriores. El gobierno de Bush se hallaba bajo el impacto de los 
atentados del 11 de septiembre de 2011, que le impulsó a intervenir frente a 
los potenciales focos de amenaza. A fines de 2011 impulsó una operación con- 
tra el régimen talibán de Afganistán, que albergaba bases de Al Qaeda. Esta 
operación fue aprobada por el Consejo de Seguridad, contó con la participa- 
ción de numerosos paises, España incluida, generó escasa polémica y se saldó 
con un rápido triunfo, aunque unos años más tarde la situación se complicaría 
por el auge de la insurgencia talibán contra el nuevo régimen afgano. 


Tras ello Bush se planteó otra operación contra el régimen de Saddam 
Hussein en Irak, que se encontró con la oposición de tres miembros perma- 
nentes, con derecho a veto, del Consejo de Seguridad (Francia, Rusia y Chi- 
na), dividió a los gobiernos europeos e indignó a amplios sectores de la opi- 
nión pública mundial. Tras su derrota por la coalición internacional que liberó 
Kuwait en 1991, Saddam Hussein se había comprometido a renunciar a su 
programa de armas de destrucción masiva (nucleares, biológicas y químicas) 
y a eliminar las existentes, bajo control de inspectores de Naciones Unidas. 
Sin embargo nunca dio plenas facilidades a la inspección, lo que generó la 
duda acerca de si la eliminación de tales armas había sido completa y si man- 
tenía un programa secreto de armamento. En el clima de inquietud generado 
por los atentados del 11-S Bush decidió poner fin a la presunta amenaza me- 
diante una intervención militar. Las pruebas de que Saddam Hussein seguía 
disponiendo de armas de destrucción masiva eran sin embargo endebles y las 
acusaciones de que apoyaba a Al Qaeda lo eran aún más. A pesar de ello y de 
la falta de una resolución del Consejo de Seguridad que la autorizara, Bush 
lanzó finalmente la invasión de Irak en 2003, con el apoyo de varios países 
y especialmente de Gran Bretaña. En su decisión debieron influir varios fac- 
tores, como el convencimiento de que Irak sí que disponía de armas de des- 
trucción masiva y estaba dispuesto a usarlas, la voluntad de demostrar que las 
fuerzas armadas americanas estaban en condiciones de derrotar a un régimen 
como el de Saddam Hussein sin dificultad alguna, y la suposición de que la 
eliminación de aquella dictadura favorecería la democratización del mundo 
árabe y por tanto la desaparición del peligro islamista. Una vez derrocado 
Saddam Hussein, la tenaz búsqueda de armas de destrucción masiva no dio 
resultado. En realidad, habían sido destruidas en 1991. 


TEMA 9. LA ESPAÑA ACTUAL: LOS GOBIERNOS DE AZNAR Y ZAPATERO 207 


Aznar jugó un papel relevante en los preparativos de la guerra. Impulsó 
un documento colectivo de líderes europeos que. en contra de la opinión de 
Paris y Berlín, favorecían la intervención militar, y participó con Bush y Blair 
en una cumbre en las Azores, preparatoria de la decisión. Lo hizo en base a su 
convencimiento de que la estrecha relación con Estados Unidos era la mejor 
baza internacional que podía jugar España, aunque su apoyo fue casi exclu- 
sivamente político, pues la participación española en la intervención fue casi 
nula. Sólo después de la caida del dictador iraquí cnvió España un pequeño 
contingente de tropas. Pero incluso ese apoyo politico Iba en contra de la opi- 
nión mayoritaria de los españoles, Según las encuestas, apenas un 10% de los 
españoles apoyaban la intervención en Irak, y las manifestaciones de protesta 
en las ciudades españolas fueron masivas. El nuevo líder del PSOE, José Luis 
Rodríguez Zapatero jugó un papel destacado en la denuncia de la guerra y 
anunció que, si ganaba las elecciones, retiraría las tropas españolas de Irak. 


3. Los atentados del 11 de marzo de 2004 


A las elecciones generales del 14 de marzo no se presentó Aznar, por no 
considerar adecuado que un mismo presidente gobernara España durante más 
de dos legislaturas. Impulsó como candidato del PP a Mariano Rajoy, que en 
las encuestas preelectorales aparecía como favorito. Tres días antes de las 
elecciones ocurrió algo inesperado: el peor ataque terrorista de la historia de 
España (entendemos por terrorista un ataque violento a personas que no son 
combatientes perpetrado de manera clandestina y con un propósito político). 
Diez explosiones casi simultáneas en cuatro trenes de cercanías, a primera 
hora de la mañana, provocaron la muerte de 191 personas y causaron herl- 
das a 1858. El gobierno atribuyó inicialmente el atentado a ETA, pero las 
primeras detenciones, que se produjeron el día 13, apuntaron a una autoría 
yihadista. Ese mismo día apareció un cinta de video en la los atentados eran 
relvindicados en nombre de la rama europea de Al Qaeda y presentados como 
una respuesta al apoyo de España a las intervenciones de Estados Unidos en 
Afganistán e Irak. 


Los atentados, que provocaron una enorme conmoción en la sociedad es- 
pañola y tuvieron un gran impacto electoral, debido a que la convicción de 
que eran una respuesta a la intervención española en Irak decidida por Aznar 
y de que la atribución de los atentados a ETA era un intento de engaño deli- 
berado., impulsó a votar a muchos electores de izquierda indecisos. A partir 
de los datos de una encuestas postelectoral cabe deducir que la reacción a 
los atentados aportó al PSOE aproximadamente un millón de votos, es decir 
buena parte de los 1.353.019 votos que le dieron la victoria sobre el PP. Esto a 
su vez, creó una gran indignación en el electorado conservador, parte del cual 
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llegó a creer que los atentados se habían cometido con el propósito deliberado 
de provocar la victoria del PSOE. 


La investigación policial logró esclarecer la autoria de los atentados en 
pocos días, cuando todavía gobernaba Aznar. Una de las mochilas con explo- 
sivos colocadas en un tren. que no explotó, proporcionó la pista fundamental 
y el 3 de abril la policía localizó un piso en Leganés en el que se hallaban siete 
miembros del grupo terrorista, que se suicidaron mediante una cxplosión. La 
sentencia de la Audiencia Nacional del año 2007 deja claro que los atentados 
fueron cometidos por un grupo yihadista, integrado mayoritariamente por ma- 
rroquíes, que se había formado en Madrid y tenía contactos internacionales. 
Se trata pues de uno más de los atentados masivos que en la primera década 
del siglo xx1 han cometido en lugares como Nueva York. Washington. Lon- 
dres, Moscú, Bombay o Bali grupos de ideologia yihadista. Se denomina yl- 
hadismo a un movimiento que pretende lograr el triunfo del Islam mediante la 
vihad. es decir la guerra santa de la tradición musulmana. pero que no concibe 
la vihad al modo clásico. es decir una guerra justa declarada por un gobierno 
legítimo, sino que niega legitimidad a los gobiernos musulmanes existentes 
y por tanto atribuye la autoridad para hacer la yihad a grupos no estatales. En 
contra de la tradición musulmana, los yihadistas consideran además legrtimos 
los ataques deliberados contra civiles. 


El más importante de los grupos terroristas yihadies es Al Queda y existen 
indicios de que los asesinos del 11-M tenían contactos con Al Qaeda. Sin embargo 
las pruebas que la Audiencia Nacional aceptó para condenar como autores inte- 
lectuales de los atentados a individuos probablemente vinculados a Al Qaeda no 
fueron luego admitidas cuando el Tribunal Supremo revisó la tendencia. 


A pesar de la solidez de las pruebas encontradas en la investigación po- 
licial, en medios conservadores han tenido gran eco las críticas que desde 
medios de comunicación como la COPE o £7 Mundo las ponían en duda para 
defender la teoría de la implicación de ETA y de la existencia de una conspira- 
ción para ocultar el papel de ETA y atribuir los atentados a los islamistas para 
beneficiar electoralmente al PSOE, que se había opuesto a la intervención en 
irak. Se trata de un caso claro de teoría de la conspiración infundada, expre- 
sión con la que se designa al tipo de razonamiento en que se niega la validez 
de la explicación oficial de un hecho y se afirma. sin pruebas, la existencia de 
una conspiración para ocultar la verdad a los ciudadanos. 


4. La primera legislatura de Zapatero, 2004-2008 


Nacido en Valladolid en 1960. nieto de un oficial del ejército fusilado en 
1936 por los sublevados, José Luis Rodríguez Zapatero se licenció en De- 
recho por la Universidad de León y fue elegido diputado por esa provincia 
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en 1986. Poco conocido fuera de las filas socialistas, alcanzó sin embargo la 
secretaría general del PSOE tras la dimisión de Almunia. siendo elegido en 
el congreso de su partido por escaso margen frente a su principal rival, José 
Bono. Logró la victoria en las elecciones generales de 2004, marcadas por el 
impacto de los atentados del 11-M. y la revalidó en las de 2008. en las que el 
PSOE aumentó sus votos, lo que demostró que las medidas adoptadas durante 
su primera legislatura fueron bien acogidas por el electorado de izquierda. 
Sus críticos le han reprochado siempre su tendencia a tomar decisiones poco 
meditadas, pero lo que ha hundido su popularidad ha sido el grave impacto 
que en España ha tenido la gran recesión de la economía mundial, cuyos pri- 
meros síntomas empezaron a manifestarse justo en visperas de su gran triunfo 
electoral de 2008. 


Su primera gran decisión fue la de cumplir su promesa electoral y retirar 
las tropas españolas de Irak. lo que perjudicó las relaciones de España con 
Estados Unidos pero tuvo una buena acogida popular. Durante la primera le- 
etslatura destacaron sus medidas de reforma social encaminadas a aumentar 
los derechos de ciertos sectores de la población, como inmigrantes, homo- 
sexuales, mujeres y personas dependientes, y a favorecer la salud pública. 
Respecto a la inmigración manifestó un cierto cambio de criterio, pues en 
2005 facilitó la regularización de más de medio millón de inmigrantes trregu- 
lares (una medida que Aznar va había tomado en varias ocasiones). pero en 
2009, ya en la segunda legislatura y cuando la recesión estaba incrementando 
el desempleo, promovió una ley destinada a frenar la entrada de inmigrantes. 
En 2005 también se aprobó una reforma que facilitaba el divorcio y sobre todo 
una ley de matrimonio homosexual que recibió fuertes críticas por parte de la 
Iglesia Católica y del PP. 


A pesar de ello las relaciones del gobierno con la Iglesia no han sido de- 
masiado tensas. Según una encuesta de 2011 el 71% de los españoles se con- 
sideran católicos, lo que supone un retroceso de doce puntos respeto al año 
2000. El porcentaje es algo más bajo entre los jóvenes de 18 a 24 años, entre 
los que el 67% se declaran católicos, frente a un 27% de no creyentes o ateos. 
Por otra parte, en 2009 hubo por primera vez más matrimonios civiles que 
católicos. Y sólo entre los católicos practicantes, que representan un 19% de la 
población española, prevalece la opinión de que los legisladores deben tomar 
en cuenta la opinión de la Iglesia, mientras que el 74% de los españoles en su 
conjunto piensa lo contrario. 


El año 2006 se aprobaron dos medidas encaminadas a proteger a los es- 
pañoles frente a dos factores que inciden negativamente en su esperanza de 
vida: el consumo de tabaco y los accidentes de tráfico. En consonancia con 
la tendencia general en los países más desarrollados, la ley impulsada por la 
ministra de Sanidad Elena Salgado restringió por primera vez el consumo de 
tabaco en lugares públicos. La adopción del carné por puntos, en 2006, y la 
reforma del código de la circulación, en 2007, han endurecido las sanciones 
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por infracciones de tráfico y contribuido a una espectacular reducción de las 
muertes por accidente, de 4.442 en 2005 a 2.714 en 2009. En este último año, 
los españoles, con una esperanza media de vida de 81 años, cuatro más que 
en 1991, se situaban entre los más longevos del planeta. Japón, el país más 
longevo, tiene una esperanza de vida de 82. La ley de dependencia de 2006 
aseguró a las personas dependientes, muchas de ellas ancianas, una ayuda 
pública, que fue definida como el cuarto pilar del Estado del bienestar (junto 
a educación, sanidad y pensiones). 


La última medida social importante de Zapatero fue la ley de igualdad de 
2007, destinada a impulsar la paridad entre varones y mujeres. Ello responde 
a una de las tendencias más importantes del mundo occidental en las últimas 
décadas, el avance de la mujer en los ámbitos educativos, laborales y políti- 
cos. En 2010 el 52% de las mujeres tenía un empleo remunerado, frente al 
34% en 1990, y el 55% del alumnado universitario era femenino. Sin embargo 
en los puestos con mayor responsabilidad y mejor remunerados se mantiene 
el predominio masculino. 


Un aspecto muy polémico de la primera legislatura de Zapatero fue su fra- 
casado intento de negociación con ETA, encaminado a lograr que ésta renun- 
ciara a las armas, que fue duramente criticado por el PP. La intransigencia de 
ETA, que exigía concesiones políticas inaceptables para el Gobierno, condujo 
a la ruptura de las negociaciones en 2007. Sin embargo la presión policial y 
judicial había debilitado seriamente a la banda terrorista y convencido a su 
rama política de que la continuación de los atentados le condenaba a la ile- 
galización permanente y por tanto a la exclusión de las instituciones, por lo 
que en 2010 ETA se vio forzada a anunciar una nueva tregua, sin concesión 
previa alguna por parte del Estado. Entre tanto, en 2009, la prohibición de 
toda candidatura vinculada a ETA hizo que, por primera vez, los nacionalistas 
perdieran unas elecciones autonómicas en Euskadi. El acuerdo entre los dos 
partidos constitucionalistas permitió la formación de un gobierno presidido 
por el socialista Patxi López, con el apoyo externo del PP. 


En Cataluña, el gobierno tripartito encabezado por el socialista Pasqual 
Maragall, con la participación de un partido independentista, Esquerra Re- 
publicana, promovió una reforma del Estatuto que amplió considerablemente 
las competencias de la Generalitat. La reforma tuvo el apoyo inicial de Zapa- 
tero, pero su radicalidad superó las previsiones del presidente de Gobierno, 
por lo que el texto del estatuto fue moderado durante su paso por las Cortes 
españolas. El nuevo texto, aprobado por las Cortes en 2006, fue considera- 
do insuficiente por Esquerra Republicana y ello generó fuertes tensiones en 
el gobierno tripartito de la Generalitat, de manera que Maragall optó por la 
convocatoria ese mismo año de elecciones anticipadas, a las que no se pre- 
sentó. El resultado electoral permitió la recomposición del gobierno tripartito, 
esta vez bajo la presidencia del socialista José Montilla. Por otra parte, el PP 
impugnó el nuevo Estatuto ante el Tribunal Constitucional, que tras duras 
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polémicas acabó por declarar inconstitucionales algunas de sus cláusulas en 
2010. Ese mismo año Convergencia i Unió ganó en las elecciones autonómi- 
cas catalanas y su candidato, Artur Mas, se convirtió en el nuevo presidente 
de la Generalitat. 


5. El impacto de la Gran Recesión, 2008-2011 


La segunda legislatura de Zapatero ha estado dominada por un solo gran 
problema, el del impacto económico de la que se ha dado en llamar Gran 
Recesión. Se denomina recesión a un retroceso de la actividad productiva y 
los economistas estiman que un país se halla en recesión cuando su Producto 
Interior Bruto disminuye durante dos trimestres consecutivos. España enca- 
jó seis semestres consecutivos de retroceso de su PIB desde finales de 2008 
hasta comienzos de 2010 y durante el resto de la segunda legislatura de Zapa- 
tero el crecimiento ha sido muy modesto, insuficiente para recuperar el nivel 
perdido. Aunque, como veremos, factores internos españoles han agravado la 
recesión, el origen de la misma es internacional. En 2009, por primera vez 
desde el final de la II Guerra Mundial, el Producto Bruto Mundial retroce- 
dió y este alcance global ha motivado que se la denomine Gran Recesión, 
en contraste con recesiones anteriores más localizadas. La comparación más 
adecuada es con la Gran Depresión de los años treinta del siglo xx, que fue 
incluso más grave. En España, el último año en que el PIB se había reducido 
había sido 1993. 


La recesión se originó en 2008 en el sector financiero de Estados Unidos. 
Durante años, allí como en otros países, incluida España, se había desarro- 
llado una burbuja inmobiliaria, es decir un enorme incremento en la compra 
de viviendas que condujo a un aumento exagerado de su precio. A ese incre- 
mento contribuyó la concesión de hipotecas a compradores de baja capacidad 
adquisitiva, las llamadas hipotecas subprime. Eso se explica por la suposición 
de que, puesto que el valor de la vivienda subía continuamente, en caso de no 
poder seguir pagando la hipoteca el comprador podía vender la casa que había 
adquirido y saldar fácilmente su deuda. El riesgo que suponían las hipotecas 
subprime se repartía además mediante el procedimiento de la titulización, es 
decir de la subdivisión de las hipotecas en tramos que se combinaban con 
otros activos en productos financieros que se vendían a terceros. Se suponía 
que, al combinarse distintos activos en un producto financiero el riesgo se 
reducía, porque no se preveía que muchos activos, en este caso hipotecas, 
fueran a desvalorizarse al mismo tiempo. Sin embargo eso fue lo que sucedió 
en 2008, cuando la burbuja inmobiliaria americana se pinchó, como se suele 
decir, es decir cuando el precio de la vivienda llegó a un nivel demasiado 
alto y empezó a bajar. A partir de entonces muchas personas se vieron en la 
imposibilidad de seguir pagando sus hipotecas, al tiempo que se veían en 
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dificultades para vender su casa por el descenso del precio de las viviendas. 
Y entonces se descubrió el peligro de la titulización, cuando se puso de mani- 
fiesto la extensión que habían alcanzado los productos financieros basados en 
activos inseguros, como las hipotecas subprime, a los que se suele denominar 
activos tóxicos. A partir de ahí se redujo de manera radical la confianza en el 
sector financiero y algunos bancos estadounidenses entraron en graves difi- 
cultades, de las que sólo podría salvarles la intervención del Estado. Cuando 
en septiembre de 2008 el gobierno de Washington no intervino para salvar a 
un gran banco, Lehman Brothers, que quebró, estalló el pánico y la recesión 
se extendió por el mundo, pocos meses después de que Zapatero hubiera ga- 
nado sus segundas elecciones. 


Los canales por los que la crisis se contagió del sector financiero a otros 
sectores de la economía, y de Estados Unidos al resto del mundo, fueron va- 
rios. El más importante fue la contracción del crédito bancario, que resultó 
asfixiante sobre todo para las pequeñas y medianas empresas, que son las que 
más dependen de aquel. Además, la reducción de la demanda en un país en 
recesión conducía a un retroceso de las exportaciones de aquellos que le su- 
ministraban, con lo que el comercio mundial se contrajo en 2009 en un 12%. 


No todo el mundo se vio sin embargo igualmente afectado. Como puede 
verse en la tabla, los países en desarrollo se han visto mucho menos perjudi- 
cados que los más avanzados y en 2010 habían recuperado un fuerte ritmo de 
crecimiento. Hay que añadir, sin embargo, que para 2011 y 2012 se prevé una 
tasa de crecimiento de la economía mundial levemente inferior a la de 2010. 
Por otra parte, dentro de los países avanzados la situación en 2010 era peor 
en la eurozona, es decir en el conjunto de países europeos que han adoptado 
el euro, y dentro de la eurozona España era uno de los países con mayores 
dificultades. El PIB español siguió retrocediendo en 2010, aunque en menor 
proporción que en el año anterior. 


Producto Interior Bruto, 2006-2010 


Países en desarrollo 


Países avanzados 
Eurozona 
España 


Fuente: Fondo Monetario ar 


A diferencia de lo ocurrido durante la Gran Depresión de los años treinta, 
frente a la cual cada país reaccionó de forma aislada con el resultado de que 
las dificultades se agravaron, a partir de 2008 se ha realizado un esfuerzo de 
coordinación internacional encabezado por el G20, es decir por las cumbres 


TEMA 9. LA ESPAÑA ACTUAL: LOS GOBIERNOS DE AZNAR Y ZAPATERO 213 


periódicas celebradas por los jefes de Estado y de Gobierno de 19 paises de 
los cinco continentes, más la Unión Europea. que en conjunto representan 
dos tercios de la población mundial. Los gobiernos realizaron en 2009 fuertes 
inversiones para salvar al sector bancario y emplearon grandes cantidades de 
dinero en planes de estímulo para la economía. entre los cuales uno de los 
más importantes, en relación a su PIB, fue el de España. Los bancos centrales, 
incluido el Banco Central Europeo, redujeron sus tipos de interés para impul- 
sar el crédito. Y a nivel global el Fondo Monetario Internacional ha jugado 
un gran papel en la concesión de créditos, condicionados a planes de ajuste, a 
países en dificultades. incluidos, por primera vez. países de la eurozona. 


En 2010, sin embargo, la eurozona entró en una etapa de grandes dificulta- 
des. La moneda única había servido en los últimos años de garantía a los gran- 
des bancos y fondos de inversión que compraban deuda pública de países de la 
zona, lo que permitió por ejemplo a Grecia endeudarse a unos tipos de interés 
muy bajos, pues ningún inversor temía que un pais de la eurozona pudiera llegar 
a tener dificultades de pago. Sin embargo, Grecia nunca había cumplido ní uno 
sólo de los criterios de Maastricht, y cuando a finales de 2009 el nuevo gobier- 
no socialista reveló la enorme magnitud de la deuda pública griega, ocultada 
por el gobierno conservador que le había precedido, saltó la alarma. A partir de 
entonces se incrementó la llamada prima de riesgo que tenía que pagar por sus 
emisiones de deuda pública no sólo Grecia, sino otros países de la eurozona 
en dificultades. La prima de riesgo se mide por la diferencia entre la tasa de 
interés que tiene que pagar un país por la deuda pública en comparación con 
la alemana, el país de la eurozona que inspira más confianza a los inversores. 
En septiembre de 2011 las primas de riesgo de la deuda española y la italiana 
superaron los 300 puntos básicos (es decir el 3%, lo que significa que si un bono 
de deuda alemán puede colocarse ofreciendo un interés del 3% el español tiene 
que ofrecer más del 6%), la irlandesa los 700, la portuguesa los 900 y la griega 
los 1.200, 


Si Grecia hubiera tenido una moneda independiente, la hubiera devalua- 
do, para estimular las exportaciones y reducir las importaciones (esta era la 
fórmula preferida por los gobiernos para obligar a los ciudadanos a apretarse 
el cinturón) y además habría reestructurado su deuda, es decir habría anun- 
clado que no podía pagarla en las condiciones establecidas. Esto ha ocurrido 
con frecuencia en paises en dificultades. Pero Grecia no podía devaluar por- 
que su moneda era el euro y si anunciaba una reestructuración sembraría la 
desconfianza de los inversores no sólo en su propia solvencia, sino en la de 
otros miembros de la eurozona en dificultades. El resultado sería un ascenso 
todavía mayor de la prima de riesgo en estos países y graves problemas para 
los bancos franceses y alemanes, que han comprado mucha deuda griega. La 
otra posibilidad era que otros países europeos acudieran en ayuda de Grecia, 
con créditos mucho más baratos de los que los griegos podían conseguir co- 
locando nuevas emisiones de deuda en un mercado que desconfiaba. Pero no 
era fácil convencer a los ciudadanos alemanes o de otros paises de que sus 
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impuestos debian emplearse en salvar al Estado griego de las consecuencias 
de su elevado déficit fiscal (diferencia entre los gastos y los ingresos de un 
Estado) y de su exagerado recurso al endeudamiento. 


El momento crucial para la eurozona y para el gobierno de Zapatero llegó 
en mayo de 2010, cuando los gobiernos de los países miembros acordaron 
crear un enorme fondo destinado al rescate de los países en dificultades, me- 
diante créditos a interés más bajo que el del mercado. La Comisión Europea 
comprometió otra cantidad, también lo hizo el Fondo Monetario Internacional 
y el Banco Central Europeo anunció que compraría bonos de deuda pública 
de los países en dificultades. La contrapartida fueron los planes de austeridad 
que inmediatamente tuvieron que adoptar los paises en peligro. Más tarde fue- 
ron necesarios otros planes de rescate para Irlanda y Portugal, sin que la situa- 
ción de Grecia haya mejorado. El problema es que los planes de austeridad, 
necesarios para reducir el elevadisimo nivel del déficit público, representan 
un recorte de la demanda pública en un momento en que la demanda privada 
es muy débil, lo que supone que no hay estimulo para el crecimiento econó- 
mico, sin el cual no es posible salir de la recesión. Tampoco resulta fácil para 
países como Grecia aumentar sustancialmente sus exportaciones, pues ello 
requeriría un fuerte incremento de la productividad que hiciera a su economía 
más competitiva en los mercados internacionales. 


A partir de mayo de 2010 el camino emprendido por el gobierno español 
ha sido de austeridad, recorte del gasto público y reformas en distintos sec- 
tores, con el resultado de un hundimiento de la popularidad del presidente 
Zapatero. Si en mayo de 2010 la ventaja del PP sobre el PSOE en intención 
de voto era de cuatro puntos, de acuerdo con la estimación de una empresa de 
encuestas, a partir de entonces ha aumentado vertiginosamente y en septiem- 
bre de 2010 era ya de catorce, según la misma empresa. Sin embargo el pre- 
sidente parecía convencido de que, al margen de todo cálculo electoral, la vía 
adoptada era la única posible para alejar el peligro de un desastre a la griega. 


El origen de los problemas españoles es sin embargo muy distinto al de 
los griegos. España no sólo ha cumplido los criterios de Maastricht hasta que 
comenzó la recesión, sino que durante los años de Aznar y los primeros de 
Zapatero realizó un gran esfuerzo de reducción del déficit público hasta el 
punto de que en 2006 las cuentas del Estado tuvieron un superávit del 2%. El 
inicio de la recesión modificó por completo el panorama y en 2009 el déficit 
público alcanzó el 11%. pero, como resultado de los años de bajo déficit, la 
deuda pública en 2011 seguía siendo, en proporción al PIB, inferior a la me- 
dia europea. Por otra parte, la recesión española no ha sido sólo resultado del 
contagio internacional, sino que ha tenido raíces propias. La más importante 
ha sido la burbuja inmobiliaria, que elevó el precio de la vivienda y llevó a un 
crecimiento exagerado del sector de la construcción, con el consiguiente hun- 
dimiento posterior. Y el hundimiento del mercado inmobiliario ha afectado 
gravemente a una parte del sector financiero, en concreto las cajas de ahorro, 
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que habían invertido mucho en créditos a la construcción. Y a ello se suma 
un problema estructural de la economía española, la fuerte tasa de desempleo, 
que es demasiado elevada incluso en los mejores momentos y se dispara en 
momentos de crisis, como puede verse en el gráfico. La tasa de desempleo ha 
pasado del 8% en 2007 al 20% en 2010 y es especialmente elevada entre los 
más jóvenes. Ello no sólo representa un grave problema social sino que tiene 
también consecuencias económicas negativas: reducción de la demanda pri- 
vada, pues el desempleado reduce sus compras; crecimiento de la economía 
sumergida, que no paga impuestos; reducción de las cotizaciones a la Seguri- 
dad Social, y aumento del gasto público en subsidios de desempleo. 


Tasa de desempleo en España 


A 
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Fuente: Instituto Nacional de Estadística 


Se ha criticado mucho a Zapatero la lentitud con que reaccionó a la rece- 
sión. En un primer momento negó que hubiera crisis alguna, luego pretendió 
combatirla mediante planes de estímulo basados en el gasto público, sin abor- 
dar las reformas necesarias, y sólo a partir de mayo de 2010, presionado por la 
crisis de la deuda griega y por la desconfianza de los inversores hacia la deuda 
española y siguiendo los consejos de algunos de sus principales colegas euro- 
peos, optó por la reducción del gasto público y las reformas. Las principales 
reformas han sido las relativas al mercado laboral y los gastos sociales, que 
han resultado las más polémicas y dañinas para las perspectivas electorales 
[ del PSOE; la reforma de las cajas de ahorro, necesaria para garantizar la sol- 

vencía del sector financiero, y la reforma de la Constitución para garantizar el 
control del déficit público. 


En aquel mes de mayo de 2010, el gobierno redujo el sueldo de los fun- 
cionarios públicos y congeló las pensiones. En septiembre de 2010, se aprobó 
una ley de reforma laboral que implicaba un cierto abaratamiento del despido, 
por lo que CCOO y UGT respondieron con la convocatoria de una jornada 


216 HISTORIA CONTEMPORÁNEA DE ESPAÑA DESDE 1923 


de huelga general, la primera durante el mandato de Zapatero. Ya en 2011, se 
aprobó en junio una ley que reforma la negociación colectiva, y en julio una 
reforma de las pensiones que retrasa la edad normal de jubilación de los 65 a 
los 67 años, en respuesta al envejecimiento de la población española que ya 
hemos mencionado. 


En 2010 se aprobó una reforma de las cajas de ahorro, que las forzaba a 
convertirse en bancos y a elevar el porcentaje del capital básico, es decir del 
capital del que se puede disponer inmediatamente, respecto al volumen de 
los créditos concedidos, lo que representa una garantía de la solvencia de un 
banco. En algunos casos se pudo crear bancos solventes mediante fusiones de 
cajas de ahorro, como ha sido el caso de Bankia, surgida de la fusión de Caja 
Madrid con otras cajas, pero las vinculaciones de las cajas con la política local 
llevaron a una reticencia a la fusión con cajas de otras comunidades autóno- 
mas, lo que dificultó la creación de bancos viables, mientras que otras cajas 
estaban excesivamente deterioradas por la concesión de créditos poco pruden- 
tes. Ello ha llevado a que varias cajas hayan sido nacionalizadas, es decir que 
el Estado se ha convirtido en su principal o único accionista. 


Finalmente, en agosto de 2011, un acuerdo entre Zapatero y Rajoy, que 
hasta entonces había preferido no apoyar las reformas del Gobierno, permitió 
una rápida reforma de la Constitución destinada a dar el máximo rango juridi- 
co al compromiso de limitar el déficit público. Esta medida responde al agra- 
vamiento de la crisis de la deuda en la eurozona y también a la preocupación 
por el elevado endeudamiento de algunas comunidades autónomas, sobre 
todo, en relación con su PIB, la Comunidad Valenciana, Cataluña, Castilla-La 
Mancha y Baleares. 


El mapa político de España experimentó un cambio considerable con las 
elecciones autonómicas y municipales de mayo de 2011. En vísperas de ellas 
surgió en España un movimiento de protesta en la calle, desvinculado de par- 
tidos y sindicatos. que respondía a la desesperación de muchos ciudadanos, 
en su mayorta de izquierdas, ante la situación económica y política. el deno- 
minado movimiento 15-M, cuya relevancia futura es difícil estimar hoy. Las 
elecciones, en cambio, representaron un gran triunfo del PP, que logró hacerse 
con los gobiernos de diez de las trece comunidades en que hubo elecciones, y 
logró también un importante avance a nivel municipal. Los socialistas perdie- 
ron Castilla-La Mancha y Extremadura, dos de sus sólidos bastiones tradicio- 
nales, y no lograron mayoría en ninguna comunidad, lo que unido a la reciente 
derrota en Cataluña y a las malas perspectiva en Andalucía y Euskadi, les 
sitúa en una pésima situación a nivel autonómico. A nivel municipal el PP 
logró ta victoria en 34 ayuntamientos de capitales de provineia, frente a 9 del 
PSOE. En Euskadi el PNV ganó en Bilbao, el PP en Vitoria y en San Sebastián 
lo hizo Bildu, una coalición cuyo principal integrante son los herederos de 
Batasuna. lo que pone de manifiesto el potencial electoral del antiguo brazo 
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político de ETA en el momento en que ésta parece dispuesta a abandonar de- 
finitivamente el terrorismo. 


Ante esta situación política, Zapatero anunció que no se presentaría a un 
tercer mandato y convocó elecciones generales para noviembre de 2011. 
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Mapa 1. El protectorado español en Marruecos 


Gibraltar (G.B.) 


Ceuta 
(Portuguesa 1415. 


Tánger 
(Internacional Española 1640) 


Melilla 
/ (Española 1497) 
% 


ARGELIA 


PROTECTORADO FRANCÉS 


— Frontera hispano-francesa, 1926 
-— Frontera hispano-francesa, 1912 


Mapa 2. Partidos con mejores resultados (1931) 


PSOE Según datos de TusELL (1982), 
Esquerra Republicana de Catalunya pp. 161-196. 
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Mapa 3. Partidos con mejores resultados (1933) 


Republicanos de Centro Según datos de El Debate, 


2/2/1936, citados por TUSELL 
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Mapa 4. Candidaturas triunfantes (1936) 
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